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Acerca del nacimiento 
de la prisión como pena
Bram se mostró muy pesimista. Con voz queda, nos dijo que nos enfrentá-
bamos a una situación extremadamente grave. El estado le había comuni-
cado formalmente que pensaba pedir la pena máxima autorizada por la ley, 
es decir, la pena capital. Dado el clima existente, añadió, era muy posible 
que la obtuvieran. A partir de aquel momento viviríamos a la sombra de la 
horca. La mera posibilidad de ser sentenciado a muerte lo cambia todo. Ya 
desde el principio, considerábamos muy probable que ése fuera el resul-
tado del juicio. Delitos mucho menos importantes que aquel del que nos 
acusaban habían sido ya castigados con cadena perpetua.
Los funcionarios de prisiones nunca te permiten olvidar que puedes aca-
bar ahorcado. Aquella noche, un guardián golpeó los barrotes de mi celda 
a la hora de acostarnos. “Mandela”, me dijo, “tendrás ocasión de dormir 
durante mucho, mucho tiempo”. Esperé un momento y le respondí: “To-
dos nosotros, tú incluido, dormiremos mucho, mucho tiempo”. Fue un 
pequeño consuelo*.
[*]  MANDELA, Nelson, El largo camino hacia la libertad. La autografía de Nelson 





















































































































































































































penas irrazonables y carentes de toda proporción, ingresando en ciertos momentos 
al campo del Derecho Penal del Enemigo. Como se puede apreciar, nuestro código 
penal, por este motivo, entre otros, se encuentra completamente desarticulado y sin 
rumbo, más aún cuando no se percibe el establecimiento de una política criminal 
coherente y clara.
Si comprendemos que el Estado monopoliza el control y uso de la fuerza para 
hacerle frente a los delitos que se cometen dentro de la sociedad, a través de su propio 
sistema genera gran cantidad de violaciones a los derechos humanos haciendo uso, 
de lo que Zaffaroni señala como violencia ilegítima, que es muchas veces generada 
por instancias que se encuentran fuera del control jurisdiccional que tiene el propio 









































































































poner pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. La 
ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo 
al arbitrio de la autoridad, lo que es particularmente indeseable cuando se trata de 
establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que 
afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad.

 La pena de cadena
perpetua vista desde el derecho 
internacional y derecho nacional
Segunda parte
Hizo una breve pausa como si necesitara coger aire. La voz de De Wet, 
que en todo momento había sido queda, resultaba ahora prácticamente 
inaudible.
La función de este tribunal, como la de cualquier otro tribunal de cualquier 
otro país, es imponer la ley y el orden y hacer respetar las leyes del estado 
en cuyo seno actúa. El crimen del que los acusados han sido declarados 
culpables, es decir, el principal cargo, el de conspiración, es en esencia un 
crimen de alta traición. El estado ha decidido no presentar la acusación 
bajo esta forma. Con esto en mente y tras considerar cuidadosamente la 
cuestión, he decidido no imponer a los acusados la pena de muerte, que 
normalmente sería lo apropiado en un caso así. Ésa es toda la clemencia 
que puedo asumir en coherencia con mi deber. La sentencia para todos los 
acusados será de cadena perpetua.
Nos miramos los unos a los otros y sonreímos. Toda la sala había conteni-
do la respiración ante el anuncio de que no seríamos condenados a muerte. 
Pero algunos espectadores estaban consternados porque no habían conse-
guido oír la sentencia de De Wet.
—Dennis, ¿qué ha dicho? —le preguntó a gritos la mujer de Dennis Gol-
dberg.
—¡Cadena perpetua! ¡Cadena perpetua! ¡No nos van a matar! —aulló él 
como respuesta.
Me di la vuelta y sonreí en dirección a la galería, buscando las caras de 
Winnie y de mi madre*.
[*]  MANDELA, Nelson, El largo camino hacia la libertad. La autografía de Nelson 







































































































































































































































































LA PENA DE CADENA PERPETUA VISTA DESDE EL DERECHO INTERNACIONAL Y DERECHO NACIONAL
la jurisprudencia del Tribunal Supremo y de las medidas restrictivas en su ejecución 
hace que cada vez más personas aboguen por su aplicabilidad. Como sanción la pena 
de cadena perpetua sin libertad condicional determina y garantiza que el delincuente 
pasará el resto de su vida en prisión, mientras que si se aplica la pena con la opción de 
libertad condicional, garantiza que al cumplir una serie de requisitos y años mínimos 
de tiempo la persona tendrá la posibilidad, en algún momento, de ser liberada. Bajo la 
participación de las llamadas Juntas de Libertad Condicional o Comisión de libertad 
Condicional, que tienen la obligación de realizar un análisis más exhaustivo del privado 
de libertad, tomando no solo elementos jurídicos, sino psicológicos y de salud física. 
Para determinar si un recluso puede gozar de libertad condicional se requieren una 
serie de condiciones, entre éstas tener un consejero y un oficial de libertad condicional.
La pena de cadena perpetua ha venido a sustituir la pena de muerte en muchos 
países del mundo. Estados Unidos no es la excepción, aunque ciertos Estados siguen 
aplicando la pena de muerte, otros la han sustituido por esta alternativa.
Lo cierto es que sobre la pena de muerte se ha debatido por años, si en realidad 
funciona y si es un equivalente moral para la sociedad norteamericana, reconociendo 
que durante los últimos años ha disminuido la respuesta favorable de la sociedad por 
la aplicación de la pena de muerte, sumado a la existencia de mecanismos alternati-
vos, por ejemplo, la prisión, que garantizan la protección de la sociedad y se aplica 
un castigo al infractor941.
La intención original, su sentido y alcance constitucional que le dieron los legis-
ladores estadounidenses en un primer momento al redactar la Octava Enmienda, en 
el sentido y alcance que le dieron los legisladores en su nacimiento a la disposición 
constitucional al momento de redactarla, se basa en dos aspectos claves, un sentido 
estricto, que tiene como finalidad la demostración histórica de la intención del re-
dactor, con base en documentos y un sentido natural, que tiene como fundamento el 
uso de precedentes judiciales desde la época anterior para explicar su significado. 
Como planteamiento original, la Octava Enmienda tuvo como finalidad la elimi-
nación de todos los castigos, tormentos, torturas que fueran distintos de la privación de 
[941] Cfr. DIETER, Richard C. Sentencing for Life: Americans Embrace Alternatives to the Death 
Penalty. Death Penalty Information Center, April 1993.
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libertad; por lo tanto, no existió un criterio de proporcionalidad hasta mucho tiempo 
después. Como antecedente histórico lo tenemos en la Carta Magna inglesa de 1215, 
en la cual señala: “un hombre libre no será multado por un pequeño delito menos 
según la medida de la falta, y para una gran ofensa que sea (multado) conforme a la 
grandeza de la ofensa”. Mientras que en la Carta de los Derechos (Bill of Rights de 
1689) señalaba: “que no se exigirán fianzas ni se impondrán multas excesivas, ni se 
infligirán castigos crueles y desacostumbrados”, es decir, que no se podría imponer 
castigos diferentes a los establecidos por el derecho inglés o common law942. La De-
claración de Derechos de Virginia de 1776 fue la primera proclamación de derechos 
del hombre por parte del pueblo estadounidense y señala: “no exigirán fianzas exce-
sivas, ni se impondrán multas excesivas, ni castigos crueles e inusitados”, y que fue 
elaborada, casi palabra por palabra, de la Carta de los Derechos Inglés de 1689. Tenía 
como finalidad evitar que cualquier gobierno aplicara multas excesivas y sobre todo 
la eliminación de penas excesivas, castigos y torturas, lo que se tradujo más tarde en 
las enmiendas que se conocen como la Declaración de Derechos de 1787 y que en su 
artículo tercero describe el sistema judicial (poder judicial), incluyendo el Tribunal. 
El Congreso, a discreción, puede crear cortes inferiores cuyos juicios y órdenes 
pueden ser revisados por el Tribunal Supremo. El Artículo III también requiere la 
participación de un jurado en todos los casos criminales, define el crimen de traición 
y encarga al Congreso establecer un castigo y la Octava Enmienda por iniciativa de 
James Madison: “No se exigirán fianzas excesivas, ni se impondrán multas excesivas, 
ni castigos crueles e inusitados”. La primera ejecución de la pena de muerte en los 
Estados Unidos, nos remonta hasta el año 1608 en donde los británicos aplicaron dicha 
[942] La inclusión de esta declaración se debió al caso de Titus Oates, que fue declarado culpable 
por el delito de falso testimonio al testificar en los tribunales, en el sentido de que varias personas 
fueron condenadas a la pena de muerte por sus declaraciones. En la sentencia se le condenó al pago 
de una multa excesiva, la exhibición pública en ciertos momentos del año, azotes y cárcel de por 
vida. La pena de cárcel y el castigo más grave era el uso de la picota (dispositivo en el que la cabeza 
y las manos de la persona están asegurados en un marco de madera, que por lo general se colocaba 
en un lugar público, donde los transeúntes podían burlarse de ellos y tirarles basura). El propósito 
principal de este dispositivo era la humillación pública e incluía estar confinado en una picota durante 
dos días y un día de azotes mientras estaba atado a un carro en movimiento. Sin embargo, en el voto 
disidente, algunos lores plantearon que la sentencia en cuestión infringía el común entendimiento de 
la prohibición de castigos crueles e inusuales. 
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sanción al capitán George Kendal, acusado del delito de traición a la patria, acusado 
de espiar a los españoles, lo que motivó que en el año de 1612, en Virginia se dictara 
la primera ley sobre la pena de muerte. Casi un siglo después, con la publicación De 
los Delitos y las Penas, de Cesare Beccaria, se abre el debate de la justificación del 
castigo. Esta obra tuvo gran influencia en la sociedad norteamericana y se presenta 
como el principal argumento abolicionista en contra de la pena de muerte, concluyendo 
que el año de 1834 Pensilvania anula la pena de muerte para varios delitos, excepto 
el delito de homicidio en primer grado, se prohíben de igual manera las ejecuciones 
públicas y se empieza a hablar, por primera vez, de una política penitenciaria en 
Europa. Hasta que el Estado de Michigan en 1846, prohíbe la pena de muerte con 
excepción del delito de traición a la patria y en 1890 se ejecuta a la primera persona 
en la silla eléctrica, con posteriores efectos de disminución hasta las primeras déca-
das de 1900, algunos Estados adoptaron su eliminación para cierta clase de delitos. 
En el caso O’Neill vs. Vermont de 1892943, al imputado se le había aplicado una 
pena de 75 años de prisión o el pago de 6,638. 32 dólares, más las costas del proceso, 
por cometer 457 delitos, por la venta sin permiso de licor adulterado y peligro para 
la salud, pero, al no poder pagar la multa, los 75 años de prisión consistían en un 
régimen de trabajos forzados dentro de prisión, y se consideró constitucional esta 
pena, los jueces señalaron: “esta terminología (cruel e inusuales, ciertamente, se aplica 
normalmente a las penas que infligen tortura, tales como el potro del tormento, las 
empulgueras, los grilletes, el tensar y alargar los miembros del cuerpo y otros por 
el estilo, que son esperadas con agudo pánico y sufrimiento”. Esta interpretación 
histórica que utilizó el tribunal con fundamento en los precedentes judiciales, es 
catalogada por Yánez Román como tesis estática o colonial, en la que se valoraba 
la constitucionalidad del método de ejecución de la pena de muerte944. Es decir, que 
este método interpretativo de la Constitución fue una interpretación rígida de la 
Octava Enmienda y se limitó a una comparación histórica de las demás decisiones 
que se han dado sobre la misma materia, es decir, una tarea para comprobar que el 
[943] O’Neill versus Vermont. 144 U.S. 323 (1892).
[944] Cfr. YAÑEZ ROMAN, Pedro Luis. Anticonstitucionalidad de la pena de muerte en los Estados 
Unidos de América. Instituto de Estudios Jurídicos Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, 
Madrid, 1973, pp 257 258.
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método utilizado o el método de ejecución de ciertas penas, su uso para determi-
nados delitos, está reconocido por la ley, lo que sería constitucional a la luz de la 
Octava Enmienda, según la línea del tribunal de aquellos años en Weems vs. los 
Estados Unidos de 1910945,, el Tribunal Supremo dictaminó que lo que respecta a la 
prohibición de castigos crueles e inusuales, en los casos en que las condiciones de 
encarcelamiento incluyan, específicamente estar encadenado desde la muñeca hasta 
el tobillo y obligado a trabajar en “el trabajo duro y doloroso” y con una duración 
de 15 años de prisión.
En el caso Palko vs. Connecticut de 1937946, el Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos declaró culpable al imputado de robo y de doble homicidio, a pesar que fue 
acusado de cometerlo en primer grado, fue condenado como homicidio en segundo 
grado, por lo cual se le aplicó una pena de cadena perpetua que fue apelada por parte 
del Estado. Siendo declarado culpable de homicidio en primer grado con sentencia 
de pena de muerte pero sostuvo que, no solo era un castigo cruel e inusual, sino que 
también violaba la Decimocuarta Enmienda sobre las garantías del debido proceso. 
En el sentido de que ningún Estado privará a una persona de la vida, la libertad o la 
propiedad, sin el debido proceso de ley y que estaba siendo juzgado dos veces por el 
mismo delito, por lo que también se estaría violando la Quinta Enmienda, que pro-
híbe que una persona sea juzgada dos veces por el mismo hecho y delito. El Tribunal 
Supremo rechazó las alegaciones y el imputado fue condenado a la pena de muerte 
en la silla eléctrica
En la sentencia Francis vs. Resweber de 1947947, el Tribunal Supremo consideró 
que era constitucional, según la Octava Enmienda, electrocutar por segunda vez a un 
privado de libertad  declarado culpable por homicidio  y cuyo primer intento fracasó 
por un defecto de la silla eléctrica, por lo que se determinó que volver a electrocutar 
al recluso no constituía un castigo cruel e inusual. A pesar de que la preparación de 
la segunda ejecución constituyó un proceso psicológico difícil se demostró que el 
privado de libertad estaba en shock ya que había recibido una corriente de electri-
cidad muy fuerte, aunque no le causara la muerte. El Tribunal Supremo señaló en 
[945] Weems versus United States. 217 U.S. 349, (1910).
[946] Palko versus Connecticut. 302 U.S. 319, (1937).
[947] Francis versus Resweber. 329 U.S. 459, (1947).
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un voto disidente: “¿Cuántas nuevas aplicaciones deliberadas e intencionales de la 
corriente eléctrica necesita para producir un castigo cruel, extraño e inconstitucional? 
Mientras cinco aplicaciones serían más crueles y extrañas que uno, la unicidad del 
caso presente demuestra que, hoy, dos aplicaciones separadas son suficientemente 
crueles y extrañas para prohibirse.”
El Tribunal Supremo de los Estados Unidos ha considerado en sus sentencias 
sobre las penas de cadena perpetua que sean proporcionales o no al delito cometido y 
si las mismas pueden o no en su aplicación ser una violación a la Octava Enmienda, 
en el sentido de que se analiza cada caso en particular, es decir, de forma separada por 
el tribunal, ateniendo a las circunstancias del hecho cometido, es decir se realiza un 
examen exhaustivo caso por caso. Este criterio de interpretación es conocido como 
proporcionalidad restringida, en el sentido de que la Octava Enmienda no lleva una 
relación obligatoria o estricta entre lo que es ilícito y la pena impuesta, sino que tiene 
como finalidad que se aplique o sea una desproporcionalidad extrema, haciendo uso 
del derecho comparado en el que se califica la gravedad del hecho cometido acorde 
con la severidad de la pena de cadena perpetua. Se consideran otros casos similares 
en la misma jurisdicción y en otras jurisdicciones similares, es decir si se castigan 
los mismos hechos con una pena menos severa en alguna otra jurisdicción similar, 
entonces el juicio de proporcionalidad lleva explícito que la pena de cadena perpetua, 
en este caso sin posibilidad de libertad condicional para un determinado hecho punible 
considerado grave, es una pena de cruel e inusual y se valoraron las circunstancias 
que llevaron a la realización del hecho punible en particular948. El aspecto, si se puede 
decir moderno, que fundamenta la Octava Enmienda en la actualidad, ha pasado por 
un proceso evolutivo de prohibir el uso de castigos inhumanos, degradantes y con-
trarios a la dignidad humana, así como limitar las penas desproporcionadas al delito 
cometido, para centrar la discusión en la pena de cadena perpetua, si la persona tiene 
o no derecho a una libertad condicional.
[948] Cfr. CANDIA FALCON, Gonzalo y SCHLACK MUNOZ, Andrés. “La proporcionalidad de la pena a la 
luz de la octava enmienda: comentario a la sentencia de la corte suprema de los Estados Unidos de Norteamérica 
de 17 de mayo de 2010, Graham versus Florida, 560 U.S. 2010”. En Revista Chilena de Derecho, vol.38, n.1, 
201, pp. 139 161 Visto el día 10 de febrero de 2015. Disponible en: http://www.scielo.cl/scielo.php?script=s-
ci_arttext&pid=S0718 34372011000100007&lng=es&nrm=iso . ISSN 0718 3437.  http://dx.doi.org/10.4067/
S0718 34372011000100007.
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Una vez obtenida la libertad la persona se encuentra en un periodo de prueba 
(probation), el delincuente obtiene la libertad bajo el cumplimiento estricto de una 
serie de condiciones impuestas por el tribunal: acudir a reportarse cada cierto tiempo 
al juzgado o estar sujeto a la supervisión de un oficial. Si se comete alguna falta, 
se produce la revocación de la libertad y la persona debe de regresar a prisión. Este 
proceso evolutivo de interpretación constitucional tiene como fin interpretar, en este 
caso la Octava Enmienda, de acuerdo con los cambios que ha sufrido la sociedad a 
lo largo del tiempo, aunque esto lleva explícita una interpretación más cuidadosa por 
parte de los jueces, que pueden restringir el margen de apreciación del legislador al 
redactar la norma y el juez al aplicarla.
El Tribunal Supremo de los Estados Unidos al analizar históricamente si una 
pena, en este caso, la pena de cadena perpetua con o sin libertad condicional, era 
constitucional a partir de la Octava Enmienda, determinaba si la misma era cruel e 
inusual, cuando se aplicaba tormentos o torturas y se incluía la pena de muerte como 
un castigo fuera de lo común y excesivo. Pero, al situar la discusión sobre la propor-
cionalidad de la pena de prisión de cadena perpetua, el Tribunal Supremo, tal como 
veremos, centra su discusión en un ejercicio de comparación, en el que se hace nece-
sario adecuar la gravedad del hecho punible, en conjunto con un análisis valorativo 
al comparar si la pena es adecuada y esto eleva los estándares de precaución del juez. 
La mayoría de las penas de larga duración, dentro de la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo, requieren de una demostración en sí, la pena impuesta no satisface 
ninguna justificación penológica legítima y es considerada desproporcionada con el 
delito cometido. En sí, la misma, en realidad, tiene una retribución aceptable para la 
sociedad y si al aplicarla se logra restablecer el desequilibrio causado, es decir que 
en delitos de cadena perpetua la retribución está ligada enteramente a la culpabilidad 
del imputado y como segundo aspecto si su imposición logra la finalidad de satisfacer 
la prevención general negativa.
La Octava Enmienda no solo tiene como finalidad la prohibición de los casti-
gos crueles o arcaicos, sino también la aplicación de penas proporcionadas al hecho 
punible, es decir, que cada pena para cada delito debe ser graduada y proporcional 
al delito cometido. Es decir, que en las penas de larga duración se consideraría la 
extensión de tiempo de la pena impuesta que depende de cada circunstancia en 
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particular y el principio de proporcionalidad, como hemos mencionado, exige exa-
minar caso por caso. Existe también utilizar reglas categoriales en relación con la 
naturaleza del hecho delictivo cometido, es decir, que se toman en consideración 
los cambios y estándares que han sucedido en la sociedad, tomando como base 
actos legislativos y demás prácticas estatales que guardan relación con los hechos 
del caso, con la finalidad de que los mismos puedan determinar si existe un cambio 
lo suficientemente fuerte para que se pueda hablar de un consenso nacional. Si ese 
cambio no es posible demostrarlo, la proporcionalidad debe de tener como base, los 
precedentes, la historia, el sentido y la finalidad de la Octava Enmienda, para deter-
minar sin la imposición de la cadena perpetua en este caso es un castigo despropor-
cionado o no. La noción de proporcionalidad vino mucho tiempo después, cuando 
los Estados trataron, en sus distintas leyes, de aplicar la Enmienda, no solo de copiar 
el texto y agregaron una relación especial entre las penas y los delitos, es decir que 
en un principio no se preveía la proporcionalidad como característica principal de 
garantía del debido proceso en la imposición de la pena, ya no importaba tanto el 
cómo se aplicaba sino el por qué se aplicaba y con la promulgación de Bill of Right 
esas garantías limitaron y restringieron al legislador en el uso y modo de cómo son 
aplicadas las penas de prisión.
Ahora bien, como hemos visto, la finalidad de la pena de prisión tenía como 
principio retribuir a la sociedad por el hecho delictivo cometido y esa retribución 
era para evitar la venganza privada e imponer sentencias severas como la pena de 
cadena perpetua para delitos atroces, posteriormente esto se utilizó para prevenir 
nuevos delitos por parte de otros delincuentes. Con base en un reproche de tipo penal 
se convirtió en una nueva forma de rescatar, por así decirlo, a los delincuentes, de 
resocialización, como fundamento de la pena impuesta, en todo caso a los privados 
de libertad se les niega esa garantía, lo que hace que la pena sea desproporcionada. 
Un ejemplo de esta interpretación evolutiva de la Octava Enmienda, lo encontramos 
en el caso Atkins vs. Virginia de 2002949. El Tribunal Supremo de los Estados Uni-
dos dictaminó que la aplicación de la pena de muerte en personas que tienen retraso 
mental constituye una violación constitucional y, sobre todo que, a diferencia de otras 
[949] Atkins versus Virginia. 536 U.S. 304, (2002).
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Enmiendas, la misma tiene que ser interpretada a la luz de los cambios y progresos de 
la sociedad considerada como madura, pero deja a discreción de los propios Estados el 
definir adecuadamente qué se entiende por deficiencia o retraso mental. Este criterio 
cambiante de la sociedad, como medida de proporcionalidad de la Octava Enmienda, 
también fue utilizado en la sentencia de Coker vs. Georgia de 1977950, que sostuvo 
que dicha Enmienda prohibía la pena de muerte por el delito de violación de una mu-
jer; en ambos casos se determinó que el pensamiento de la sociedad había cambiado 
sobre la imposición de penas de muerte a retrasados mentales y para los delitos de 
violación y se utilizó un enfoque comparativo entre otras jurisdicciones. En otro caso, 
Enmund vs. Florida de 1982951, determinó el principio de proporcionalidad,  de igual 
manera de pena de muerte, que si se demuestra que la persona no tenía intención de 
cometer un homicidio o que no trató de quitarle la vida a alguien, ni tenía intención 
de participar en ningún asesinato o facilitar que eso pasara, era prohibido aplicar la 
pena de muerte porque sería contrario a la Octava Enmienda.
En sus inicios el Tribunal Supremo determinó en el caso Wilkerson vs. Utah, 
de 1878952, que la pena de muerte por fusilamiento no era un castigo cruel e inusual e 
iba de acuerdo con lo establecido por la Octava Enmienda, pero no así para las penas 
de muerte que consistían en quemar viva a una persona o en destripamiento, que si 
constituían un castigo desproporcionado sin que tomar en cuenta el delito cometido 
en ningún caso. 
En el caso de Weems vs. los Estados Unidos, de 1910953, fue la primera vez 
que el Tribunal Supremo ejerció el control judicial, al anular una sentencia penal por 
considerar que la misma constituía un castigo cruel e inusual, ya que incluía trabajos 
forzados durante el tiempo de prisión. Fue la primera vez que se puso en duda si una 
sentencia aplicada era proporcional o no según la Octava Enmienda y que se utilizó 
el método de test dinámico o funcional, evolutivo o progresivo, para interpretar la 
Octava Enmienda, en el sentido de que se dejó atrás lo que se consideraba como 
castigo cruel e inusual, entendiendo en ese momento los cambios evolutivos de la 
[950] Coker versus Georgia. 433 U.S. 584, (1977).
[951] Enmund versus Florida. 458 U.S. 782, (1982).
[952] Wilkerson versus Utah. 99 U.S. 130, (1878).
[953] Weems versus United States. 217 U.S. 349, (1910).
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sociedad, cómo fue cambiando y al mismo tiempo sus leyes que deben de ir acordes 
con dichas transformaciones. Esto lo veremos en el caso Trop vs. Dulles, de 1958954,
cuando se estableció que las normas morales están en constante evolución con miras 
a un progreso de la sociedad, que al Tribunal le compete extraer el significado de la 
Octava Enmienda y determinar cuáles son esas normas morales que han evolucionado. 
Agregó que en este caso se discutía si se le quitaba la nacionalidad por nacimiento 
podía constituir una violación a la Octava Enmienda. En este caso un militar desertó 
y se le negó la solicitud del pasaporte por tales hechos, la controversia se sustentó en 
que el voto disidente consideraba la pérdida de la ciudadanía como un destino peor 
que la pena de muerte, haciendo referencia a que sí se permite la pena de muerte 
y más para el caso de deserción militar. La pena de muerte se dejó a un lado como 
límite constitucional de la imposición de los castigos y se reconoció: “cualesquiera 
que sean los argumentos pueden estar en contra de la pena capital, tanto por razo-
nes morales como en términos de cumplimiento de los fines de la pena y ellos sean 
contundentes; la pena de muerte se ha empleado a lo largo de nuestra historia, y, en 
un día en el que todavía es ampliamente aceptado, no se puede decir que violaría el 
concepto constitucional de crueldad. Pero es igualmente claro que la existencia de la 
pena de muerte, no es una licencia para el Gobierno para encontrar cualquier castigo 
de muerte dentro de los límites de su imaginación”. 
Otro aspecto interesante que recoge la sentencia es que deja claro que la fra-
se constitucional “cruel e inusual” no ha sido detallada por el Tribunal Supremo, 
pero reconoce que la base de la Octava Enmienda es la protección de la dignidad 
del hombre, señala: “la enmienda debe extraer su significado a partir de las normas 
morales en evolución que marcan el progreso de una sociedad madura”. En el caso 
de Robinson vs. California de 1962955, se estableció que existía una violación de la 
Octava Enmienda, por considerar que la sanción impuesta era cruel e inusual, en este 
caso para un delito de drogas en el que se llegó a demostrar que el imputado tenía una 
adicción, aparentemente una enfermedad y que fue detenido por un oficial de policía 
por ser adicto a los narcóticos, declarado culpable y condenado a 90 días de prisión. 
[954] Trop versus Dulles. 356 U.S. 86, (1958).
[955] Robinson versus California .70 U.S. 660 (1962)
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Lo importante de esta sentencia es que el Tribunal Supremo reconoce, a modo de 
analogía, que: “incluso un día de prisión sería un castigo cruel e inusual que el delito 
de tener un resfriado común”. En este sentido, se estableció que para que uno pueda 
ser acusado de un acto criminal, era necesario que la persona cometiera un acto, en 
el sentido que Robinson tenía la apariencia de un drogadicto, pero al momento de su 
detención no estaba drogado, y por lo tanto, la imposición de 90 días era un castigo 
contrario a la Octava Enmienda. Este criterio fue el mismo utilizado en el caso de 
Powel vs. Texas de 1968956, en donde se hizo una distinción entre una conducta pú-
blica y una condición física, e hizo caso omiso de Robinson.
Un ejemplo del cambio penitenciario de la época puede ser el caso Jackson vs. 
Obispo de 1968957, en el que un juzgado de apelaciones dictaminó que los castigos 
corporales en el sistema penitenciario de Arkansas eran desproporcionados e iban en 
contra de la Octava Enmienda. 
En otro caso del mismo año, Withersponn vs. Illinois de 1968958, se declararon 
inconstitucionales las leyes que excluían como miembros del jurado a las personas 
que eran contrarias a la pena de muerte. Desde su primera aplicación en el año de 
1976 fue suspendida en 1966 en los Estados Unidos, la pena de muerte no ha estado 
ajena al debate y argumentos en su contra que giran en torno a la discriminación racial, 
social, fallos en que se ha condenado como culpable a personas que con el tiempo 
se demostró que eran inocentes y que los índices de criminalidad no han disminuido 
por su aplicación, todo lo contrario, han ido en aumento, sobre sus elevados costos y 
brevedad del proceso en donde el dinero ahorrado podría ser dirigido a medidas de 
prevención del delito y disminución de factores de riesgo. Actualmente la discusión 
se ha llevado al plano de su ejecución y sus condiciones, si el penado sufre o no, 
cómo se le puede garantizar que tenga una muerte lo más humana posible, bajo qué 
condiciones puede ser posible, que no cumple con un efecto disuasorio en la rea-
lización del delito verdaderamente importante, sobre la imparcialidad del jurado y 
como se puede medir, lo más preciso posible, que no se esté aplicando una sentencia 
desproporcionada al infractor.
[956] Powell versus Texas. 392 U. S. 514, (1968).
[957] United States versus Jackson. 390 US 570 (1968)
[958] Witherspoon versus Illinois. 391 U.S. 510, (1968).
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La Octava Enmienda señala: “no se exigieran fianzas excesivas, ni se impondrán 
multas excesivas, ni castigos crueles e inusitados”. Este fue el principal argumento 
para que en 1972 el Tribunal Supremo dictaminara en el caso de Furman vs. Geor-
gia959 que la legislación sobre pena de muerte viola la Octava Enmienda y, por tanto, 
es anticonstitucional. El castigo capital queda abolido de manera inmediata en todos 
los Estados, obligando a conmutar la pena de 629 presos y de igual manera señaló la 
urgente necesidad de establecer criterios o grados de coherencia en la aplicación de la 
pena de muerte, también estableció que eran penas crueles e inusuales, que se aplicaban 
arbitrariamente bajo leyes existentes y que eran necesarias nuevas medidas alternativas 
a la imposición de la pena de cadena perpetua. Esta sentencia fue decidida por cinco de 
los nueves jueces que integraban el Tribunal Supremo y declararon: “la imposición y 
ejecución de la pena de muerte (en estos casos) constituye una pena cruel y desusada 
por lo que infringe la Octava y Decimocuarta Enmiendas a la Constitución”. En este 
caso se resolvían los tres recursos presentados por Furman, quien fue sentenciado a pena 
de muerte por el delito de homicidio, cometido mientras se realizaba un robo a mano 
armada. La tradición que se tenía hasta ese entonces, por parte del Tribunal Supremo, 
era la denegar los recursos presentados o denegar entrar al fondo de la cuestión que se 
planteaba, o simplemente limitarse a debatir si el método de ejecución de la pena capital 
o el modo en que esta se ejecutaba era proporcional o no con la Octava Enmienda. 
Esta sentencia se dio por mayoría de cinco a cuatro jueces y se dictó una sentencia 
per curiam sin fundamentación mayoritaria, en la que cada juez explicó su voto indi-
vidualmente. Lo principal de este caso es que no se declaró inconstitucional de forma 
estricta la pena de muerte, sino que estableció que su regulación vulneraba la Octava 
y la Cuarta Enmiendas, en el sentido de que su ejecución o aplicación, podría resultar 
discriminatorio y arbitrario. Solo dos jueces pensaban que la misma era inconstitucional 
por si misma (Marshall y Brennan) sino más bien tenía como finalidad la de anular las 
condenas que habían sido realizadas con excesiva discrecionalidad por parte de los 
jurados y esta discrecionalidad era utilizada de forma discriminatoria y arbitraria, siendo 
una consecuencia clave que dentro del proceso de imposición de la pena de muerte, 
éste quedó dividido en dos: por un lado y de forma separada, en un juicio se establecía 
[959] Furman versus Georgia. 408 U.S. 238, (1972).
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que el acusado era culpable y en otro se determinaba que la pena podía ser impuesta 
incluyendo la pena de muerte, pero bajo la premisa de que se contarían con criterios 
claros de discrecionalidad por parte de los jueces y el jurado al imponerla. Para Baum: 
“a partir de la decisión correspondiente al caso Furman, 35 Estados adoptaron nuevas 
leyes para evitar el problema de las sentencias arbitrarias”960. Mientras que el Juez 
White, comentando su voto recurrente en la sentencia nos dice: “y tampoco se pueda 
afirmar con plena seguridad ni que esta necesidad justifique que se mate a tan pocas 
personas cuando para tantas otras, en idénticas circunstancias, se considera suficiente 
la cadena perpetua o la condena a muchas años de cárcel”961 mientras que para el Juez 
Marchal: “no resulta inoportuno recordar que desde hace 200 años muchas personas 
se han esforzado por demostrar que la pena de muerte no responde a ningún objetivo 
que no pueda ser alcanzado a través del encarcelamiento a perpetuidad”.
Esta sentencia no siguió con lo establecido por una anterior, la del caso de McGau-
tha vs. California de 1971962, en la que el imputado fue declarado culpable de homicidio 
y fue sentenciado a la pena de muerte. La misma es impuesta a la discreción absoluta del 
jurado y el castigo se determinó en un procedimiento separado después del juicio sobre 
la cuestión de la culpabilidad. El argumento del imputado se basaba en si los juicios 
por jurado era válidos para determinar si una persona podría ser condenada a la pena de 
muerte y si este castigo era inconstitucional a la luz de la Octava Enmienda. El Tribunal 
Supremo señaló que los esquemas de sentencias que conceden los jurados, como guías, 
no violan el debido proceso contenido en la Decimocuarta Enmienda y ni tampoco su 
discreción al imponer dicha pena, en el sentido de que el jurado representa el vínculo 
entre la comunidad y el sistema de justicia penal y el Tribunal Supremo señaló que era 
imposible tener un conjunto de normas que distinguieran entre los delitos que los que 
eran condenados a la pena de muerte y los delitos en que esa muerte era realizada de 
forma digna y que los intentos legislativos anteriores siempre habían fracasado en ese 
mismo sentido. En este caso el juez Harlan señaló: “identifica de antemano las carac-
[960] BAUM, Lawrenc. El Tribunal Supremo de los Estados Unidos de Norteamérica. Librería 
Bosch, Barcelona, 1987, p. 315.
[961] GONZALEZ GARCIA; JULIO V. DE FELIPE, BELTRAN, MIGUEL. Las sentencias bási-
cas del Tribunal Supremo de los Estados Unidos de América. Boletín Oficial del Estado y Centro de 
Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2005, 387.
[962] McGautha versus California. 402 U.S. 183, (1971).
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terísticas de los homicidios y de quienes los cometan, que justifican la aplicación de la 
pena capital, y expresar tales características en un lenguaje que pueda ser cabalmente 
compresible y aplicable por quién tiene que dictar las sentencias me parecen empresas 
que hoy en día no están al alcance de la habilidad humana”. Por lo tanto, podemos 
ver que el Tribunal Supremo, en ciertos casos ha anulado una sentencia de pena de 
muerte, en el sentido de que el imputado no contó con todas las garantías procesales 
durante el juicio, que lo protegieran de una actitud arbitraria por parte del jurado y por 
el otro lado, se ha aceptado en otros casos que se impone la pena de muerte, ya que se 
ha considerado que el Estado tiene leyes que protegen y garantizan el debido proceso, 
es decir: “la contradicción es la siguiente: conforme a la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, las leyes penales tienen que establecer ciertos criterios para determinar la 
condena, para así evitar la arbitrariedad, Pero al mismo tiempo tienen que permitir a 
los jueces o jurados un cierto margen de discrecionalidad, para que en función de las 
características del caso, imponer o no la pena de muerte”963.
Por primera vez el Tribunal Supremo decidió sobre si la pena de muerte violaba 
la Octava Enmienda, también si se aplicaría el alcance conceptual de lo que debe 
entenderse en el futuro como penas crueles y se siguió una nueva línea impuesta por 
el Estado de California el 18 de febrero de 1972, que declaró anticonstitucional la 
pena de muerte a nivel estatal por primera vez, en el caso People vs. Anderson de 
1972964. El tribunal lo consideró inadmisible por considerarla como un castigo cruel e 
inusual, ya que degradaba y deshumanizaba a las partes involucradas, como objetivo 
legítimo del Estado era innecesario e incompatible con la dignidad humana y así como 
del proceso judicial; el caso se convirtió en una referencia para la Octava Enmienda.
Los efectos de esta sentencia, en materia de pena de cadena perpetua, se con-
cretaron en que todas las condenas de muerte en el Estado de California fueran 
conmutadas965, en otros casos cometidos antes de 1972 la pena de muerte no podía 
[963] GONZALEZ GARCIA y  V. DE FELIPE. Las sentencias básicas… Op, cit., p.377.
[964] The People of the State of California versus Robert Page Anderson. 493 P.2d 880, 6 Cal. 3d 
628 (Cal.1972).
[965] Con base en esta decisión es que el homicida Charles Manson pudo evitar la aplicación de la 
pena de muerte en su caso en 1969. De igual manera en el caso del homicida Sirhan Sirhan, por el 
asesinado de Robert Kennedy, su sentencia de pena de muerte fue conmutada por una sentencia de 
pena de cadena perpetua. 
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ser impuesta y en otro caso de Aikens vs. California de1972966, negó la apelación de 
una sentencia de muerte debido a que: “la Corte Suprema de California declaró en 
el caso Anderson que su decisión era totalmente retroactiva y declaró que cualquier 
preso actualmente condenado a muerte podría solicitar a un tribunal superior mo-
difique su criterio. (Aikens) por lo tanto, ya no se enfrenta a una amenaza real de la 
ejecución”. Este criterio, como hemos visto, es el que se plasmó ese mismo año en 
el caso Furman. Para S. Corwin: “la Corte comprobó que la discreción del juez y el 
jurado del juicio estaba guiada por la enumeración de los factores agravantes o por 
cuestiones específicas que debían ser tenidas en cuenta para llegar a una decisión 
basada en la conducta específica del acusado específico”967.
En el caso Schick vs. Reed en 1974968, a un condenado a la pena de muerte se le 
permitió conmutar la sentencia por pena de cadena perpetua. En este caso el penado 
fue sentenciado a una pena de muerte en el año de 1954, pero en 1960 por orden 
del Presidente se le conmutó la pena de cadena perpetua, con la condición de que él 
mismo no fuera elegible para la libertad condicional ni que tuviera algún tipo de pri-
vilegio. En 1969 solicitó su liberación condicional, la cual fue rechazada por la Junta 
de Libertad Condicional. El Tribunal Supremo argumentó que su cadena perpetua 
sin libertad condicional era constitucional e introdujo el sistema de conmutación de 
penas en la jurisprudencia estadounidense, lo que motivó los primeros pasos para la 
aplicación de la cadena perpetua.
De igual manera en el caso Gregg vs. Georgia de 1976969, que exigía la im-
posición de la pena de muerte en caso de condena por un delito determinado o en 
específico, introdujo nuevamente la pena de muerte en el derecho estadounidense 
considerando que, tras las reformas emprendidas, el nuevo sistema judicial ya no 
violaba la Octava Enmienda. En esta sentencia se analizó si las reformas hechas por 
el Estado de Georgia, en donde el jurado determinaría la culpabilidad o inocencia 
del acusado, si el mismo era culpable cada miembro del jurado tenía que votar se-
[966] Aikens versus California. 406 U.S. 813, (1972).
[967] CORWIN, Edward S. La Constitución de los Estados Unidos y su significado actual. Editorial 
Fraterna, Argentina, 1987, p. 559.
[968] Schick versus Reed. 419 U.S. 256, (1974).
[969] Gregg versus Georgia. 428 U.S. 153, (1976).
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paradamente y, sobre todo, que las partes podían alegar agravantes o atenuantes, por 
lo que si se imponía la pena de muerte, automáticamente, el caso pasaba al Tribunal 
Supremo, es decir, que se trababa de reconocer si ya existían suficientes garantías 
jurídicas que respetaran el debido proceso y protegieran al imputado durante el juicio 
y si la pena de muerte era impuesta después.
Pero en una sentencia contraria a ésta del mismo año, en el caso de Woodson vs. 
North Caroline de 1976970, se anuló una sentencia de pena de muerte, debido a que 
el Estado no había hecho una limitación a la discrecionalidad del jurado, aceptando 
que podrían darse abusos y arbitrariedades por parte de éstos en la imposición de la 
pena de muerte. Estos límites a la discrecionalidad del jurado, tienen como nombre 
guided discretion, guías de discreción, discrecionalidad orientada. También fue visto 
en los caso de Lockeet vs. Ohio de 1978971, en el que el tribunal sostuvo que debían 
considerarse todos los factores atenuantes que rodeaban a un acusado de homicidio 
antes de imponer o aplicar la pena de muerte, como los antecedentes del acusado, 
las circunstancias o condiciones en que se produjo el delito, con miras a que fuera 
posible interponer otra sentencia, que no sea la pena de muerte o que fuera poco pro-
bable que el delito se hubiera cometido, sino fuera por el hecho de que el delincuente 
estaba bajo coacción, coerción o fuerte provocación o que el delito fue producto de 
la psicosis del delincuente o de una deficiencia mental.
El principal argumento del imputado era atacar la constitucionalidad de la ley 
de pena de muerte, en el sentido de que el juez no tenía la oportunidad de tomar en 
cuenta las circunstancias atenuantes que rodearon la realización del hecho punible; 
nos dice la sentencia: “el estatuto de pena de muerte de Ohio no permite el tipo de 
consideración individualizada de las circunstancias atenuantes requeridas por la Octava 
y la Decimocuarta Enmiendas”. De igual manera en el caso de Edding vs. Oklahoma 
de 1982972, proporcionó al Tribunal Supremo la oportunidad de decidir si las enmien-
das Octava y Decimocuarta prohibían la imposición de la pena de muerte, al que era 
menor de edad en el momento de la comisión del delito. Quedó establecido que la 
imposición de la pena de muerte se había realizado incorrectamente en este caso, ya 
[970] Woodson versus North Carolina. 428 U. S. 280, (1976).
[971] Lockett versus Ohio. 438 U. S. 586, (1978).
[972] Eddings versus Oklahoma. 455 U. S. 104, (1982).
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que no se consideraron oportunamente las circunstancias atenuantes que llevaron a 
la comisión del delito. Esto obligó a los tribunales de la causa a tener en cuenta los 
hechos atenuantes de cada caso, aunque en la sentencia, sobre si se podía aplicar la 
pena de muerte a un menor, el tribunal no entró a discutir el tema. En aquel entonces 
señaló que es un asunto que cada legislación debe decidir y nos dice la sentencia: 
“el tribunal puede determinar el valor que debe darse a las circunstancias atenuantes 
pertinentes, pero no puede darle ningún peso para excluirla de su consideración. Aquí 
hay evidencia de una historia familiar difícil y que el peticionario sufría problemas 
mentales; si esto hubiera sido tomado en cuenta en la audiencia de la imposición de 
la sentencia, debería de haber sido debidamente considerado en su imposición”. En 
otro caso Jurek contra Texas de 1976973, se impuso una sentencia de pena de muerte 
por el delito de asesinato, el imputado cuestionó la constitucionalidad tanto de su 
sentencia de muerte, alegando que era un castigo cruel e inusual, como del proce-
dimiento del Estado de Texas al imponerla, señalando que la misma se aplicaba de 
forma arbitraria y monstruosa. El tribunal sostuvo que la pena de muerte en este caso 
no era en sí un castigo cruel e inusual y sobre el procedimiento en Texas para su apli-
cación, no era institucional en la medida que daría lugar a imposiciones arbitrarias y 
caprichosas de la pena de muerte. En el sentido de que, el sistema de Texas permite 
a los jurados considerar tanto las atenuantes como las agravantes, que los jurados de 
Texas pueden considerar cualquier evidencia de las circunstancias, lo que les permite 
reflexionar no sólo el por qué se debe imponer la pena de muerte, sino también por 
qué no deberían hacerlo.
Ese mismo año, el caso Proffitt vs. Florida de 1976974, se originó en el Juzgado 
de Primera Instancia del Estado de Florida y fue revisado por la Corte Suprema del 
Estado de Florida antes de llegar al Tribunal Supremo. El imputado fue condenado 
por el delito de asesinato y se le impuso la pena de muerte, alegando igual que los 
casos ya mencionados, que la sentencia era un castigo cruel e inusual y que el proce-
dimiento para su sentencia se realizó de forma arbitraria y caprichosa, en el sentido 
de que, en Florida son los jueces y no los jurados los que actúan como autoridades 
[973] Jurek versus Texas. 428 U.S. 262, (1976).
[974] Proffitt versus Florida. 96 S.Ct. 2960, (1976).
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individuales en la imposición de la misma. El Tribunal Supremo nuevamente sostuvo 
que la pena de muerte no es un castigo cruel e inusual de por sí, que el procedimiento 
de imponer la pena de muerte no era arbitrario ni caprichoso, en el sentido de que, 
el procedimiento o sistema permite que los jueces puedan centrarse en todas las 
circunstancias del crimen, factores tanto agravantes como atenuantes y además, en 
Florida es obligatorio para los jueces que imponen esta pena, un escrito en el que se 
explica qué los llevó a tomar esa decisión, para una posible revisión automática por 
la Corte Suprema de Florida. Estos requisitos, según el tribunal, imponen garantías 
suficientes contra la presencia de cualquier deficiencia constitucional, derivada de 
una imposición arbitraria o caprichosa de la pena de muerte. En el caso Rummel vs. 
Estelle de 1980975, se confirmó la sentencia de pena de cadena perpetua sin posibilidad 
de libertad condicional impuesta por un tribunal del Estado de Texas; no es un castigo 
cruel e inusual para un delincuente reincidente en los delitos de fraude de tarjeta de 
crédito y emisión de cheques falsos bajo la ley de los tres strikes que la veremos más 
adelante. El Tribunal Supremo determinó que la ley para castigar automáticamente 
a una persona por tres delitos considerados graves era constitucional en el Estado de 
Texas y que en la práctica el recluso podía solicitar la libertad condicional, después 
de haber cumplido, por lo menos, 12 años de pena de prisión efectiva. Asimismo, la 
Corte ha señalado que, aunque Rummel no tenía derecho constitucional a la libertad 
condicional por su condena, Texas tenía una política relativamente liberal de otorgar 
“créditos buen tiempo” a sus presos, una política que históricamente ha permitido 
a un preso condenado a la pena de cadena perpetua a ser elegible para libertad con-
dicional en tan sólo 12 años. El Tribunal señaló que esta sentencia no era tan dura 
como en Mississippi que impuso una vida sin pena de libertad condicional por tres 
condenas por delitos graves, donde uno fue delito violento y la confirmó , lo que en 
realidad hacían era que, la sentencia de pena de cadena perpetua no fuera para el 
resto de su vida. Sin embargo, en una decisión dividida de la Corte de Apelaciones, 
había revocado la sentencia antes por considerarla desproporcionada a los delitos 
cometidos, por lo que se consideraba dicha pena como un castigo cruel e inusual, sin 
embargo, esta sentencia fue revocada, basándose en el caso Graham vs. West Virginia 
[975] Rummel versus Estelle. 445 U.S. 263, (1980).
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de 1912976 que involucró a una persona declarada culpable de tres cargos separados 
de robo de caballos por un total de 235 dólares.
La cadena perpetua de Graham fue confirmada, mientras que los votos disi-
dentes se centraban en que una sentencia de pena de cadena perpetua, para delitos 
que fueran considerados como no graves, podía ser considerada institucionalmente 
desproporcionada, sobre todo, que la posibilidad de libertad condicional para el pri-
vado de libertad no tiene porque ser considerada por el delito cometido y que la pena 
impuesta en este caso era una violación a la Octava enmienda. En el Estado de Texas, 
el que otorga la libertad condicional es el Gobernador, como un acto de misericordia 
del que puede hacer uso o no, según los informes favorables que le brinde la Junta 
de Libertad Condicional; por lo tanto, no es un acto propio de la administración de 
justicia, sino más bien un acto del ejecutivo, que interviene al tomarse la decisión 
judicial. Como positivo, con posterioridad a este caso, se dieron cambios en la legis-
lación de Texas, para modificar su ley de tres strikes, eliminando la pena de cadena 
perpetua obligatoria para cualquiera persona que cometa tres delitos considerados 
graves, añadiendo que se permite a un jurado otorgar la pena de cadena perpetua 
con libertad condicional o la de imponer una sentencia con un mínimo de 15 años de 
prisión hasta un máximo de 99 años. El caso Rummel se convirtió en un caso básico 
dentro de los tribunales de Texas, como criterio de proporcionalidad para determinar 
si, en virtud de la Octava Enmienda, una sentencia es excesiva. De igual manera, en 
el caso Lockyer vs. Andrade de 2003977, se confirmó una sentencia de pena de cadena 
perpetua de 50 años por el robo de cintas de video como tercer delito. No fue hasta el 
caso de Solem vs. Helm, de 1983978, donde se discutió si la duración o la longitud de 
una pena de prisión podría ser contraria a la Octava Enmienda, independientemente 
del delito por el que se impuso la condena.
El Tribunal Supremo señala que el encarcelamiento, por sí solo, podría constituir 
un castigo cruel e inusual si se tratara de una medida desproporcional, en relación 
con el delito cometido y estableció tres elementos, que conllevan a la determinación 
de si la sentencia es excesiva: la gravedad de la infracción y la severidad de la pena, 
[976] Graham versus West Virginia. 224 U.S. 616, (1912).
[977] Lockyer versus Andrade. 538 U.S. 63, (2003).
[978] Solem versus Helm. 463 U.S. 277, (1983).
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las penas impuestas a los otros delincuentes en la misma jurisdicción y las penas 
impuestas por la comisión del mismo delito en otras jurisdicciones.
El Tribunal sostuvo que bajo las circunstancias del caso y otros factores a tener 
en cuenta, una sentencia de cadena perpetua sin libertad condicional, por cobrar 
un cheque falso de 100 dólares, era una pena cruel e inusual que violaba la Octava 
Enmienda.
En el año de 1984 se estableció una Ley de Reforma de las Sentencias (Federal 
Sentencing Guidelines), que sustituyó a la sentencia indeterminada, que permitía a los 
jueces de primera instancia dictar sentencias que iban desde la libertad condicional a la 
ley de pena máxima por el delito cometido. Se estableció la Comisión de Sentencias, 
como una comisión independiente de la rama judicial del gobierno, la cuál era respon-
sable de la elaboración de directrices que tenían las sentencias de los jueces federales. 
Estos elementos o directrices tienen como finalidad establecer la equidad en la sentencia, 
para evitar las disparidades en la condena de los acusados en casos similares.
Mientras que la libertad condicional establece las siguientes obligaciones: reunio-
nes del oficial de libertad condicional con el imputado, el ejercicio de una profesión u 
oficio, desprenderse de la posesión de armas, evitar amistad con delincuentes conocidos, 
etc. Pero este régimen fue eliminado de igual manera en el año de 1984, mediante la 
Comprehensive Crime Control Act, respecto de los delitos federales cometidos con 
posterioridad al 1 de noviembre de 1987, cuyos responsables servirán condenas fijas, 
con una posibilidad de reducción de condena limitada por buen comportamiento de 
un 15%. En estos casos, la supervisión posterior a la puesta en libertad tomaba el 
nombre de supervised release y sus condiciones y revocación quedaron en manos 
de los tribunales y no en la Parole Commission (Comisión de libertad condicional).
Y, la sentencia de Harmelin vs. Michigan de 1991979, determinó que en los ca-
sos de grandes cantidades de droga, la aplicación de la cadena perpetua sin libertad 
condicional no sería constitucionalmente desproporcionada. A pesar de que el privado 
de libertad sostuvo que le fue impuesta la pena de cadena perpetua, sin la opción de 
libertad condicional, de forma automática u obligada por parte del juez al acatar la 
norma, sin tomar en cuenta las circunstancias y condiciones del caso en particular. 
[979] Harmelin versus Michigan. 501 U.S. 957, (1991).
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Este razonamiento no contó con el apoyo de los jueces, argumentando un criterio 
histórico para interpretar la Octava Enmienda al señalar: “sanciones obligatorias se-
veras pueden ser crueles, pero no son inusuales en el sentido constitucional, después 
de haber sido empleado en diversas formas a lo largo de la historia de la Nación”. Y 
separa por primera vez la jurisprudencia de la pena de muerte de la de cadena perpe-
tua, en el sentido de que el Tribunal Supremo, reconoce que en el caso de Woodson 
vs. Carolina del Norte de 1976980, se aprobó una ley para los delitos de homicidio en 
primer grado y los imputados eran condenados de forma automática u obligatoria 
a una pena de muerte. Pero, la Corte Suprema de Carolina del Norte sostuvo que 
determinada ley era inconstitucional, en el sentido de que encontró tres problemas 
en relación con la aplicabilidad de la misma: la ley se apartaba notablemente de 
las normas contemporáneas sobre las condenas a muerte, señalando que el público 
ha rechazado la pena de muerte; en segundo lugar, no se establecía ninguna norma 
que sirviera para guiar a los jurados en el ejercicio de su poder, que les permitiera 
determinar qué asesinos en primer grado deberían de vivir y a cuáles se les debería 
aplicar la cadena perpetua, y por último, no se consideraban un aspecto fundamental 
los antecedentes de los acusados, concluyendo la Corte que, “el respeto fundamental 
por la humanidad” que subyace a la Octava Enmienda requiere este tipo de conside-
raciones. Es decir, que el principal problema era la ausencia de un enfoque particular, 
caso por caso y la falta de aplicabilidad de la ley de la sentencia Furman vs. Georgia, 
que había establecido con anterioridad en los casos de homicidio en primer grado, el 
jurado tenía la potestad, haciendo uso de su discrecionalidad ilimitada, entre elegir 
una sentencia de pena de muerte o una sentencia de cadena perpetua.
Este argumento es lo que el Juez Scalia del Tribunal Supremo, llama “la doc-
trina de la sentencia de la pena de muerte individualizada”, que rechazó para el 
caso de Harmelin en el sentido: “la doctrina no puede extenderse fuera del contexto 
de capital porque de las diferencias cualitativas entre la muerte y todas las demás 
sanciones”. Mientras el Juez Scalia llegó a la conclusión de que las partes I, II, III y 
IV, que debido a que la Octava Enmienda no contienen ninguna garantía de propor-
cionalidad y por lo tanto la sentencia de Harmelin no puede considerarse inconsti-
[980] Woodson versus North Carolina. 428 U.S. 280, (1976).
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tucional ni desproporcionada y se basó en los siguientes argumentos: la duración de 
la pena privativa de libertad, efectivamente impuesta en este caso, es una cuestión 
de prerrogativa legislativa, especialmente para los delitos considerados como graves 
por el Estado. Y, señaló, que en el caso Rummel vs. Estelle, se estableció que una 
sentencia de cadena perpetua para un delito que sólo involucró apropiación indebi-
da de una pequeña cantidad, estaba reforzada por dos condenas previas de delitos 
similares y ambas relacionadas con pequeñas cantidades de bienes, por lo que fue 
confirmada por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, que también se basó en 
el caso Solem vs. Helm, que decretó un principio general de proporcionalidad bajo 
una prueba de tres factores: comparar la naturaleza, la gravedad de la infracción y 
la severidad de la pena, con las penas impuestas a los otros criminales de la misma 
jurisdicción; es decir, los crímenes más graves están sujetos a la misma pena o penas 
menos graves y se comparan las penas impuestas por la comisión del mismo delito 
en otras jurisdicciones. El delincuente recibió una sentencia de cadena perpetua sin 
libertad condicional, a pesar de que la persona cometió un delito no violento, había 
rechazado de manera explícita en el caso Rummel, mientras que tomó el caso de Hutto 
vs. Davis de 1982981, en el que el imputado fue condenado a 40 años de prisión, por 
poseer y tener la intención de distribuir once onzas de mariguana con un valor de 
200 dólares y esta sentencia fue confirmada por el Tribunal Supremo, en el sentido 
de que se declaró que la duración de las penas de prisión para los delitos graves eran, 
“puramente una cuestión de la prerrogativa legislativa’’ y se revocó la sentencia por 
dos tribunales federales inferiores, porque la sentencia era tan dura en proporción 
con el delito y se violaba la Octava Enmienda que prohíbe el castigo cruel e inusual.
Para interpretar la Octava Enmienda se basó en el punto de vista histórico, ya 
que señaló que desde el Bill of Rights inglés de 1689, se tiene el derecho a estar libres 
de castigos desproporcionados, al poner un límite al uso de la fuerza por parte del 
Rey en determinados casos y en la ilegalidad, en lugar de la desproporcionalidad de 
las penas impuestas para ello.
También se señaló que la Octava Enmienda pretende ser una cláusula de freno a 
la capacidad que tiene el Senado para autorizar o no determinados modos de castigo, 
[981] Hutto versus Davis. 454 U.S. 370 (1982).
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es decir, a alejarse de los métodos de castigo crueles en su aplicación y que nunca 
han sido una garantía contra las sentencias desproporcionadas.
Se reconoce por parte del Tribunal Supremo que no existe una teoría adecuada 
o estándares históricos, para que los jueces puedan determinar si una sanción en par-
ticular es desproporcionada, en el sentido que dos elementos son considerados como 
importantes en el caso de Solem, la gravedad intrínseca de la infracción de la parte 
demandada y las penas impuestas para los delitos graves y sus similares en otras juris-
dicciones, por todo ello para el Juez Scalia: “fracasan por falta de una norma objetiva 
de la gravedad”, en el sentido de que otras normas han sido promulgadas en diferentes 
momentos y lugares, lo que conlleva a enormes variaciones en cuanto a la opinión 
para imponer los castigos a los delitos graves. El principio de proporcionalidad es una 
invitación a los jueces para imponer sus propios valores subjetivos y además señala que 
el carácter de las penas impuestas por otros Estados, por el mismo delito es irrelevante 
a la Octava Enmienda, en este sentido el juez argumenta: “las nociones tradicionales 
del federalismo facultan a los Estados a tratar situaciones similares de forma diferente 
en función de las necesidades locales, las preocupaciones y las condiciones sociales”.
Y, se concluye señalando que, los argumentos del Tribunal Supremo no han 
tenido una opinión mayoritaria o enteramente de acuerdo, con la aceptación de que 
no hay en la Octava Enmienda un requisito y no ha salido a la luz en la forma que 
el caso Solem sugiere, mientras que en el caso Weems, contenía declaraciones que 
indicaban que el castigo único era inconstitucional, porque era desconocido para la 
tradición angloamericana. Para el Juez Scalia se puede tomar una decisión conside-
rando los requisitos señalados en estas sentencias, lo que se ha visto reflejado en el 
Tribunal Supremo o tribunales federales inferiores durante seis décadas, es que los 
casos que versan sobre la aplicación de la pena de muerte, como el caso de Coker vs. 
Georgia, que permite que siga la división de que la pena de muerte es diferente en la 
revisión de su proporcionalidad: “la muerte es diferente que requiere protecciones 
que la Constitución en ningún otro lugar ofrece”.
En un voto concurrente los demás jueces, Kennedy, O’Connor y Souter con-
cluyeron que en las decisiones del Tribunal Superior, que la Octava Enmienda tiene 
como contenido un principio de proporcionalidad que se aplica a penas no capitales, 
este principio de proporcionalidad tiene un límite en cuanto a su uso y queda estable-
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cido lo siguiente: La fijación de penas de prisión por delitos específicos implica un 
juicio criminológico sustancial, no solo comprendido en la ley y los demás tribuna-
les, sino de igual forma debe tener un contenido determinado por el legislador en su 
redacción. Se reconoce la existencia de una gran variedad de esquemas penológicos 
legítimos sobre la base de las teorías de la retribución, disuasión, la incapacitación 
y la rehabilitación y que la Octava Enmienda no exige la adopción de cualquiera de 
dichos regímenes. En relación con la duración de las penas y el fin de las mismas 
existen diferencias inevitables, a menudo beneficiosas, que resultan, ya sea por parte 
de condiciones locales muy particulares o de actitudes propias de cada Estado, que 
forman parte de la estructura federal y que son conclusiones racionales con respecto 
a la longitud apropiada de términos para los delitos considerados graves.
Y, lo más importante, es que reconocen que el examen de proporcionalidad por 
parte de los tribunales federales, se debe realizar e informar manteniendo una serie de 
criterios objetivos en la mayor medida posible y es esta falta de criterios en la aplica-
ción de la duración de la sentencia, que ha dado lugar al uso de la proporcionalidad 
con éxito fuera del contexto de la pena de muerte y señalan: “la Octava Enmienda 
no requiere estricta proporcionalidad entre el delito y la pena, sino que sólo prohíbe 
las penas extremas que resulten manifiestamente desproporcionadas en relación con 
el crimen”. Para concluir, este grupo de jueces determinó que la sentencia de Har-
melin no violaba la Octava Enmienda, al aplicar una sentencia de cadena perpetua 
sin libertad condicional, a pesar de que la segunda sanción es la más severa que 
permite la ley, por lo que no es, según los jueces, manifiestamente desproporcionada 
en relación con el delito de posesión más de 650 gramos de cocaína por Harmelin. A 
pesar de que el crimen no fue violento y ni siquiera hubo víctimas, consideran que 
este argumento es absurdo y que la imposición de este castigo conforme a la ley de 
Michigan, es lo suficientemente trascendental como para justificar la disuasión, el 
castigo de una sentencia de cadena perpetua sin libertad condicional y, sobre todo, que 
dada la gravedad de los delitos de Harmelin, no hay necesidad de realizar un análisis 
comparativo entre su condena y las penas impuestas por otros delitos en Michigan y 
por el mismo delito en otras jurisdicciones.
La alternativa de la pena de cadena perpetua gira en torno a dos argumentos, en 
los casos en que el penado puede hacer uso de una solicitud de libertad condicional 
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y en los casos en que la condena no permite que el privado de libertad pueda, en lo 
que le resta de vida solicitar su libertad. La pena de cadena perpetua en los Estados 
Unidos se aplica en 45 Estados, más el distrito de Columbia. 
Para que el recluso pueda solicitar la libertad condicional, deben de haber pa-
sado, como mínimo 25 años de prisión de forma efectiva, lo que no quiere decir 
que obtenga una decisión favorable de excarcelación, mientras que los restantes 33 
Estados, utilizan una sentencia de cadena perpetua de por vida, en la que, la solicitud 
de libertad condicional no es posible en ningún momento de lo que le resta de vida al 
privado de libertad. Y en muchos casos se ha reconocido, aunque exista la posibilidad 
de la libertad condicional, que los requisitos para obtenerla son sumamente difíciles 
de cumplir, lo que motiva a que en la práctica el privado de libertad, condenado a 
una pena de cadena perpetua con posibilidad de libertad condicional nunca la pueda 
obtener (caso del Estado de California).
Las características de las penas de cadena perpetua en los Estados Unidos varían 
muy levemente en entre los Estados, pero como cualidad general es que son sentencias 
que tienen la categoría de obligatorias para delitos de homicidio en primer grado, en 
casos en los que se realizan con la intención de cometer algún otro delito o si existen 
agravantes, en los últimos años ha sido aplicada para los casos de narcotráfico y para 
los delincuentes reincidentes.
En el caso Graham vs. Florida de 2010982, ante el Tribunal Supremo, se esta-
bleció que los delincuentes menores de edad no pueden ser condenados a cadena 
perpetua sin libertad condicional. El delincuente juvenil no cometió homicidio y a 
pesar de que Graham se encontraba en un periodo de prueba por libertad condicional, 
que había obtenido por una condena de un delito anterior, se le condenó en primera 
instancia a cadena perpetua sin libertad condicional, revocándose la decisión. A pesar 
de que Graham se declaró culpable de los cargos, el Tribunal Supremo dictaminó 
que esa sentencia violó los derechos del menor consagrados en la Octava Enmienda, 
que están protegidos de la aplicación de penas desproporcionadas; la abolición de 
la cadena perpetua sin posibilidad de libertad condicional, en los casos en que no se 
ha cometido homicidio y que estén involucrados menores de edad. Este caso guar-
[982] Graham versus Florida. 560 U.S. 48, (2010).
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da estrecha relación con el de Roper vs. Simmons de 2005983, que había abolido la 
aplicación de la pena de muerte para delincuentes juveniles y que, según el Tribunal 
Supremo, también debería aplicarse a las sentencias de cadena perpetua sin posibi-
lidad de libertad condicional.
Esta sentencia tuvo efectos retroactivos, como es el caso de State vs. Jason 
Means de 1993, en la que el acusado fue condenado por los delitos de secuestro y 
homicidio en segundo grado, sentenciado a cadena perpetua sin libertad condicional. 
El Tribunal de Distrito determinó que el caso Graham tenía efectos retroactivos y 
al privado de libertad se le reconoció que tenía derecho a solicitar  una condena de 
cadena perpetua con posibilidad de libertad condicional; sin embargo, éste no ha 
sido un criterio respetado por los otros tribunales estatales. Por citar un ejemplo, 
en el caso State vs. Anthony Andrew de 1989984 se le aplicó la sentencia de cadena 
perpetua sin libertad condicional a un menor de edad que cometió homicidio. De 
igual manera en el caso Naovarath vs. State de 1989985, se consideró que si una con-
dena de cadena perpetua sin libertad condicional aplicada a un niño de 13 años era 
constitucional. La Corte Suprema de Nevada realizó un examen similar acerca de 
las características del delincuente y el análisis de proporcionalidad conllevó a que 
se tomara en cuenta no solo la edad, sino también el estado mental en el momento 
del crimen. El tribunal sostuvo: “los niños son y deben ser juzgados por diferentes 
normas de las impuestas a los adultos maduros”, posteriormente señala que, por 
“instintos humanitarios” se llegó a la conclusión de que la pena de cadena perpetua, 
sin libertad condicional para un menor de edad, es un castigo cruel e inusual y se 
impone una sentencia en su contra por un término de cadena perpetua con posibili-
dad de libertad condicional. Mientras que en caso Roper vs. Simmons de 2005986, se 
prohibió la ejecución de personas que eran menores de 18 años cuando cometieron 
el crimen y en el caso Kennedy vs. Lousiana de 2008987, se señaló que no se puede 
castigar el delito de violación con la pena de muerte, siempre que en la realización 
[983] Roper versus Simmons. 543 U.S. 551, (2005).
[984] State v. Andrews. Núm. 54589. 770 S.W.2d 424 (1989).
[985] Naovarath versus State. 105 Nev. 525 (1989).
[986] Roper versus Simmons. 543 U.S. 551 (2005).
[987] Kennedy versus Louisiana. 554 U.S. 407 (2008).
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del delito no haya resultado con la muerte de la víctima. En el caso State vs. Omer 
Ninham de 2011988, fue condenado como un adulto por homicidio doloso a la edad 
de 14 años, pero en el caso Miller contra Alabama de 2012989, se declaró que la pena 
de cadena perpetua sin libertad condicional no se puede imponer a menores de edad, 
aunque sea por delitos de homicidio.
El caso Cannon vs. Gladden de 1955990, es un ejemplo de los primeros casos 
en que un delito cometido por un menor, podía ser castigado como si fuera un de-
lito grave; en este caso la Corte Suprema de Oregón revocó una sentencia de pena 
de cadena perpetua, por considerarla desproporcionada, para un delito de asalto 
con intención de cometer una violación sexual a una menor de edad, por lo que al 
imputado se le aplicó una pena de 20 años de prisión; que era la pena máxima por 
el delito de violación.
En el caso Bordenkircher vs. Hayes de 1978991, el imputado fue acusado de 
falsificación de un cheque por la cantidad de 88.30 dólares, un delito que tenía como 
pena de dos a cinco años de prisión. Durante el juicio se llegó a un acuerdo con la 
fiscalía, en el sentido de que si el imputado se declaraba culpable, el fiscal pediría 
una condena de cinco años de prisión y en el acuerdo quedaba claro que si Hayes 
no se declaraba culpable, la fiscalía alegaría la Ley de la Delincuencia Habitual de 
Kentucky, debido a dos condenas anteriores por delitos graves que tenía el imputado, 
pero Hayes no se declaró culpable y fue condenado a la pena de cadena perpetua. La 
Corte de Apelaciones rechaza a Hayes y él solicitó el hábeas corpus ante el Tribunal 
de Distrito que fue rechazado, pero el tribunal Sexto de Circuito de Apelaciones lo 
revocó, por considerar que la conducta de la fiscalía era vengativa. Pero el Tribunal 
Supremo de los Estados Unidos, reconociendo que la pena de cadena perpetua im-
puesta en este caso era correcta, a pesar de que los alegatos, en este caso, giraban 
en torno a la Decimocuarta Enmienda, la Cláusula del Debido Proceso, que prohíbe 
a los fiscales del Estado llevar a cabo una amenaza durante las negociaciones, que 
es motivó para volver a procesar al acusado por cargos más graves, si no se declara 
[988] State versus Ninham. 2009 WI App 64.
[989] Miller versus Alabama. 567 U.S. (2012).
[990] Cannon versus Gladden. 203 Or. 629, 1955 281 P.2 d 233. Supreme Court of Oregon (1955).
[991] Bordenkircher versus Hayes. 434 U.S. 357, (1978).
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culpable de delito de que se le acusó originalmente , el Tribunal Supremo sostuvo 
que no hubo violación del debido proceso y señaló: “El proceso de negociación de 
penas, como se reconoce por este Tribunal, es esencial para el funcionamiento del 
sistema de justicia penal. Normalmente, se conceden beneficios genuinos para los 
acusados, así como a la sociedad. Y si el sistema va a trabajar con eficacia, los fiscales 
deben otorgar la discreción más amplia, dentro de los límites constitucionales, en la 
realización de la negociación”.
En el caso California vs. Ramos de 1983992, el imputado fue declarado culpable 
de un delito de homicidio, intento de homicidio y robo, en un juicio por jurado del 
Tribunal Estatal de California, en un procedimiento aparte, el jurado podía imponer 
dos tipos de penas: la pena de cadena perpetua o la pena de muerte. Esta última fue 
la que se le aplicó, con base en que el homicidio fue ejecutado cuando realizaba 
otro delito, un robo, lo que fue catalogado como una circunstancia especial. La ley 
de California hace obligatorio que el juez de primera instancia informe al jurado, 
que una sentencia de cadena perpetua, sin posibilidad de libertad condicional, puede 
ser conmutada por el Gobernador por una sentencia que si incluya la posibilidad 
de libertad condicional y en el fallo el jurado debe considerar, sobre todo, las cir-
cunstancias agravantes y atenuantes, estas instrucciones son conocidas como la 
Instrucción Briggs. 
La Corte Suprema de California confirmó la condena del demandado, pero 
revocó la pena de muerte, concluyendo que la Instrucción Briggs violó la Constitu-
ción Federal y devolvió el caso para una nueva fase de sentencia. En el sentido de 
que si discutía si las instrucciones dadas al jurado podrían influir en su veredicto, 
en la posible conmutación de la pena de cadena perpetua, se convertiría en un ele-
mento especulativo para la consideración del jurado. En el sentido de que, existe 
una posibilidad de que el privado de libertad pueda salir en libertad condicional si 
el Gobernador así no quisiera, aunque él mismo fuera condenado bajo una pena de 
cadena perpetua sin libertad condicional. Es decir que se trata de situar al jurado en la 
probable peligrosidad futura del imputado y sobre todo que la Instrucción Briggs993 no 
[992] Miller versus Alabama. 567 U.S. (2012).
[993] Esta instrucción denominada en lo sucesivo la Instrucción Briggs, fue incorporada en el Có-
digo Penal de California como resultado de una iniciativa electoral de 1978, popularmente conocida 
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informa al jurado del poder del Gobernador para conmutar una sentencia de muerte. 
Los alegatos en contra sostenían, que la Octava y la Decimocuarta Enmiendas no 
prohíben una instrucción en relación con el poder de un Gobernador a conmutar una 
sentencia de por vida, no anula el juicio de las legislaturas estatales, en el sentido de 
que los jurados de los juicios de pena capital o pena de muerte no tendrían porque 
permitirse examinar si existe la posibilidad de que el Gobernador conmute la sentencia 
a pena de cadena perpetua.
Sobre la peligrosidad del delincuente se sostuvo en la sentencia la línea del caso 
Jurek, hay que tomar en cuenta la peligrosidad futura del delincuente, que no es un 
elemento inconstitucionalmente vago, solo porque se trata de una predicción de la 
conducta humana, pero la sentencia reconoce: “por supuesto, no es fácil predecir el 
comportamiento futuro. El hecho de que tal determinación es difícil, sin embargo, 
no significa que no se puede hacer. De hecho, la predicción de la futura conducta 
delictiva, es un elemento esencial en muchas de las decisiones prestadas a lo largo 
de nuestro sistema de justicia criminal. Y, cualquier autoridad sentenciadora, debe 
predecir el probable comportamiento futuro de una persona condenada, cuando se 
involucra en el proceso de determinar qué castigo imponer. Para los condenados a 
prisión, estas mismas predicciones deben ser tomadas por las autoridades de libertad 
condicional”. En este caso la Instrucción Briggs tiene como finalidad, invitar a los 
miembros del jurado a determinar si el imputado tiene mayor probabilidad de un 
comportamiento deseable que le permita, en algún momento, tener la posibilidad de 
volver a la sociedad; este argumento fue el que la sentencia señaló, que el Estado de 
California no puede permitir constitucionalmente consideración de conmutación.
Ahora bien, en el planteamiento del Juez O Connor reconoce que en los casos 
en donde se imponga994 la pena de muerte, a diferencia de otras penas, requiere un 
como la Iniciativa Briggs. La Instrucción señala que: “se le indica que en virtud de la Constitución 
del Estado un Gobernador tiene la facultad de conceder una suspensión, el indulto o la conmutación 
de la pena después de una condena por un delito”. 463 EE.UU. 992, 996. “En virtud de este poder un 
gobernador puede modificar una sentencia de cadena perpetua sin posibilidad de libertad condicional, 
a una pena menor que le  incluiría la posibilidad de libertad condicional”.Tr.1189 1190.Traduccion 
propia del original.
[994] El jurado impondrá una pena de muerte si llega a la conclusión de que las circunstancias 
agravantes superan a las circunstancias atenuantes e impondrá la cadena perpetua sin posibilidad de 
libertad condicional, si las circunstancias atenuantes son mayores que las circunstancias agravantes. 
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mayor grado de escrutinio la determinación de la pena capital, con la finalidad de que 
la misma no pueda ser impuesta en forma arbitraria o caprichosa y que el enfoque que 
se ha dado a la pena de muerte sea cómo se impone, que con los factores de fondo 
que el Estado pone delante del jurado, como base para la imposición de la muerte, 
una vez que se ha determinado que el acusado pertenece a la categoría de personas 
que pueden optar por la pena de muerte.
La decisión se basó en el antecedente de Gregg y el caso Furman vs. Georgia, 
en el sentido de los factores a tener en cuenta en la imposición de la pena de muerte 
y de la discreción del jurado para minimizar el riesgo de una acción totalmente arbi-
traria y caprichosa. En el sentido de que no se ordena a dictar al Estado, los factores 
particulares que deben ser considerados relevantes para la decisión de la pena capi-
tal, es decir, que el problema de la canalización de la discreción del jurado y que la 
misma se aliviará si al jurado se le informa sobre los factores del delito y la vida que 
ha tenido el acusado, que se consideren especialmente relevantes para la decisión de 
la sentencia; sin embargo, se reconoce que cuando se trata de especificar las penas, 
estas dependen de cada política legislativa.
Es decir, que se trata de garantizar, al imponer limitaciones a la discrecionalidad 
del jurado, el debido proceso y que la pena no se aplique en forma inusual y arbitra-
ria, es decir, en contra de la Octava Enmienda, así como para evitar la aplicación de 
normas que imponen sentencias demasiado abiertas o vagas y que conduzcan a una 
determinada conducta jurídica que produzca sentencias arbitrarias o caprichosas. En 
el voto disidente del Juez Richardson, se concluyó que la Instrucción Briggs solo se 
limita a advertir al jurado de la información, que es un asunto de conocimiento común 
y que la misma es relevante para la libertad condicional, en el sentido de que, es una 
alternativa que los miembros del jurado deben tener en cuenta, al aplicar la cadena 
perpetua y que la misma, a pesar de que no informa al jurado el Gobernador que la 
tiene puede conmutar la pena de muerte, lo mismo que la pena de cadena perpetua y 
no es un requisito inconstitucional.
El juez Stevens, de igual manera, en su voto disidente señala: “incluso si uno 
tuviera que estar de acuerdo con la conclusión del Tribunal, de que la instrucción 
Traducción propia del Código Penal Ann.190, 3 (West Supp. 1983).
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no viola los derechos procesales del acusado, no obstante, sería justo preguntarse 
qué daño se habría hecho a la administración de justicia por los tribunales estatales 
si el tribunal de California se hubiera quedado sin molestias en su determinación”. 
Es evidente que la omisión de la instrucción no podía perjudicar intereses legítimos 
del fiscal. Sin duda, si el carácter de un delito y el carácter del delincuente son tales, 
la muerte es la pena adecuada y la omisión de un comentario del gobernador para 
conmutar una sentencia de cadena perpetua, no se opone a que el jurado regrese al 
veredicto apropiado. En este sentido, en el caso Gardner vs. Florida de 1977,995 se 
sostuvo que la pena de muerte no puede imponerse sobre la base de un pre conde-
natorio informe de la investigación, que contiene información que el acusado no ha 
tenido oportunidad de explicar o negar.
En el caso de Foucha vs. Louisiana de 1992996, el imputado fue condenado por 
el delito de robo y por intento de homicidio en contra de un policía, a permanecer 
confinado involuntariamente en un hospital, debido a que no pudo diferenciar el 
bien del mal en el momento en que cometió el delito; fue juzgado y declarado 
no culpable por razones de demencia y a estar confinado en el aula de máxima 
seguridad del hospital, con el argumento de que tenía una enfermedad mental 
y era peligroso; su confinamiento seria de por vida, hasta que una comisión del 
hospital recomendara su liberación. Entonces el tribunal de la causa debe realizar 
una audiencia para determinar si el delincuente continúa siendo un peligro para 
ellos o para otros. Si se demuestra que todavía es peligroso, tendrá que ser de-
vuelto a confinamiento de máxima seguridad en el hospital en que se encontraba; 
como fue en el caso que nos ocupa, no se pudo garantizar que Foucha no sería 
un peligro para la vida de las otras personas y fue declarado, a pesar del uso de 
medicamentos, que tenía una personalidad antisocial. Y a pensar que no era una 
enfermedad mental, el medicamento no se consideraba tratable y la carga de la 
prueba recaía en el mismo imputado que debía demostrar que no era un peligro 
para la sociedad. Por lo tanto, su liberación fue rechazada pero él mismo apeló y 
se confirmó la decisión. Al llega el caso a la Corte Suprema de Luisiana, se afirmó 
[995] Gardner versus Florida. 430 U.S. 349, (1977).
[996] Foucha versus Louisiana. 504 U.S. 71, (1992).
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que la Decimocuarta Enmienda no fue violada por la disposición legal, que permite 
la reclusión indefinida basada en la peligrosidad y aunque existiera una ausencia 
de enfermedad mental, esto no satisfaría ni garantizaría que el recluso no fuera 
un peligro para la sociedad.
El Tribunal Supremo de Estados Unidos dictaminó, que el potencial de peli-
grosidad no era una justificación para retener a una persona declarada no culpable, 
por sufrir, al momento de cometer el delito, una enfermedad mental. En el sentido de 
que la persona puede mantener su peligrosidad, pero si la misma ya ha recuperado la 
cordura, no tiene por qué estar confinado en un hospital, siendo la única justificación 
que pueda volver a ser peligroso. Y menos, que dicho confinamiento sea involunta-
rio, esta sentencia se aplica de igual forma a las personas sentenciadas a una pena 
de prisión; por lo tanto, en el estado de Lousiana no se justificaba el confinamiento 
indefinido del imputado, en el sentido de que si se demuestra médicamente que el 
individuo ya no tiene una enfermedad mental, tiene derecho a ser liberado, es por 
esta situación que en este caso se violó la Décimocuarta Enmienda. En este mismo 
sentido, en el caso Kansas contra Hendricks de 1997997, el Tribunal Supremo de los 
Estados Unidos estableció los procedimientos en que un privado de libertad, con-
denado por un delito sexual cometió el delito de pedofilia y tras cumplir 10 años 
de su sentencia, podía ser puesto en libertad y considerado peligroso sufriera una 
condena de confinamiento, debido a que padecía una anormalidad mental o trastorno 
de personalidad y que ese confinamiento para su tratamiento fuera, en un inicio, sin 
fecha definitiva de salida. La aprobación reciente de una ley para los delincuentes 
sexuales, que permite a los fiscales presentar una solicitud en la que el imputado 
reconozca que sufre una anormalidad mental y se comprometa a residir voluntaria-
mente en una institución para confinamiento indefinido. Era la primera vez que se 
trataba de aplicar esta ley y el privado de libertad argumentó que una anormalidad 
mental no era una enfermedad mental, aunque sí reconoció que su condición era 
médicamente intratable y que al aplicar esta ley se violaban sus derechos del debido 
proceso, la protección de la cosa juzgada y la aplicación de leyes ex post facto. La 
Corte Suprema de Kansas acordó, en cuanto a su reclamo de debido proceso, que 
[997] Kansas versus Hendricks. 521 U.S. 346, (1997).
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el internamiento civil requiere una demostración de “enfermedad mental” y, sobre 
todo, que se buscaba el encarcelamiento indefinido para las personas que no entran 
en la categoría de enfermos mentales. La definición propuesta por el Estado de 
“anormalidad mental” cumple con los requisitos constitucionales para la Enferme-
dad Mental, es decir, que la ley de Arkansas viola el debido proceso sustantivo, en 
el sentido que se busca en encarcelamiento indefinido para las personas que no son 
enfermos mentales, pero reconoce que es un derecho de cada Estado limitar a aque-
llas personas que son consideradas peligrosas y de las cuales no se puede controlar 
su comportamiento o grado de peligrosidad y a pesar de que no están obligados a 
utilizar una terminología adecuada o específica para hacerlo, si es obligatorio que 
cuenten con procesos justos aceptables. 
El Tribunal Supremo dio el visto bueno a la ley de Kansas, que limita a las 
personas que pueden optar a la reclusión y que no son capaces de controlar su pe-
ligrosidad, por lo tanto el internamiento voluntario en virtud no es un castigo; se 
tiene como ventaja para el imputado que la ley no lo considera punitivo, sino que 
se puede ofrecer un tratamiento para una condición que es intratable en el momen-
to en que se dieron los hechos, es decir que el Tribunal Supremo determinó, que 
la reclusión preventiva a largo plazo de las personas con trastornos mentales está 
justificada, con el argumento de que el comportamiento de algunas personas no se 
puede prevenir. El Tribunal determinó que la ley de Kansas no viola la cosa juzgada 
ni la prohibición de leyes ex post facto y que el compromiso que firma el imputado 
es un compromiso civil no penal; la ley en cuestión requiere un reconocimiento de 
que sufre una anormalidad mental y reconoce la probabilidad de involucrarse en 
delitos sexuales en un futuro. 
La Corte Suprema de Kansas estimó que no era necesario que el Estado adoptara 
el término “enfermedad mental” y que pueden utilizar cualquiera terminología que 
deseen, siempre y cuando se relaciona con los resultados médicos relacionados tanto 
con el peligro y la conducta más allá del control del individuo sujeto al compromiso; 
en consecuencia, la ley en cuestión es compatible con el debido proceso y el confina-
miento en este caso no es ni punitivo ni el producto de un proceso penal, por lo tanto 
la cosa juzgada no se aplica. Por último, la ley no es una ley ex post facto como la 
prohibición sólo se aplica a las leyes penales.
/ 638 /
SEGUNDA PARTE
LA PENA DE CADENA PERPETUA VISTA DESDE EL DERECHO INTERNACIONAL Y DERECHO NACIONAL
Mientas que en el caso Callins vs. Collins de 1994998, se impuso una pena de 
muerte en Texas y se le negó por parte del Tribunal Supremo el recurso de revisión; 
ésto produjo una opinión disidente por parte del juez Harry A. Blackmun, que señala: 
“pero incluso si podemos estar seguros de que estos actores cumplirán sus funciones 
nuestra conciencia colectiva seguirá siendo incómoda. Veinte años han pasado desde 
que este tribunal declaró que la pena de muerte debe ser impuesta de manera justa y 
con una consistencia razonable o no del todo, y a pesar de los esfuerzos de los Esta-
dos y Cortes de idear fórmulas legales y normas de procedimiento para cumplir con 
este desafío..., la pena de muerte sigue cargada de arbitrariedad, la discriminación... 
y error”.
En el caso de Connecticut Bd. of Pardons vs. Dumschat de 1981999, en que des-
pués de varias peticiones por parte de Dumschat, condenado a una pena de cadena 
perpetua, solicitara en el indulto o el perdón por la pena impuesta, es decir la conmu-
tación de su condena, estas solicitudes fueron rechazadas por la Junta de Indultos de 
Connecticut sin dar explicaciones, por lo tanto, exigía que la misma le proporcionara 
una declaración escrita con las razones por las que se le negaba la conmutación de 
su sentencia de cadena perpetua y, sostenía, que se violaron sus derechos en virtud 
de la Cláusula de Debido Proceso de la Decimocuarta Enmienda.
Se basó, de igual manera, en el hecho de que la Junta había concedido aproxi-
madamente, tres cuartas partes de todas las solicitudes de conmutación de penas de 
cadena perpetua. Se presentó una demanda colectiva que sostuvo que todos los presos 
condenados a cadena perpetua, en las prisiones del Estado de Connecticut tienen un 
“derecho” protegido y reconocido por la Constitución, para una declaración de razones 
por las que no se concede la conmutación ante el Tribunal de Distrito que rechazó sus 
argumentos y el Tribunal de Apelaciones de igual manera lo hizo. A pesar de que el 
caso y sus alegaciones había sido admitidos, para su reconsideración a la luz del caso 
Greenholtz vs. Inmates of the Nebraska Penal and Correctional de 19791000, sostuvo 
que la probabilidad de que los internos condenados a una pena de cadena perpetua en 
Connecticut, puedan ser indultados y puestos en libertad antes de que concluyan sus 
[998] Callins versus Collins. 510 U.S. 1141, (1994).
[999] Connecticut Bd. Of Pardons versus Dumschat. 452 U.S. 458, (1981).
[1000] Greenholtz versus Inmates of the Nebraska Penal and Correctional Complex, 442 U.S. 1 (1979).
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respectivos mandatos mínimos de sentencia o periodo mínimo de internamiento. Y, 
en virtud de este caso, una exposición de motivos de la denegación de la conmutación 
era constitucionalmente necesaria, en virtud de la Cláusula del Debido Proceso, por 
lo que se estableció que el procedimiento utilizado por la Junta, para determinar si se 
concede o deniega la libertad condicional discrecional, surge en parte de las disposi-
ciones legales y en parte de las prácticas de las Juntas. En el sentido de que se llevan 
a cabo dos tipos de audiencias una vez al año: las audiencias de revisión de libertad 
condicional iniciales y audiencias de libertad condicional finales. Las audiencias de 
revisión iniciales se dan a todos los reclusos, independientemente si los mismos pueden 
ser elegibles a la libertad condicional, se examina todo el registro pre confinement 
(antes del confinamiento) y posconfinement (dentro del confinamiento) del recluso, 
luego del examen que proporciona una vista informal, si hay pruebas se introducen 
las entrevistas del Consejo con el privado de libertad y se consideran todas las cartas 
o declaraciones que él presente en apoyo de una solicitud de libertad condicional.
Si la Junta determina, a partir del examen de la totalidad del expediente y la 
entrevista personal, que todavía no es un buen momento para darle la liberación, se 
niega la libertad condicional, se le informa el privado de libertad por qué se aplazó la 
liberación, formula recomendaciones destinadas a ayudar a corregir las deficiencias 
observadas y se fijan los horarios de otra audiencia de revisión inicial que tendrá 
lugar dentro de un año. Si la Junta determina que el privado de libertad es un candi-
dato probable para el lanzamiento, la audiencia final estaría programada y el recluso 
sabrá el mes en que se llevará a cabo la audiencia final; el día y la hora exacta de la 
audiencia se publica en un tablón de anuncios que es accesible a todos los reclusos. 
En la audiencia final de libertad condicional, el privado de libertad presenta testigos, 
pruebas y está representado por un abogado privado de su elección, pero no es una 
audiencia en el sentido formal, ya que no se permite escuchar un testimonio adverso 
o interrogar a los testigos y se conserva una grabación completa de la audiencia. Si 
en la audiencia final se niega la libertad condicional, se debe expedir una declaración 
escrita, dentro de los 30 días siguientes, en la que se expliquen los motivos por los 
cuales se niega la libertad condicional.
En Nebraska se tienen dos tipos de libertad condicional, las obligatorias y las 
discrecionales. La libertad condicional obligatoria significa, que un prisionero pue-
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de obtener su libertad cuando haya cumplido un periodo fijo como mínimo para el 
cumplimiento de su condena, haciendo énfasis en el buen comportamiento, como 
requisito primordial. Mientras que la libertad condicional discrecional, significa que 
un privado de libertad debe reunir ciertos requisitos en específico, para ser considerado 
un buen candidato para la liberación anticipada y que queda a discreción del Consejo 
de Libertad Condicional del Estado.
En este caso se negó la libertad condicional y el prisionero fue informado de las 
razones de la Junta, sin embargo ésta determinó, en la audiencia inicial, que el prisio-
nero era adecuado para la libertad condicional; entonces se programó una audiencia 
de libertad condicional final, en la cual se permitió interrogar a los testigos o escuchar 
cualquier prueba presentada en su contra; la Junta negó la libertad condicional en 
esta audiencia final.
El tribunal del distrito federal en Nebraska y el Octavo Circuito estuvieron de 
acuerdo. El Octavo Circuito sostuvo que, con el fin de satisfacer el debido proceso, 
el Estado tenía que cumplir con los siguientes procedimientos:
a) Proporcionar una audiencia formal completa para cada preso en libertad con-
dicional;
 b) Notificar al preso antes de la audiencia de los factores que la Junta puede utilizar 
para llegar a su decisión;
c) Dejar que el prisionero comparezca personalmente ante la Junta y presente sus 
pruebas;
d) Mantener un registro de los procedimientos que es “capaz de ser reducido a la 
escritura”
e) Proveer al prisionero con una explicación completa por escrito de los hechos 
en que se basó el Consejo y las razones de la decisión del Consejo de denegar 
la libertad condicional.
El Tribunal Supremo aceptó revisar los requisitos del Tribunal Octavo de Cir-
cuito, para determinar la Cláusula del Debido Proceso de la Decimocuarta Enmienda 
y sostuvo que en la ley que concede la libertad condicional requiere que se reúnan 
una serie de condiciones, que garanticen el debido proceso, se permita al privado de 
libertad presentar pruebas de apoyo y se debe aportar por escrito las razones por las 
cuales su solicitud ha sido denegada. Y de igual manera reconoció que para garantizar 
/ 641 /
TOMÁS ALONSO SANDOVAL 
EL MARCO INTERNACIONAL, COMPARADO Y ESPAÑOL DE LA PENA DE CADENA PERPETUA
el debido proceso, en el derecho a la libertad de un privado de ella, el procedimiento 
tiene que ir más allá de lo teórico y ser práctico, en el sentido de que es un derecho 
legítimo y, en nuestra opinión hasta fundamental, todo recluso tiene el derecho de 
solicitar su libertad y si es negada saber exactamente por qué. Este sentido es seguido 
en otra sentencia, en Morrisey vs. Brewer de 19721001, en la que el tribunal señaló 
que el debido proceso impone ciertas normas para revocar la libertad condicional y 
fue uno de los argumentos que utilizaron los reclusos de Nebraska, en que el debi-
do proceso requiere asimismo ciertas normas para regir la decisión al conceder la 
libertad condicional.
El tribunal, sin embargo, reconoció que existe una diferencia sustancial entre la 
decisión de quitarle la libertad ya concedida y la decisión de liberar a alguien antes, 
que la decisión de libertad condicional es una decisión que cataloga como “sutil”, 
que la misma depende en su mayoría de apreciaciones subjetivas de los miembros 
de la Junta de libertad condicional y, en última instancia, es una esperanza de que la 
Junta concederá la libertad condicional. El Tribunal consideró que no había interés 
de libertad en sí misma, en ser concedida la libertad condicional y podría aplazarse 
por alguna de las siguientes razones:
a) Existe un riesgo considerable de que no cumplirá con las condiciones de la 
libertad condicional;
b) Su liberación sería despreciar la gravedad de su delito o promover falta de res-
peto a la ley;
c) Su liberación podría tener un efecto sustancial adverso en la disciplina insti-
tucional; o cuando su  tratamiento correccional, atención médica, o formación 
profesional mejoraran sustancialmente, su capacidad para llevar una vida res-
petuosa de la ley, si el mismo se libera a en una fecha posterior.
El Tribunal señaló que si un privado de libertad presenta su solicitud a nombre 
propio, esta solicitud minimiza el riesgo de error y sumado a que la Junta tuvo el expe-
diente del privado de libertad, se considera una garantía de protección del debido pro-
ceso y el hecho de que el procedimiento de Nebraska ofrece la oportunidad al privado 
de libertad de ser oído. Y, en el caso de que se le niegue la libertad condicional, se le 
[1001] Morrissey versus Brewer. 408 US 471 (1972).
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informan al recluso los aspectos en que se falla para no clasificar, que sean elementos 
suficientes, para que no resulte violatorio de la Constitución de los Estados Unidos. 
En el voto concurrente del Juez Powel señaló, que en esta ley de Nebraska 
existía un interés en la libertad condicional del privado de libertad, que se deriva 
de la cláusula del debido proceso, independientemente del lenguaje legal utilizado 
para crear el sistema de libertad condicional y rechazó la distinción hecha entre una 
liberación esperada y una liberación concedida, en este sentido nos dice: “cuando un 
Estado adopta una norma de libertad condicional que se aplica, las normas generales 
de elegibilidad, los presos esperan con razón que la libertad condicional se otorgará 
de manera justa y de acuerdo a la ley cada vez que se cumplen estos requisitos. Esta 
expectativa, a su vez, era la fuente de los intereses y la libertad Powell cree que esta-
ba protegido por la Cláusula de Debido Proceso”. Y, el Juez también señala, que no 
había ningún perjuicio significativo para el Estado en la notificación al prisionero de 
la evidencia que se utilizaría en la audiencia, a fin de permitir al prisionero preparar 
su declaración. Mientras que en la opinión disidente del Juez Marchall, opinión en la 
que había un interés por la libertad condicional, rechazó la distinción entre liberación 
y revocación y señaló que la Corte había reconocido un interés de libertad en el futuro. 
Aunque aceptó que una audiencia formal no era necesaria, pero sí comprendía que era 
fundamental notificar adecuadamente a los privados de libertad con suficiente tiempo 
de antelación, para que los mismos puedan, de la mejor manera posible, preparar sus 
casos y contratar a un abogado si así lo desean. Fundamenta su crítica en la Junta de 
libertad condicional, en el sentido de que se tiene que saber cuáles son los elementos 
en que se ha basado para la negación de la libertad condicional, apoyado en criterios 
legales, sobre todo en un examen mucho más cuidado de la evidencia que se presenta. 
Ahora bien, retornando al caso sobre la Junta de Indultos de Connecticut, a diferencia 
de la ley de Nebraska, se reconoció que la misma no da más derecho que una posible 
solicitud de conmutación de penas y se rechazó la postura de que tenga un derecho 
inherente a la conmutación de su condena de cadena perpetua, es simplemente una 
esperanza unilateral. Es decir, que el otorgamiento de la conmutación de la pena de 
cadena perpetua de muchos internos, no crea un derecho para los demás reclusos y 
que a diferencia de la ley de libertad condicional de Nebraska, la mera existencia de 
una facultad de conmutar bajo el estatuto de Connecticut, no impone ningún límite 
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en cuanto a qué procedimiento se debe seguir. Pero el juez Burger, dejó claro que la 
cuestión que se plantea en sí, es el hecho de que la Junta de Indultos de Connecticut 
ha otorgado, aproximadamente, tres cuartas partes de las solicitudes de conmutación 
de las penas de cadena perpetua, que crea un derecho constitucional de interés para la 
libertad de los internos y conlleva a la Junta a explicar las razones de la denegación 
de una solicitud de conmutación. 
En el caso de O’Dell vs. Netherland de 19971002, el Tribunal Supremo confir-
mó la sentencia de la pena de muerte, para un delincuente culpable del delito de 
homicidio y violación en el Estado de Virginia. Mediante un juicio con jurado, se 
le condenó a la pena de muerte sin siquiera recibir algún tipo de instrucción y si 
la misma si no era aplicada, podía recibir una pena de cadena perpetua sin libertad 
condicional. En la fase de la sentencia, el Estado presentó pruebas con las que el 
imputado fue declarado culpable de otros delitos y, en consecuencia, se rechazó la 
solicitud de O  Dell, para que el jurado le concediera ser elegible para la libertad 
condicional si era condenado a pena de cadena perpetua. El jurado, basándose en la 
conducta peligrosa del imputado, determinó que se le aplicaría la pena de muerte; 
en el dictamen se señaló que esta regla era nueva y que la misma no podía ser utili-
zada para alterar o modificar una sentencia de pena de muerte. Esta regla había sido 
utilizada con anterioridad por el Tribunal Supremo, en el caso Simmons vs. South 
Carolina de 19941003, en el que se exige que se le permita al acusado, de un delito 
castigado con pena de muerte, informar al jurado de su sentencia, para que él puede 
ser elegible para una pena de cadena perpetua sin libertad condicional. En este caso 
al imputado se le acusó de ser una amenaza futura para la sociedad, igual que en 
el caso de O’ Dell, que había cometido varios delitos graves pero, la finalidad de 
informar al jurado para que pueda aplicarle la pena de cadena perpetua, sin libertad 
condicional es perdonar la vida del imputado. En el caso de Simmons se reconoció, 
por parte del Tribunal Supremo, que la cláusula del debido proceso de la Decimo-
cuarta Enmienda, protege el derecho del acusado a la aplicación de la pena capital 
y presentar esta información y que la Octava Enmienda también le da derecho a un 
[1002] O’Dell versus Netherland. 521 U.S. 151 (1997).
[1003] Simmons versus South Carolina. 512 U.S. 154 (1994).
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acusado de informar al jurado, que le va a imponer su sentencia, de su inelegibili-
dad para la libertad condicional. Esta información tiene como base aclarar ante los 
miembros del jurado, antes de que impongan la pena capital y sepan que si imponen 
la pena de cadena perpetua, no quiere decir que la persona pueda algún día, salir en 
libertad, si la misma es impuesta sin libertad condicional. Sobre todo, cuando existe 
un interés de parte de la fiscalía en sostener que el imputado será un peligro para la 
sociedad, si algún día puede salir de prisión y como una garantía de la protección del 
debido proceso, que exige que el jurado reciba la información de la inelegibilidad 
del imputado a la libertad condicional.
En el caso de Sattazahn vs. Pennsylvania de 20031004, en un juicio por jurado por 
homicidio agravado, el imputado fue declarado culpable y el jurado tenía la posibilidad 
de imponer una sentencia de pena de muerte, pero decidió imponer una pena de cadena 
perpetua sin libertad condicional; esto se debe a que la ley de Pennsylvania, establece 
cuando no hay unanimidad en la condena, que puede el tribunal introducir una pena 
de cadena perpetua. El imputado apeló la sentencia, la Corte Superior de Pensilvania 
revocó por asesinato en primer grado, ordenó un nuevo juicio y tras empezar un nuevo 
proceso fue declarado culpable, esta vez fue condenado a la pena de muerte. La Corte 
Suprema de Pensilvania confirmó que la cláusula non bis in idem no lo impedía. El 
Tribunal Supremo confirmó la sentencia de la pena de muerte, ya que determinó que 
la cláusula del debido proceso no prohibía que dicha pena se impusiera nuevamente; 
por lo tanto, no era violatorio de la Decimocuarta Enmienda. Y el Tribunal estimó 
que la condena de muerte con nuevo juicio no implicaba un doble peligro, porque la 
sentencia de cadena perpetua en cuestión no equivalía a una absolución.
En otro caso más reciente Shafer vs. Carolina del Sur de 20011005, se siguió este 
sentido, si el imputado es un riesgo, un peligro para la sociedad, la única alternativa 
posible a la pena de muerte sería la pena de cadena perpetua, sin posibilidad de liber-
tad condicional. La garantía del debido proceso, que otorga el derecho al imputado 
de informar al jurado que le va a imponer la pena, habiendo sido declarado culpable, 
sin posibilidades de que se le otorgue la libertad condicional. Shafer fue declarado 
[1004] Sattazahn versus Pennsylvania. 123 S. Ct. 732 (2003).
[1005] Shafer versus  South Carolina. 532 U.S. 36 (2001).
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culpable de homicidio y basándose en el caso de Simmons, se realizó una solicitud al 
juez para que instruyera al jurado bajo la ley de Carolina del Sur, que si se le aplicaba 
la pena de cadena perpetua, no conllevaba a ninguna posibilidad, presente ni futura, 
para que se le otorgara la libertad condicional y la respuesta por parte de la fiscalía 
fue que no tenía ninguna intención de argumentar sobre la peligrosidad futura del 
imputado. Al final, durante el desarrollo del juicio, el jurado preguntó al juez bajo 
qué condiciones una persona declarada culpable de homicidio, puede obtener en un 
futuro su libertad condicional; el juez de la causa sostuvo que no era una cuestión 
que tuviera que ver el jurado, si el acusado era elegible o no para la misma, el jura-
do condenó a la pena de muerte al imputado, el juez impuso la sentencia y la Corte 
Suprema de Carolina del Sur dio el visto bueno al fallo. Al llegar el caso al Tribunal 
Supremo, se revocó la decisión de la Corte Suprema de Carolina del Sur a favor de 
Shafet, en el que quedó señalada su peligrosidad futura, que se señala en un proceso 
de pena de muerte y la cláusula del debido proceso exige que el jurado sea informado 
de que la pena de cadena perpetua no lleva ninguna posibilidad de libertad condi-
cional. En este caso se revocó la decisión, ya que quedó demostrado que se violaron 
los derechos del acusado al debido proceso y se le aplicó una sentencia de pena de 
cadena perpetua sin libertad condicional.
El caso People vs. Bullock de 19921006, se basa en que el Tribunal estaba obli-
gado en tomar en consideración un informe actualizado y favorable de la Junta de 
Libertad Condicional, antes de que se aplicara una nueva condena de prisión pre-
ventiva, incluso cuando el imputado no tiene derecho a la libertad condicional, esto 
tiene como finalidad que el tribunal obtenga toda la información pertinente y esté 
informado de la conducta del acusado en la cárcel, pero se reconoce que queda a 
discreción del tribunal de primera instancia cuando el imputado no tiene derecho a 
la libertad condicional, pero el juez a su discreción puede remitir el asunto al oficial 
de la libertad condicional, para una investigación de los hechos relacionados con la 
condena de la persona. Este caso se busca, por un lado, esclarecer la importancia 
que tiene el informe de libertad condicional para un imputado y, por otro, aunque sea 
favorable, no puede ser aplicado a él. Al mismo tiempo, la obligación que tiene el 
[1006] People versus Bullock. 440 Mich 15; 485 NW2d 866 (1992).
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tribunal de tomar en cuenta el informe favorable de una persona, que tiene la opción 
de salir durante un juicio y el tribunal simplemente no lo toma en cuenta, sobre todo 
que el valor del informe de libertad condicional, tiene gran utilidad en el periodo de 
presentar las pruebas ante el tribunal. Aunque sí reconoce que la referencia del informe 
no es obligatoria, pero el comportamiento pre condenatorio del privado de libertad 
y otros elementos posibles, son necesarios para el examen del tribunal de primera 
instancia sobre la nueva sentencia y, sobre todo, que el tribunal de primera instancia 
se encuentra en la mejor posición para evaluar un informe actualizado, con la entra-
da de un abogado. En este caso no se aceptaron los alegatos del peticionario, en el 
sentido de que el tribunal de primera instancia abusó de su discreción al no pedir un 
informe actualizado, por lo tanto el informe de libertad se convierte en discrecional.
En el caso People vs. Lorentzen de 19721007, se declaró al imputado culpable en 
un juicio con jurado, por venta ilegal de marihuana, un periodo de prisión mínima 
obligatoria de 20 años y se le negó la libertad bajo fianza, a pesar de no tener ante-
cedentes penales y con 23 años de edad; los alegatos de la defensa consistieron en 
que la pena impuesta era desproporcional, violaba el debido proceso y constituyó un 
castigo cruel e inusual; sus alegatos fueron rechazados en la apelación. 
El Tribunal Supremo considera que la pena de 20 años de prisión, en este caso, 
es una pena inhumana y cruel por lo que viola la Octava Enmienda y la Constitución 
de Michigan de 1963, tal como lo señala: “una sentencia de prisión obligatoria de 
20 años por un delito no violento impuesta sin tener en cuenta la personalidad y la 
historia individual del acusado es tan excesiva que “conmociona la conciencia”, y se 
remitió al tribunal de primera instancia para la nueva sentencia.
En el caso People vs. Ruiz de 19961008, un juicio con jurado, se declaró culpable 
al imputado por el delito de homicidio, el mismo tenía antecedentes penales por delitos 
graves y fue condenado, por el delito de homicidio con agravantes por un total de 37 
años de prisión, a cadena perpetua. En este caso se alega que se le duplicó la sentencia 
por sus antecedentes penales, que incluían otros delitos graves, que el imputado ya 
había cumplido. Y alegaba que la imposición de los tres strikes modificaba el castigo 
[1007] People versus Lorentzen. 387 Mich. 167; 194 NW2d 827 (1972).
[1008] People versus Ruiz. Núm. F022708. Fifth Dist. Apr 30 (1996).
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por el delito de homicidio y limitaba los beneficios o créditos que podría obtener; por 
lo tanto, la ley de los tres strikes modifica no solo el tiempo que pasaba en prisión, 
sino más bien, los beneficios que puede llegar a obtener un privado de libertad. En 
este caso rechazaron los argumentos del imputado.
En el caso Stanford vs. Kentucky de 19891009, el Tribunal Supremo sancionó 
la imposición de la pena de muerte a delincuentes que tenían 16 años de edad en el 
momento de cometer el crimen. A pesar de que esta decisión se dio un año después 
del caso Thompson vs. Oklahoma1010, en el que el mismo tribunal, como ya vimos, 
sostuvo que la pena de muerte no podía ser aplicada a un delincuente con 15 años 
de edad, debido a que constituiría un castigo cruel e inusual contrario a la Octava 
Enmienda y en el año 2003 se conmutó la sentencia de pena de muerte de Kevin 
Stanford, por parte del Gobernador de Kentucky, una acción seguida por el Tribunal 
Supremo dos años después, en el caso de Roper vs. Simmons, que sostiene que todos 
los delincuentes menores de edad están exentos de la pena de muerte.
En Stanford, el imputado fue declarado culpable del delito de homicidio agravado 
y violación, robo en una gasolinera, posesión de arma de fuego, pero a pesar de ser 
menor de edad se le juzgó como adulto, tomando en consideración sus antecedentes 
penales; por todos los delitos fue condenado a la pena de muerte y a 45 años de prisión. 
El Tribunal Supremo de Kentucky confirmó la sentencia de la pena de muerte, mientras 
que Stanford alegó que el tribunal no podía juzgarlo como adulto. Pero el tribunal 
reconoció que dentro de la justicia de menores, no existía un programa o tratamiento 
que fuera adecuado para los delitos que había cometido y sostuvo que el tribunal de 
menores no había cometido ningún error en la certificación de Stanford, para que 
fuera juzgado como un adulto; también se reconoció la edad y la posibilidad de que 
pudiera ser rehabilitado, fueron factores adecuadamente dejados a consideración del 
jurado que lo juzgó con dicha atenuante. Es decir, que los principales argumentos de 
los acusados eran que, la aplicación de la pena de muerte era inconstitucional por ser 
menores de edad y violaba la prohibición de “castigo cruel e inusual” de la Octava 
Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos.
[1009] Stanford versus Kentucky. 492 U.S. 361 (1989).
[1010] Thompson versus Oklahoma. 487 U.S. 815 (1988).
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Este caso fue decidido paralelamente con el caso de Wilkins vs. Missouri 1011y el 
Tribunal Supremo confirmó las penas de muerte dictadas por tribunales inferiores. El 
juez Antonin Scalia señala: “discernimos que ni históricamente ni en un consenso de 
la sociedad moderna, se prohíbe la imposición de la pena capital a toda persona que 
asesina a los 16 o 17 años de edad. En consecuencia, llegamos a la conclusión de que tal 
castigo no ofende a la Octava Enmienda, en prohibición de castigos crueles e inusuales”. 
Otro caso que versa sobre la petición de libertad condicional lo encontramos en 
Workman vs. Commonwealth 19681012. Los imputados era menores de edad ambos con 
14 años de edad cuando cometieron el delito y en el juicio por jurado fueron tratados 
como adultos, fueron condenados a la pena de cadena perpetua sin el beneficio de 
poder solicitar la libertad condicional, condenados por el delito de violación sexual. 
Sus alegatos se basan en que la pena de cadena perpetua en el Estado de Kentucky, 
sin beneficio de libertad condicional, constituye un castigo cruel e inusual cuando 
se aplica a delincuentes juveniles, que el Tribunal de Menores los privó del debido 
proceso al permitir que fueran juzgados como personas adultas y que se violó la 
enmienda XIV ya que no tenían un abogado designado por ellos durante el procedi-
miento ante el Tribunal de Menores.
La Corte Suprema de Kentucky señaló que en materia de la pena de cadena 
perpetua, sin el beneficio de libertad condicional, es un castigo inusual cuando se 
aplica a delincuentes juveniles, reconoce que los menores son privados de muchos de 
los beneficios de la ley de ese Estado, por causa de su inmadurez, pero acepta que en 
aquellos años no había una definición del todo clara y exacta de lo que debe entenderse 
como un castigo cruel e inusual. Señala que se debe hacer un examen de conciencia en 
el sentido de contraponer la ofensa cometida en contra de la pena y si se encuentra en 
gran medida desproporcionada, entonces el castigo se convierte en cruel e inusual y en 
la sentencia se expone la finalidad del castigo, en el sentido, si la sanción excede de lo 
necesario para alcanzar el objetivo de la intención pública, siguiendo lo expresado por 
el acto legislativo, si es superior a cualquier objetivo penal legítimo, estamos hablando 
no solo de un castigo cruel e inusual, sino más bien desproporcionado.
[1011] Wilkins versus  Missouri. 492 U.S. 361 (1989).
[1012] Workman versus Commonwealth. 429 S.W.2d 374, (1968).
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En este caso la Corte Suprema de Kentucky señaló: “en el examen de la petición 
de los demandantes ante nosotros, somos de la opinión de que la cadena perpetua sin 
beneficio de libertad condicional para dos jóvenes de catorce años de edad, bajo todas 
las circunstancias de sacudir la conciencia general de la sociedad de hoy es intolerable 
para la equidad fundamental. La intención de la legislatura en la prestación de una pena 
de cadena perpetua sin libertad condicional para beneficio de un delito de violación, sin 
duda, fue para hacer frente a los individuos peligrosos e incorregibles que serían una 
amenaza constante para la sociedad. Creemos que la incorregibilidad es incompatible 
con la juventud; que es imposible hacer un juicio de que un joven de catorce años de 
edad, no importa lo mal, seguirá siendo incorregible por el resto de su vida. Por lo 
tanto, gran parte de KRS 435.090, que permite la reclusión sin libertad condicional 
constituye un castigo cruel e inusual” y el juicio que les condenó a la cadena perpetua 
sin libertad condicional fue revocado en parte. Esta decisión fue duramente criticada 
en el voto disidente del Juez Montgomert que señala: “El efecto de la opinión de la 
mayoría es hacer elegible para la libertad condicional a dos jóvenes que han cometido 
delitos atroces y han sometido a su víctima a una indignidad. Deberían estar contentos 
de servir a sus cadenas perpetuas y dar gracias de que no reciben la pena de muerte, a 
la que tanto se merecen. En cambio, ahora pueden ser puestos en libertad condicional 
y soltados en la sociedad a la violación y robar de nuevo. Disiento en gran parte de 
la opinión de la mayoría que sostiene que el castigo por violación, una sentencia de 
cadena perpetua sin libertad condicional, cuando se aplica a los varones de catorce 
años de edad, es un castigo cruel e inusual. La opinión de la mayoría es contraria a la 
ley vigente y es una usurpación de la prerrogativa de la Asamblea Legislativa”.
1-Leyes conocidas como los “Tres strikes” y “Ley y orden”
Otro fenómeno que surgió en los Estados Unidos son las leyes conocidas como 
los “tres strikes”, que consisten en imponer sentencias de prisión más largas en caso 
de reincidencia, en comparación con las relativas al mismo delito hecho por primera 
vez. Se aprobaron en el año de 1993, cuando los votantes del estado de Washington, 
aprobaron la llamada “iniciativa 593”. “El paradigma de seguridad de “Ley y or-
den” (Law and order), que ha alcanzado una incontestable hegemonía en la política 
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criminal y judicial en las últimas dos décadas, da al traste con cualquier noción de 
prevención y proporcionalidad, apelando directamente al resentimiento popular a 
través de medidas que dramatizan el miedo y el asco del crimen, considerados como 
la conducta aberrante de individuos viciados y viciosos1013”.
Según la ley de los tres strikes cuando una persona comete tres delitos graves 
la pena a imponer es la cadena perpetua. “Es decir, la sociedad considera que se ha 
fracasado en los intentos resocializadores y que pese a dos oportunidades que le die-
ron al infractor mediante la imposición de penas cortas de prisión y la posibilidad de 
resocialización, al no ser aprovechadas, la comisión de un tercer delito grave supone 
la comprobación de que dicho sujeto es “incorregible” y que en consecuencia ha de 
ser apartado de la sociedad mediante la imposición de cadena perpetua”1014.
El antecedente de la ley de los tres strikes en los Estados Unidos, lo encontramos 
en el caso Moore vs. Missouri de 18951015, en el que la ley de Missouri castigaba a los 
delincuentes habituales con mayor gravedad por delitos posteriores, no era considera-
do un castigo inconstitucional y tampoco existía una violación del debido proceso. El 
acusado fue condenado por robo y hurto, luego de estar en periodo de libertad por una 
sentencia anterior. La sentencia señaló que al imponer nuevamente una pena de prisión, 
quedaba claro que ni la segunda y tercera penas de prisión fueron eficaces para lograr 
la reforma del acusado; por lo tanto, la aplicación de la cadena perpetua no era incons-
titucional. Mientras que en el caso de Gryger vs. Burke de 19481016, el caso se originó 
en un Juzgado de Pensilvania y fue revisado por la Corte Suprema de Pennsylvania 
antes de llegar al Tribunal Supremo; en el mismo, el imputado fue declarado culpable 
y condenado a cadena perpetua obligatoria y no discrecional, por ser un delincuente 
reincidente. Él mismo alegó un error al interpretar la Ley penal de Pennsylvania, que 
no se le proporcionó a su debido tiempo un abogado (tampoco fue informado de su 
[1013] WACAUANT, Loic. “Repensar los Estados Unidos, para una sociología del hiperpoder”. 
Libros de la Revista Anthropos, España, 2005, p. 162. 
[1014] ASENCIO CANTISÁN, Heriberto. La Judicialización de la ejecución penal (el principio de 
legalidad penitenciaria), Pruebas, procedimientos especiales y ejecución penal, VII y VIII Jornadas 
de Derechos Procesal Penal, con nuevas ponencias. III Edición, Universidad Católica Andrés Bello, 
publicaciones UCAB, Caracas, 2005, p. 474.
[1015] Moore versus Missouri. 159 U.S. 673, (1895).
[1016] Gryger versus Burke. 334 U.S. 728, (1948).
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derecho a solicitar uno y las autoridades no le ofrecieron la asesoría de alguno) y que se 
le aplicó la ley de forma retroactiva, así que, el tribunal determinó que no había existido 
ninguna violación constitucional, la ley se le aplicó por ser un delincuente habitual y 
por haber sido condenado por delitos considerados graves en otras ocasiones.
Pero dos casos motivaron una fuerte opinión pública en contra de los delincuen-
tes reincidentes, uno de estos casos es People vs. Davis de 19931017, el imputado fue 
declarado culpable por secuestro y homicidio de una menor de edad, tenía anteceden-
tes penales por delitos graves: robo, secuestro, agresión, pero fue puesto en libertad 
condicional. Si hubiera cumplido la condena en su totalidad, el día que cometió los 
delitos, tenía que estar todavía cumpliendo su pena en prisión. Fue condenado por el 
delito de homicidio en primer grado, los delitos de hurto, secuestro, robo en contra 
de un menor de edad y sentenciado a pena de muerte por inyección letal y unos de los 
principales alegatos en contra de la pena de muerte impuesta, fue que su confesión 
era inadmisible, debido a que la misma se realizó sin tener un abogado presente. 
En este sentido Castiñeira nos dice: “desde una perspectiva europea las leyes threes 
strikes pertenecen sin duda a lo que para muchos observadores constituye el catálogo 
de excesos y extravagancias político criminales estadounidense. Una categoría de la 
que también forman parte otros fenómenos más o menos arraigados en la tradición 
jurídica de aquel país, como los registros de delincuentes sexuales, las denominadas 
penas vergonzantes, la privatización del sistema carcelario o, por supuesto, el man-
tenimiento a ultranza de la pena de muerte en muchos Estados”1018.
Este relato de Burton Rose es significativo: “El 15 de abril de 1994, Larry 
Fisher, de 35 años fue condenado por su tercer strike por el Tribunal Superior del 
Condado de Snohomish, en Washington. Ahora está en la cárcel y pasará allí el resto 
de su vida. Fisher fue condenado por meterse el dedo en el bolsillo, simular que era 
una pistola y robar en una tienda de bocadillos 151 dólares. Una hora más tarde la 
policía lo detuvo en un bar a una manzana de allí mientras bebía una cerveza. Los 
dos strikes anteriores de Fisher implicaban haberle robado 360 dólares a su abuelo 
[1017] People versus Davis. 619 N.E.2d 750, (1993).
[1018] CASTIÑEIRA, María Teresa, RAGUÉS, Ramón. “Threes trikes el principio de proporciona-
lidad en la jurisprudencia del Tribunal Supremo de los Estados Unidos”. Revista de derecho penal y 
criminología. UNED, 2. ª Época, Núm. 14, 2004, p.83.
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en 1986 y robar 100 dólares en una pizzería. En total, el botín de la carrera de Fisher 
suma 611 dólares; nunca ha dañado físicamente a nadie”. Los autores señalan: “hay 
muchas cosas negativas en estas leyes de tres strikes. Aparte del hecho de que su peso 
recaerá casi exclusivamente en los pobres, está el tema de la proporcionalidad. Todo el 
mundo ha oído la frase “ojo por ojo.” Su significado original era que el castigo tenía 
que ser proporcional al delito. ¿Merece la cadena perpetua por robar 611 dólares?”1019.
Los tres strikes del Estado de California, consisten en dos leyes que fueron pro-
mulgadas en el año de 1994. Una fue realizada por mandato legislativo al modificar 
el Código Penal de California y la otra fue por una iniciativa electoral conocida como 
“Proposición 184”, que fue aprobada por los votantes de California. El propósito de 
la ley es imponer penas de prisión mucho más largas, por la realización de delitos 
considerados graves con anterioridad al nuevo delito, sin embargo también puede ser 
aplicada cuando el delito menor sea hurto y el nuevo delito sea considerado grave. Un 
ejemplo de esto es el caso People contra Terry de 19961020, en el que el imputado fue 
condenado por hurto menor, realizado sin uso de violencia, pero el mismo tenía dos 
condenas anteriores por delitos considerados graves, a pesar de que había cumplido 
pena de prisión por esos delitos, se le aplicó la ley de los tres strikes y fue condenado 
mediante juicio con jurado a una pena de prisión entre 25 años y cadena perpetua  es 
decir, una sentencia de cadena perpetua indeterminada con posibilidad de libertad 
condicional después de haber cumplido no menos de 25 años. Es decir, que el delito 
de hurto, bajo la aplicación de la ley de los tres strikes, es considerado como un delito 
grave, pero la ley no señalaba si el delito de hurto sin violencia podía ser considerado 
grave y el tribunal se basó en que si la ley no tipifica el delito, ya sea como un delito 
grave o un delito menor, pero sí especifica un castigo, dicho castigo se convierte en 
indicio o prueba y si la ley exige la pena de prisión para ese delito, entonces el de-
lito es considerado como grave. En la ley penal de California se estableció que toda 
persona, después de haber sido declarada culpable de un delito menor que se castiga 
con una pena de menos de un año de prisión o multas, este tipo de cambio de un 
[1019] BURTON ROSE, Daniel, PENS, Dan, WRIGHT, Paul. El encarcelamiento de América, una 
visión desde el interior de la industria penitenciaria de EE.UU. Virus Editorial La Llevier, Barcelona, 
2002, pp. 37-38.
[1020] People versus Terry .47 Cal.App.4th 329, 54 Cal.Rptr.2d 769, (1996).
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delito menor considerado como grave es conocido como “wobblers”1021, en donde la 
tipificación del delito depende directamente del castigo impuesto.
La ley de los tres strikes de California se constituye en una sentencia de cadena 
perpetua, que incrementa en gran medida el castigo a los delincuentes reincidentes, 
cuando son declarados culpables por un delito considerado grave1022, entonces esa con-
dena en particular contará como un aviso o un strike; si se le llega aplicar la ley de los 
tres strikes en un futuro al delincuente reincidente, es decir que si la persona pertenece 
a alguna pandilla, comete algún delito sexual, posee armas de fuego, utiliza violencia 
real o amenazas en la realización del hecho punible, entonces estamos hablando de 
un delito grave. Es decir que bajo la ley de los tres strikes, si una persona tiene en sus 
antecedentes delictivos dos condenas, el tribunal puede declarar la existencia de un 
tercer delito aunque no fuera considerado grave o un crimen violento, de forma que 
esto significaría una sentencia mínimo de 25 años de prisión en forma automática. 
Ahora bien, tal como veremos más adelante, se dio una modificación conocida como 
la Proposición 36, que establece que una pena de prisión impuesta por los tres strikes 
solo se aplicaba: si el tercer delito es grave o violento, si el tercer delito es de droga, 
no incluye la simple posesión y si la tercera infracción implica posesión y uso de 
arma de fuego o la intención de causar lesiones corporales graves a otra persona, si 
el tercer delito es un delito sexual considerado como grave o simplemente si uno de 
los delitos anteriores al aviso o el strike, es un crimen violento realizado de forma 
grave, como el asesinato, abuso sexual hacia un niño o crímenes sexuales.
La modificación de la ley de los tres strikes tiene como finalidad que si se 
comete un tercer delito, catalogado como un delito menor hurto, robo de tiendas, 
[1021] Un wobbler (que se doblan las consecuencias de la conducta delictiva), es un delito que el 
fiscal puede optar por presentar como una infracción menor y que debe de ser tomado en cuenta como 
si fuera un delito grave. Esto depende enteramente de las circunstancias del caso y de los antecedentes 
criminales del imputado. Entre estos delitos se pueden señalar: violencia doméstica, en  la que se 
inflija un daño al cónyuge o a la pareja de hecho o delito de falsificación. Generalmente son delitos 
que pueden ser castigados con 16 meses de prisión, hasta un máximo de 3 años y el pago a lo sumo 
de 10,000 dólares en concepto de multas o indemnización. 
[1022] La ley de California divide los delitos en tres tipos: los delitos graves, los delitos menores y las
infracciones. Los delitos graves son castigados con la pena de muerte o encarcelamiento en la prisión 
estatal de California, por ejemplo el crimen de homicidio, el soborno de un juez o de un funcionario 
judicial, la violación sexual, la posesión para la venta de drogas o de otras sustancias controladas o 
aquellos delitos que son castigados con una pena de prisión de mínimo un año.
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posesión de sustancias controladas, en estos casos en particular, bajo la nueva ley de 
los tres strikes, a la persona no se le impondrá una condena automática u obligatoria 
de 25 años de prisión, sino que se le sancionará con el doble de la pena normal por 
la comisión del nuevo delito. 
El principal problema que ha tenido la ley de los tres strikes de California, es el 
hecho de que su aplicación suele ser inconstitucional, en el sentido de que, muchas 
de las penas impuestas a los delincuentes reincidentes como castigo por la realiza-
ción de un tercer y nuevo delito, puede a nuestro juicio, ser interpretado como un 
castigo cruel e inusual, que está estrictamente prohibido por la Octava Enmienda de 
los Estados Unidos. Incluso, bajo la nueva ley, por ejemplo, alguien puede recibir 
una sentencia de cadena perpetua por un tercer strike al cometer un delito de drogas 
o por la tenencia de drogas para la venta.
Bajo la ley de los tres strikes del Estado de California, para que un delito sea 
considerado grave, debe reunir una serie de elementos: puede considerarse que el 
imputado tiene dos strikes, a pesar de que fue declarado culpable de ambos delitos, 
que califican en un único procedimiento judicial, como es el caso People vs. Askey 
de 19961023, en el que el acusado fue condenado por el tribunal de primera instancia 
de una pena de 25 años de prisión a cadena perpetua. Las condenas anteriores no 
tienen que ser por delitos violentos, sin embargo sí tienen que ser delitos considerados 
graves, por ejemplo un robo residencial, en el que el asaltante no estaba armado y los 
residentes no se encontraban en la casa al momento de los hechos.
Aquellas condenas por delitos violentos dictadas con anterioridad a la promul-
gación de la ley de 1994, se podrán considerar como avisos o strikes. Como fue en 
el caso de People vs. Kinsey de 1995,1024 en el que el imputado fue condenado a una 
pena de prisión de 29 años por el delito de violencia doméstica, por sus antecedentes 
de condenas por robos anteriores se le aplicó la ley de los tres strikes, pero se alegó 
que era inconstitucional según lo establecido por la Octava Enmienda y su tiempo 
de condena en prisión fue considerado por la defensa como “vago”, pero el tribunal 
rechazó este término en el sentido de que: “si un acusado tiene dos o más condenas 
anteriores por delitos graves, el término para la condena por delito de corriente será 
[1023] People versus Askey (1996) 49 Cal.App.4th 381, 386 [56 Cal.Rptr.2d 782].
[1024] People versus Kinsey. [No. B087693. Second Dist., Div. Seven. Dec 13, 1995.]
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un plazo indeterminado de cadena perpetua con un período mínimo de 25 años”. Y 
que el imputado no está sujeto a la cadena perpetua sobre la base de su delito actual, 
sino sobre la base de su comportamiento reincidente. 
La reincidencia en la comisión de múltiples delitos graves constituye un peligro 
manifiesto para la sociedad, que justifica la imposición de sentencias más largas por 
delitos posteriores y en esta casi si se tomó en cuenta que su última condena se produjo 
en 1991, a pesar de que le ley de los tres strikes se promulgó en 1994, se contó como 
un aviso o strike más los hechos pasados, considerados graves por parte del imputa-
do, también pueden ser consideradas las condenas recibidas en otras jurisdicciones 
y pueden contar ciertas condenas que el imputado recibió como delincuente juvenil.
No existe un periodo de olvido de las condenas previas, que ya no contarían 
como avisos o strikes, como es en el caso de People vs. Martínez de 19991025, que al 
imputado se le impuso una sentencia de cadena perpetua, a través de la ley de los tres 
strikes, por el delito de intento de asesinato agravado, con uso de arma de fuego, tal 
como señala la sentencia: “las penas de prisión considerablemente más largas, deben 
ser impuestas a los criminales que usan armas de fuego en la comisión de sus crímenes, 
con el fin de proteger a nuestros ciudadanos y disuadir a la delincuencia violenta”.
Los imputados en condenas anteriores, que son condenados por múltiples deli-
tos graves cometidos en diferentes ocasiones, deben cumplir condenas consecutivas. 
People vs. Ingram de 19951026, “Ya que cada cargo de delito grave de que el acusado 
se sitúa actualmente condenado surge de robos residenciales separados, el mínimo 
obligatorio plazo de 25 años a la vida debe ser impuesto de manera consecutiva para 
cada cargo, por un mínimo plazo de 50 años”. El acusado condenado a una pena de 
cadena perpetua indeterminada, no será elegible para la libertad condicional hasta 
que haya cumplido todo su período mínimo obligatorio. Tomando en cuenta que una 
persona condenada a una pena de cadena perpetua, no puede salir antes de 25 años 
de prisión, aun cuando la misma presente un buen comportamiento.
Si nos vamos a otras jurisdicciones que tienen normas parecidas a la ley de los 
tres strikes del Estado de California, como es el caso del Estado de Rhode Island, 
[1025] People versus Martinez. 84 Cal. Rptr. 2d 638, 646 & n.9 (Ct. App. 1999).
[1026] People versus Ingram, 40 Cal.App.4th 1397, 48 Cal.Rptr.2d 256, 264 (Ct.App.1995).
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encontramos diferencias en el sentido del tratamiento del delincuente reincidente o 
habitual, que a diferencia de la ley de los tres strikes de California, en que el imputado 
tiene que cumplir con dos o más condenas por términos separados de prisión, antes 
que pueda ser calificado como delincuente habitual, mientras que en el Estado de 
California una persona puede ser condenada en un solo juicio por tres delitos, en un 
único procedimiento. Otro aspecto fundamental, es que el delincuente reincidente está 
obligado a cumplir un número mínimo de años de su condena, para que pueda solicitar 
su libertad condicional y la discrecionalidad del juez para determinar cuándo es el 
número de años mínimo de cumplimiento, no está restringida, mientas que la ley de 
los tres strikes del Estado de California no otorga dicho poder discrecional a los jueces. 
Un ejemplo de la aplicación de la sentencia de cadena perpetua sin libertad condicional 
lo encontramos en State vs. Esteban Carpio de 20061027, que fue condenado a través 
de un juicio por jurado, a pesar de que adujo problemas mentales en sus alegatos.
En el Estado de West Virginia Occidental, la Corte Suprema de Virginia, ha se-
ñalado que una sentencia de cadena perpetua impuesta a un delincuente reincidente, 
no viola el requisito de proporcionalidad de las penas dispuestas en el artículo III, 
Sección 5 de la Constitución del Estado de Virginia Occidental. En la sentencia State 
vs. Hedrick 19901028, se invirtió la pena de cadena perpetua por robo por delito, previo 
por allanamiento de morada y control de sustancias controladas.
En Texas el delito por hurto no se cuenta como delito grave, a menos que el 
imputado tenga dos condenas anteriores por robos previos, no se cuenta o activa la 
ley del delincuente habitual en Texas, en donde los delitos menores son penados 
con un máximo de seis meses de cárcel y una multa de hasta 2000 dólares, mientras 
que un delito grave puede ser castigado hasta con 20 años de prisión. Sin embargo, 
el Estado de Texas tiene una política de libertad condicional para todos los delitos, 
pero con las excepciones de que las personas condenadas por delitos violentos, tienen 
derecho a la libertad condicional tras cumplir tan solo una cuarta parte de la condena. 
El Estado de Luisiana es el único que se le puede comparar a la ley de los tres 
strikes del Estado de California, en el sentido de que se puede recibir una condena 
[1027] Supreme Court-Rhode Island. Supreme Court No. 2009-28-C.A. (P1/05-2086AG). State 
versus Esteban Carpio.
[1028] State versus Hedrick. 97 S.W.2d 823 (Mo. Ct. App. 1990).
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de hasta 50 años de pena de prisión, pero sólo si un tribunal de Luisiana considera 
tanto el delito menor (robo, por ejemplo) y el imputado tiene dos condenas por de-
litos federales (trasporte de drogas), podía tomarse en cuenta y entraría bajo la del 
delincuente habitual del Estado de Luisiana, en donde sería condenado por un plazo 
mínimo de veinte años de prisión, sin posibilidad de libertad condicional. En la 
sentencia State vs. Butlet de 19921029 y en la sentencia State vs. Corry,1030 del mismo 
año, se estableció que era requisito esencial, que los tres delitos se hubieran realizado 
el mismo día, lo que conllevaría también a que en el Estado de Luisiana, un penado 
pudiera recibir dos sentencias de 20 años sin libertad condicional y la persona es 
condenada consecutivamente a 40 años de prisión.
En el caso Smallwood vs. Johnson de 19961031, se confirmó una sentencia de 
50 años de un reincidente por un delito no violento, sólo después de señalar que el 
acusado sería elegible para la libertad condicional dentro de 12 años; es decir, que la 
disponibilidad de la libertad condicional es relevante para determinar si la duración 
de la condena viola la Octava Enmienda.
Uno de los casos más importantes en la ley de los tres strikes es el caso de People 
vs. Superior Court (Romero) de 19951032, en el que fue declarado culpable de posesión 
de drogas (0,13 gramos de cocaína). Este delito, si se realizaba por primera vez sería 
castigado con una pena máxima de tres años de prisión, pero la ley de los tres strikes 
se aprobó dos años antes. Esto sumado a los antecedentes que incluían dos delitos 
graves intento de robo, se le impuso una sentencia de pena de cadena perpetua; pero 
la particularidad de este caso, es que el juez de primera instancia reconoció, que el 
imputado no debería ser castigado con una pena de cadena perpetua; sin embargo, el 
juez no podía dejar de aplicar las disposiciones que exigían una sentencia de cadena 
perpetua automática, según lo que establecía la ley de los tres strikes. A pesar de las 
objeciones que se dieron por parte del fiscal, el juez decidió hacer uso de la discreción 
del tribunal en virtud del artículo 1385 del Código Penal de California, que faculta a 
los jueces a desestimar acciones “en aras de la justicia”. El juez no tomó en conside-
[1029] State versus Butler. 601 So.2d 649, 650 (La. 1992).
[1030] State versus Corry. 610 So.2d 142 (La. App. 1992).
[1031] Smallwood versus Johnson. 73 F.3d 1343 (5th Cir. 1996).
[1032] People versus Superior Court (Romero). 13 Cal. 4th 497, Cal. 1996).
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ración las condenas y graves delitos de Romero, se le revocó la sentencia de cadena 
perpetua y en su lugar se le aplicó una pena de seis años de prisión, en la apelación por 
parte del Estado. La Corte Suprema de California decidió que el juez actuó dentro del 
ámbito de su poder, en el pulso de los alegatos al no contar las condenas anteriores, 
para que no se aplicara la ley de los tres strikes. En este caso en particular, en conjunto 
con People vs. Williams de 19981033, se refiere a las normas que rigen el ejercicio de 
la discreción del tribunal de primera instancia, al desestimar las alegaciones de la ley 
de los tres strikes, de conformidad con el Código Penal, sección 1385 y la revisión 
en apelación de las órdenes de hacerlo: en el caso de Williams no tuvo tanta suerte 
como Jesús Romero. Aunque el juez de primera instancia, en el caso de Williams, 
desestimó una de sus alegaciones de huelga, la Corte Suprema de California revisó 
el caso en apelación y revocó la decisión del juez como un abuso de discreción. El 
alto tribunal señaló que Williams entraba en el espíritu de la ley de los tres strikes, 
dado su largo historial criminal, que incluía delitos de  violación, intento de robo a 
mano armada y posesión de armas, etc.
Entre los factores que se deben de tomar en cuenta en un tribunal de primera 
instancia, al hacer uso de la discrecionalidad del juez para imponer la sentencia o no 
de la ley de los tres strikes están:
a) El juez debe tener en cuenta tanto el derecho del acusado a no sufrir un castigo
cruel e inusual y el interés de la sociedad para que los fiscales persigan casos 
en contra de los presuntos criminales bajo la ley.
b) El juez debe tomar una decisión en forma razonable.
c) El juez no debe desestimar una alegación de condena de cadena perpetua,
bajo la ley de los tres strikes por conveniencia judicial o por la congestión 
judicial.
d) El juez no debe desestimar una alegación de huelga porque el acusado se declare 
culpable.
e) El juez no debe desestimar una alegación de huelga, sólo porque no le gusta el 
efecto de la ley a un acusado, sin tener en cuenta los antecedentes de la natura-
leza de la ofensa y de otras consideraciones individualizadas.
[1033] People versus Williams. 1998, 61 Cal. App. 4th 649 [72 Cal. Rptr. 2d 58].
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f) El juez debe valorar si el acusado puede ser considerado fuera del espíritu del 
régimen, dados los delitos y condenas presentes del acusado, así como de la 
parte demandada de fondo, el carácter y las perspectivas.
Cuando un juez decide desestimar una condena de cadena perpetua, debe dejar 
en claro cuál es el motivo que lo llevó a tomar esa decisión y, sobre todo, aclarar 
sus razones en una audiencia pública, para que el reportero de la corte pueda grabar 
sus argumentos y quedar registrado en un expediente para tal afecto. En el sentido 
de que, si la sentencia es apelada, el tribunal superior podrá entender por qué el juez 
tomó dicha resolución y evaluar si abusó de su discreción al no aplicar la ley de los 
tres strikes.
En noviembre de 2012, en el Estado de California, se aprobó la Proposición 
36  la reformada ley de tres strikes, que hizo un cambio fundamental en la ley de los 
tres strikes, en el sentido de que, según la antigua ley un delincuente condenado por 
dos o más condenas anteriores, por un delito considerado serio, violento, podría ser 
condenado a 25 años, a la pena de cadena perpetua en la cárcel, aunque su tercera 
condena impuesta fuera por un delito menor. Pero en la modificación el imputado 
recibirá 25 años de pena de prisión, aún si su tercera condena es producto de un 
delito grave o violento y esta ley tiene un efecto retroactivo; esto quiere decir que 
si el penado fue condenado por la antigua ley de los tres strikes y el tercer delito 
no fue un delito grave o violento, el imputado puede solicitar una nueva condena 
con la finalidad de reducir su tiempo de cumplimiento de la prisión.
En el caso Riggs vs. California de 19991034, el imputado se encontraba en periodo 
de libertad condicional; fue condenado por el delito de hurto en un supermercado  robó 
una botella de vitaminas, cuyo valor era de 23 dólares. Tenía antecedentes penales, 
en total ocho condenas, cuatro por delitos no considerados como violentos, cuatro 
robos y un nuevo hurto. Tan solo cuatro meses de ser puesto en libertad condicional, 
fue declarado culpable por hurto menor y condenado a 25 años de prisión sin libertad 
condicional. A pesar de que se alegó que el hurto fue motivado por falta de vivienda 
y hambre, Riggs apeló ante el Tribunal Supremo, alegando que la aplicación de las 
[1034] Riggs versus California. 525 U.S. 1114, (1999).
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condenas, que son anteriores a la aprobación de los tres strikes, violaba la prohibición 
constitucional de leyes ex post facto. Y, de igual manera, señaló que la aplicación de 
esta sentencia era inconstitucional, a raíz de la Octava Enmienda por su prohibición 
de castigos crueles e inusuales. El Tribunal Supremo rechazó su solicitud y señaló 
que no había agotado todos los recursos de los tribunales inferiores puede seguir su 
argumento constitucional mediante una petición de un recurso de habeas corpus ante 
un tribunal federal. Además, si el imputado no hubiera tenido antecedentes penales, 
hubiera sido sentenciado a una multa o a una pena de 6 o menos meses de cárcel, lo 
que motivó que fuera considerado un delito menor, convertirse en un delito grave o 
mayor, lo que llevó al juez a aplicar la sentencia obligatoria o automática de la ley de 
los tres strikes e imponer una pena mínima de 25 años a cadena perpetua. Se reunía 
con todos los requisitos, principalmente el tener dos condenas con anterioridad por 
delitos graves antes de ser condenado.
El tema de esta sentencia versa sobre la reincidencia, en el sentido de que los 
antecedentes penales del acusado pueden jugar un doble papel, primero convertir 
el delito menor en un delito grave y acerca de la imposición del castigo de los re-
incidentes, en el sentido de que el tribunal considera: “un Estado está justificado 
en castigar a un reincidente con mayor severidad que castiga a un primer ofensor”. 
La Corte Suprema de California no admitió la apelación, con el argumento de que 
los jueces carecían de una interpretación autorizada de la ley de tres strikes. La ley 
parece, al menos, autorizar y tal vez exigir que un juez de primera instancia para 
tratar el tercer delito del acusado, incluso un delito menor como éste, como si se 
tratara de un delito grave, para los efectos de aplicar las disposiciones de la sentencia 
obligatoria de la ley.
Las leyes también difieren en orden a la sanción al imponer, una vez consta-
tados los tres antecedentes. En Georgia, Indiana, Lousiana, Maryland, Montana, 
Nueva Jersey, Carolina del Norte, Carolina del Sur, Tenesse, Virginia, Washington 
y Wisconsin, deparan una condena obligatoria de por vida en la prisión, sin la posi-
bilidad de parole1035. En otros Estados como California, Nuevo México y Colorado, 
luego de un extenso período, vuelve a ser posible solicitar la parole en el orden 
[1035] Parole: libertad condicional.
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indicado. Estos períodos alcanzan los 25, 30 y 40 años de cumplimiento efectivo, 
respectivamente”1036.
En el caso Andrade vs. Attorney General of the State of California de 20011037,
el imputado fue condenado por la Corte Superior de California por dos delitos de 
robo, nueve cintas de video de dos tiendas diferentes. La ley de California, para ta-
les delitos considerados menores, se castigaban hasta un máximo de 6 meses en la 
cárcel y el pago de una multa de mil dólares, sin embargo, ya que el imputado tenía 
antecedentes por varios delitos, en su mayoría robos, los últimos se consideraron 
como delitos graves por lo que fueron contados hasta un tercero y cuarto strike y, 
como resultado de la reincidencia del imputado por el hurto de una mercancía que 
no superaba los 153.54 dólares, fue condenado a cadena perpetua, sin posibilidad de 
libertad condicional por 50 años. Andrade sostenía que su condena violaba la Octava 
Enmienda sobre la prohibición de castigos crueles e inusuales y, alegaba que el Tri-
bunal de Apelaciones de California aplicó injustamente los precedentes establecidos 
por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, al declarar en la apelación que su 
sentencia no violaba la Octava Enmienda. Y sostenía que no se buscaba invalidar la 
ley de los tres strikes de California en general, sino más bien, que su aplicación, era 
inconstitucional o desproporcionada en relación con sus crímenes cometidos; se le 
denegó el recurso de habeas corpus. En este caso el imputado tenía un historial de 
delitos violentos, entre éstos hurto y robo, allanamiento premeditado de morada, distri-
bución de drogas y con adicción a la heroína y debido a que se encontraba en periodo 
de libertad condicional, cuando cometió nuevos delitos, Andrade fue condenado a 25 
años de prisión que se cumplirán de forma consecutiva: es decir, que no es elegible 
para la libertad condicional hasta que cumpla 50 años de prisión, es decir a la edad 
de 87 años en el año 2046. El tribunal rechazó, entre otros argumentos, la afirmación 
de Andrade de que su sentencia era cruel e inusual conforme a lo establecido por la 
Octava Enmienda. La Corte Suprema de California rechazó sus alegaciones y en su 
apelación la Corte de Apelaciones de California confirmó la sentencia condenatoria y 
[1036] RIVERA BEIRAS y ALMEDA. Política criminal… Op.cit. p. 270.
[1037] United States Court of Appeals, Ninth Circuit. Leandro Andrade, Petitioner Appellant, versus 
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la pena impuesta el 13 de mayo de 1997. En un dictamen publicado posteriormente, 
Andrade presentó una petición oportuna en pro de un recurso de habeas corpus, plan-
teando varias cuestiones constitucionales, incluyendo la violación de su derecho a la 
Octava Enmienda. Todas sus alegaciones fueron rechazadas y, concretamente sobre 
la Octava Enmienda el tribunal señaló: “la cuestión aquí es si esta enmienda prohíbe 
una condena de 50 años a cadena perpetua por dos delitos de hurto, que implican 
nueve cintas de video por un valor total de  153.54, acusado con varios antecedentes 
penales por delitos no violentos”. 
Determinó que la constitucionalidad de la cadena perpetua, para delincuentes 
reincidentes en delitos no violentos, ha estado limitada por sentencias anteriores, 
como la de Rummel vs. Estelle1038, (entre los factores que influyeron para confirmar 
que la sentencia de Rummel no violaba la Octava Enmienda, eran que la ley de Texas 
requiere condenas y penas de prisión por separado para cada delito grave, de manera 
que el acusado debe ser condenado dos veces y por ambas servir un tiempo en prisión, 
antes de ser elegible para una sentencia de por vida en su tercera condena. Señaló que 
no podía pasar por alto el hecho de que bajo la política de la libertad condicional, sería 
elegible para la libertad condicional en doce años. Subrayó que los fiscales tuvieron 
discreción de acuerdo con el fiscal o no invocar la ley de reincidencia con el fin de 
descartar a los verdaderos delincuentes menores, en donde se confirma una senten-
cia de cadena perpetua, con posibilidad de libertad condicional, por tres condenas 
anteriores para delitos sin violencia. Más adelante, el tribunal señaló: “el análisis de 
la proporcionalidad en la Octava Enmienda se aplica a penas de prisión, al igual que 
se aplica a las condenas a muerte y a las multas, aunque señaló, que los desafíos con 
éxito a la antigua serían extremadamente raros”. Y que en el caso Solem vs. Helm1039,
el tribunal sí revocó una sentencia de cadena perpetua sin libertad condicional, para 
un delincuente reincidente que tenía más de siete condenas anteriores y, en Harmelin 
vs. Michigan1040, se establecieron tres criterios para orientar el análisis de la propor-
cionalidad de la Octava Enmienda: la gravedad de la infracción y la severidad de 
la pena; las penas impuestas a los otros criminales de la misma jurisdicción y las 
[1038] Rummel versus Estelle. 590 F.2d 103, 105 (5th Cir. 1979).
[1039] Solem versus Helm. 463 U.S. 277 (1983).
[1040] Harmelin versus Michigan, 501 U.S. 957 (1991).
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penas impuestas por la comisión del mismo delito en otras jurisdicciones. Se tiene 
una postura entre las dos sentencias y señala que la: “Octava Enmienda no exige la 
estricta proporcionalidad entre el delito y la condena. Más bien se prohíben sólo las 
penas extremas que son totalmente desproporcionadas a la delincuencia”. 
Ahora bien, el Tribunal Supremo al aplicar esta jurisprudencia, en el caso de 
Andrade, toma en consideración que es condenado a dos sentencias indeterminadas, 
consecutivas de 25 años a cadena perpetua y que, una de las características de la ley 
de los tres strikes, es que el juez de la causa no tiene discreción al imponer la sentencia 
y, sobre todo, que a diferencia de la mayoría de las condenas impuestas en virtud de 
leyes de sentencia en California, plazo mínimo de tres avisos de Andrade, no puede 
ser reducido por buen comportamiento o trabajo en la cárcel; por lo tanto, Andrade, 
debe cumplir un mínimo de 50 años en prisión antes de ser elegible para la libertad 
condicional. La falta de disponibilidad de la libertad condicional durante ese tiempo, 
hace que la sentencia de Andrade sea sustancialmente más severa que la pena de ca-
dena perpetua que se trata en Rummel, ya que era elegible para la libertad condicional 
en 12 años. Por el contrario, Andrade tiene que servir más de cuatro veces la longitud 
de la fase de Rummel, antes de que aquél sea elegible para la libertad condicional.
Dentro de la gravedad de la infracción, la sentencia reconoce que a pesar de que 
una condena es dura, no quiere decir que la misma sea desproporcionada en relación 
con el crimen y, de igual manera, reconoce que el Estado tiene un derecho justificado 
de castigar a un delincuente reincidente, con mayor severidad que cuando se castiga 
a una persona que comete un delito por primera vez. Sin embargo, es claro al señalar 
que, el castigo impuesto por este delito, no es una penalidad adicional por los delitos 
anteriores, sino más bien, se considera un delito agravado debido a la conducta repe-
titiva, siguiendo la línea del caso Witte vs. Los Estados Unidos de 19951041.
El tribunal reconoce que a pesar de que el imputado cometió dos delitos de hur-
to menor con anterioridad en dos ocasiones separadas, es decir sin uso de violencia 
ni amenaza real a cualquiera persona, por una cantidad relativamente pequeña de 
dinero, que no planeaba hacer un grave daño a la sociedad, pero al aplicar la ley del 
Estado de California, estos delitos menores fueron considerados como avisos de la 
[1041] Witte versus United States. 515 U.S. 389 (1995).
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ley de los tres strikes, es decir, Andrade fue condenado como reincidente, ya que la 
gravedad de su delito no puede evaluarse de manera independiente de su conducta 
criminal anterior. A pesar de que las condenas anteriores era clasificadas como delitos 
menores, en lugar de delitos graves, Andrade tiene en su historial otros delitos antes 
de 1990,  tráfico de marihuana, que no consta que el tribunal de California los haya 
tomado en cuenta para contar sus tres avisos, es decir, que si se toma en cuenta la 
totalidad de los antecedentes penales, cinco delitos de Andrade, dos delitos menores 
y una libertad condicional, comparable, cuantitativa y cualitativamente, según el 
tribunal, con el caso de Solem.
Como en este caso, la severidad de la pena parece totalmente desproporcionada 
a la gravedad del delito y a la culpabilidad del delincuente, debemos evaluar si la 
sentencia, es excesiva en comparación con las penas impuestas a los otros criminales 
de la misma jurisdicción. En el sentido de que, la sentencia indeterminada de 50 años 
impuesta a Andrade, solo se condena en California por asesinato en primer grado y 
por la realización de delitos considerados violentos. Si él hubiera cometido los hurtos 
por primera vez, hubiera obtenido una sentencia máximo de seis meses y una multa 
de mil dólares y si es reincidente por el delito de robo tres años de prisión, pero si se 
considera como un delito menor hasta un máximo de un año. 
Para el tribunal la sentencia de Andrade es catalogada como inusual, si se com-
para con otras sentencias para delincuentes reincidentes, bajo la misma ley de los 
tres strikes, por lo tanto, en comparación con otras jurisdicciones, el tribunal llegó 
a la conclusión de que la sentencia de Andrade era desproporcionada por sus crí-
menes y por lo tanto se violaba la Octava enmienda. Pero el tribunal dejó claro que 
esta decisión no invalida la ley tres strikes de California, sino que solo se limita a la 
aplicación de la ley de los tres strikes en las circunstancias del caso de Andrade, tal 
como dice la sentencia en sus conclusiones: “Sin embargo, la Octava Enmienda no 
permite la aplicación de una ley que da lugar a una sentencia manifiestamente despro-
porcionada en relación con el crimen. La sentencia de Andrade de cadena perpetua 
sin posibilidad de libertad condicional por 50 años, es sumamente desproporcionada 
a sus dos robos menores por nueve cintas de vídeo, incluso si tenemos en cuenta su 
historial de delitos no violentos”, por lo que, se revocó la sentencia y se le otorgó 
una acción de habeas corpus.
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Somos de la postura, según lo que hemos visto en las sentencias señaladas, 
la pena de cadena perpetua sin libertad condicional, ha tenido un éxito limitado en 
la jurisprudencia de los Estados Unidos; ahora bien, la mayoría de los tribunales a 
nivel federal han tratado de utilizar una visión restrictiva con la finalidad de compa-
rar el delito cometido y la pena impuesta, centrarse en la gravedad de la infracción 
cometida, sin tener en cuenta las circunstancias de cada caso en específico. En el 
caso Harris vs. Wright de 19961042, por ejemplo, se confirmó una sentencia de cadena 
perpetua obligatoria, por encontrarse culpable del delito de asesinato en primer grado 
con agravantes, para un delincuente que en el momento de cometer los hechos solo 
tenía 16 años de edad. En el sentido de que la juventud no guardaba una relación con 
el análisis proporcional que hizo el tribunal, a pesar de que los alegatos a favor se 
basaban en la edad del acusado; el interrogatorio que llevó a su confesión se realizó 
antes de notificar a sus padres de la detención y una sentencia de cadena perpetua 
sin libertad condicional, es una sentencia inconstitucionalmente cruel e inusual, la 
ley bajo la cual fue condenado era inconstitucionalmente vaga, ya que no especifica 
una edad mínima para su imposición.
En el caso People contra O’Roark de 19981043, se apeló la sentencia de un juicio 
por jurado, una condena por varios delitos de robo y posesión de arma de fuego. El 
jurado también encontró que tenía tres condenas por delitos graves o violentos previos, 
que entraban en la categoría de la ley de los tres strikes por ser considerados delitos 
graves. El imputado fue condenado inicialmente a una pena de prisión de 19 años, 
seguido de 25 años de prisión a cadena perpetua, pero lo interesante es que el tribunal 
de la causa anuló esa sentencia, por considerar que no se ajustaba a la ley de los tres 
strikes y le impuso una nueva sentencia por un término fijo de 27 años de cárcel, segui-
do por tres periodos consecutivos de 25 años de prisión, es decir, que pasaría el resto 
de su vida encarcelado. Esta sentencia fue confirmada por el tribunal de apelaciones. 
Los principales alegatos del imputado sostienen, que una de sus anteriores condenas 
fue antes de la entrada en vigor de la ley de los tres strikes y que uno de sus delitos 
considerado grave no fue valorado como tal en el momento en que se cometieron 
[1042] Harris versus Wright. 93 F.3d 581 (1996).
[1043] People versus O’Roark. (1998) 63 Cal. App. 4th 872 [73 Cal. Rptr. 2d 924].
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los hechos  el primer delito estimado grave fue en 1978. Que existió un error en el 
tribunal de la causa, al no tener facultades discrecionales, para señalar la constatación 
de un delito grave de calificación previa a la condena, en virtud de la ley de los tres 
strikes de forma oficiosa, que existió un error al condenar al recurrente a tres períodos 
consecutivos de 25 años de prisión, que la ley de los tres strikes es inconstitucional-
mente vaga, ya que no justifica su aplicación como una medida urgente y, finalizando 
sus alegatos, afirmó que la aplicación de la pena constituye un castigo cruel e inusual 
conforme a la Octava Enmienda. En este caso, el Tribunal Superior de los Ángeles 
determinó que la condena a prisión determinada de 27 años de prisión, seguida de tres 
períodos consecutivos de 25 años por la pena de cadena perpetua se invierte y el asunto 
se remitió para nueva condena al tribunal de primera instancia, para que ejerciera 
su facultad discrecional de quitar o no una de las condenas previas por delitos graves.
En People vs. Carrillo de 20011044, el tribunal de apelación señaló que el tribu-
nal de primera instancia no podía desestimar las condenas, con el fin de que no se 
aplique la ley de los tres strikes. Este mismo sentido fue el que se siguió en el caso 
Durden vs. California de 20011045, en el que el Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos, negó que la ley de los tres strikes de California constituyera un castigo 
cruel e inusual, para un delincuente que fue condenado a 25 años de prisión a ca-
dena perpetua, después de robar una sombrilla y dos botellas de licor, debido a que 
tenía antecedentes de varias condenas previas, por lo que el último delito de robo 
fue considerado un delito grave bajo la ley de los tres strikes, ya que se determinó 
que era un criminal de carrera.
En el caso Ramdass vs. Angelone de 20051046, el imputado fue declarado culpable 
de asesinato mediante un juicio por jurado, que se castiga con la pena de muerte. En 
el momento de la fase de sentencia se dictó otra sentencia por robo a mano armada, 
en la cual fue declarado también culpable de este nuevo hecho delictivo. Bajo la ley 
del Estado de Virginia una condena no está firme y ejecutoriada hasta que el jurado 
emite el veredicto y el juez dicte la sentencia; es decir, que antes de que se emitiera 
el veredicto, el acusado fue declarado culpable de un delito grave. En los alegatos 
[1044] People versus Carrillo, (2001) 87 Cal. App. 4th 1416 [105 Cal. Rptr. 2d 360]
[1045] Durden versus California, 531 U.S. 1184 (2001).
[1046] Ramdass versus Angelone. 530 U.S. 156, (2005).
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Ramdass sostiene que se le debe de aplicar una pena de cadena perpetua y que sus 
condenas anteriores lo hacen elegible para la ley de los tres avisos, mejor conocida 
como la ley de los tres strikes del Estado de Virginia. Al final se le condenó a la pena de 
muerte, la Corte Suprema de Virginia confirmó el fallo y sostuvo que Ramdass debió 
de ser informado por el jurado de su inelegibilidad para solicitar, en algún momento, 
su libertad condicional. Es decir que, el tribunal se negó a aplicar la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo que sostiene que, el jurado al considerar la imposición de la pena 
de muerte, debe tener la información de si el acusado es elegible o no para la liber-
tad condicional, si se le aplica la pena de cadena perpetua y, en este caso, al resultar 
culpable de un delito grave, antes de que se diera la decisión final del nuevo juicio, 
tendría que ser considerado elegible para obtener la libertad condicional, ya que el 
imputado presentaba el agravante futuro de peligrosidad, debido a sus múltiples deli-
tos continuaría siendo una amenaza para la sociedad. El tribunal condenó a Ramdass 
a la pena de muerte y la Corte Suprema de Virginia lo confirmó. El tribunal llegó a 
la conclusión de que no era elegible para la libertad condicional si se le impone una 
pena de cadena perpetua y un elemento crucial cuando el jurado estaba considerando 
su condena por el crimen de homicidio, a pesar de una nueva condena por otro delito 
anterior, se había introducido en la fase final del nuevo juicio, que no cuenta como 
una condena para los efectos de la ley de tres strikes. En última instancia Ramdass 
buscó el habeas corpus, que le fue concedido por el Tribunal de Distrito, pero la Corte 
de Apelaciones posteriormente lo revocó. Ramdass tenía nuevos juicios que estaban 
en proceso y por los cuales todavía no había sido juzgado y que esos crímenes no 
fueron tomados en cuenta por el juicio de asesinato. 
En el recurso cerciorati ante el Tribunal Supremo, se sostenía que el juez tenía 
la obligación de haber instruido al jurado de que él no era elegible para la libertad 
condicional y el Tribunal Supremo tomó como base el caso Simmons vs. Carolina 
del Sur de 1994, que tal como ya hemos visto, en este caso se sostuvo que cuando un 
acusado no es elegible para la libertad condicional en una sentencia de cadena perpetua, 
el jurado deberá ser informado de este hecho, para que lo tenga en consideración si se 
aplica la pena de muerte o la pena de cadena perpetua sin libertad condicional. A pesar 
de que la Corte Suprema de Virginia sostuvo que Ramdass no era elegible, cuando el 
jurado consideró su condena por asesinato fue en el mismo sentido que la aplicó el 
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Tribunal Supremo, ya que se negó a aplicar la citada norma con carácter retroactivo 
para revertir la sentencia de muerte Ramdass, que se impuso en 1993. Ramdass era 
técnicamente elegible para libertad condicional durante la audiencia de sentencia de 
1993, porque no había sido condenado por los diversos crímenes que había cometido.
Un aspecto importante que señala la sentencia, es que la elegibilidad de la li-
bertad condicional puede estar relacionada con las circunstancias del crimen, pues el 
jurado en ese momento está considerando hasta el carácter del imputado, aun cuando 
sea de manera indirecta y se señala: “la evidencia del potencial de posibilidades de 
libertad condicional es de importancia incierta, ya que puede ser superada si el jurado 
concluye que incluso si el acusado no puede ser puesto en libertad condicional, puede 
escapar a asesinar de nuevo”.
En el caso People vs. Green de 20001047, se sostuvo que la condena por un delito 
considerado grave o violento, antes de que entrara en vigor la ley de los tres strikes, 
podría ser contado como un aviso; el imputado tenía una nueva condena por el delito 
de homicidio en Texas y ya había sido condenado por un delito de asesinato cuando 
tenía 17 años de edad. En el nuevo caso se declaró culpable mediante un juicio por 
jurado y condenado a 60 años de prisión, sus alegatos se basan en que la anterior 
condena había sido cumplida; por lo tanto, no tenía porque ser contada como un 
aviso en la ley de los tres strikes de Texas, así mismo, esta forma de aplicar la ley es 
inconstitucional y en este caso se falló en contra de Green.
En el caso de González vs. Superior Court de 19951048, el Tribunal de Apela-
ciones sostuvo que las condenas por delitos graves, antes de la fecha efectiva en que 
entró en vigencia la ley de los tres strikes, pueden contar como avisos o strikes, a 
pesar que en ese momento no eran, ni serían delitos violentos, al darse su condena, 
pero que podían ajustarse a la definición de delito grave. Mientras que en el caso de 
People vs. Moenius de 19981049, se sostuvo que una condena por un delito grave antes 
de la fecha efectiva, que modificó el Código Penal  conocida como la ley de los tres 
strikes de 30 de junio de 1993, puede contar como un aviso o un strike, siempre y 
[1047] People versus Green. 2000 81 Cal. App. 4th 463 [96 Cal. Rptr. 2d 811].
[1048] González versus Superior Court. (City of San Fernando) (1995) 33 Cal. App. 4th 1539 [39 
Cal. Rptr. 2d 896].
[1049] People versus Moenius. (1998) 60 Cal. App. 4th 820 [70 Cal. Rptr. 2d 579].
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cuando el delito se encuentre en la lista de los delitos graves por parte de la ley de 
los tres strikes. En este caso, los delitos iban desde 1978, 1987, hasta la actualidad 
y el tribunal consideró que esas condenas podrían ser utilizadas como avisos bajo la 
ley de los tres strikes.
2-Derecho penal del enemigo y Guantánamo
Se ha discutido en los últimos años y a raíz de los atentados terroristas ha reco-
brado importancia, lo que en realidad se define como “derecho penal del enemigo”, 
por lo que surgen diversas interrogantes: ¿si esta nueva concepción o nueva forma 
de entender el Derecho Penal se trata de una evolución o un retroceso del mismo?, 
¿se nace para ser transitorio? y ¿quién es este “enemigo”? Tal como lo señala Muñoz 
Conte: “con él (…) el legislador no dialoga con sus ciudadanos, sino que amenaza a 
sus enemigos, conminando sus delitos con penas draconianas más allá de la idea de 
proporcionalidad, recortando las garantías procesales y ampliando las posibilidades 
de sancionar conductas muy alejadas de la lesión del bien jurídico”1050.
Como antecedentes de esta teoría se cita con frecuencia a Schmitt, el enemigo 
es ese enemigo político que no necesariamente deba ser, en palabras del autor, el 
moralmente malo ni estéticamente feo, ni tampoco un competidor económico y que 
incluso puede tener muchas ventajas al hacer negocios, simplemente el enemigo 
político es el extraño, el que nos es indiferente1051.
La definición de Schmitt limita el concepto de enemigo como, “aquel que se 
opone de forma combativa contra otro grupo”, cuando señala: “enemigo es sólo 
un conjunto de hombres que siquiera eventualmente, esto es de acuerdo con una 
posibilidad, se opone combativamente a otro conjunto análogo. Sólo es enemigo el 
enemigo público, pues todo cuando hace referencia a un conjunto tal de personas, o 
en términos más precisos a un pueblo entero, adquiere eo ipso carácter público”1052.
[1050] MUÑOZ CONDE, Francisco. De nuevo sobre el “derecho penal del Enemigo”. Editorial 
Hammurabi, S.R.L, Buenos Aires, 2005, p. 25.
[1051] SCHMITT, Carl. El concepto de lo Político, texto de 1932 con un prólogo y tres corolarios. 
Alianza Editorial, Madrid, 1991, p. 57.
[1052] Idem., p. 59.
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El valor clave de la definición de Schmitt es que introduce elementos nece-
sarios a los conceptos de amigo, enemigo y lucha. Este enemigo ya no es aquél 
que debe ser rechazado al interior de sus propias fronteras; se trata de convertir al 
enemigo en delincuente. Las ideas de Schmitt más tarde serían duramente critica-
das, con justa razón, ya que fueron tomadas como base ideológica para identificar 
ese enemigo sustancial, contrario a la raza alemana, ese enemigo interno sería el 
judío1053.
Greco critica esta postura cuando dice: “se puede señalar para la historia auto-
ritaria de concepciones fundadas en la distinción entre amigo/enemigo. La falta de 
certezas, estigmatización de grupos enteros de seres humanos como diferentes, la 
segregación entre nosotros y ellos, a lo que estas ideas llevan es algo que no impulsa 
la necesaria actitud de tolerancia y humanidad”1054.
El creador del concepto fue Jakobs, jurista alemán, en el Congreso de Profesores 
de Derecho penal, celebrado en Frankfurt en mayo de 1985: “fue Gunther Jakobs, 
en el Congreso de Profesores de Derecho Penal, quien acuñó la expresión Derecho 
penal del enemigo, para identificar, bajo esa rúbrica un conjunto de normas que, al 
“correr” la frontera de la criminalización a estadios previos a la afectación del bien 
jurídico, saltaban las barreras de lo que debía ser un derecho penal respetuoso a las 
garantías ciudadanas. Argumentaba el autor que, cuando a un individuo se le crimi-
naliza por este tipo de conducta, no se le está tratando como a un ciudadano, sino 
como a un enemigo”1055.
Del término penal del enemigo de 1985, hasta la actualidad, la mayoría de los 
autores opina que este concepto nació con la finalidad de señalar o de describir los 
abusos del legislador penal, al ampliar los límites del derecho penal dentro del Estado 
Democrático de Derecho. Para castigar los actos de índole preparatoria del delito, es 
decir, establecer la criminalización en el estadio previo a una lesión, en la medida en 
que la conducta preparatoria del delito, se efectúe en el ámbito privado, “la relación 
[1053] Cfr. ZARKA, Yves Charles. Un detalle nazi en el pensamiento de Carl Schmitt. Pensamiento 
Crítico, Pensamiento Utópico, Núm. 166, Pensar de nuevo, Proyecto editorial realizado en colaboración 
entre la Embajada de Francia en España y Anthropos Editorial, España, 2007, pp. 43 49.
[1054] MELIÁ CANCIO, Manuel, JARA DÍEZ GÓMEZ, Carlos. Derecho Penal del Enemigo, el 
discurso penal de la exclusión. Volumen I. Edisofer S.L, Argentina, 2005, p. 110.
[1055] Idem., p. 1.
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social preparatoria de un delito es tan genuinamente privada como cualquier otra rela-
ción y como cualquier otra conducta que recaiga en el ámbito privado”1056. Y a la vez 
castigando con más tiempo las penas y limitando ciertas garantías de los imputados, 
tratando al ciudadano con carácter de enemigo del propio Estado, planteamiento ya 
señalado por Grosso García: “mientras que hoy se inclina a identificar el Derecho 
Penal del Enemigo, como una reacción bélica del Estado en contra de un enemigo 
real, con el propósito de protegerse de él mediante sanciones que están establecidas 
en normas jurídicas1057”.
El debate también se centra en el concepto de enemigo y su diferencia jurídica 
con el ciudadano. Jakobs establece que el enemigo es aquel que se comporte como 
tal, en plena amenaza ininterrumpida contra el Estado, con carácter de permanente 
peligro, pero habría que definir exactamente qué se entiende por dicha amenaza y sobre 
todo, definir la línea en que el derecho penal se aplica a los ciudadanos del Estado y 
el derecho penal del enemigo se aplica a los que atentan contra el Estado, pero que 
no son ciudadanos y no incluye simplemente a actos de índole terrorista, sino a otros 
delitos relacionados con drogas, robos, criminalidad organizada, asociación ilícita 
para delinquir, delitos sexuales. “Según Jakobs, el Derecho penal del enemigo se ca-
racteriza por tres elementos: en primer lugar, se constata un amplio adelantamiento de 
la punibilidad, es decir, que en este ámbito, la perspectiva del ordenamiento jurídico 
penal es prospectiva (punto de referencia: el hecho futuro), en lugar de como es lo 
habitual retrospectivo (punto de referencia: el hecho cometido). En segundo lugar, 
las penas previstas son desproporcionadamente altas, especialmente, la anticipación 
de la barrera de punición no es tenida en cuenta para reducir en correspondencia la 
pena amenazada. En tercer lugar, determinadas garantías procesales son relativizadas 
o incluso suprimidas”1058.
Es decir que esa diferencia entre enemigo y ciudadano sería una diferencia 
pre conceptual, que queda en manos del propio legislador, por lo que se tendría que 
[1056] GUNTHER, Jakobs, MELIÁ CANCIO, Manuel. Derecho penal del Enemigo. Cuadernos 
Civitas, Segunda edición, Editorial Aranzadi, 2006, p. 299.
[1057] MELIÁ CANCIO y JARA DÍEZ GÓMEZ. Derecho Penal del Enemigo. el discurso… Op. 
cit., p. 8.
[1058] GUNTHER y MELIÁ CANCIO. Derecho penal del Enemigo… Op. cit., pp. 111-112.
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empezar a definir qué elementos o características legales tiene el enemigo que lo 
diferencian del ciudadano y si la persona catalogada como enemigo adquiere esta 
condición cuando comete el hecho tipificado o cuando así lo determina una sentencia 
judicial, “a quien todo esto le siga pareciendo demasiado oscuro se le puede ofrecer 
un esclarecimiento cual rayo mediante una referencia a los hechos del 11 de sep-
tiembre de 2001. Lo que aún se sobreentiende respecto del delincuente de carácter 
cotidiano, es decir, no tratarlo como individuo peligroso, sino como persona que 
actúa erróneamente. 
Ya para ser difícil, como se acaba de mostrar, en el caso del autor por tendencia 
o que está involucrado en una organización, la necesidad de la reacción frente al 
peligro emana de su conducta reiteradamente contraría a la norma pasa a un pri-
mer plano y finaliza en el terrorista, denominada así a quien rechaza por principio 
la legitimidad del ordenamiento jurídico y por ello persigue la destrucción de ese 
orden”1059.
Continuando con la distinción entre ciudadanos y enemigos, Muñoz Conde dice 
que un Estado de Derecho no puede distinguir entre ciudadanos y enemigos, como 
sujetos que se encuentran en distintos niveles de respeto, así como la protección 
jurídica de sus derechos y garantías fundamentales, sobre todo las de carácter penal 
material, como los principios de legalidad, culpabilidad e intervención mínima y 
dentro de la esfera procesal penal, la tutela judicial, la presunción de inocencia, no 
declarar contra sí mismos, entre otros, son garantías irrenunciables dentro del propio 
Estado de Derecho1060.
Es decir que el Derecho penal del ciudadano determina y castiga delitos que 
cometen las personas que son ciudadanos, porque participan dentro de las relaciones 
sociales dentro del propio Estado, mientras que en Derecho penal del enemigo, el 
Estado, ya no toma en cuenta a los ciudadanos, sino que se aplica enteramente al 
combate de sus enemigos, es decir, lucha contra los peligros, y, por ello, la reacción 
del Estado va enteramente encaminada hacia el aseguramiento frente a hechos futu-
[1059] Idem., p. 42.
[1060] Cfr. MUÑOZ CONDE, Francisco. El Nuevo derecho penal autoritario, en el derecho 
ante la Globalización y el terrorismo. Actas del Coloquio internacional Humboldt. Montevideo, 
2003, p. 172.
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ros, no a la sanción de hechos cometidos; se castiga con base a la peligrosidad del 
enemigo. “Sin embargo, como muestra, la punición de los terroristas tan solo es una 
meta intermedia, no el objetivo principal del legislador; parece claro que a través del 
castigo de los terroristas se pretende combatir al terrorismo en su conjunto, dicho 
de otro modo, la pena es un medio para un fin policial, un paso en la lucha por la 
seguridad”1061. En pocas palabras, el derecho penal del enemigo tiene su competencia 
en peligros, mientras que el derecho penal del ciudadano, mantiene la competencia 
sobre el carácter vigente de la norma dentro de la sociedad. “El Derecho penal del 
enemigo es uno de los mecanismos diseñados para atender y satisfacer la demanda 
pública de mayor seguridad, control, encierro, castigo, represión y prolongación de la 
reclusión ante el sentimiento del colectivo social, de que los delincuentes no reciben 
suficiente castigo o que no son debidamente controlados”1062.
Otra manera de entender el derecho penal del enemigo se encuentra o lo en-
contramos en la creación de un derecho penal de dos velocidades: el primero estaría 
formado por los delitos tipificados en el derecho penal clásico, que son castigados 
con penas privativas de libertad, para la aplicación de estas penas se tendría que 
cumplir con los más exigentes elementos de imputación y sobre todo con el respecto 
y cumplimiento de los derechos fundamentales y sus garantías procesales que se ca-
racterizan en un Estado de Derecho. La otra categoría conocida como derecho penal 
de segunda velocidad se aplica a los delitos nuevos o que han surgido durante el 
proceso de modernización de sociedad. Por su poca gravedad no pueden ser sancio-
nados o penados con penas privativas de libertad, sino haciendo uso de otro tipo de 
sanciones o alternativas penales. Como multas, trabajos comunitarios o inhabilitación 
para aspirar a puestos de índole política o puesto público, esto quiere decir que se 
daría una relajación del tipo penal en lo relativo a la imputación de la penal. Hay una 
nueva vertiente que postula lo relativo a una tercera velocidad dentro del espacio del 
derecho penal, que consiste en la privación de libertad, con reglas menos rigurosas 
[1061] GUNTHER y MELIÁ CANCIO. Derecho penal del Enemigo... Op. cit., p. 60.
[1062] MURILLO RODRÍGUEZ, Roy Alexánder, tesis doctoral: Modernas tendencias en el Derecho 
Penitenciario. Las propuestas del “Derecho penitenciario mínimo”, el “Derecho penitenciario del 
enemigo” y las reformas del 2003 en el ordenamiento jurídico penitenciario español. Director: Dr. 
Gómez Aller, Jacobo Dopico, Universidad Carlos III de Madrid, Madrid, 2011, p. 133.
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en lo referente a la imputación y mecanismos procesales menos estrictos que los del 
derecho penal clásico o de primera velocidad. Este derecho penal estaría limitado 
a hechos propios de emergencia, se aplica en hechos de guerra, en que la sociedad 
ante la gravedad de un determinando hecho o un peligro real, excepcional, limita las 
garantías y derechos que deben tener todos los privados de libertad, esta propuesta 
tiene razón de ser en la legitimidad de un derecho penal de enemigo1063.
Según Jakobs como sujeto que es fuente de peligro, que busca atentar contra 
el estado de bienestar social, no forma parte de la sociedad, el autor viene definido 
tan sólo por el hecho de que puede constituir un peligro para el bien jurídico, con el 
añadido de que cabe anticipar, potencialmente sin límite alguno, el comienzo de tal 
peligro. “El autor no tiene ninguna esfera privada, ningún ámbito para una conducta 
todavía no socialmente relevante, sino que es sólo fuente de peligro o, con otras 
palabras, enemigo del bien jurídico”1064. Los delitos siguen siendo delitos aunque se 
cometan con intenciones radicales y a gran escala. Pero hay que inquirir si la fijación 
estricta y exclusiva en la categoría del delito no impone al Estado una atadura, la 
necesidad de respetar al autor como persona frente a un terrorista, que precisamente 
no justifica la expectativa de una conducta generalmente personal, sencillamente re-
sulta inadecuada. Dicho de otro modo, quien incluye al enemigo en el concepto del 
delincuente ciudadano no debe asombrarse si se mezclan los conceptos de “guerra” y 
“proceso penal”1065. El autor se define por el hecho de que puede constituir un peligro 
para el bien jurídico; debe tomarse en cuenta como una fuente de potencial peligro 
para los bienes jurídicamente protegidos y fuera de la esfera privada1066.
Existe otra corriente que niega la aplicación del derecho penal del enemigo y 
se basa en que este derecho viola el derecho de tutela judicial y el derecho a la pena 
[1063] Cfr. FARALDO CABANA, Patricia. Un derecho penal de enemigo para los integrantes de 
organizaciones criminales. La Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el 
cumplimiento íntegro y efectivo de las penas. En el libro: Nuevos retos del Derecho Penal en la era 
de la globalización. rea de Dereito Penal, Universida de Da Coruña, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2004, p. 306.
[1064] G NTHER, Jakobs. Criminalización en el estadio previo a la lesión de un bien jurídico.
Estudios de Derecho Penal, UAM Ediciones, Edit Civitas, Madrid, 1997, p. 295.
[1065]  GUNTHER y MELIÁ CANCIO, Derecho penal del Enemigo… Op. cit., p. 42.
[1066] Cfr. GUNTHER. Criminalización en el estadio… p. 294.
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resocializadora. En palabras de Bueno Arús no existe el enemigo, existe el delincuente 
que nace de la necesidad de la pobreza, de la falta de salud, del fracaso social, la de-
lincuencia que tiene relación directa con el estado de bienestar, pero apunta el autor 
que existe otro tipo de delincuencia: “en la que el sujeto no padece privaciones ni 
frustraciones graves, pero su éxito social lleva a intentar una ampliación de su poder 
con los subordinados, con los que mendigan, con los vulnerables, con los que se 
manifiestan en lo social, lo político y lo artístico o lo deportivo”. En pocas palabras, 
para el autor el derecho penal del enemigo es tan solo una forma distinta de llamar 
a la delincuencia por necesitad y a la delincuencia por soberbia y recomienda que se 
debe buscar, salvar y recobrar el concepto del derecho correccional1067. Otros autores 
reconocen el peligro que es para el Estado de Derecho la existencia de este derecho 
penal del enemigo, Núñez Castaño oportunamente señala: “sobre todo cuando el acento 
de la intervención penal se hace radicar exclusivamente en metas como la eficacia o 
utilitarismo, abandonando aquellas otras que radicaban en el respecto de los derechos 
y libertades de los ciudadanos (de todos, los delincuentes y no delincuentes)”1068.
Para Blanco Abarca esa condición enemigo está determinada por motivos raciales 
o étnicos, que también pueden estar fundamentados en motivos religiosos, en los que 
interviene cierto grado de empatía, que se produce hacia esa violencia intencional, 
convirtiendo el sufrimiento de esas personas en: “objeto a merced de la voluntad ca-
prichosa y justiciera de fanáticos irredentos, de políticos de pacotilla, de profetas del 
Apocalipsis, etc.”1069. En donde las personas de distintos valores, con una vida social 
y tradiciones totalmente diferentes, que tienen creencias distintas al Estado en el que 
cometen dicho acto y al cometer esos actos hostiles acaban perdiendo sus perfiles 
distintivos, en el sentido de hablar de la víctima (“son todas aquellas personas elegi-
das, preferentemente en calidad de su pertenencia categorial, de manera premeditada, 
[1067] Cfr. BUENO ARÚS, Francisco. Terrorismo, algunas cuestiones pendientes. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2009, p.136.
[1068] Cfr. NÚÑEZ Castaño, Elena. Problemas actuales del derecho penal y de la criminología, 
estudios penales en memoria de la Profesora Dra. María del Mar Díaz Pita. Director Muñoz Conde, 
Tirant lo Blanch Libros, Valencia, 2008, p. 158.
[1069] BLANCO ABARCA, Amalio. La condición de enemigo, el ocaso de la inocencia. En Política 
criminal en vanguardia, Inmigración clandestina, terrorismo, criminalidad organizada. CANCIO 
MELIÁ, Manuel (coord.), POZUELO PÉREZ, Laura (coord.),RODRÍGUEZ MOURULLO, Gonzalo 
(pr.). Editores: Cizur Menor (Navarra): Thomson Civitas, 2008, pp. 258-259.
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injusta  sin mediar causa alguna que lo justifique y persistente como destinatarios de 
la destrucción, del terror, y de la muerte, y a las que se infringe un daño que dejará 
huellas perdurables en su vida y en la de sus más allegados”1070) que ha sido escogida 
de forma intencional, premeditada por el enemigo, implica hablar del delincuente 
considerado enemigo, las víctimas para él son extraños, ajenos a su entorno, no tienen 
rostro. Para Blanco Abarca estos actos están basados en elementos comunes: producen 
un daño extremo, una justificación de tipo ideológico, la importancia de la inocencia 
de la víctima y la intencionalidad del acto, en donde el enemigo se convierte en un 
objeto, un proceso simbólico, cuya finalidad es quitarle la categoría de ciudadano y 
excluirlo poco a poco de la sociedad, hasta considerarlos como no personas.
Debido a los atentados del 11 de septiembre y a los ataques químicos (Ántrax) 
de 2001, motivó que se creara un mecanismo nuevo de control de seguridad, con la 
intención de que estos actos no volvieran a repetirse. Por lo cual, el 26 de octubre de 
2001, en los Estados Unidos se aprobó la USA Patriot Act (Uniting and Strengthening 
America by Providing Appropiate Tools Required to Intercept and Obstruct Terrorism), 
también conocida como la ley antiterrorista, que fue promulgada por el presidente 
George W. Bush, que establece limitaciones a los derechos y confiere la facultad, 
por medio de la ley, de vigilar todo tipo de correspondencia y comunicaciones, por 
cualquier medio electrónico, incluyendo internet, teléfonos, registros financieros sin 
orden judicial, a cualquier persona que se considere sospechosa de ser terroristas. 
Se aprobó la detención indefinida en el caso de extranjeros, así como que la policía 
no necesite el permiso del propietario o del ocupante de la casa o negocio para el 
registro, mientras que los tribunales militares serían los encargados de juzgar a los 
terroristas extranjeros, que cometan algún acto en contra de los Estados Unidos y estos 
tribunales solo podrán imponer la pena de muerte cuando el veredicto de la misma 
se dé por unanimidad. Esta ley fue extendida en su vigencia por 4 años en algunas 
de sus disposiciones por parte del presidente Barack Obama, en lo que respecta a la 
escuchas telefónicas, el seguimiento a sospechosos por estar vinculados a actividades 
terroristas y a personas consideradas como terroristas solitarios, que no forman parte 
de ningún grupo terrorista, pero que atacan al país. Esta ley introdujo cambios en las 
[1070]  Idem., p. 262.
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leyes sobre lavado de dinero, emigración, nacionalidad, comunicaciones electróni-
cas, respeto a las leyes que rigen los servicios de inteligencia extranjera y a las leyes 
financieras sobre terrorismo1071.
“Tras los atentados del 11S en Estados Unidos se han aprobado leyes que aten-
tan contra el derecho al debido proceso. Así, en la Base Naval de Guantánamo uno 
de los derechos violados abiertamente es, justamente, el derecho cuya suspensión o 
derogación bajo ninguna circunstancia es permitida en el derecho internacional, es 
decir, el debido proceso. En Estados Unidos el debido proceso es reconocido taxati-
vamente como un derecho fundamental, pero en situaciones como la de Guantánamo 
no ha sido garantizado. Respetar es reconocer y aplicar adecuadamente este derecho a 
todo aquel que se encuentra dilucidando una determinada situación ante los órganos 
del Estado, sin importar la gravedad de los hechos que pudiera haber cometido”1072
La Ley de las Comisiones Militares, (Military Commissions Act) de 2006, 
conocida también como “HR 6166”, fue una ley del Congreso, firmada en aquel 
entonces por presidente George W. Bush el 17 de octubre de 2006 y que fue re-
dactada a raíz de la decisión del Tribunal Supremo de los Estados Unidos, sobre 
el caso Hamdan vs. Rumsfeld de 20061073. Esta ley autoriza los juicios ante una 
comisión militar, por violaciones de las leyes de la guerra. “Lo que puede llegar 
a suceder al margen de un proceso penal ordenado, es conocido en todo el mundo 
desde los hechos del 11 de septiembre de 2001, en un procedimiento que ya, a 
[1071] Esta ley trata de mejorar la capacidad de los servicios de seguridad nacionales, como la pro-
tección contra el terrorismo y señala que el ejército solo está autorizado para brindar su asistencia en 
determinadas situaciones, en las que estén involucradas armas de destrucción masiva, siempre y cuando 
tenga autorización del fiscal general. Mientras que en su título II, que trata sobre los procedimientos 
de vigilancia, es uno de los aspectos en los que la ley ha sido más criticada. La vigilancia incluye a 
todos los sospechosos de terrorismo, entre estos, los que participan de fraude informático e  incluye 
a los agentes extranjeros que realizan actividades clandestinas en suelo de los Estados Unidos. Y, de 
igual manera, permite reunir toda la información de inteligencia de personas extranjeras, tanto de los 
que son ciudadanos, como de los que no lo son, con el fin de recopilar y obtener información. De igual 
manera, se faculta a cualquier juez de distrito para emitir órdenes de vigilancia y registro, a efectos 
de investigaciones relacionadas con el terrorismo, incluyendo, cuentas de correo electrónico, correo 
de voz, escuchas telefónicas y toda lo referente a la información bancaria.
[1072] QUISPE REMÓN, Florabel. El reconocimiento del derecho al debido proceso en el derecho 
internacional y su relacion con Estados Unidos: el caso guantánamo. Derechos y libertades. Núm. 
23, Época II, junio 2010, España, p. 262.
[1073] Hamdan versus Rumsfeld. 548 U.S. 557, (2006).
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falta de una separación del ejecutivo, con toda certeza no puede denominarse un 
proceso propio de una administración de justicia, pero sí, perfectamente, puede 
llamarse un procedimiento de guerra, en cuyos territorios se cometieron aquellos 
hechos, intenta, con la ayuda de otros Estados, en cuyos territorios hasta el mo-
mento no ha sucedido nada comparable, destruir las fuentes de los terroristas y 
hacerse con ellos, o mejor, matarlos directamente, asumiendo para ellos también 
el homicidio de seres humanos inocentes, llamado daño colateral. La ambigua 
posición de las prisiones. ¿Delincuentes? ¿Prisioneros de guerra? muestra que se 
trata de la persecución de delitos mediante la guerra”1074. La ley establece que solo 
se aplicará a los procedimientos que regulen el uso de comisiones militares, que 
juzgarán a los considerados “combatientes, enemigos ilegales y extranjeros”1075
que se encuentren involucrados en actos hostiles contra los Estados Unidos y que 
serán juzgados por una Comisión Militar, que será el presidente la persona facul-
tada para establecerlas y el sistema establecido será el procedimiento general de 
la corte marcial del ejército de los Estados Unidos; se podrá imponer, por parte de 
la Comisión Militar, la pena de muerte y cualquier castigo bajo las limitaciones 
del Secretario de Defensa.
El demandante en este caso era Salim Ahmed Hamdan, un ciudadano de Yemen, 
guardaespaldas y chofer de Osama Bin Laden, que en un inicio había trabajado como 
su empleado para un proyecto agrícola, que el propio Bin Laden había implemen-
tado para apoyar al pueblo de Afganistán. Hamdan fue capturado por las fuerzas 
militares durante la invasión y entregado a los Estados, de donde fue enviado a la 
base naval de Guantánamo en Cuba. En julio de 2004 fue acusado de conspiración 
[1074] Cfr. GUNTHER y MELIÁ CANCIO, Derecho penal del Enemigo…Op. cit., p. 46.
[1075] Lo novedoso de esta ley es que introduce el término de combatiente legal y combatiente
ilegal. En este sentido será considerado como combatiente enemigo ilegal, el extranjero (persona que 
no es ciudadano de los estados Unidos) que ha participado en hostilidades en contra lo de los estados 
Unidos en nombre propio y que no forma parte de un ejército oficial reconocido por otro Estado. Él 
término combatiente enemigo legal, una persona que es un miembro de las fuerzas regulares de un 
Estado Parte involucrado en hostilidades contra los Estados Unidos; o un miembro de una milicia, 
los cuerpos de voluntarios, o resistencia organizada movimiento perteneciente a un Estado Parte in-
volucrado en tales hostilidades, que están bajo un mando responsable, llevar un signo distintivo fijo 
reconocible a distancia, llevar sus armas a la vista, y acatar el derecho de la guerra; o un miembro de 
una fuerza armada regular que profesa lealtad a un gobierno comprometido en tales hostilidades, pero 
no reconocido por los Estados Unidos.
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cuyo fin fue cometer actos de terrorismo, por lo que la administración Bush hizo 
los arreglos para juzgarlo ante una comisión militar, autorizada por la Comisión 
Militar Orden número 1, del 21 de marzo de 2002. Hamdan presentó una solicitud 
para el recurso de hábeas corpus, señalando que la comisión militar destinada para 
juzgarlo era ilegal y que carecía de los derechos, garantías y protecciones contenidas 
en los Convenios de Ginebra y de los Estados Unidos. 
Tras el fallo de Hamdan contra Rumsfeld, le fue concedido un recurso ante el 
Tribunal de Revisión del Estatuto de Combatiente, que determinó que era elegible 
para la detención de los Estados Unidos en la categoría de enemigo combatiente. 
“Como consecuencia de esta sentencia, la administración americana, primero el se-
cretario de Defensa y después el presidente Bush, decidió aplicar los convenios de 
Ginebra a todos los detenidos en la base de Guantánamo y en otras bases militares 
americanas”1076.
La ley de las Comisiones Militares, establecía que su principal objetivo era 
definir los procedimientos para juzgar a los enemigos extranjeros involucrados en 
hechos terroristas contra Estados Unidos, aunque también podían juzgar las viola-
ciones de la ley de la guerra. “Por otro lado, la guerra contra el terrorismo, llevada 
a cabo por Estados Unidos, en relación con la detención incontrolada de presuntos 
terroristas, presenta serias fricciones con el Estado de Derecho. Un gran número de 
“combatientes ilegales enemigos” se encuentran en la base militar estadounidense, en 
la bahía de Guantánamo (Cuba), y en la base de marines del estado de Carolina del 
Sur. El Gobierno de Estados Unidos no trata a estos prisioneros conforme a un están-
dar jurídico normal, sino conforme a un espectro legal completamente diverso”1077.
El Tribunal Supremo de los Estados Unidos dictaminó en el caso Boumediene vs. 
Bush de 20081078, que la Military Commissions Act de 2006, constituye una invasión 
inconstitucional a las peticiones para los detenidos de Guantánamo, juzgados en virtud 
de esta ley. En este caso el Tribunal Supremo sostuvo que el Presidente está facultado 
[1076] GARCÍA, Caterina y J. RODRIGO, Ángel. Los límites del proyecto imperial, Estados Unidos 
y el orden internacional en el siglo XXI. Los libros de la Catarata, Madrid, 2008, p. 159.
[1077] AMBOS, Kai. La lucha antiterrorista tras el 11 de septiembre de 2001. Cuadernos de con-
ferencias y artículos, Núm. 39, Universidad Externado de Colombia, Centro de Investigación en 
Filosofía y Derecho, Bogotá, 2007, p. 55.
[1078] Boumediene versus Bush. 553 U.S. 723 (2008).
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para usar toda la fuerza necesaria, en contra de actos terroristas y sus responsables y 
que el Tribunal Supremo sigue utilizando el sentido de la sentencia de Hamdan vs. 
Rumsfeld de 20041079, en la que se reconoció que la detención de individuos captura-
dos en suelo extranjero (Afganistán), que luchaban en contra de los Estados Unidos, 
podían ser juzgados por Tribunales Militares, y a raíz de este hecho se establecieron 
los Tribunales de Revisión del Estatuto de Combatiente (CSRT), para determinar si las 
personas detenidas en la base naval de los Estados Unidos en Guantánamo, Cuba, eran 
considerados enemigos combatientes. Que en el presente caso, los privados de libertad 
fueron considerados, combatientes enemigos y solicitaron un recurso de hábeas corpus 
en el Tribunal de Distrito, que ordenó que fueran desestimados por falta de jurisdicción, 
ya que está fuera del territorio soberano de los Estados Unidos. Mientras que el Tri-
bunal de Circuito revocó esta decisión y extendió el debido proceso y su jurisdicción 
a Guantánamo. Es decir, que en el primer caso, el juez de distrito determinó que los 
detenidos no tenían derecho al debido proceso, derechos que podían ser reivindicados 
a través de la acción que presentaron de habeas corpus, mientras que el segundo juez 
de circuito sí reconoció que tenían derecho al debido proceso. El Tribunal Supremo 
se basó en la Ley de Comisiones Militares de 2006, en que se niega la jurisdicción, 
con respecto a los recursos de habeas corpus, a los detenidos que son considerados 
como enemigos combatientes extranjeros y se le niega cualquier otra acción que pue-
dan interponer, con relación a cualquier aspecto que tenga que ver con su detención, 
traslado, tratamiento, prueba o las condiciones de reclusión de un extranjero detenido, 
considerado como combatiente enemigo. Se determinó que el recurso de habeas corpus 
no podría ser suspendido, a menos que se trate de casos de rebelión o invasión; dicha 
suspensión debería de ser ordenada por el órgano ejecutivo o legislativo con la finali-
dad de proteger y garantizar la propia seguridad pública, así lo exigía, a pesar de que 
los alegatos de los peticionarios se basan en que el recurso es un garante de la libertad 
individual, aplicado a cualquier tipo de detención o privación de libertad por parte del 
Estado Estadounidense y señala que los Estados Unidos: “protege los derechos de los 
detenidos por un medio consistente en un diseño esencial de la Constitución, lo que 
garantiza que salvo durante los periodos de suspensión formal, el Poder Judicial tendrá 
[1079] Hamdan versus Rumsfeld, 548 U.S. 557 (2006).
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un dispositivo de la prueba del tiempo, el auto, para mantener el equilibrio delicado de 
la gobernabilidad”. Y que la cláusula de suspensión del recurso es válida, debido a que 
los Estados Unidos no reclaman la soberanía sobre la base naval de Guantánamo y se 
reconoce que la Constitución estadounidense no tiene efecto en un lugar en el cual no 
se tiene soberanía. El Tribunal Supremo de los Estados Unidos rechazó el argumento 
del gobierno, según el cual los detenidos en Guantánamo, al ser ciudadanos no estadou-
nidenses recluidos fuera del territorio soberano de Estados Unidos, no tenían derecho 
a presentar recursos de habeas corpus. El Tribunal Supremo declaró inconstitucional 
el intento plasmado en la Ley de Comisiones Militares de 2006, de despojar a los 
detenidos de este derecho. Rechazó también, por deficiente, el mecanismo estable-
cido por el gobierno y el Congreso para sustituir el procedimiento de hábeas corpus. 
Dicho mecanismo consistía en la creación de Tribunales de Revisión del estatuto de 
Combatiente, compuesto por tres oficiales militares con atribuciones para revisar la 
condición de “combatiente enemigo” de los detenidos y “cuyas decisiones definitivas, 
solo eran susceptibles de una revisión judicial limitada”1080.
La Casa Blanca anunció que el presidente Obama firmó una orden para suspender 
los trabajos de las comisiones militares de Guantánamo y que el centro de deten-
ción se cerraría en un año. “En principio, un ordenamiento jurídico debe mantener 
dentro del Derecho también al criminal, y por ello por una doble razón: por un lado, 
el delincuente tiene derecho a volver a arreglarse con la sociedad, y para ello debe 
mantener su status como persona, como ciudadano, en todo caso: su situación dentro 
del Derecho. Por otro, el delincuente tiene el deber de proceder a la reparación, y 
también los deberes tienen como presupuesto la existencia de personalidad; dicho 
de otro modo, el delincuente no puede despedirse arbitrariamente de la sociedad a 
través de su hecho”1081. “Por lo tanto, los delitos sólo son posibles en una comunidad 
ordenada, en el Estado, del mismo modo que lo negativo solo se puede determinar 
ante el trasfondo de lo positivo y viceversa. Y el delito no aparece como principio 
del fin de la comunidad ordenada, sino sólo como irritación de ésta, como desliz 
[1080] El estado de los Derechos Humanos en el Mundo. Informe 2009 Amnistía Internacional. 
Editorial Amnistía Internacional (EDA), Madrid, 2009, p. 187.
[1081] GUNTHER y MELIÁ CANCIO. Derecho penal del Enemigo… Op. cit., pp. 29-30.
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reparable”1082. “Se han apartado probablemente de manera duradera, al menos de 
modo decidido, del Derecho, es decir, que no prestan la garantía cognitiva mínima 
que es necesaria para el tratamiento como persona”1083.
El estatus legal de la Bahía de Guantánamo, fue lo que determinó para elegirla 
como centro de detención. Debido a que la soberanía de la Bahía de Guantánamo 
es de Cuba, una de los argumentos utilizados para su defensa por parte del gobierno 
estadounidense fue que las personas detenidas en Guantánamo, no se encontraban en 
territorio de los Estados Unidos y por lo tanto no tenían los mismos derechos ni garantías 
constitucionales que tendrían si estuvieran detenidos dentro de los Estados Unidos. “La 
Administración Bush lo hizo con plena conciencia de que no era, legalmente hablando, 
territorio de soberanía estadounidense y de que por consiguiente la situación de los 
presos no podría ser enjuiciada por un Tribunal estadounidense. Los militares buscaban 
expresamente algo así como la desaparición jurídica de estas personas, puesto que en 
Guantánamo quedaban fuera de la protección de cualquier orden jurídico”1084.
Lo cierto es que estos tribunales militares tienen dos tipos de funciones; por un 
lado pueden absolver a alguien de un determinado crimen, pero la sentencia no solo 
está sujeta a una completa y estricta revisión por parte del Ejecutivo, sino que la abso-
lución no determina el fin de la detención, y por otro lado, se establece que la persona 
que resulte juzgada bajo estos tribunales militares, no tiene el derecho de apelar ante 
las cortes civiles en los Estados Unidos; por lo tanto, podemos ver el doble discurso 
en que la ley queda suspendida o pasa a ser un instrumento útil al propio Estado, para 
ejercer el dominio y control social sobre una determinada población. Es decir, que bajo 
esta premisa el Estado extiende su soberanía, su poder de encarcelar por un tiempo 
indefinido a un determinando grupo de personas, sin un juicio y en el mismo acto el 
Estado deforma el uso de la ley o la suspende según su parecer y amplía su dominio 
con base en sus intereses. Por un lado sus tribunales legales señalan que no son sobe-
ranos para demandas de tipo civil, pero el Estado, el poder ejecutivo sí reconoce su 
soberanía para mantener personas detenidas por tiempo indefinido, aunque no se trate 
[1082] Idem., pp. 35-36.
[1083] Idem., p. 40.
[1084] ARROYO JIMÉNEZ, Luis. La seguridad integral europea. Colección Derecho Público, 
Editorial Lex Nova S.A, Valladolid, 2005, p. 367.
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de la totalidad del Estado, sino el poder ejecutivo haciendo uso de su administración 
militar1085.
A principios de 2002 el Centro de Derechos Constitucionales, fue la primera 
organización en presentar dos solicitudes de habeas corpus, en los casos Rasul vs. 
Bush1086 y Habib vs. Bush1087. Los detenidos habían sido designados como, “comba-
tientes enemigos”, no tenían acceso a la asistencia de un abogado, ni a hablar ni estar 
en contacto con su familia y amigos, no les dieron ninguna audiencia sobre la cuestión 
de si era un combatiente enemigo o no y tampoco el derecho a tener juicio o de saber 
los cargos que se les imputaban. “En el ámbito sujeto a la jurisdicción interna, ese 
singular estado de guerra contra el terror, determina la suspensión de las garantías 
propias del Estado de Derecho y es capaz de originar situaciones tan anormales como 
las sufridas por los llamados combatientes ilegales, capturados en territorios afganos 
e implícitamente considerados terroristas, como revela la situación de los presos en 
Guantánamo. El modelo estadounidense suprime para estos supuestos terroristas las 
garantías del Estado de derecho al impedir el acceso de los detenidos a un abogado 
y a un juez independiente e imparcial”1088.
El Estado, en ambos casos, se basó en el antecedente judicial en el caso Johnson 
vs. Eisentrager de 19501089, en el que el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, 
determinó que no se tenía jurisdicción sobre criminales de guerra de nacionalidad 
alemana, aunque la administración sí estaba a cargo de los Estados Unidos y se de-
terminó que los Estados Unidos solo tienen jurisdicción sobre el territorio en donde 
ejerce su soberanía de forma efectiva y total, mientras que en el territorio de la Bahía 
de Guantánamo se encuentra en calidad de arriendo, por lo que no podía ser conside-
rado como un territorio soberano y por consiguiente los extranjeros ahí detenidos no 
[1085] Cfr. BUTLER, Judith. Vida precaria, el poder del duelo y la violencia. Espacios del Saber 
Núm. 57, Editorial Paidós, Argentina, 2006, p. 87.
[1086] Rasul versus Bush. 542 EE.UU. 466 (2004).
[1087] In the United States District Court for the District of Columbia. Mamdouh Ibrahim Ahmed 
Habib Petitioner, George Bush, Respondent Civil Action No. 02 CV 1130 (CKK).
[1088] FERNÁNDEZ TOMÁS, Antonio. Papeles de cuestiones Internacionales, Terrorismo de al-
cance global origen, respuestas y actores, Dos respuesta frente al terrorismo: los modelos europeos 
y estadounidense. Icaria Editorial, Núm. 89, 2005, p. 90.
[1089] Johnson versus Eisentrager.339 EE.UU. 763 (1950).
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podían ser sometidos a un tribunal penal o civil, a pesar de que los Estados Unidos 
tienen control sobre la zona. El Tribunal Supremo de los Estados Unidos acordó en 
noviembre de 2003, atender los casos de los detenidos en Guantánamo y los argu-
mentos se escucharon el 20 de abril de 2004. 
En una sentencia del 28 de junio de 2004, el Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos adoptó una decisión mayoritaria, cuando rechazó este argumento en el caso 
Rasul vs. Bush y se estableció que los prisioneros en Guantánamo tuvieran acceso a 
cortes estadounidenses, considerando el hecho de que Estados Unidos tiene el control 
absoluto sobre la Bahía de Guantánamo. “Estados Unidos ha encarcelado a estos 
ciudadanos extranjeros en Guantánamo, sin hacer ningún esfuerzo para presentar 
algún cargo o juzgarlos conforme a la ley, y recuerda que el activo diplomático más 
importante son los valores de este país, entre los que cita la democracia, el respeto a 
la ley y a los derechos humanos”1090. Este caso, como hemos podido leer, cambió el 
giro jurisprudencial por parte del Tribunal Supremo en el sentido de que, se recono-
ció que los Estados Unidos tienen cierto grado de control sobre la base de la Bahía 
de Guantánamo. Para el Tribunal ese dominio es lo suficientemente absoluto para 
que el Estado garantice la protección del debido proceso, aunque los reclusos sean 
extranjeros,  no sean ciudadanos estadounidenses, están bajo la jurisdicción de los 
Estados Unidos y se les tienen que garantizar sus derechos.
El 22 de enero de 2009, la Casa Blanca anunció que el presidente Barack Obama 
firmó una orden, cuyo fin es suspender los trabajos de la comisión militar de Guan-
tánamo durante 120 días y que el centro de detención se cerraría al año siguiente. 
El 29 de enero 2009, un juez militar en Guantánamo rechazó la petición de la Casa 
Blanca en el caso de Abd al Rahim al Nashiri1091, con respecto a la creación de un 
inesperado desafío para la administración, ya que se analizaba cómo los Estados 
Unidos exponen a los internos de Guantánamo a juicio, que el detenido era el pri-
mer prisionero de esa base que enfrentaría la pena de muerte y que actualmente se 
[1090] REVERTER, Emma. Guantánamo, prisioneros en el limbo de la ilegalidad internacional.
Ediciones Península, Atalaya 156, Barcelona, 2004, p.110.
[1091] Este caso es reciente, con relación a la imposición de la pena de muerte y a la pena de cadena 
perpetua dentro de la jurisdicción militar de los Estados Unidos; unido a que se ha reiterado ante la 
opinión pública que el detenido ha sido torturado y sometido a tratos crueles, inhumanos y degradantes 
durante más de 10 años que lleva detenido.
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encuentra esperando un juicio bajo una comisión militar. En este caso se debatió si 
se podría tener a un prisionero sometido a torturas y malos tratos, considerado com-
batiente extranjero ilegal, bajo prisión indefinida, con la idea de obtener información 
sobre futuros atentados terroristas. Según Ambos el estatuto de detenido por cargos 
de terrorismo se ha deteriorado, en el sentido de que no se les trata como personas, 
ya que no son portadores de derechos sino que al estar catalogados como enemigos, 
se les aleja del sistema de justicia penal sustituyéndolo por un sistema militar, que 
actúa con referencia a la presente y futura peligrosidad del delincuente, dejando a 
un lado los principios y derechos fundamentales, inherentes al debido proceso y al 
principio de inocencia1092. Ambos reflexiona en el caso Magnus Gaefgen de 28 de 
julio 2003 declarado culpable de los delitos de secuestro, extorsión y asesinato de 
un menor de edad. Fue condenado a la pena de cadena perpetua, pero no se tomó 
en cuenta que la confesión fue obtenida por medio de tortura1093 y reconoce que: “la 
aplicación de la tortura implica un ataque frontal a la dignidad humana de la víctima. 
No hay ningún otro acto que viole tan profundamente esta dignidad. La protección 
de la dignidad humana se encuentra en el centro de la prohibición de la tortura y esta 
prohibición es por tanto una de las normas de moralidad más firmes”1094. El 20 de 
mayo de 2009 el Senado de Estados Unidos aprobó una enmienda a la Ley de Asig-
naciones Suplementarias de 2009 (HR 2346), por un voto de 90 6, para bloquear los 
fondos necesarios para la transferencia o liberación de los prisioneros detenidos en 
el campo de detención de la Bahía de Guantánamo. 
El presidente Barack Obama emitió un memorando presidencial el 15 de diciem-
bre de 2009, que ordena la elaboración del Centro Correccional Thompson, Illinois, a 
[1092] Cfr. AMBOS, Kai. Terrorismo, tortura, y derecho penal, respuestas en situaciones de emer-
gencia. Editorial Atelier, Libros Jurídicos, Justicia penal, Barcelona, 2009, p. 21.
[1093] En este caso se condenó a la pena de cadena perpetua, con un periodo mínimo de 15 años en 
prisión, para poder solicitar su libertad condicional. Se rechazó su apelación ante un Tribunal Federal, 
el 21 de mayo de 2004 e interpuso una denuncia ante el TEDH (Case of G fgen v. Germany (Appli-
cation No. 22978/05). La demanda se basó en que la confesión fue obtenida por medio de la tortura, 
por lo tanto era una violación del artículo tercero del CEDH (prohibición de la tortura y los malos 
tratos) y del artículo 6 (garantías judiciales). Sus alegatos se basaron en la teoría del fruto del árbol 
prohibido del 30 de junio de 2008, el TEDH, rechazó su denuncia, pero reconociendo que a pesar que 
fue víctima de una violación del artículo 3, ha perdido su condición de víctima, ya que la policía fue 
declarada culpable de haber cometido el delito de tortura.
[1094] AMBOS. Terrorismo, tortura, y derecho penal... Op. cit., p. 32.
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fin de permitir la transferencia de prisioneros de la Bahía de Guantánamo. “Por ello, 
frente a los autores de vulneraciones de los derechos humanos, quienes por su parte 
tampoco ofrecen una seguridad suficiente de ser personas para asegurar el ámbito 
comunitario legal, y esto es de hecho lo que sucede, conduciendo primero una guerra, 
no enviando como primer paso a la policía para ejecutar una orden de detención. Aho-
ra bien, una vez que se tiene al infractor, se cambia el Código Penal y el Código de 
Procedimiento Penal, como sí se tratara de un homicidio por despecho o de conflictos 
ciudadanos parciales de estas características. Por lo tanto, se declara al autor persona 
para poder mantener la vigencia universal de los derechos humanos. Sería más sincero 
separar esta coacción en la creación de un orden del derecho a mantener un orden: el 
ciudadano Milosevic tampoco es parte de aquella sociedad que le pone ante un tribunal 
como lo era el ciudadano Capeto. Como es evidente, no me dirijo contra los derechos 
humanos con vigencia universal, pero es que su establecimiento es algo distinto que su 
aseguramiento. Si sirve al establecimiento de una Constitución Mundial Comunitario 
legal, habrá que castigar a los que vulneran los derechos humanos; pero eso no es una 
pena contra personas culpables, sino contra enemigos peligrosos, y por ello debería 
llamarse la cosa por su nombre, Derecho penal del enemigo”1095.
Uno de los casos más emblemáticos es el de Ali Hamza al Bahlul1096 detenido 
en Pakistán. Fue condenado a la pena de cadena perpetua sin libertad condicional, 
en noviembre de 2008 por una comisión militar, ya que era el único detenido en 
Guantánamo que cumplía una pena de cadena perpetua. Pero fue una corte penal del 
distrito de Columbia que dejó sin efecto la sentencia de la comisión militar, ya que 
había sido declarado culpable de tres cargos,  conspiración para cometer crímenes 
de guerra, suministro de material de apoyo para el terrorismo e invitación a otras 
personas para que cometieran crímenes de guerra , y anuló dos de los tres cargos por 
los cuales había sido declarado culpable, siendo con este fallo, la primera vez que 
una corte anulaba una sentencia de cadena perpetua para un terrorista condenado en 
Guantánamo por un tribunal militar.
[1095] GUNTHER y MELIÁ CANCIO. Derecho penal del Enemigo...Op. cit., p. 54.
[1096] Cfr. United States Court of Appeals For the District of Columbia Circuit. Ali Hamza Ahmad 
Suliman Al Bahlul, Petitioner vs.United States of America. Decided July 14, 2014 No. 11 1324.
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C. éxico y la cadena perpetua
Hablar de la pena de cadena perpetua en Latinoamérica, ya sea que la misma 
tenga la posibilidad de la libertad condicional del condenado, es hablar de un tema 
contradictorio y, de cierta manera, ha resultado ser un mecanismo de respuesta a la 
imposición de la pena de muerte prohibida en la mayoría de los tratados internacio-
nales de derechos humanos, pero también se ha convertido en un instrumento político 
que responde a medidas populistas.
Aunque algunos países latinoamericanos han prohibido la pena de cadena perpetua 
en un principio como prisión vitalicia o de por vida, otros han cambiado de opinión 
con el pasar del tiempo, como es el caso de México, en donde la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos señala en su artículo 22: “Quedan prohibidas las 
penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento 
de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras 
penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito que 
sancione y al bien jurídico afectado.” Y el artículo 18 del mismo cuerpo constitucional, 
señalando la importancia de la reinserción, nos dice: “…El sistema penitenciario se 
organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación 
para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinser-
ción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando 
los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares 
separados de los destinados a los hombres para tal efecto”. 
Si tomamos literalmente estos artículos nos damos cuenta de que, en un princi-
pio, la pena de prisión de por vida está constitucionalmente prohibida, sin embargo el 
cambio se ha dado a través de las sentencias constitucionales. Como es el caso en que, 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México señaló en 20011097, que la prisión 
vitalicia está incluida entre las penas prohibidas constitucionalmente, en el sentido de 
que la misma es violatoria de los principios de readaptación social y de reeducación de 
los privados de libertad. En la sentencia antes mencionada se trataba de una solicitud de 
[1097] La prisión vitalicia constituye una pena inusitada de las prohibidas por el artículo 22 de la 
Constitución Mexicana, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia [S.C.J.N.] Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIII, Octubre de 2001, Tesis P./J. 127/2001.
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extradición, en la cual la pena de cadena perpetua o prisión vitalicia en el ordenamiento 
mexicano fue catalogada como como “una pena inusitada”, prohibida por el artículo 22 
del texto constitucional. En dicho texto legal se entiende que la misma debe ser abolida 
por considerarla inhumana y con la característica de ser una pena infamante y excesiva 
que no corresponde a los fines punitivos. La finalidad de la pena es evolucionar con 
el trascurso del tiempo, así como coadyuvar a la eliminación de la venganza privada 
y, por el solo hecho de contravenir el principio de rehabilitación del delincuente para 
que se integre dentro de la sociedad, es considerada una pena inconstitucional. Pérez 
Fernández Ceja nos dice que esta pena inusitada no solo era contraria a la Constitu-
ción Mexicana, sino más bien iba en contra de la rehabilitación del delincuente: “la 
readaptación social del delincuente es una garantía del sentenciado, toda vez que la 
legislación mexicana no aparece la sanción de cadena perpetua o prisión vitalicia”1098.
Sin embargo, mediante la acumulación de penas, está permitido sentenciar hasta 70 años 
de prisión. De igual manera en otra sentencia del mismo año P. /J. 125/20011099, señala 
que no se puede extraditar a un ciudadano mexicano a un país en donde se aplique la 
pena de cadena perpetua o la pena de muerte y la sentencia señala que:
“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10, fracción V, de la Ley 
de Extradición Internacional, si el delito por el cual se solicita la extradición 
es punible con la pena de muerte o alguna de las prohibidas por el artículo 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, acorde con 
las leyes de la parte requirente, la extradición podrá ser rehusada, a menos 
de que esta parte de las seguridades suficientes de que no se impondrá la 
pena de muerte, o bien, de que si es impuesta, no será ejecutada. En estas 
condiciones, al ser la pena de prisión vitalicia una pena inusitada prohibida 
[1098] PÉREZ FERNÁNDEZ CEJA, Ydalia. “El cambio de jurisprudencias de la Suprema Corte 
de Justicia de la nación  sobre la interpretación del concepto de pena inusitada. Análisis de los 
razonamientos que justificaron la declaratoria de constitucionalidad de la prisión vitalicia y del 
proceso de modificación de jurisprudencias que permitió aprobar y aplicar dicha declaratoria”. En 
Revista Jurídica Online. Facultad de Jurisprudencia, México, 2008,p.651
[1099] La pena de prisión vitalicia constituye una pena inusitada prohibida por el artículo 22 de la
constitución política de los estados unidos mexicanos, por lo que para que se tramite la extradición, 
el estado solicitante debe comprometerse a no aplicarla o a imponer una menor que fije su legislación, 
Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Octubre de 2001, Tesis P. /J. 125/2001.
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por el citado artículo 22, en tanto que se aparta de la finalidad esencial de la 
pena, consistente en la readaptación del delincuente para incorporarlo a la 
sociedad, resulta inconcuso que el Estado solicitante debe comprometerse 
a no imponer la pena de prisión perpetua, sino otra de menor gravedad”.
Pero a partir de la sentencia P. /J. 1/20061100 la Suprema Corte de Justicia de 
México señaló que la prisión vitalicia no viola la Constitución, pues no incurre en 
sanciones como causar dolor o alteración física en el sentenciado, que sea excesiva 
con relación con el delito cometido y que sea rechazada en la generalidad de los 
sistemas punitivos, por lo que la sentencia nos señala que: 
“La acepción de pena inusitada a que se refiere el precepto constitu-
cional citado se constriñe a tres supuestos: 
a) Que tenga por objeto causar en el cuerpo del sentenciado un dolor 
o alteración física;
b) Que sea excesiva en relación con el delito cometido; que no corres-
ponda a la finalidad que persigue la pena, o que se deje al arbitrio de la 
autoridad judicial o ejecutora su determinación al no estar prevista en la 
ley penal alguna exactamente aplicable al delito de que se trate; y,
 c) Que siendo utilizada en determinado lugar no lo sea ya en otros, por 
ser rechazada en la generalidad de los sistemas punitivos. En congruencia 
con lo anterior, se concluye que la pena de prisión vitalicia no se ubica en 
alguno de los referidos supuestos, ya que si bien inhibe la libertad locomotora 
del individuo, no tiene por objeto causar en su cuerpo un dolor o alteración 
física. En cuanto a lo excesivo de una pena, ello se refiere a los casos con-
cretos de punibilidad, en los que existe un parámetro para determinar si para 
ciertos delitos de igual categoría, el mismo sistema punitivo establece penas 
[1100]  En su sesión de 29 de noviembre de 2005, el Tribunal en Pleno determinó modificar la tesis 
P./J. 127/2001, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XIV, octubre de 2001, página 15, para quedar aprobada en los 1011788. 496. Pleno. 
Novena Época. Apéndice 1917 Septiembre 2011. Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales 
Primera Parte-SCJN Vigésima Sección-Prohibición de multas excesivas, confiscación de bienes y de 
penas inusitadas y trascendentales, Pág. 1576. 1 términos de la diversa P./J. 1/2006.
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diametralmente diferentes, por lo que la pena indicada en lo general no se 
ubica en tal hipótesis, al no poder existir en abstracto ese parámetro; además, 
la prisión corresponde a la finalidad de la pena, pues ha sido reconocida como 
adecuada para el restablecimiento del orden social, sin que la característica de 
vitalicia la haga perder esa correspondencia, pues dicho aspecto se relaciona 
con su aplicación, mas no con el tipo de pena de que se trata. Por otra parte, 
es importante señalar que el hecho de que la prisión vitalicia no tenga como 
consecuencia que el reo se readapte a la sociedad, dado que éste no volverá 
a reintegrarse a ella, tampoco determina que sea una pena inusitada, toda 
vez que el Constituyente no estableció que la de prisión tuviera como única 
y necesaria consecuencia la readaptación social del sentenciado, ni que ese 
efecto tendría que alcanzarse con la aplicación de toda pena, pues de haber 
sido esa su intención lo habría plasmado expresamente”.
Mientras que el cambio constitucional no solamente, se ve en si la pena de 
cadena perpetua cumple con los requisitos o no de la reinserción del condenado 
en la sociedad y si la misma crea consecuencias que van más allá del sufrimiento 
intrínseco de la pena de prisión, sino la de permitir la extradición siempre y cuando 
el Estado solicitante, “se comprometa a no aplicarla”, en este sentido la sentencia 
nos dice que: 
“De conformidad con el artículo 10, fracción V, de la Ley de Extra-
dición Internacional, si el delito por el que se solicita la extradición es 
punible con la pena de muerte o alguna de las prohibidas por el artículo 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, acorde 
con las leyes de la parte requirente, la extradición no podrá concederse, a 
menos de que esta parte otorgue las seguridades suficientes de que aqué-
llas no se aplicarán, o que se impondrán las de menor gravedad que fije 
su legislación. En estas condiciones, si la pena de prisión vitalicia no es 
de las prohibidas por el referido precepto constitucional, es evidente que 
en los casos en que se solicite la extradición y el delito que se impute al 
reclamado sea punible en la legislación del Estado solicitante hasta con 
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pena de prisión vitalicia, es innecesario exigirle que se comprometa a no 
imponerla o a aplicar una menor”1101.
La jurisprudencia mexicana, de igual manera, define jurídicamente el concepto y 
que es responsabilidad del legislador otorgar los beneficios igual que a cualquiera otro 
privado de libertad, que le permitan en algún momento solicitar su libertad, a pesar de 
estar bajo una condena de prisión perpetua, en este sentido, la sentencia nos dice que: 
“La prisión vitalicia o cadena perpetua es la que se impone por una 
duración igual a la vida del delincuente; sin embargo, también lo es aquella 
cuya duración prolongada es tal que sería imposible que llegue a com-
purgarse en su totalidad, al rebasar ostensiblemente el límite de vida del 
ser humano, pues aún en el supuesto de que el sentenciado pudiera tener 
derecho a determinados beneficios que en su caso establezca la legisla-
ción correspondiente, como el de la remisión de la pena, por una parte, tal 
circunstancia no se encuentra contemplada en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sino que es el legislador ordinario quien 
determina su regulación; y por la otra, no obstante la posible aplicación de 
esos beneficios, aun así el delincuente no estaría en condiciones de recobrar 
su libertad, dado lo prolongado de la pena en relación con la expectativa 
del promedio de vida”1102.
Sin embargo, a través de una reforma del Congreso Mexicano en el año de 2010, 
se aplica en el ordenamiento interno para los delitos de homicidio y de secuestro y, 
entre los congresos locales, los primeros que han modificado sus códigos penales para 
introducir la prisión vitalicia son: Chihuahua, Estado de México, Puebla, Veracruz y 
[1101] La prisión vitalicia no constituye una pena inusitada de las prohibidas por el artículo 22 de la
constitución política de los estados unidos mexicanos, por lo que cuando la extradición se solicita es 
innecesario que el estado requirente se comprometa a no aplicarla o a imponer una menor que fije su 
legislación, 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIII, Febrero de 2006; Pág. 5. P. /J. 2/2006.
[1102] Prisión vitalicia se equipara a ésta la pena de prisión cuya duración rebase ostensiblemente 
el tiempo de vida del ser humano, Localización: [TA]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo 
XXIII, Febrero de 2006; Pág. 1179. P. XXI/2006.
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Quintana Roo, para delitos como secuestro, homicidio, extorsión y violación. Espinosa 
Torres nos señala: “Resumiendo, la prisión vitalicia o perpetua es una pena que no 
está expresamente prohibida en la Constitución, lo que ha permitido su inclusión vía 
aumento del término máximo de prisión en la parte general de los códigos penales 
o de manera expresa en unos pocos a partir del año 2008, sin embargo la discusión 
gira en torno a la interpretación del artículo 22 que prohíbe las penas inusitadas y 
trascendentales. Prohibición consignada también en los documentos internacionales 
como penas crueles o inhumanas. ¿Es la pena de prisión vitalicia de ese tipo?”1103.
Coincidimos con Espinosa Torres que si se aplica tal como se está haciendo la pena 
de prisión perpetua en México, la misma tendría que haber sido impuesta, quizás 
a través de una reforma constitucional, en el sentido de que está reconocido que la 
pena tiene como finalidad la reinserción del penado y entre más tiempo se encuentre 
dentro de la prisión resulta más difícil que regrese a la sociedad de forma útil. Aunque 
este argumento no es compartido por Lugo Garfias, ya que sostiene que la prisión 
vitalicia en México por sí sola no puede constituirse como una pena catalogada como 
inusitada, y nos señala que: “primero, que cause una alteración física, en el sentido 
de dolor y no el derivado de la mera privación de la libertad, lo que no se da en el 
caso de la prisión vitalicia; segundo que sea excesiva, y como parámetro mayor de 
comparación ya no es la pena de muerte, sino la proporcionalidad de acuerdo con el 
delito cometido, a los fines de la pena”1104.
II. LA PENA DE CADENA PERPETUA EN LOS PAÍSES DEL CARIBE
En este apartado trataremos las particulares en la imposición de la pena de cadena 
perpetua en determinados países del Caribe, que han tenido la tradición jurídica de 
imponerla, limitar y hasta abolirla, así como también exponer las características en 
el procedimiento de su aplicación.
[1103] ESPINOSA TORRES, María del Pilar. La cadena perpetua. Una pena sin sentido, La prisión 
vitalicia en Veracruz. Núm. 26, 2012.
[1104] LUGO GARFÍAS, María Elena. “La prisión vitalicia no constituye una pena inusitada de las 
prohibidas por el artículo 22 constitucional”. Revista del Centro Nacional de Derechos Humanos, año 
3, Núm. 7, Año 2008, México, p. 219.
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A. rinidad y obago y la cadena perpetua, como alternativa a 
la pena de muerte
En el caso de Trinidad y Tobago se regula y se aplica la pena de muerte obli-
gatoria por el delito traición a la patria, de homicidio y también cuando se realiza 
con la intención de cometer un delito diferente al homicidio, pero en el trascurso 
del mismo se da un uso desmesurado de violencia que resulta con la muerte de la 
persona1105. La pena de muerte también puede ser aplicada aunque no se tuviera la 
intención de cometer un homicidio o de causar lesiones graves o permanentes a 
la víctima. Esta ley está vigente como tal desde el año de 19791106 y si la pena de 
muerte no puede ser aplicada por algún motivo, de igual manera se aplica la pena 
de cadena perpetua, que generalmente se ejecuta cuando es conmutada únicamente 
por el Presidente. 
En su artículo 42 de la Constitución Nacional nos señala que, cualquier Senador 
que sea condenado a la pena de muerte o esté cumpliendo una pena de prisión mayor 
de doce meses será inhabilitado para ejercer el cargo y no podrá presentarse a nuevas 
elecciones. Y, en su artículo 89, es claro en señalar que cuando un delincuente sea 
sentenciado a la pena de muerte, se tiene que hacer un informe escrito del caso, con 
toda la información relevante del expediente por el juez de la causa y el Primer Mi-
nistro y siempre que encuentre adecuada alguna consideración se debe realizar una 
Comisión Consultiva que analice el caso en particular. Aunque Trinidad y Tobago 
ha sido parte en el PIDCP desde 1978, se retiró del Primer Protocolo Facultativo que 
permite el derecho de petición individual ante el Comité de Derechos Humanos, de 
[1105] Tomado del texto original, tradución propia: Chapter 10:04 criminal law act An Act to make 
provision for the punishment of certain offences, [Sections 2 6: 31ST December 1979. SECTION 7: 
24TH December 1936].
En su artículo 2A. (1) nos dice que: “Cuando una persona se embarca en la comisión de un delito 
con privación de libertad con violencia y alguien es asesinado en el curso o fomento de ese delito 
(o cualquier otro delito con privación de libertad con violencia), él y todos los demás personas que 
participan en el curso o fomento de la comisión de ese delito con privación de libertad (o cualquier 
otro delito con privación de libertad con violencia) son susceptibles de ser declarado culpable de 
asesinato, incluso si el asesinato se hizo sin intención de matar o de causar lesiones corporales graves. 
(traducción propia)”
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la ONU en el 2000 y no ha firmado ni ratificado el Segundo Protocolo Facultativo 
del Pacto, destinado a abolir la pena de muerte. De igual manera Trinidad y Tobago 
renunció a la ratificación de la CADH y su aceptación de la jurisdicción de la CIDH, 
ni tampoco ha firmado el Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte.
A hora bien, uno de los casos más emblemáticos sobre la importancia de la 
cadena perpetua en una jurisdicción que permite la pena de muerte, lo tenemos en 
el caso de Roodal contra el Estado (Trinidad y Tobago) de 20041107, en el que se 
declaró inconstitucional la imposición de la pena de muerte de forma obligatoria o 
automática para el delito de homicidio, porque constituye una pena cruel e inusual. 
Se determinó que debe modificarse esta ley, en el sentido de que la pena de muerte 
no sea el único castigo por el delito de homicidio, sino que quede a discreción de 
los jueces la facultad de imponer una pena de prisión, dependiendo de los hechos 
y circunstancias de cada caso. Es decir, que por primera vez dejó de ser constitu-
cionalmente obligatoria en todos los casos de homicidio la aplicación de la pena de 
muerte, que pasó de ser obligatoria a ser discrecional y con esta situación surgió la 
posibilidad de que los condenados por homicidio puedan ser catalogados por sus 
atenuantes y agravantes en la realización del hecho punible. En el caso de Matthew 
contra el Estado (Trinidad y Tobago) de 20041108, se dio lugar a la conmutación 
de las penas de todos los presos condenados a muerte. El penado declaró en su 
apelación que el juez de la causa sostenía que la pena de muerte era obligatoria 
y de forzoso cumplimiento y se mantuvo en la línea, que la misma, a partir de la 
sentencia antes mencionada, se había convertido en discrecional y la sanción que 
se aplicó fue la sentencia de cadena perpetua. Ahora bien, en el presente caso, el 
condenado alega que la pena de muerte no podría ser impuesta por interpretación, 
sino que las leyes pertinentes para tal efecto deben interpretarse en el sentido de 
proporcionar una pena de cadena perpetua discrecional por asesinato y no solamente 
como una pena de sentencia de muerte obligatoria. Y, sobre todo, que la misma no 
podía ser aplicada a las personas declaradas culpables y condenadas a la pena de 
[1107] Roodal versus the State (Trinidad & Tobago). [2004] 2 WLR 652.
[1108] Matthew versus the State (Trinidad & Tobago). [2004] 64 WLR 412.
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muerte, desde la fecha de esta sentencia o que se encontraban a la espera del juicio 
por el delito de asesinato en el momento de esta decisión. Aunque actualmente las 
consecuencias jurídicas de esta sentencia para los casos posteriores fueron revo-
cadas, pero en el caso de Nimrod Miguel contra el Estado (Trinidad y Tobago) de 
20111109, se determinó que la pena de muerte obligatoria por la comisión del delito 
de homicidio con violencia era inconstitucional, lo que abre una posibilidad a to-
dos los condenados a la pena de muerte que cometieron homicidio haciendo uso 
de violencia, que tengan la posibilidad de solicitar una revisión de sus condenas a 
la pena de cadena perpetua. 
B. Cuba y la cadena perpetua
En el caso cubano se sigue la misma línea en lo que respecta a la aplicación de 
penas largas de prisión como un sustituto de la pena de muerte. Es llevada a cabo por 
fusilamiento y solo a los condenados mayores de 20 años de edad, por los delitos de 
homicidio, traición, piratería, sabotaje, conspiración, etc., en contra del Estado. En 
los demás casos la mayor pena impuesta es hasta los 20 años, pero la misma puede 
extenderse hasta los 30 años de prisión real y efectiva cuando es impuesta para los 
delitos en los cuales se puede aplicar la pena de muerte; aunque la Constitución Cu-
bana señala en su artículo 580: “El detenido o preso es inviolable en su integridad 
personal”. Sin embargo, en una reciente reforma del Código Penal, señala la pena de 
cadena perpetua para actos relacionados con el delito de terrorismo y en este sentido 
nos dice en el artículo 26.1: “El que realice cualquier otro acto destinado a causar la 
muerte o lesiones graves a alguna persona que no participe directamente en las hosti-
lidades en una situación de conflicto armado, cuando el propósito de dicho acto, por 
su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un gobierno o a 
una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo, incurre en 
sanción de privación de libertad de diez a veinte años, privación perpetua de libertad 
o muerte”1110.
[1109] Nimrod Miguel versus the State (Trinidad and Tobago). [2011] UKPC 14.
[1110] Gaceta Oficial Núm. 044 Extraordinaria de 19 de diciembre de 2013, Decreto Ley Núm. 316, 
modificativo del código penal y De la ley contra actos de Terrorismo, p. 438-439.
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C. La pena de cadena perpetua en Barbados y Jamaica
Barbados es el único país de la Comunidad del Caribe (CARICOM) que 
reconoce la jurisdicción de la CIDH 1111 y ha formado parte de los principales 
tratados de derechos humanos: el PIDCP y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. La pena de muerte puede ser aplicada a partir 
de los 15 años de edad del condenado, está vigente en su Constitución1112 y en el 
artículo 15 nos dice: “(1) Nadie será sometido a torturas ni a tratos inhumanos o 
castigo infamante u otro tratamiento. (2) Nada de lo contenido o realizado bajo 
la autoridad de una ley se considerará incompatible o en contravención de esta 
sección en la medida en que la ley en cuestión autoriza la imposición de cualquier 
castigo o la administración de cualquier tratamiento que era legal en Barbados 
inmediatamente antes de 30 de noviembre 1966. (3) A continuación, no se con-
siderará incompatible o en contravención de esta sección: (A) la imposición de 
una pena de muerte obligatoria o la ejecución de dicha pena;(B) cualquier retraso 
en la ejecución de una pena de muerte impuesta a una persona en relación con un 
delito bajo la ley de Barbados de la que ha sido condenado;(C) la celebración de 
cualquier persona que está en la cárcel, o de otra manera legalmente detenida, en 
espera de la ejecución de una pena de muerte impuesta a esa persona, en condi-
[1111] Aunque es bueno reconocer que Barbados acepto con reservas la Convención Americana sobre 
derechos humanos: “El texto de las reservas con respecto a los Artículos 4(4), 4(5), y 8(2)(e), es el 
siguiente: En cuanto al párrafo 4 del artículo Núm. 4, el Código Penal de Barbados establece la pena 
de muerte en la horca por los delitos de asesinato y traición. El Gobierno está examinando actualmente 
en su integridad la cuestión de la pena de muerte, que sólo se impone en raras ocasiones, pero desea 
hacer una reserva sobre este punto, ya que en ciertas circunstancias podría considerarse que la traición 
es delito político y cae dentro de los términos del párrafo 4 del Artículo 4.
Con respecto al párrafo 5 del Artículo 4, aunque la juventud o mayor edad del delincuente pueden ser 
factores que el Consejo Privado, la Corte de Apelaciones de más alta jerarquía, podría tomar en cuenta 
al considerar si se debe cumplir la sentencia de muerte, las personas de 16 años y más o mayores de 
70 pueden ser ejecutadas de conformidad con la ley de Barbados.
Con respecto al inciso (e) del párrafo 2 del Artículo 8, la ley de Barbados no establece como garantía 
mínima en el procedimiento penal, ningún derecho irrenunciable a contar con la asistencia de un 
defensor asignado por el Estado. Se proporcionan servicios de asistencia jurídica en los casos de 
determinados delitos tales como el homicidio y la violación.
Declaración de reconocimiento de la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en los términos del artículo 62, 1 de la Convención (4 de junio de 2000).
[1112] La Constitución de Barbados 1966 (y sus modificaciones hasta 2007).
/ 697 /
TOMÁS ALONSO SANDOVAL 
EL MARCO INTERNACIONAL, COMPARADO Y ESPAÑOL DE LA PENA DE CADENA PERPETUA
ciones, o en virtud de acuerdos, que inmediatamente antes de 05 de septiembre 
2002”1113.
En el caso de Boyce and Joseph contra Attorney General of Barbados1114, los 
demandantes fueron declarados culpables del delito de homicidio y condenados a 
la pena de muerte por medio de la horca. En este caso el Tribunal de Apelación de 
Barbados conmutó la pena de muerte por la pena de cadena perpetua, ya que el tri-
bunal determinó que las apelaciones presentadas no podían ser resueltas en el plazo 
establecido. Este caso tuvo distintos momentos procesales e inicialmente fue el 
Tribunal Superior que lo desestimó, hasta que llego a la Corte de Justicia del Caribe, 
que señaló que el precedente del caso de Pratt y Morgan contra el Procurador General 
de Jamaica Benedicto Sukra1115, el Consejo Privado en su sentencia 1993 y sostuvo 
que las personas encarceladas en el corredor de la muerte durante más de cinco años, 
podían tener sus sentencias conmutadas por cadena perpetua. De igual manera la 
CIDH dictó medidas provisionales solicitando a Barbados preservar la vida de los 
dos hombres, que en espera del resultado de su petición ante la Comisión, al final sus 
penas de muerte fueron conmutadas por la pena de cadena perpetua.
Mientras que la pena de muerte es aplicada en Jamaica y se utilizaba la horca; 
la última vez fue aplicada en 1988. En este caso se dictó una resolución firmada por 
un conjunto de jueces, que tras el rechazo de la apelación de los recurrentes ante los 
[1113] Traducción es propia del texto original de la Constitución de Barbados, Número15. (1):” No 
person shall be subjected to torture or to inhuman or from degrading punishment or other treatment 
inhuman treatment.
(2) Nothing contained in or done under the authority of any law shall be held to be inconsistent with 
or in contravention of this section to the extent that the law in question authorises the infliction of any 
punishment or the administration of any treatment that was lawful in Barbados immediately before 
30th November 1966.
2002 14. 1(3) The following shall not be held to be inconsistent with or in contravention of this section:
(a) the imposition of a mandatory sentence of death or the execution of such a sentence;
(b)any delay in executing a sentence of death imposed on aperson in respect of a criminal offence 
under the law of Barbados of which he has been convicted;
(c)the holding of any person who is in prison, or otherwise lawfully detained, pending execution of a 
sentence of death imposed on that person, in conditions, or under arrangements, which immediately 
before 5th September, 2002.
(i) were prescribed by or under the Prisons Act, as then in Cap. 168. force; or
(ii) were otherwise practised in Barbados, in relation to persons so in prison or so detained”.
[1114] Joseph and Boyce versus Attorney General of Barbados. [2006] CCJ 3 (AJ).
[1115] Pratt and Morgan versus Attorney General (1993) 43 WIR 430.
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tribunales de Jamaica en 1980, la notificación de apelación por el abogado de los 
recurrentes en 1981 y la posterior remisión al Consejo Privado de Jamaica para que 
diera su dictamen, de si los condenados deberían ser ejecutados de acuerdo con el 
artículo 90, que legitima el indulto dado por el Gobernador, nos dice: “El Gobernador 
General en nombre y representación de Su Majestad podrá: otorgar el indulto a una 
persona convicta de cualquier infracción de las leyes de Jamaica, ya sea incondicio-
nalmente o sujeto a requisitos legales; conceder la suspensión, en forma indefinida o 
por un período determinado, del cumplimiento de un castigo impuesto a la persona 
que hubiere cometido un delito; sustituir con una pena más leve la impuesta en la 
sentencia dictada por la comisión de un delito, y condonar toda o parte de la pena 
impuesta en una sentencia por comisión de un delito, o la multa o gravamen que se 
adeudare a la Corona a causa de dicha infracción. En el ejercicio de las facultades 
que se le confieren en esta sección, el Gobernador General actuará a tenor de la re-
comendación del Consejo Privado”. 
Esto aunado a que el artículo 91 del texto constitucional de Jamaica, señala 
como obligatoria la elaboración de un informe por el juez de la causa; todas estas 
condiciones nunca se llevaron a efecto en un plazo menor de 5 años. El artículo 
nos dice: “Cuando una persona fuere condenada a muerte por infracción de una 
ley de Jamaica, el Gobernador General pedirá al juez de la causa un informe sobre 
ésta y otros datos, derivados de los autos o de otras fuentes, que solicitare dicho 
Gobernador General, con el objeto de remitir la documentación al Consejo Priva-
do a fin de que este cuerpo pueda formular sus recomendaciones en virtud de las 
facultades que se le confieren en la subsección 90. El Gobernador General podrá 
ejercer la autoridad que se le confiere en la subsección (1) para pedir informes de 
acuerdo con la recomendación del Consejo Privado, pero en los casos en que a su 
juicio el asunto fuere demasiado urgente y no hubiere posibilidad de recibir la re-
comendación dentro del plazo que tuviere para actuar dicho funcionario, éste podrá 
proceder discrecionalmente”.
Pero, concretamente, los delitos que se castigan con la pena de cadena perpetua, 
sin pasar previamente por la conmutación o la imposición de la pena de muerte en 
Barbados, tenemos que los actos homosexuales realizados en público son conside-
rados como un delito y castigados con la sentencia de cadena perpetua. La sección 9 
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de la Ley de Delitos Sexuales de 20021116 prevé la aplicación de una sanción a partir 
de 10 años hasta la pena de cadena perpetua por relaciones homosexuales, tanto para 
hombres como para mujeres. Mientras que en la sección 12 de la Ley también incluye 
una norma contra la “indecencia grave”, al penalizar todas las formas de intimidad 
entre personas del mismo sexo, incluyendo el amor lésbico. 
D. La pena de cadena perpetua como alternativa a la pena de
muerte en Bahamas
La misma situación encontramos en las Bahamas, en donde la pena de muerte 
es aplicada para los delitos de piratería, homicidio y traición a la patria, por matar a 
un miembro de la fuerza policía, del ejército, del departamento de inmigración, del 
poder judicial o del servicio de aduanas. De igual manera una persona también será 
elegible para la pena de muerte una vez que sea declarada culpable por la comisión 
de un robo, secuestro, violación o acto de terrorismo, y en un principio su imposición 
es obligatoria en estos casos, por lo que se le negara al imputado la posibilidad de 
que el tribunal de la causa tome en cuenta las circunstancias atenuantes del caso en 
particular. 
Aunque el Estado es parte del PIDCP desde el año 2008, no ha afirmado ni rati-
ficado el Primer Protocolo Facultativo que permite el derecho de petición individual, 
ni el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto, destinado a la abolición de la pena de 
muerte (Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a 
la Abolición de la Pena de Muerte.) 
[1116] Traducción propia del texto original: “Section 9 of Barbados’ Sexual Offences Act of 1992 
states that “[a]ny person who commits buggery [anal sex] is guilty of an offence and is liable on 
conviction on indictment to imprisonment for life” (Barbados 1992). Section 12 of the Act, which 
addresses serious indecency, states the following: A person who commits an act of serious indecency 
on or towards another or incites another to commit that act with the person or with another person is 
guilty of an offence and, if committed on or towards a person 16 years of age or more or if the person 
incited is of 16 years of age or more, is liable on conviction to imprisonment for a term of 10 years.
A person who commits an act of serious indecency with or towards a child under the age of 16 or 
incites the child under that age to such an act with him or another, is guilty of an offence and is liable 
on conviction to imprisonment for a term of 15 years.
An act of serious indecency is an act, whether natural or unnatural by a person involving the use of 
the genital organs for the purpose of arousing or gratifying sexual desire”.
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Ahora bien, la Constitución de las Bahamas nos dice en su artículo 16: “(1) 
Ninguna persona puede ser privada de la vida intencionalmente, salvo en ejecución 
de la sentencia de un tribunal respecto de un delito por el cual haya sido condenado”. 
Y en el siguiente numeral nos dice: “(2) Una persona no se considerará que se ha 
privado de la vida en contravención del presente artículo si muere como resultado 
de la utilización, en la medida y en las circunstancias que se lo permita la ley, de la 
fuerza que sea razonablemente justificada”. Sin embargo, en su artículo 17 es muy 
claro al señalar que: “(1) Ninguna persona será sometida a tortura a penas o tratos 
inhumanos o degradantes”. Lo mismo sucede con otros Estados del Caribe. En Baha-
mas, el artículo 42 constitucional deja claro que ninguna persona está calificada para 
ejercer el cargo público de Senador, en su numeral G señala que cualquiera persona 
que fuera condenada a la pena de muerte o pena superior a 12 meses de prisión, no 
podrá formar parte del Senado ni presentarse a elecciones para dicho cargo público 
o simplemente si se encuentra cumpliendo tiempo de pena de prisión que ha sido 
suspendida.
Uno de los casos más emblemáticos acontecido en Bahamas lo tenemos en Higgs 
and Mitchell vs. The Minister of National Security and others1117. En este caso se les 
aplicó la pena de muerte a los imputados en el año 2000 por el delito de homicidio 
y tiene la particularidad de que en 1999 se rechazaron las apelaciones por parte del 
tribunal más alto de las Bahamas. El Comité Judicial del Consejo Privado desestimó 
los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por John Higgs y David Mitchell. 
Pero debido a las condiciones inhumanas de detención dos de los cinco jueces di-
sintieron, no podían ser ejecutados. Uno de los hijos de la víctima solicitó el indulto 
y que se le aplicara la pena de cadena perpetua, instando al gobierno a conmutar las 
penas de muerte de John Higgs y David Mitchell. Mientras estaba pendiente de re-
solver una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, uno de 
los imputados se suicidó antes de que se aplicara la pena de muerte. Lo interesante 
de este caso, es que las apelaciones sobre su condena de pena de muerte se basaron 
en las condiciones de su detención; un largo confinamiento en una pequeña celda, 
sin muebles, bajo condiciones insalubres, solo podían salir por 25 minutos para hacer 
[1117] Higgs and Mitchell versus The Minister of National Security and others; PC 14 Dec 1999.
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ejercicio durante cuatro días a la semana y constituían un castigo cruel e inusual, 
violando así el principio de que una persona condenada no tiene que sufrir más allá 
de la imposición de su pena y que a uno de los imputados se le realizó una simula-
ción o práctica de su pena de muerte. Para los jueces disidentes el trato que les dio 
a los reclusos el Estado, de forma reiterada y por un largo periodo de tiempo, había 
hecho que aquél perdiera el derecho de aplicar la pena de muerte. El tratamiento que 
recibieron fue totalmente inaceptable en una sociedad civilizada, por lo cual, deberían 
de aplicarles la pena de cadena perpetua.
Se cuenta con un precedente constitucional, en el año 2006 la pena de muerte 
obligatoria fue declara inconstitucional por el Consejo Privado, en el caso de Bowe 
and Davis contra The Queen (Las Bahamas)1118 que motivó que se introdujeran las 
modificaciones necesarias en el código penal, en que se pasó de un sistema obligatorio 
a un sistema discrecional en la imposición de la pena de muerte. Esta decisión del 
Consejo Privado1119 en esta sentencia el Comité Judicial consideró que, ya en 1973, 
la pena de muerte obligatoria debería haber sido considerada como un castigo inhu-
mano y degradante. Esta sentencia tiene implicaciones importantes, ya que permite 
a los jueces la discrecionalidad para imponer una sentencia que no sea de muerte en 
todos los casos de asesinato. 
De igual manera en los caso de Ernest Lockhart contra Estado (Bahamas)1120,
se reafirmaron los criterios de sentencia que habíamos establecido en los casos de 
Trimmingham (2009)1121 (El Comité Judicial del Consejo Privado establece los cri-
terios que deben cumplirse antes de que un tribunal pueda imponer una sentencia de 
muerte. En primer lugar, la pena de muerte debe ser impuesta sólo en los casos que 
en los hechos del delito sean los más extremos y la excepción, “lo peor de lo peor”, 
[1118] Bowe & Davis versus the Queen (The Bahamas) [2006] UKPC 10.
[1119] Por el Comité Judicial del Consejo Privado ayer, 8 de marzo de 2006, cuando anunció la 
abolición de la imposición preceptiva de la pena de muerte a las personas declaradas culpables de 
asesinato en las Bahamas. El Consejo, que tiene su sede en el Reino Unido y es la última instancia de 
apelación para la mayoría de los países del Caribe de habla inglesa, determinó que la pena de muerte 
preceptiva constituye una violación de la Constitución de las Bahamas. Hasta ahora, toda persona 
declarada culpable de asesinato en las Bahamas era condenada automáticamente a muerte. 
[1120] Ernest Lockhart versus State (Bahamas) [2011] UKPC 33.
[1121] Daniel Dick Trimmingham versus The State (St Vincent & The Grenadines) 2009.
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o “el más raro de los raros”. En segundo lugar, no debe haber ninguna perspectiva 
razonable de reforma del delincuente y que el objeto de la pena no se pueda lograr 
por cualquier medio distinto que la pena de muerte. El carácter del delincuente y las 
demás circunstancias pueden ser tomados en cuenta por medio de la mitigación, pero 
no pueden ser usados en su contra en la determinación de este segundo criterio. En 
este caso, el Consejo Privado estimó el recurso en la sentencia, sobre la base de que 
el asesinato no llegó a ser el “peor de lo peor” con el fin de justificar la pena capital. 
El Tribunal también hizo hincapié en el objeto de mantener al preso dentro de la 
sociedad, incluso de manera permanente, se puede lograr sin ejecutarlo.
E. La imposición de la cadena perpetua en Belice
De igual manera se siguió este sentido en el caso de White contra the Queen1122
de 2010, en el que el imputado fue declarado culpable por el delito de homicidio y 
sentenciado a la pena de muerte en la horca por el Tribunal Supremo de Belice1123,
(se mantiene la pena de muerte por asesinato y delitos militares) y, posteriormente, el 
Consejo Privado1124 anuló la sentencia de pena de muerte y la sustituyó por la pena de 
cadena perpetua. Uno de los puntos que más llama la atención en la sentencia, es que 
se consideró que el juez de primera instancia había cometido un error, es decir, exigir 
al imputado que persuadiera al tribunal no si era inocente o culpable, sino, más bien, 
de que no se le debería imponer la pena de muerte. Esta sentencia es importantísima 
ya que estableció que el punto de partida siempre es la pena de cadena perpetua y 
nunca la pena de muerte. El Consejo Privado consideró que dadas las circunstancias 
en que se cometió el delito, no constituía “lo peor de lo peor” como para que se le 
[1122] White versus The Queen [2010] UKPC 22.
[1123] En mayo de 2011 el Gobierno de Belice presentó un proyecto de ley al Parlamento que contenía 
una serie de enmiendas constitucionales destinadas, en parte, a eliminar futuros desafíos legales con 
la aplicación de la pena de muerte. En resumen, las enmiendas buscaban inmunizar la imposición y 
ejecución de una sentencia de muerte, que alguna vez se encontró inconstitucional por los tribunales, 
independientemente de la extensa demora en el corredor de la muerte, las condiciones carcelarias 
inadecuadas, o el método de ejecución propuesto.
[1124] Un aspecto que hay que tomar en cuenta, es que partir del 2010 la Corte de Justicia del Caribe 
sustituyo al Comité Judicial del Consejo Privado, como tribunal de última instancia, que trata todos 
los asuntos civiles y penales.
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aplicara la pena de muerte y, señaló que es obligación en estos casos,  en donde peligra 
la vida humana y su protección , aplicar los principios establecidos en Trimmingham 
ya mencionados, en el sentido de que la pena de muerte sólo debe imponerse en los 
casos más extremos y excepcionales, sólo cuando no hay perspectivas razonables 
de la reeducación y el objeto de la pena sólo puede lograrse con la pena de muerte.
Otro aspecto que se tiene que tomar en cuenta, es que Belice es un Estado que 
forma parte del PIDCP pero no ha firmado ni ratificado la CADH, ni ha aceptado la 
jurisdicción de la CIDH, ni tampoco el Protocolo de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte.
La decisión también hizo hincapié en la importancia de aplicar estrictamente 
las pautas de la sentencia del caso Reyes vs. The Queen1125, en el que se reafirmó que 
la pena de muerte obligatoria es inconstitucional y que si la misma llegara aplicarse, 
requiere de una motivación o justificación especial, ya que se valora que solo puede 
ser impuesta para los casos más graves y cuando no existe ninguna posibilidad de 
reforma o readapción social del condenado. En la sentencia se destacan los infor-
mes pertinentes – psicológicos y psiquiátricos  en materia de libertad condicional 
en el ordenamiento de Bahamas y se establece que la pena de muerte solo puede 
imponerse en el peor de los casos, los cuales se han demostrado a través de dichos 
informes, que no existen perspectivas de reforma o rehabilitación. Asimismo, se 
destaca la importancia que tienen los informes psicológicos y / o psiquiátricos 
dentro del ordenamiento jurídico de Belice.
Mientras que en el caso de Eiley, Savery y Polonio vs. The Queen1126, en que 
los imputados fueron declarados culpables de homicidio y sentenciados a la pena 
de cadena perpetua. El Consejo Privado anuló dichas sentencias, debido a que, en 
el caso en el que está en juego la libertad del individuo, se hace necesario que se 
aporten muchas más pruebas que un testimonio no corroborado de una sola per-
sona, la cual inicialmente fue acusada de homicidio y a cambio de su testimonio 
se le prometió inmunidad. En este caso el Consejo Privado terminó por imponer 
la sentencia de cadena perpetua, con el fundamento de que el testigo había sido 
[1125] Reyes versus The Queen (Belice). [2002] 2 AC 235.
[1126] Eiley, Savery y Polonio versus The Queen (Belice). [2009] UKPC 39.
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encontrado infraganti en le escena del crimen y era sospechoso, por lo cual se debía 
anular su testimonio, ya que debió distanciarse de la participación en el asesinato. 
En este caso quedó determinado por el Consejo Privado que se hacían necesarias 
más pruebas testimoniales para condenar a alguien a la pena de cadena perpetua.
Otro caso igualmente importante fue Maxo Tido vs. The Queen1127. En este caso 
el Consejo Privado anuló la sentencia dictada por el Tribunal Supremo, es decir revocó 
la sentencia de pena de muerte obligatoria, (se les negó las peticiones de perdón en 
dos ocasiones en 2007 y 2009) y se sostuvo que la sentencia de pena de muerte solo 
puede darse en determinados casos, en que los hechos del crimen se hayan realizado 
de forma extrema y excepcional, es decir que solo puede aplicarse en el peor de los 
peores casos, sin existir ninguna posibilidad de reforma. En este caso de homicidio 
la víctima tenía 16 años de edad, el tribunal concluyó que no se justificaba la im-
posición de la pena de muerte, que debe de aplicarse solamente en aquellos casos 
en que el asesinato sea premeditado o planificado y para asegurar la realización de 
otro delito el robo a mano armada, violación, secuestro, tráfico de personas, traición, 
narcotráfico, intimidación de testigos o el homicidio como medio de satisfacción de 
los deseos del homicida, etc. El caso fue remitido al Tribunal de Apelación de Nas-
sau para la imposición de una sentencia apropiada, en este caso la pena de cadena 
perpetua. Aunque también dejó establecido que los jueces en Bahamas no tenían la 
autoridad legal para determinar cuántos años de cumplimiento deben servir antes de 
ser elegible para la libertad condicional. Este caso conllevo que en 2011 el parlamento 
de Bahamas aprobara una ley para definir los tipos de asesinato que se constituyen 
como “lo peor de lo peor”, así como las directrices establecidas por el alto tribunal.
F. Panam  y la cadena perpetua en la antigua Zona del Canal
Panamá, actualmente, es un país que no consagra la pena de muerte y la 
prohíbe en el artículo 30 de la Constitución Política de 1972, que nos dice: “no 
hay pena de muerte, de expatriación, ni de confiscación de bienes”. La pena de 
muerte estuvo vigente durante 14 años debido a que la Constitución de Política 
[1127] Maxo Tido versus The Queen. [2011] UKPC 16.
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de 1904 la permitía en su artículo 139, que señalaba: “La ley solo podrá imponer 
la pena de muerte por el delito de homicidio cuando revista caracteres atroces. 
Esto, mientras no existan buenos establecimientos de castigo o verdaderas peni-
tenciarias en la República”. Sin embargo, mediante una reforma constitucional 
realizada en 1918, se abolió este artículo, por lo que este criterio se mantiene 
invariable hasta hoy día. 
Sin embargo, con la firma del Tratado Hay Bunau Varilla entre los Estados 
Unidos y Panamá se inició un sistema jurídico dual, que estuvo vigente casi un siglo 
y que tenía como finalidad que los Estados Unidos ejercieran el control jurídico en 
la denominada zona del Canal de Panamá, dicho ordenamiento tuvo vigencia hasta 
octubre de 1979, tras la firma de los Tratados Torrijos Carter, año en que entró en 
vigor la ley panameña. 
Antes de ese año la Zona del Canal de Panamá, a pesar de ser suelo pana-
meño, estaba bajo la jurisdicción penal, civil, comercial, etc., norteamericana y 
se aplicaban las leyes del Estado de Louisiana, de tradición jurídica del Código 
Napoleónico francés y regulaban sin distinción tanto a ciudadanos norteameri-
canos como panameños. La jurisdicción norteamericana aplicada en Panamá, 
contemplaba entre sus condenas la pena de muerte y la cadena perpetua. Esta 
última era posible cumplirla en lo que actualmente se conoce como la prisión de 
‘El Renacer’, antiguamente conocida como Gamboa o penitenciaría de la Zona 
del Canal. Esa misma cárcel cobró popularidad cuando ciertas historias burlaron 
las rejas de la penitenciaria; una de ellas, la más famosa, se resumió en un libro 
que también se llevó a escena, Gamboa Road Gang, del autor Joaquín Beleño. En 
ella expone las vivencias de un panameño, hombre joven de clase media que llega 
a la penitenciaría como el prisionero 33. Atá, nombre del personaje, fue ubicado 
en la unidad de trabajo forzoso para cumplir una condena de cincuenta años por, 
supuestamente, haber violado a una mujer norteamericana. Esta historia de un 
adolescente de color, que tiene una pena cincuenta años de prisión en la cárcel 
zoneíta está basada en un caso de la vida real. 
En comparación con la legislación penal panameña, el sistema de sanciones 
aplicado en la zona del Canal, era severo y altamente represivo, pues regulaba la 
pena de muerte, la prisión perpetua, multas, la destitución del cargo e inhabili-
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taciones civiles. Mientras que el primer Código Penal panameño de 1916, tenía 
como pena máxima privativa de libertad por 25 años y 20 años en el Código Penal 
de 1922. La pena de muerte fue eliminada posteriormente y en el artículo 31 de la 
Constitución de Panamá de 1941 se dispuso: “No habrá en Panamá pena de muerte.”
En 1934 entró en vigor una nueva legislación conocida como Canal Zone 
Code que sustituyó a la anterior. Era un cuerpo orgánico en el que se recogían 
distintas materias, civil, comercial, personal, mantenimiento del Canal de Pana-
má, organización judicial, las penas y su ejecución, un apartado de procedimiento 
judicial y penal constituía apenas uno de sus títulos, específicamente el Título V. 
En el artículo 21 del Código de la Zona del Canal se consagró la pena de muerte y 
en el artículo 431 se establecía que la misma sería aplicada por medio del uso de 
la horca. El ahorcamiento del condenado era la forma que señalaba el Código para 
ejecutar la sentencia, que en ningún caso debía cumplirse cuando el condenado era 
una mujer embarazada o un enfermo mental y solo se imponía por determinados 
delitos graves, como el asesinato en primer grado u obstrucción del Canal o sus 
compuertas o que se atente contra el funcionamiento o mantenimiento del Canal 
de Panamá  
Este Código especial para la zona del Canal de Panamá estuvo vigente hasta 
su revisión en el año de 1963. La legislación penal citada seguía el sistema bipar-
tito, se distinguían los delitos graves de los leves y en el código estadounidense 
en caso de hurto calificado podía ser sancionado hasta con 40 años de prisión. De 
igual manera se prohibía la muerte civil  pérdida de los derechos civiles  y la apli-
cación con efectos retroactivos de las leyes, se prohibían las multas excesivas y las 
penas crueles y desusadas, entre otras garantías que se reconocían. La validez del 
código se contemplaba únicamente dentro de la Zona del Canal, pero no se definía 
o limitaba cuál era el territorio que comprendía esta zona.
Por otro lado Panamá tenía derecho a mantener en prisión preventiva a los 
empleados que fueran ciudadanos norteamericanos y a sus dependientes, únicamente 
si habían cometido homicidio, violación carnal, robo, tráfico de narcóticos o delitos 
contra la seguridad del Estado. Fuera de estos casos, la detención preventiva de un 
empleado ciudadano norteamericano o de sus dependientes se cumpliría con arreglo 
a la legislación norteamericana y a cargo de dichas autoridades.
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El 22 de noviembre de 1969 Panamá suscribió la Convención Interamericana 
de Derechos Humanos conocida como “Pacto de San José”. Este convenio dispuso 
en su artículo 4, ordinal 3, lo siguiente: “No se restablecerá la pena de muerte en 
los Estados que la han abolido”. Este convenio fue ratificado por Panamá y fue 
aprobado mediante Ley 15 de 28 de octubre de 1977, publicada en la Gaceta Oficial 
número 18468 de 30 de noviembre de 1977. El 9 de mayo de 1990 Panamá presentó 
al Secretario General de la OEA el instrumento fechado el 29 de febrero de 1990, 
por el cual el Gobierno de Panamá declara y reconoce obligatoria de pleno dere-
cho la competencia de la CIDH, en todos los casos relativos a la interpretación de 
este tratado, por lo que cualquier reclamo estaría sujeto al dictamen de esta Corte 
Internacional.
G. Guatemala y las penas largas de prisión
El caso de Guatemala resulta contradictorio, ya que a pesar que su Constitución 
Nacional, en su artículo 181128 contempla la pena de muerte, dándole la facultad al 
congreso de abolirla, así como la garantía al privado de libertad de la interposición 
de un último recurso, también señala ciertas excepciones en que no será aplicada: a 
las mujeres, a los mayores de sesenta años, a los reos de delitos políticos y comunes 
privados de libertad, cuya extradición sea concedida bajo esta condición. 
El Código penal de Guatemala estable en su artículo 43 que la pena de muerte 
solo puede ser aplicada en casos extraordinarios y hasta agotarse todos los recursos 
legales correspondientes, y de igual manera que la Constitución, señala las excepcio-
nes en las cuales no puede ser aplicada: a los reos de delitos políticos, condenas que 
[1128] Artículo 18. Pena de muerte. La pena de muerte no podrá imponerse en los siguientes casos:
a. Con fundamento en presunciones;
b. A las mujeres;
c. A los mayores de sesenta años;
d. A los reos de delitos políticos y comunes conexos con los políticos; y
e. A reos cuya extradición haya sido concedida bajo esa condición.
Contra la sentencia que imponga la pena de muerte, serán admisibles todos los recursos legales per-
tinentes, inclusive el de casación; éste siempre será admitido para su trámite. La pena se ejecutará 
después de agotarse todos los recursos.
El Congreso de la República podrá abolir la pena de muerte.
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se fundamenten en presunciones, a las mujeres, a las personas mayores de sesenta 
años, etc. 1129.
Las últimas penas de muerte en Guatemala se aplicaron en el año 2000, por la 
implementación de una moratoria de facto de la pena de muerte. Se ordenaron las 
conmutaciones por la Corte Suprema a la pena máxima de 50 años de prisión. Esto 
aunado a que el expresidente Alfonso Portillo, renunció a la potestad de indultar a 
los condenados a la pena de muerte, provocando un vacío jurídico, ya que no estaba 
determinado por ley quien debería de indultar a los condenados. Es hasta el año 2008, 
en que se aprueba una nueva ley, que volvió a facultar al Presidente para decidir sobre 
los indultos solicitud del recurso de gracia o de conmutación de la pena de muerte 
por cadena perpetua, y que se podría presentar dentro de los 30 días siguientes de 
encontrarse firme el fallo que condene a la pena capital. El gobernante tendría cinco 
días para resolver después de recibido el expediente correspondiente, que solicitará 
a donde corresponda). Hasta que el expresidente Álvaro Colom decidió vetarla, por 
considerar que esta forma de castigo entra en contradicción con el derecho a la vida 
del reo, por la retroactividad de la ley y por los compromisos internacionales firma-
dos por Guatemala como miembro de la CADH posición que ha mantenido hasta el 
día de hoy y que actualmente se encuentra suspendida. Sin embargo, se presentaron 
proyectos de ley en 2010 y 2011 para reiniciar las ejecuciones.
Aunque la pena de cadena perpetua, bajo esa denominación, no aparece en 
el ordenamiento guatemalteco, el mismo cuenta en la práctica con penas largas de 
prisión, por ejemplo para el delito de inducción o ayuda al suicido impone la pena 
máxima hasta quince años de prisión1130; mientras que para el homicidio calificado, 
[1129] La pena de muerte, tiene carácter extraordinario y sólo podrá aplicarse en los casos expresa-
mente consignados en la ley y no se ejecutará, sino después de  agotarse todos los recursos legales. 
No podrá imponerse la pena de muerte: 
1. Por delitos políticos. 
2. Cuando la condena se fundamente en presunciones. 
3. A mujeres. 
4. A varones mayores de setenta años. 
5. A personas cuya extradición haya sido concedida bajo esa condición. 
En estos casos y siempre que la pena de muerte fuere conmutada por la de privación de  libertad, se 
le aplicará prisión en su límite máximo.
[1130] Inducción o ayuda al suicidio.
Artículo 128. Quien indujere a otro al suicidio o le prestare ayuda para cometerlo, si ocurriere la 
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para la persona que lo cometa en contra de un familiar o de su cónyuge, se le pueden 
aplicar penas que van desde 25 años de prisión hasta 50. Y señala se podría imponer 
la pena de muerte, en lugar de los 50 años siempre y cuando las circunstancias del 
hecho y la forma en que se cometió reúnan las características atroces que revelen la 
peligrosidad de la persona1131. De igual manera en el artículo 132 del mismo código 
penal, señala que las penas de un máximo de hasta 50 años pueden ser aplicadas 
cuando el homicidio tenga como finalidad la obtención de un precio, recompensa, 
promesa, por ánimo de lucro, que se realice ocasionando una inundación, incendio, 
envenamiento, explosión, desmoronamiento, derrumbe de edificio o con alevosía, 
premeditación, perversidad o para preparar, facilitar, consumar y ocultar otro delito 
o para asegurar sus resultados o la inmunidad para sí o para copartícipes o por no 
haber obtenido el resultado que se hubiere propuesto al intentar el otro hecho punible, 
con fines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas, estas condenas de igual 
manera se aplican para los delitos de secuestro.
H. enezuela, Costa Rica y Honduras. Su prohibición ante la 
cadena perpetua.
El caso venezolano señala que la libertad personal es inviolable y en su Cons-
titución, en el artículo 44 nos dice: “La pena no puede trascender de la persona con-
denada, No habrá condenas a penas perpetuas o infamantes. Las penas privativas de 
la libertad no excederán de treinta años”. Mientras que en el Código Penal, establece 
en su artículo 6 que: “No se acordará la extradición de un extranjero acusado de un 
delito que tenga asignada en la legislación del país requirente la pena de muerte o 
una pena perpetua”. Sigue el mismo sentido que Costa Rica que en su artículo 40 
muerte, se le impondrá prisión de cinco a quince años. 
Si el suicidio no ocurre, pero su intento produce lesiones de las comprendidas en los artículos 146 y 
147 de este Código, la pena de prisión será de seis meses a tres años. 
[1131] “Artículo 131. Quien conociendo el vínculo, matare a cualquier ascendiente o descendente, a 
su cónyuge o a la persona con quien hace vida marital, será castigado  como parricida con prisión de 
25 a 50 años. Se le impondrá pena de muerte, en lugar del  máximo de prisión, si por las circunstancias 
del hecho, la manera de realizarlo y los  móviles determinantes, se revelare una mayor y particular 
peligrosidad en el agente. A quienes no se les aplique la pena de muerte por este delito, no podrá 
concedérseles rebaja de pena por ninguna causa.”
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constitucional nos dice: “Nadie será sometido a tratamientos crueles o degradantes ni 
a penas perpetuas, ni a la pena de confiscación. Toda declaración obtenida por medio 
de violencia será nula”. Y su Código Penal, en el artículo 51, establece como límite 
máximo cincuenta años de prisión y reconoce que la pena de prisión, obligatoriamente, 
se cumplirá en los lugares establecidos por la ley, con la finalidad de ejercer sobre 
el privado de libertad una acción rehabilitaría y de igual manera sigue la línea de no 
extraditar a nadie, si en el país que fuera recibido se le aplicara la pena de muerte o 
la pena de cadena perpetua.
De la misma forma Honduras prohíbe la pena de prisión de por vida en su artí-
culo 97 constitucional: “nadie podrá ser condenado a penas infamantes, proscritivas 
o confiscatorias. Se establece la pena de privación de la libertad a perpetuidad. La 
ley penal determinará su aplicación para aquellos delitos en cuya comisión concurran 
circunstancias graves, ofensivas y degradantes, que por su impacto causen conmoción, 
rechazo, indignación y repugnancia en la comunidad nacional”. Sin embargo, antes 
de 1997 Honduras consagraba en su texto constitucional de 1982 la prohibición de 
la pena de cadena perpetua de por vida y en su artículo 92 consagra: “Nadie podrá 
ser condenado a penas perpetuas, infamantes, proscritivas o confiscatorias. Las pe-
nas restrictivas de la libertad no podrán exceder de veinte años, y de treinta años las 
acumuladas por varios delitos”.
3. LA PENA DE CADENA PERPETUA VISTA DESDE AMERICA LATINA
A. Chile y la pena de cadena perpetua
En Chile la pena de cadena perpetua es una consecuencia directa de la derogación 
de la pena de muerte en el año 20011132 y se aplica para los delitos civiles y militares 
que se produzcan en tiempo de paz, aunque la misma sigue en el texto constitucional 
chileno y en su artículo 19 nos señala: “la pena de muerte sólo podrá establecerse 
por delito contemplado en ley aprobada con quórum calificado”. Y el código penal 
[1132] Fue derogada en 2001 por la Ley Núm. 19.734, que modificó diversas leyes y normativas 
(entre ellas, el Código Penal, la Ley de Seguridad del Estado y el Código de Justicia Militar).
/ 711 /
TOMÁS ALONSO SANDOVAL 
EL MARCO INTERNACIONAL, COMPARADO Y ESPAÑOL DE LA PENA DE CADENA PERPETUA
la sigue manteniendo para los delitos relacionados contra la seguridad exterior y la 
soberanía del Estado. 
El artículo 106 del Código Penal chileno nos dice: “todo el que dentro del 
territorio de la República conspirare contra su seguridad exterior para inducir a una 
potencia extranjera a hacer la guerra a Chile, será castigado con presidio mayor en 
su grado máximo a presidio perpetuo. Si se han seguido hostilidades bélicas la pena 
podrá elevarse hasta la de muerte”1133. La pena de cadena perpetua en Chile es conocida 
como presidio perpetuo calificado y presenta la particularidad de que el condenado 
a esta pena de prisión no puede solicitar su libertad condicional, sino han pasado 
40 años de privación de libertad efectiva y que la misma solo puede ser impuesta 
por la aprobación mayoritaria de los miembros de la Corte Suprema de Chile y que 
una vez impuesta al condenado, no puede obtener ningún beneficio penitenciario, ni 
administrativos o indultos penales. 
[1133] Cft. Artículo 107. “El chileno que militare contra su patria bajo banderas enemigas, será 
castigado con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo.”
Art. 108 Todo individuo que, sin proceder a nombre y con la autorización de una potencia extranjera, 
hiciere armas contra Chile amenazando la independencia o integridad de su territorio, sufrirá la pena 
de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo.
Art. 109 Será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo:
El que facilitare al enemigo la entrada en el territorio de la República.
El que le entregare ciudades, puertos, plazas, fortalezas, puestos, almacenes, buques, dineros u otros 
objetos pertenecientes al Estado, de reconocida utilidad para el progreso de la guerra.
El que le suministrare auxilio de hombres, dinero, víveres, armas, municiones, vestuarios, carros, 
caballerías, embarcaciones u otros objetos conocidamente útiles al enemigo.
El que favoreciere el progreso de las armas enemigas en el territorio de la República o contra las 
fuerzas chilenas de mar y tierra, corrompiendo la fidelidad de los oficiales, soldados, marineros u 
otros ciudadanos hacia el Estado.
El que suministrare al enemigo planos de fortificaciones, arsenales, puertos o radas.
El que le revelare el secreto de una negociación o de una expedición.
El que ocultare o hiciere ocultar a los espías o soldados del enemigo enviados a la descubierta.
El que como práctico dirigiere el ejército o armada enemigos.
El que diere maliciosamente falso rumbo o falsas noticias al ejército o armada de la República.
El proveedor que maliciosamente faltare a su deber con grave daño del ejército o armada.
El que impidiere que las tropas de la República, reciban auxilio de caudales, armas, municiones de 
boca o de guerra, equipos o embarcaciones, o los planos, instrucciones o noticias convenientes para 
el mejor progreso de la guerra.
El que por cualquier medio hubiere incendiado algunos objetos con intención de favorecer al enemigo. 
En los casos de este artículo si el delincuente fuere funcionario público, agente o comisionado del 
Gobierno de la República, que hubiere abusado de la autoridad, documentos o noticias que tuviere 
por razón de su cargo, la pena será la de presidio perpetuo.
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La misma sanción es aplicada para los delitos de secuestro con homicidio o 
violación, guerra, homicidio de un fiscal o defensor público en el ejercicio de sus 
funciones, violación con homicidio, parricidio y robo en conjunto con violación u 
homicidio.
Pero de igual manera existe otro tipo de pena de cadena perpetua en el orde-
namiento chileno, con la cual la persona puede obtener un beneficio penitenciario 
cuando ya han pasado 20 años de prisión efectiva y continuada. En el Código Penal 
de Chile se estable en el artículo 32 bis:
“La imposición del presidio perpetuo calificado importa la privación 
de libertad del condenado de por vida, bajo un régimen especial de cum-
plimiento que se rige por las siguientes reglas:
1.ª No se podrá conceder la libertad condicional sino una vez trans-
curridos cuarenta años de privación de libertad efectiva, debiendo en todo 
caso darse cumplimiento a las demás normas y requisitos que regulen su 
otorgamiento y revocación;
2.ª El condenado no podrá ser favorecido con ninguno de los beneficios 
que contemple el reglamento de establecimientos penitenciarios, o cualquier 
otro cuerpo legal o reglamentario, que importe su puesta en libertad, aún 
en forma transitoria. Sin perjuicio de ello, podrá autorizarse su salida, con 
las medidas de seguridad que se requieran, cuando su cónyuge o alguno de 
sus padres o hijos se encontraren en inminente riesgo de muerte o hubiere 
fallecido;
3. ª No se favorecerá al condenado por las leyes que concedan amnis-
tía ni indultos generales, salvo que se le hagan expresamente aplicables. 
Asimismo, sólo procederá a su respecto el indulto particular por razones 
de Estado o por el padecimiento de un estado de salud grave e irrecupe-
rable, debidamente acreditado, que importe inminente riesgo de muerte o 
inutilidad física de tal magnitud que le impida valerse por sí mismo. En 
todo caso el beneficio del indulto deberá ser concedido de conformidad a 
las normas legales que lo regulen.”
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B. Per  y la inconstitucionalidad de la pena de cadena perpetua
El caso Peruano, a pesar de que está permitida la pena de muerte para los de-
litos de traición a la patria, para los casos de guerra y terrorismo (artículo 140 de la 
Constitución Peruana), sin embargo en materia de cadena perpetua, el artículo 139 
del mismo cuerpo legal, señala en su numeral 22: “el principio de que el régimen 
penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del 
penado a la sociedad”. 
Lo que motivó que en la sentencia de Marcelino Tineo Silva y más de 5000 ciu-
dadanos1134, por parte del Tribunal Constitucional de Perú, fuera considerada incons-
titucional, porque no señaló de forma concreta los años de su culminación y violó el 
principio de la dignidad humana y los fines de la pena: la rehabilitación y la reeducación. 
Para el tribunal estos fines forman parte esencial del principio de la dignidad humana 
y permiten que ese delincuente, una vez cumplida su pena, regrese a la sociedad en 
forma útil; visto como una responsabilidad que tiene el Estado con el infractor.
La sentencia es clara al señalar, en su punto 185 que: “en primer lugar, es con-
traria al principio de libertad, ya que si bien la imposición de una pena determinada 
constituye una medida que restringe la libertad personal del condenado, es claro que, 
en ningún caso, la restricción de los derechos fundamentales puede culminar con la 
anulación de esa libertad, pues no solamente el legislador está obligado a respetar su 
contenido esencial, sino, además, constituye uno de los principios sobre los cuales 
se levanta el Estado Constitucional de Derecho”. Ahora bien, la sentencia añade en 
su numeral 187, que la pena de cadena perpetua es incompatible con el retorno a la 
vida en sociedad del delincuente, en este sentido nos dice: “…Sin embargo, y aunque 
no se exprese, detrás de medidas punitivas de naturaleza drástica como la cadena 
perpetua subyace una codificación del penado, pues éste termina considerado como 
un objeto de la política criminal del Estado, el cual nunca tendrá la oportunidad de 
ser reincorporado, tampoco habrá la necesidad de realizar las medidas adecuadas 
para su rehabilitación”.
[1134] Marcelino Tineo Silva y más de 5,000 ciudadanos, Sentencia del Tribunal Constitucional 
0010 2002 AI. /T.C.
/ 714 /
SEGUNDA PARTE
LA PENA DE CADENA PERPETUA VISTA DESDE EL DERECHO INTERNACIONAL Y DERECHO NACIONAL
De igual manera esta sentencia es importante porque, a nivel latinoamericano, 
reconoce que su aplicación anula la esperanza que tiene todo privado de lograr en algún 
momento su libertad, pues la sentencia se cumple hasta la muerte del mismo, dentro 
de un establecimiento penal y la califica como repulsiva contra la naturaleza del ser 
humano. En un Estado Constitucional de Derecho no existe una justificación para su 
aplicación y señala que es imprescindible que todo privado de libertad, sin excepción, 
tenga la posibilidad de revisar la sentencia luego de transcurridos un determinado nú-
mero de años del cumplimiento de la pena, añadiendo que en caso de que exista una 
incompatibilidad en la ejecución de la pena de cadena perpetua, la misma puede llegar 
hacer subsanable. Ya que es responsabilidad y obligación del legislador establecer los 
mecanismos necesarios, para que la pena de cadena perpetua no tenga un plazo de 
culminación (numeral 190) y deja claro los casos en que la pena de cadena perpetua 
puede ser declarada inconstitucional, siempre y cuando al ser impuesta no tenga o no 
prevea los mecanismos adecuados, efectivos y temporales de excarcelación; que el 
recluso debe, de igual manera, tener los mismos beneficios penitenciarios que todos los 
demás reos: “194. … por lo que si en un plazo razonable el legislador no dictase una 
ley en los términos exhortados, por la sola eficacia de esta sentencia, al cabo de 30 años 
de iniciada la ejecución de la condena, los jueces estarán en la obligación de revisar 
las sentencias condenatorias”. Añade que en materia de delitos como el terrorismo, 
las penas aplicadas deben regularse conforme a los valores del Estado de Derecho, 
en el sentido de respetar la dignidad humana, así como los derechos fundamentales y 
consagra en su numeral 189: “…El Estado de Derecho no se puede rebajar al mismo 
nivel de quienes lo detestan y, con sus actos malsanos, pretenden subvertirlo. Por ello, 
si el establecimiento de la pena se encuentra sujeta a su adecuación con el principio 
de proporcionalidad, tal principio no autoriza a que se encarcele de por vida”.
Como consecuencia de esta sentencia, que a pesar de que no declaró inconsti-
tucional la pena de cadena perpetua en Perú, los errores que contenía en su ejecución 
podían ser subsanables por el legislador, se dictó la Ley 27913, en la que se asignaba 
al Poder Ejecutivo la facultad de legislar mediante decretos legislativos y entre esos 
temas la implementación de la cadena perpetua. Lo importante es que a través de uno 
de esos decretos legislativos  número 921, artículo 1, incorporó la revisión de la pena 
de cadena perpetua al cumplirse los 35 años de privación de libertad. Asimismo, en 
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virtud del artículo 4  del mismo Decreto Legislativo, se dispuso la incorporación de 
un Capítulo en el Código de Ejecución Penal denominado, “Revisión de la Pena de 
Cadena Perpetua”, que tiene por finalidad precisar el procedimiento.
Otra sentencia importante en materia de la pena de cadena perpetua en la juris-
prudencia peruana, es el proceso de inconstitucionalidad. El caso de 5186 ciudadanos 
demandantes contra el Poder Ejecutivo y Poder Legislativo –demandados1135, en la cual 
señaló que dentro del ordenamiento jurídico peruano, dentro de las penas privativas 
de libertad se encuentra la cadena perpetua y los demandantes basándose en la STC 
0010 2002AI/TC demandaron la regulación de la misma, que se había hecho a través 
de un decreto de ley, a sabiendas de que en la sentencia ya señalada, quedó claro que 
la pena de cadena perpetua es incompatible con los fines constitucionales de la pena 
de prisión y siempre que la misma sea intemporal es razón para declarar su inconsti-
tucionalidad. De igual manera, puso de relieve que la aplicación de este tipo de penas, 
viola el principio de libertad del condenado y no puede restringir o limitar sus derechos 
fundamentales permanentemente, por lo tanto señala que se hace necesario que la san-
ción esté sujeta a una limitación temporal. Ahora bien, la presente sentencia agrega en 
este sentido, en el numeral 15 que: “este Colegiado considera que la cadena perpetua 
es incompatible con el principio derecho de dignidad humana, puesto que detrás de los 
fines constitucionales de la pena  reeducación, rehabilitación y reincorporación  también 
se encuentra necesariamente una concreción del derecho principio de dignidad de la 
persona (artículo 1 de la Constitución) y, por tanto, éste constituye un límite para el 
legislador penal”. Agrega que una característica del principio de la dignidad humana, 
es que ningún ser humano puede ser tratado como un instrumento u objeto, aunque la 
persona delinca y siempre debe de ser considerada como un fin en sí mismo.
Un aspecto que toma la presente sentencia es dejar claro en su numeral 16, que 
no es permitido en un Estado Constitucional Democrático, que exista una distinción 
entre el derecho penal de los ciudadanos y el derecho penal del enemigo, y que el 
tribunal constitucional de Perú deja claro que, sin importar el delito cometido no 
puede haber distinción entre unos ciudadanos y otros, sobre todo que reconoce que 
ese derecho penal del enemigo aboga más por la eliminación de personas que ya no 
[1135] Sentencia del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional Núm. 003 2005 PI/TC.
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son consideradas ciudadanos, sino más bien enemigos del Estado. En el caso de la 
pena de cadena perpetua sin posibilidad de revisión, es conforme al principio de la 
dignidad humana y que la persecución criminal del Estado debe estar de igual manera 
encaminada a respetar los principios y valores constitucionales, así como los derechos 
fundamentales de todas personas, sin excepción.
Pero lo interesante de esta sentencia, es que los demandantes no solicitaban la 
eliminación de pena de cadena perpetua, sino la declaración inconstitucional del Decreto 
Legislativo 921, en su capítulo V, que establece que dicha pena será revisada de oficio 
o a petición de parte cuando el condenado haya cumplido 35 años de privación efectiva 
de libertad, con lo cual se hace necesario que sea sometido a exámenes mentales y 
físicos e informar al Ministerio Público y a la parte civil. De igual manera regula que en 
una audiencia privada, se presentarán las pruebas pertinentes del caso en particular de 
cada recluso, se formularán alegatos orales, se expedirá la resolución correspondiente 
y el órgano jurisdiccional que lo resolverá el Juez, es el encargado de determinar, si 
se ha cumplido con los objetivos de la pena, pero haciendo uso de la discrecionalidad 
judicial, como margen de apreciación jurídica en la evaluación en cada caso concreto, 
si se han cumplido las condiciones de rehabilitación y resocialización para conceder 
un beneficio al penitenciario; lo cual, sin duda, comporta un mandato ineludible: la 
obligación del Juez de motivar su resolución aplicando al caso concreto la ley y la 
Constitución , tomando en consideración los elementos positivos del comportamiento 
del recluso y su evolución. (Entre estos aspecto se toman en consideración algunos de 
los requisitos contemplados en el artículo 54 del Código de Ejecución Penal, como los 
relativos al certificado de conducta, cómputo laboral o estudio y grado de readaptación 
del interno de acuerdo a la evaluación del Consejo Técnico Penitenciario), así como 
establecer o no, si ha cumplido con los fines del tratamiento penitenciario y la pena 
de prisión. Debido a que el decreto legislativo consideró estos aspectos, el Tribunal 
Constitucional estimó que la pena de cadena perpetua establecida en el Decreto Le-
gislativo 921 ha salvado las objeciones de inconstitucionalidad y, por ello, cumple 
con lo señalado con la STC 0010 2002 AI/TC. Sobre todo en lo que respecta a que el 
legislador ha cumplido con establecer que la pena de cadena perpetua tenga un límite 
temporal, esto añadido a un proceso de revisión de la misma.
Otro aspecto que los demandantes solicitaban era que una persona después 
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de cumplir 35 años de prisión pueda ser excarcelada y que debería ser un proceso 
público en todas las etapas. Y, por lo tanto se estaría hablando de una violación de la 
publicidad en los procedimientos judiciales, cuando establece el decreto legislativo 
que dicho proceso se realizará en forma privada. Ahora bien, en el artículo 59 A 
del Código de Ejecución Penal, los recurrentes alegaban que su inciso 3) violaba el 
artículo 139.4 de la Constitución Política del Estado1136. En este sentido el Tribunal 
Constitucional peruano deja claro que, en el caso del procedimiento de liberación 
de un condenado por pena de cadena perpetua, queda a disposición la reserva de la 
aplicación del principio de publicidad, como requisito conditio sine qua non, para 
los procesos judiciales, que tienen que ver con delitos relacionados con la responsa-
bilidad de funcionarios públicos, y con los derechos fundamentales. Pero, deja claro 
que, la aplicación del principio de reserva o confidencialidad puede ser regulada por 
el legislador, como es el caso del procedimiento de la pena de cadena perpetua en el 
ordenamiento peruano. Esto motivó que el Tribunal Constitucional no compartiera 
el cuestionamiento que realizaron los demandantes del procedimiento de revisión 
de la cadena perpetua; por el contrario estima que es razonable y proporcional, en el 
sentido de que la privacidad del interno, no ocasiona que se encuentre en un estado 
de indefensión, en la medida que se ha previsto la actuación de las pruebas ofrecidas 
y las que el órgano jurisdiccional hubiera dispuesto. Que es obligación, en dicha 
audiencia, examinar al interno, lo que implica que dicho órgano valore, motivada y 
objetivamente, el grado de reeducación y resocialización del interno para su rein-
corporación a la sociedad. Y, que de igual forma, se cuenta con la intervención del 
Ministerio Público, con el derecho a impugnar la decisión del órgano jurisdiccional, 
sin cerrar la posibilidad de que, en caso de que se resuelva a mantener la condena, el 
interno puede solicitar nuevamente la revisión de la pena y, finalmente, porque existe 
el deber por parte del Estado de proteger los derechos fundamentales.
[1136] El inciso 4 del artículo 139 de la Constitución peruana establece lo siguiente:
“Artículo 139. Principios de la Administración de Justicia Son principios y derechos de la función 
jurisdiccional: (...)
4. La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la ley.
Los procesos judiciales por responsabilidad de funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por 
medio de la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales garantizados por la Constitución, 
son siempre públicos. (subrayado agregado).
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C. Bolivia y Nicaragua, sus límites a las penas de larga duración
En Bolivia se prohíbe, de forma clara, la pena de muerte. En este sentido el 
artículo 15. I de su Constitución señala que: “Toda persona tiene derecho a la vida 
y a la integridad física, psicológica y sexual. Nadie será torturado, ni sufrirá tratos 
crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. No existe la pena de muerte”. Y en 
materia de pena de cadena perpetua, tampoco tiene esa denominación, aunque si se 
establece una diferencia entre las penas privativas de libertad en el artículo 27 del 
Código Penal al denominarla como reclusión, hasta 8 años y el presidio hasta los 30 
años de privación de libertad, está prohibida la pena de muerte y no existe la acumu-
lación de penas. Y del mismo modo en Nicaragua, sobre la limitación temporal de 
la pena de prisión en el artículo 37 de su Constitución señala: la pena no trasciende 
de la persona del condenado. No se impondrá pena o penas que, aisladamente o en 
conjunto, duren más de treinta años”.
D. Brasil y su tradición constitucional de prohibir la pena de 
cadena perpetua
Mientras que en el Brasil existe una tradición constitucional de prohibir la pena 
de cadena perpetua. En su Constitución Federal de 16 de julio de 1934, artículo 113, 
inciso 29 establecía: “(...) no habrá castigo de destierro, la muerte, la confiscación, o 
perpetuidad, excepto en cuanto a la pena de muerte las disposiciones de la ley militar 
en tiempo de guerra con el país extranjero”1137.
Mientras que la Constitución de 10 de noviembre 1937, en su apartado XIII, 
artículo 122 otorga, mientras que ordena expresamente: “que no serán condenados a 
penas corporales perpetuas, proporciona la pena de muerte no sólo para (...) los casos 
previstos en las leyes penales militares para tiempos de guerra sino también por el 
asesinato cometido por motivos fútiles y con perversidad extrema”. Mientras que la 
Constitución de 18 de septiembre de 1946, en el inciso 31 del artículo 141, repite 
[1137] Traduccion propia del original: Constitui o da República dos Estados Unidos do Brasil (de 16 de 
julho de 1934). 29) Não haverá pena de banimento, morte, confisco ou de caráter perpétuo, ressalvadas, 
quanto à pena de morte, as disposi es da legisla o militar, em tempo de guerra com país estrangeiro.
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la Constitución de 1934, “que no habrá pena de muerte, el destierro, confiscación, 
o perpetuidad,” con advertencias en relación con la pena de muerte para los casos 
previstos por la ley penal militar en tiempos de guerra exterior1138.
La Constitución del 24 de enero 1967 señala, en el artículo 150, inciso 11: 
“que no habrá pena de muerte, la cadena perpetua, destierro, a la confiscación, con 
las excepciones relativas a la pena de muerte en tiempo de guerra según lo prescrito 
por la ley penal militar”. Mientras que la enmienda constitucional de 17 de octubre 
de 1967, en su artículo 153, numeral 11 también nos dice que: “no habrá pena de 
muerte, la cadena perpetua, destierro o confiscación. Sin embargo, añade: (...) salvo 
en caso de guerra exterior, adverso psicológico o revolucionaria o subversiva en los 
términos establecidos por la ley1139.
E. Colombia, Salvador y ruguay ante la cadena perpetua
Mientras que en Colombia, de igual manera se prohíbe por vía constitucional, 
en su artículo 34 que señala: “se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua y 
[1138] Traduccion propia del original: Constitui o dos Estados Unidos do Brasil (de 10 de novembro 
de 1937).
12) nenhum brasileiro poderá ser extraditado por governo estrangeiro;
13) n o haverá penas corpóreas perpétuas. As penas estabelecidas ou agravadas na lei nova n o se 
aplicam aos fatos anteriores. Além dos casos previstos na legisla o militar para o tempo de guerra, 
a lei poderá prescrever a pena de morte para os seguintes crimes:
a) tentar submeter o território da Na o ou parte dele à soberania de Estado estrangeiro;
b) tentar, com auxilio ou subsidio de Estado estrangeiro ou organiza o de caráter internacional, contra 
a unidade da Na o, procurando desmembrar o território sujeito à sua soberania;
c) tentar por meio de movimento armado o desmembramento do território nacional, desde que para 
reprimi lo se torne necessário proceder a opera es de guerra;
d) tentar, com auxilio ou subsidio de Estado estrangeiro ou organiza o de caráter internacional, a 
mudan a da ordem política ou social estabelecida na Constitui o;
e) tentar subverter por meios violentos a ordem política e social, com o fim de apoderar se do Estado 
para o estabelecimento da ditadura de uma classe social;
f) o homicídio cometido por motivó fútil e com extremos de perversidade;
(Reda o da pela Lei Constitucional No. 1, de 1938) (Vide Decreto No. 10.358, de 1942).
[1139] Traduccion propia del original: Constitui o da República Federativa do Brasil de 1967, No. 11. 
Não haverá pena de morte, de prisão perpétua, de banimento, ou confisco, salvo nos casos de Guerra 
Externa, Psicológica Adversa, ou Revolucionária ou Subversiva nos t rmos que a lei determinar. Esta 
disporá, também, s bre o perdimento de bens por danos causados ao Erário, ou no caso de enriqueci-
mento ilícito no exercício de cargo, fun o ou empr go na Administra o Pública, Direta ou Indireta.
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confiscación”. Este es el mismo caso que el Salvador que prohíbe la pena de prisión de 
por vida en su Constitución, artículo 27, párrafo 2: “Se prohíbe la prisión por deudas, 
las penas perpetuas, las infamantes, las proscriptivas y toda especie de tormento”. 
Mientras que en países como Uruguay no se señala constitucionalmente la pena de 
cadena perpetua, sin embargo sí reconoce en su artículo 26 del texto constitucional 
que los centros carcelarios tienen como finalidad garantizar “su reeducación, la aptitud 
para el trabajo, y la profilaxis del delito”. 
F. La pena de cadena perpetua en Argentina 
En Argentina en un principio existía una diferencia entre la pena de cadena 
perpetua y la pena de reclusión, esto aunado a la posibilidad de aplicación de otra 
pena que tenía como límite 25 años de prisión y que en la actualidad puede llegar 
hasta 50 años. Una diferencia era que la reclusión perpetua no admitía el beneficio de 
casa por cárcel o arresto domiciliario, mientras que en los casos de la pena de cadena 
perpetua a efectos de computo un día de prisión preventiva se calculaba como uno 
de prisión y disminuían las penas en caso de tentativa y de complicidad a prisión de 
10 a 15 años y en los casos de reclusión de 15 a 20 años, siendo en aquel entonces 
la reclusión perpetua el régimen de vida carcelaria más duro para el privado de li-
bertad y, de igual manera, existía una diferencia en el cómputo del tiempo pasado 
en la prisión sin haber recibido sentencia firme, entre aquellos condenados a prisión 
perpetua y los sentenciados a reclusión perpetua.
El 22 de febrero de 2005, la Corte Suprema Argentina derogó el artículo 24 del 
Código Penal por la Ley de Ejecución Penal en el caso “Méndez, Nancy Noemí s/ 
Homicidio”1140. La sentencia eliminó la diferencia que hacía el artículo 24 al consi-
derarlo virtualmente derogado. Por esa razón se puede afirmar que en la práctica ya 
no hay diferencias entre prisión y reclusión perpetua en Argentina.
Tendrán que pasar 33 años como mínimo para que el penado pueda solicitar la 
libertad condicional, que sin duda a efectos prácticos y de esperanza de vida, una pena 
[1140] Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Méndez, Nancy Noemí s/homicidio atenuado”, el 
22/02/2005.
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tan alta es sin duda una pena de muerte o una verdadera pena de cadena perpetua. En 
este sentido, para Zaffaroni, una pena de 50 años de prisión solo tiene como finalidad 
agotar la expectativa de vida del recluso y compara la imposición de dicha pena con la 
pena de muerte: “y que no podría restablecerse en función del principio de abolición 
progresiva de la CADH según la jurisprudencia de la Corte Interamericana. Se priva 
de la vida a una persona dándole muerte, pero de igual modo se la priva de la vida 
sometiéndola a un aislamiento deteriorante hasta la muerte”1141.
Un aspecto en la aplicación de la reclusión o pena de cadena perpetua es que el 
artículo 6 del Código Penal argentino, señala que se cumplirá con trabajo obligatorio 
en los establecimientos destinados al efecto. Los recluidos podrán ser empleados en 
obras públicas de cualquier clase con tal de que no fueren contratadas por particulares. 
De igual manera el artículo 13 del Código Penal argentino, señala que el condenado 
a reclusión perpetua puede solicitar su libertad condicional después de treinta y cinco 
años cumplidos de condena, siempre y cuando se comprometa a: residir en el lugar 
que determine el juzgado, a no cometer nuevos delitos, a someterse al cuidado de 
un patronato indicado por las autoridades competentes y a adoptar, dentro un plazo 
determinando, algún medio u oficio que le brinde su subsistencia. 
En su artículo 80 del Código Penal, deja claro, que se impondrá reclusión perpetua 
o prisión perpetua en los casos de homicidio en los que la víctima sea un familiar as-
cendiente o descendente, cónyuge y que el crimen se haya cometido con ensañamiento, 
alevosía, por placer, codicia, odio racial o religioso, utilizando algún veneno u otro proce-
dimiento, que tenga por motivo un precio o promesa remuneratoria y si el mismo utiliza 
cualquier medio idóneo para crear un peligro común, con premeditación en conjunto de 
dos o más personas para preparar, facilitar, consumar u ocultar otro delito o para asegurar 
sus resultados, procurar la impunidad para sí o para otro o por no haber logrado el fin 
propuesto al intentar otro delito. Y que la misma también será impuesta a las personas 
que son funcionarios públicos, miembros de las fuerzas de seguridad pública, policiales o 
penitenciarias que comenten el delito abusando de su cargo. Mientras que el artículo 144 
del mismo Código Penal establece que si el funcionario público hace uso de torturas y 
[1141] ZAFFARONI, Eugenio Raúl. El máximo de la prisión en el derecho vigente. Ed. La Ley, 
Buenos Aires, T-2010-C, 10 de mayo de 2010.
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resultare la muerte de la víctima, la pena privativa de libertad será de reclusión o prisión 
perpetua y se entenderá no solamente los tormentos físicos, sino también la imposición 
de sufrimientos psíquicos, cuando éstos tengan gravedad suficiente. También se añade 
que el funcionario condenado a la pena de cadena perpetua, tendrá una inhabilitación 
especial de por vida para desempeñarse en cargos públicos y esta inhabilitación también 
comprenderá la de portar armas. También puede ser que cometa el delito de traición 
en contra del Estado, ya sea tomando las armas en contra del Estado, si se uniere a sus 
enemigos o les prestare cualquier tipo de ayuda o socorro o que tratara de menoscabar 
su independencia, tal como lo señala el artículo 215 del mismo Código Penal.
Otro aspecto importante en la aplicación de la reclusión perpetua en el derecho 
argentino, es la “inhabilitación absoluta” que implica, además de la pena de prisión, 
la privación del derecho electoral, la incapacidad para obtener cargos, empleos y 
participar en comisiones públicas y la suspensión del goce de toda jubilación, pensión 
o retiro, civil o militar, cuyo importe será percibido por los familiares que tengan 
derecho a pensión. Después de diez años el condenado a la inhabilitación puede ser 
restituido y si ha reparado los daños que ocasionó, en la medida que sea posible, se-
gún los artículos 19 y 20. El artículo 62 señala que la acción penal prescribirá a los 
quince años, cuando se trate de delitos de reclusión o prisión perpetua y el artículo 65 
consagra que la reclusión perpetua o prisión perpetua la pena prescribe a los 20 años. 
Un aspecto que sigue vigente en el Código Penal argentino, en su artículo 52, es 
la reclusión por tiempo indeterminado en casos de reincidencia múltiple, que deja al 
arbitrio de los jueces, conforme a los informes de prisión y evaluaciones periciales si 
el reo está o no en condiciones de ser liberado. “Artículo 52. Se impondrá reclusión 
por tiempo indeterminado como accesoria de la última condena, cuando la reincidencia 
fuere múltiple en forma tal que mediaren las siguientes penas anteriores: cuatro penas 
privativas de libertad, siendo una de ellas mayor de tres años; cinco penas privativas 
de libertad, de tres años o menores”1142.
[1142] Este es el caso de Carlos Eduardo Robledo Puch que se encuentra detenido desde 1972, porque 
se le ha condenado por diez homicidios calificados; un homicidio simple, una tentativa de homicidio, 
diecisiete robos, una violación, una tentativa de violación, un abuso deshonesto, dos raptos y dos 
hurtos. Se trata de la persona con más delitos graves imputados en el país, por lo que se le ha negado 
varias veces la libertad condicional.
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Para Rufino el máximo de la pena de reclusión o prisión perpetua frente al prin-
cipio de legalidad, en el sentido de que en el caso argentino la vigencia de la norma 
lleva explícita la violación de los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos que desde el año de 1994 tienen rango constitucional. Estos tratados obligan 
a los Estados Partes a modificar sus legislaciones internas conforme a los fines del 
mandato supra legal, ya que establece que la pena tiene como fin la resocialización 
de los penados y su reincorporación a la sociedad. Esta noción no solo está confor-
me con el principio de legalidad, que tiene como garantía constitucional proteger y 
limitar el poder del Estado, ius puniendi estatal, de posibles arbitrariedades que se 
produzcan durante su ejercicio en los procesos penales, en los que se hace necesario 
que la norma sea lo más exacta posible y proporcional con el delito cometido. Es 
decir, que no solo se exige al legislador que describa lo más exactamente posible el 
tipo penal, sino más bien, que determine con precisión la medición o escala penal 
que tiene el juez, con base en los principios de proporcionalidad y culpabilidad al 
imponer las penas. El 27 de diciembre de 2006, la Corte Suprema de Buenos Aires 
determinó en el caso “G.A.F. s/homicidio”1143, que en materia del acceso a la libertad 
condicional a reincidentes que: “en tales términos, impedir al condenado a prisión 
o reclusión perpetua y también al declarado reincidente, la posibilidad de acceder 
en algún momento a la libertad (a través de una presunción iuris et de iure), que la 
ejecución de la pena pueda surtir efecto resocializador, una finalidad consagrada cons-
titucionalmente en la persona delincuente, impidiéndole absolutamente reintegrarse 
a la sociedad; vulnerándose los derechos fundamentales del ser humano”.
En el sentido de que el privado de libertad debe conocer con precisión el mo-
mento en el que puede solicitar su libertad, así como las demás normas tienen penas 
determinadas. En el caso argentino el privado de libertad depende de unos informes 
periciales que señalan si ha cumplido o no con el reglamento carcelario, es decir si 
ha cumplido con la disciplina, trabajo, educación, buena convivencia con los demás 
reclusos y el personal penitenciario. El juez o magistrado, encargado de aprobar o 
rechazar la solicitud de libertad condicional, debe dar una interpretación objetiva de 




LA PENA DE CADENA PERPETUA VISTA DESDE EL DERECHO INTERNACIONAL Y DERECHO NACIONAL
dicha solicitud, tomando en cuenta el pasado criminal, su peligrosidad o la naturaleza 
del hecho porque cual ha sido condenado, en la práctica al delincuente reincidente 
casi siempre se le niega la libertad condicional: “Si por mandato internacional la pena 
perpetua resulta contradictoria de diversas garantías aseguradas a todo justiciable, 
y el Estado argentino ha ratificado e incorporado dichos compendios normativos al 
sistema legal vigente, ¿porqué todavía subsisten en nuestro Código de fondo tipos 
penales que establecen dicha escala penal?”1144.
G. Ecuador y su posición de la cadena perpetua
En Ecuador la pena de muerte está prohibida por vía constitucional, consagrada 
en el artículo 66, numeral 1: “1. El derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá 
pena de muerte”. El Estado ecuatoriano no tiene una pena de cadena perpetua propia-
mente dicha, pero se hicieron propuestas en el año 2002 con el fin de implementarla 
por parte de un conjunto de Alcaldes ecuatorianos. Esta postura fue rechazada, pero 
de igual manera en el año 2007 se presentó otra propuesta para, no solo implementar 
la pena de cadena perpetua para los delitos más graves, sino también para los delitos 
de corrupción y malversación de fondos públicos, ambas posturas fueron rechazadas 
en el senado ecuatoriano. 
Uno de los casos emblemáticos para la justicia ecuatoriana lo tenemos en la 
extradición de Alexander Nikolaevich Barankov, un ex capitán del ejército (tenía 
como función investigar los delitos financieros) bielorruso, que realizó declaraciones 
de corrupción, soborno y fraude en su país natal; afirmando que encontró evidencias 
de corrupción en las agencias de policía y organizaciones comerciales del Estado 
bielorruso, así como evidencias de contrabando de petróleo, en el cual estarían involu-
crados altos cargos del gobierno del presidente Alexander Lukashenko, incluidos sus 
parientes. A este investigador le fue otorgada la categoría de refugiado por el Estado 
ecuatoriano por motivos de persecución política, pero el gobierno de Bielorrusia 
solicitó y realizó dos peticiones de extradición para que Nikolaevich fuera juzgado 
[1144] RUFINO, Natalia. Límites temporales del poder punitivo. El máximo de la pena de reclusión 
o prisión perpetua frente al principio de legalidad. X Encuentro de la Asociación Argentina de Pro-
fesores de Derecho Penal, Santa Fe, 2010, p. 430.
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por delitos de alta traición y, si era declarado culpable, podría aplicarse la pena de 
muerte. Ambas solicitudes fueron rechazadas por la Corte Nacional de Justicia de 
Ecuador en 2010, en las cuales el Estado solicitante pedía la detención preventiva, 
por esto motivo estuvo detenido por los autoridades ecuatorianas desde 1 junio 2010 
hasta 22 julio 2010, con el argumento de haber sobrepasado el tiempo de su visa. 
La solicitud de extradición fue rechazada por la Corte Nacional de Justicia, CNJ 
el 28 de octubre de 2011, citando irregularidades procesales y la falta de garantías 
que el Estado solicitante (Bielorrusia) no daría al detenido, porque sus intenciones 
eran aplicar la pena de muerte o la pena de cadena perpetua, siendo consideradas 
por el ordenamiento ecuatoriano como crueles, inhumanas o degradantes. El fallo 
dejó abierta la posibilidad de que Bielorrusia pudiera solicitarlo nuevamente, pero 
su segunda petición también fue rechazada en 2012.
La ComisiónIDH consideró la solicitud de medidas cautelares para evitar daños 
irreparables el 23 de agosto, antes de la decisión de la Corte Nacional de Justicia 
Ecuatoriana, en donde el vicecanciller señaló: “Ecuador pondrá el énfasis en la no 
extradición de un ciudadano cuya vida está en riesgo, de condenados a la pena de 
muerte o cadena perpetua”. La extradición ha requerido la aprobación del presidente 
ecuatoriano Rafael Correa, quien afirmó que si la CNJ no permitió la extradición, 
entonces podría negarse la extradición “como último recurso”. Él declaró: “Recha-
zamos cualquier ataque a los derechos humanos (o) la persecución política”.
La pena de muerte en Bielorrusia, el país que solicitaba la extradición, ha for-
mado parte de la historia de ese país, desde su independencia de la extinta Unión 
Soviética. Su Constitución Nacional, señala que esta pena solo puede ser impuesta 
para los delitos considerados como graves; el artículo 24 de la Constitución de Bie-
lorrusa señala: “hasta su abolición, la pena de muerte puede ser aplicada de con-
formidad con la ley como pena excepcional para delitos especialmente graves y 
sólo de acuerdo con el veredicto de un tribunal de justicia”. Pero, es mediante leyes 
posteriores que se ha establecido qué delitos específicos son condenados con la pena 
de muerte, para los delitos que atenten contra la personalidad jurídica del Estado o 
contra las personas y estos delitos incluyen infracciones catalogadas como delitos 
no violentos. Entre estas violaciones a la ley, según el Código Penal de Bielorrusia, 
la pena capital puede imponerse por: lanzamiento o la realización de una guerra de 
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agresión (artículo 122, parte 2), asesinato de un representante de un Estado extranjero 
u organismo internacional con el fin de provocar complicaciones internacionales o 
la guerra (artículo 124, parte 2), terrorismo internacional (artículo 126), genocidio 
(artículo 127), crimen de lesa humanidad (artículo 128), aplicación de las armas 
de destrucción masiva en los tratados internacionales de la República de Belarús 
(artículo 134), la violación de las leyes de guerra y de uso (Artículo 135, Parte 3), 
asesinato cometido en circunstancias agravantes (artículo 139, parte 2), terrorismo 
(artículo 289, parte 3), traición conectada con el asesinato (artículo 356, parte 2), la 
conspiración para hacerse con el poder del Estado (Artículo 357, Parte 3), actos de 
terrorismo (artículo 359), sabotaje (Artículo 360, Parte 2), asesinato de un oficial de 
policía (artículo 362). Desde el 1 de marzo de 1994 las mujeres no son elegibles para 
la pena de muerte ni tampoco los menores de 18 años en el momento de realizarse 
el crimen o los mayores de 65 años, mientras que existe la posibilidad de que las 
personas enfermas mentales puedan conmutar su sentencia de muerte. En virtud de 
lo sancionado en el artículo 84 de la Constitución el presidente: “podrá conceder 
indultos a los ciudadanos condenados”. Bielorrusia es llamado la última dictadura 
en Europa y el único Estado en la actualidad que forma parte de la Organización de 
las Naciones Unidas que sigue aplicando la pena de muerte. 
El procedimiento que impone la sentencia de pena de muerte, implica que la 
misma debe de ser dictada por un tribunal colegiado, integrado por un juez y dos 
Defensores del Pueblo, que son elegidos por la población en general, en forma similar 
a como se elige un jurado de conciencia. En el año de 1993 se introdujo la pena de 
cadena perpetua sin libertad condicional para los delitos económicos, los cuales antes 
tenían como pena la muerte, aunque la mantuvo para los delitos de terrorismo (por 
medio del Decreto Presidencial número 21, del 21 de octubre de 1997), y mediante 
una actualización en 1999 se redujeron aún más el número de delitos, producto de la 
introducción de la pena de cadena perpetua en 1997.
El 29 de agosto de 2012 la Corte Suprema de Ecuador declaró que el estatuto 
de refugiado de Bielorrusia estaba justificado y rechazó la solicitud de extradición de 
Bielorrusia. Fue calificado de refugiado político de Estado en Ecuador el 23 de julio 
de 2010, con el fundamento de ser perseguido en Bielorrusia “por su descubrimiento 
de la corrupción del presidente Alexander Lukashenko”. La condición de refugiado 
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de Bielorrusia fue confirmada por el CNJ el 29 de agosto de 2012, en respuesta a una 
solicitud de extradición que no era viable, debido al estatuto de refugiado político de 
Bielorrusia y la posible extradición de Ecuador se comparó a la de Julian Assange, 
quien fue aceptado como refugiado político de Estado por Ecuador en agosto de 2012 
y, a partir de esta fecha se enfrenta a la extradición desde el Reino Unido.
II. El ESTUDIO DE LA PENA DE CADENA PERPETUA 
DESDE EL DERECHO INTERNO EN EUROPA
En este apartado haremos un breve recuento del modo en que se aplica la pena de 
cadena perpetua en determinados países europeos que han tenido o tuvieron tradición 
jurídica de imponer esta pena de prisión así de igual manera los que actualmente la 
tienen, de igual manera que en el caso americano trataremos de hacer un recorrido 
jurisprudencial y legislativo haciendo énfasis en las circunstancias de ciertos países 
europeos, en específico subrayando las condiciones y circunstancias de cada caso.
1. UNA VISIÓN ESPECIAL DE LA PENA DE CADENA PERPETUA EL CASO 
ITALIANO
La cadena perpetua en Italia, conocida como ergastolo, tiene su origen en Grecia 
y en Roma, viene de ergastulum, que se refería al lugar de trabajos forzados, en donde 
un propietario mantenía con cadenas a sus esclavos trabajando, a los que consideraba 
como esclavos incorregibles, sin embargo, la pena en si de una cárcel a perpetuidad, 
como custodia, no era usual, sino más bien extraña en su aplicación. Sin embargo la 
pena de cadena perpetua en Italia, tiene su origen más concretamente en la pena de 
muerte en Italia, tiene antecedentes muy remotos, si nos podemos situar en la época de 
la pre unificación de los Estados Italianos, tenemos, por ejemplo, que en el Reino de 
Lombardia Venecia, la mayoría de las ejecuciones se dieron durante los años de 1856 y 
1864, mientras que en el Gran Ducado de Toscana, bajo el Reina de Pedro Leopoldo de 
Habsburgo Lorena, el 30 de noviembre de 1786, fue el primer país del mundo en que se 
abolió estrictamente la pena de muerte, aunque la misma fue reintroducida nuevamente 
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en 1790, mientras que en la República Romana, la pena de muerte fue prohibida en 
1849, por la Constitución de la República Romana, en su artículo 5, que la prohibía y 
de igual manera es pertinente tener el antecedente de San Marino en 1848, que abolió 
la pena de muerte, sin embargo tenemos la particularidad del Reino de Sicilia, en donde 
fue ampliamente utilizada la pena de muerte, bajo el Reinado de España, generalmente 
por motivó religioso, personales, políticos, etc. haciendo uso de la decapitación.
Con la unificación de Italia, en 1861, se aplicó la pena de muerte, con la excep-
ción del Gran Ducado de Toscana, hasta que en 1889, la pena de muerte fue abolida en 
todo el Reino de Italia, en palabras de Marinucci: “La lápida que ha caído hace poquí-
simo sobre la pena capital en Italia representa el desbloqueo de un proceso histórico 
de vaivén, que refleja las vicisitudes históricas de nuestro país desde la unificación 
hasta nuestros días. La unificación de Italia vino pronto acompañada, en 1865, de 
codificaciones en los más distintos campos de materias (código civil, de comercio, 
de procedimiento civil y de procedimiento penal), mientras que el nacimiento del 
código penal conoció largos dolores de parto. Resistencias culturales, y sobre todo 
la explosión de sangrientos fenómenos rebeldes en muchas partes del país, alimenta-
ron una secuencia de proyectos ministeriales que, como en los Estados pre unitario, 
incluían la pena de muerte en el catálogo de las sanciones. La firme oposición de los 
representantes políticos e intelectuales de la Toscana, que había conocido un largo y 
feliz periodo sin pena de muerte y sin aumentó alguno de la criminalidad, impidió el 
éxito de aquellos proyectos”1145.
De igual manera debido la aprobación del Código penal de Giuseppe Zanarde-
lli1146, que es considerado el primer código penal de una Italia unida, código de corte 
liberal, y considerado muy adelantado para la época1147, incluyó la abolición de la pena 
de muerte, siendo sustituida, por la pena de cadena perpetua, tal como aparece en su 
artículo 11 en donde ya no se menciona la pena de muerte y coloca la pena de cadena 
como la sanción más graves entre las penas restrictivas de libertad, de igual manera el 
[1145] MARINUCCI, Giorgio. Pena de Muerte. En Hacia la abolición universal de la pena de muer-
te. ARROYO, Luis, BIGLINO CAMPOS, Paloma, SCHABAS, William. Editorial: Tirànt lo Blanch, 
Colección: Abolición de la pena de muerte 2010, p. 166.
[1146] Codice Penale per il Regno D Italia, Stamperia Reale, No. 6133 (serie 3), Roma, 1889.
[1147] Fue presentando ante la Cámara de Diputados en noviembre de 1887, publicado el 22 de no-
viembre de 1888, promulgado el 30 de junio de 1889 y su entrada en vigor llegó el 1 de enero de 1890.
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código realiza una división de los delitos, y la introducción de nuevas sanciones y puede 
considerarse la última etapa del proceso de la unificación italiana1148. De igual manera 
la pena de cadena perpetua debería de ser cumplida en un centro especial en donde los 
primeros siete años en régimen de separación cedular, es decir los condenados estarían 
incomunicados de forma continua en lo que respecta a sus primeros años luego ese 
confinamiento pasaría hacer solo nocturno, con la obligación de trabajar y en los años 
sucesivos, podrían tener contactos con los otros condenados, pero con la obligación 
del silencio (artículo 12) y de igual manera señala que con la reclusión, detención y 
el arresto, la pena de cadena perpetua, será en un establecimiento especial, aunque es 
la ley que podrá determinar si una pena restrictiva de libertad pueda ser llevada, en lo 
que el artículo señala como casa de corrección o una casa de custodia. En su artículo 
32 deja claro que la condena de pena de cadena perpetua o ergastolo por un tiempo 
mayor de 5 años produce el efecto de impedir para siempre que el condenado pueda 
tener un cargo público por un periodo que sea igual al periodo de reclusión, también 
el condenado pierde su capacidad de probar la nulidad del testamento realizado antes 
de su condenado, así como la patria potestad, así como su autoridad civil (en su ma-
trimonio) y llama la atención que de igual manera el contenido ya no tenía la posibi-
lidad de probar la nulidad (lo que el artículo se refiere como capacidad de prueba) del 
testamento hecho antes de la condena (artículo 33), de igual manera se establecía la 
publicación de la sentencia condenatoria del ergastolo (artículo 43) ya sea en el lugar 
en donde se cometió el crimen o el último lugar de residencia del delincuente.
Esto motivó que el ergastolo tomara mucha más importancia, pero se introdujo 
de igual manera, la figura del indulto, el perdón o la gracia, amnistía, en los artículos 
86 y 87, como mecanismos de extinción de la pena de prisión incluyendo la pena de 
cadena perpetua. 
Sin embargo, la pena de cadena perpetua, se mantuvo para los delitos en contra 
de la unidad del Estado Italiano (artículo 104), para cualquiera persona que cometa 
un acto en contra del Estado italiano o algunos de sus dominios sería castigado con la 
pena de cadena perpetua, de igual manera todas aquellas acciones de índole militar, 
[1148] Cft. La nascitadell o Stato unitario. Libri, periodici e stampe della Biblioteca della Camera 
dei deputati, Catalogo della mostra Biblioteca della Camera dei deputati, Segreteria generale Ufficio 
pubblicazioni e relazioni con il pubblico Roma, 7 giugno-4 luglio 2011, p.32.
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con el fin de crear o promover alguna clase de guerra contra el Estado para facilitar 
las operaciones militares de un Estado en guerra con el Estado italiano (artículo 106), 
de igual manera se castiga los ataques contra la familia real, incluyendo al regente 
del reino, en aquellos momentos (artículo 117), el delito de parricidio (artículo 366); 
premeditación del delito de homicidio (artículo 336), por la comisión de homicidio 
realizado de una forma atroz o brutal, o mediante el uso de torturas (artículo 366), 
homicidio por medio de un incendio, inundación (artículo 366) homicidio para pre-
parar, facilitar o consumir otro delito, aunque este no fuera la intensión (artículo 
366), homicidio cometido inmediatamente después de otro delito, para garantizar 
beneficios o por no haber sido capaz de lograr la intención proponer para lograr esto 
es para ocultar el crimen o suprimir los rastros o pruebas, o de otra forma obtener la 
impunidad para la obtención de sí o para otros (de igual manera en el artículo 366).
Sin embargo, la pena de muerte fue formalmente abolida en 1877, por Unberto 
I de Saboya, el 19 de enero de 1878, aunque seguiría vigente en el código penal mi-
litar de la época. La pena de muerte, toma nuevamente importancia durante la época 
fascista, en 1926, en donde Mussolini, la aplicó para los que atentaban con la vida o 
contra la familia real, jefe de gobierno, o contra el Estado y en 1928 el código Roc-
co, que entregó en vigor en 1931, incrementó el número de delitos contra el Estado 
tanto para delitos contra el Estado e reintrodujo la pena para los delitos comunes 
graves. En el código penal italiano de 19301149, en su artículo 21, señalaba que la 
pena de muerte, se ejecutaba por disparos (pelotón de fusilamiento), en el interior 
de un centro penitenciario, o en otro lugar designado por el Ministerio de Justicia y 
la ejecución no podía ser pública, este artículo fue derogado y sustituido por la pena 
de cadena perpetua1150.
Lo cierto es que este código penal, llevó nuevos disposiciones en la aplicación 
del ergastolo, en el sentido que abolió el aislamiento diurno y la admisión a trabajar 
al aire libre y de cierta manera al reconocer que si el Estado tenía el derecho de qui-
tarle la vida a un delincuente, de igual manera tenía el derecho de privar la libertad a 
[1149] Regio decreto 19 ottobre 1930, n. 1398.Approvazione del testo definitivo del Codice penale. 
(G.U. n. 251, 26 ottobre 1930, Supplemento Ordinario).
[1150] El artículo fue derogado el 10 de agosto 1944, se sustituyó la pena de muerte y se sustituye 
por la pena de cadena perpetua.
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perpetuidad, en el sentido que la reeducación y modificar el comportamiento delictivo 
del nuevo privado de libertad, no es el propósito principal de la pena de prisión. No 
fue hasta la caída del fascismo, el 10 de agosto de 1944, No. 224 en que se abolió 
la pena de muerte, para todos los delitos tipificados en el Código penal de 1931, sin 
embargo dicha pena se mantuvo por medio de No. 159, del 27 de julio de 1944, para 
las delitos relacionados con la colaboración de los fascistas y nazis.
Un aspecto que hay que recordar en el ordenamiento jurídico italiano, es la in-
fluencia que tuvo Enrico Ferri, igual que la tuvo Cesar Lombroso, pero a diferencia 
de este el mismo, no hacia énfasis en las causas físicas de los delincuentes sino que 
Ferri, trato de enfocar su investigación a las causas más que todo sociales, aunque no 
estaba todo en contra de la pena de muerte, lo cierto es que la consideraba en determi-
nados casos como legítima, como remedio supremo para circunstancias y condiciones 
anormales, pero aclara que en las condiciones normales de la vida social no era útil 
y necesaria, cuando el aislamiento de los culpables o incluso a la deportación están a 
su disposición, a lo que considera que si este aislamiento indeterminado se le rodea 
de garantías serías, puede ser una especie de último suplicio, tal como nos señala que 
“por otro lado, la utilidad y eficacia defensivas de este suplicio, son problemáticas. 
Cuando se comete un crimen, o bien el hombre es arrebatado por un movimiento 
instantáneo de pasión y entonces no piensa en nada, o lo realiza con premeditación; y 
lo que le decide entonces, no es una comparación hipotética entre el suplicio capital 
y fa reclusión perpetua, es la esperanza de la impunidad”1151. Lo cierto es que Ferri, 
no era partidario de los argumentos que exponían que si la pena debiera extenderse 
toda la vida del hombre y extinguirse hasta la muerte, es decir al mismo tiempo de la 
vida del delincuente, esta tendría como único fin o resultado destruir la personalidad 
moral y jurídica del privado de libertad, entre estos su instinto social, que motiva las 
relaciones jurídicas de su propia naturaleza humana, ocasionado, que contradicción 
con las funciones tutelares del Estado, en este sentido continua el argumento: “carácter 
temporal de la pena es una de las condiciones de su legitimidad, en el sentido de que 
la libertad individual del culpable debe estar limitada en su ejercicio y no destruida en 
[1151] FERRI, Enrico. Sociología, criminal. Tomo II. Nueva Biblioteca Universal, Sección Jurídica, 
versión en español de Soto y Hernández, Antonio. Centro Editorial de G ngora, Madrid, p. 301.
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derecho, lo que ocurriría si se suprimiera al condenado (pobre asesino) toda esperanza 
de reconquistar su disfrute (tan útil a la sociedad)1152 .En estos fundamentos es que 
Ferri ve utilidad en la pena de cadena perpetua, cuando nos dice que: “se trata de un 
principio a priori desprovisto de fundamento y peligroso como el que más; principio 
desprovisto de fundamento, porque no comprendo cómo puede hablarse de instinto 
social entre los delincuentes más anormales, aquellos para quienes sería reservada 
la pena perpetua, y cuyo instinto, precisamente porque es antisocial, produce, si se 
les deja en libertad, relaciones no ya jurídicas sino criminales. De otra parte, que el 
Estado pueda poner roano en el derecho del individuo, y aún destruirle cuando la 
necesidad lo justifica, es una verdad demasiado manifiesta para que sobre ella haya 
que insistir”1153. Este pensamiento de Ferri, influyó, decididamente en el pensamiento 
jurídico italiano.
La pena de muerte fue abolida en Italia por delitos comunes en 1948, el artículo 
27 de la Constitución, para los delitos comunes que establece ahora que “no se permite 
la pena de muerte”, ya que se eliminó la siguiente frase: “salvo en los casos previstos 
por las leyes militares de guerra”, sin embargo existía la excepción constitucional 
para los casos previstos por las leyes militares durante tiempos de guerra fue abolida 
por una ley de 05 de octubre 1994, y la referencia constitucional fue suprimida de la 
Constitución en 2007. 
De igual manera Italia es Estado parte de varios tratados que prohíben la pena 
de muerte, incluyendo: Protocolos 6 y13 del CEDH relativo a la abolición de la pena 
de muerte en cualquier circunstancia; y de igual manera del Segundo Protocolo Fa-
cultativo del PIDCP, destinado a abolir la pena de muerte, firmado el 13 de febrero 
de 1990 y ratificado 14 de febrero 1995. 
Es decir que podemos definir que el ergastolo en general es una consecuencia 
moderna de la imposición de la pena de prisión, como pena principal, que tuvo su auge 
en el ordenamiento italiano e igual que en otros países con la abolición de la pena de 
muerte, que no solo motiva su imposición sino que de igual manera trae consigo un 
importante debate, dentro de la doctrina, que para Salvati, puede ser resumido en dos 
[1152] Idem., p. 305.
[1153] Ibid.
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partes o campos especialmente en Italia, luego de la Constitución de 1948 por una parte, 
tenemos la crítica al reemplazo de la pena de muerte y que creen que la pena de cadena 
perpetua es un conflicto directo con los principios de humanidad y de rehabilitación, 
consagrados en la Constitución, y por otra parte los que se considera que es una pena 
legítima, ya que cumple con la función de prevención general y de resarcimiento del 
crimen cometido, y sobre todo que el privado de libertad tiene, la posibilidad de obte-
ner un indulto. En este sentido, Salvati, agrega que el debate constitucional, tal como 
veremos inicio con la sentencia No. 2642 de 1974, que declaró constitucionalmente 
la pena de cadena perpetua, motivó que el debate cambiara, en pedir la abolición de 
la pena de prisión de máxima de 30 años o simplemente de solicitar una reforma diri-
gida a limitar aún más o reducir la perpetuidad en la imposición de la pena de prisión. 
Este fue el debate italiano en la década de los ochenta del siglo pasado, a pesar de las 
decisiones del Tribunal Constitucional, en contraste con la rehabilitación del privado 
de libertad, que fue lo que motivó el referéndum sobre su imposición1154.
Para Anastasia y Corleone nos recuerdan que para Aldo Moro, dos años antes 
de su secuestro por la Brigadas Rojas, no era partidario del ergastolo, al que com-
paraba con la pena de muerte, en el sentido que no solo eliminaba al delincuente 
como figura social sino también que al ser la cadena perpetua aplicada sin tener en 
cuenta cualquiera esperanza, sería una pena cruel e inhumana, sin embargo para 
Anastasia y Corleone, la pena de cadena perpetua en Italia, no responde a más que 
a la obsesión de seguridad  que encuentras respuesta en el verdugo, en la cual se 
ha aplicado ya no de forma excepcional sino de forma habitual, contra personas 
afiliadas al crimen organizado, a pesar que esta es una pena considerada como aflic-
tiva, en el sentido que insistir en mantener ergastolo, como medio de seguridad, es 
simplemente satisfacer a la opinión publica engañosa, de una herramienta de paci-
ficación a la que comparan con un placebo, que solo es una respuesta momentánea, 
y el mantenimiento del ergastolo, no es más que una sentencia de muerte dilata. 
Los autores atinan, en el argumento que dejan claro, que resulta muy oportuno  to-
[1154] Cft. SALVATI, Antonio. Profilo giuridico dell’ergastolo in Italia”. En Amministrazione in 
camino. Revista eletronica di diritto pubblico, di diritto dellèconomia e di scienza dellàmnistrazione 
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mar partido en contra de la tortura, especialmente contra régimen autoritarios o de 
países democráticos que siguen aplicando la pena de muerta, mientras que a nivel 
interno en el caso Italiano la situación se hace complicada, ante los casos del capo 
Toto Riina y los crímenes relacionado con la Mafia, sin embargo  se necesita una 
opción política, social y económica que sea capaz de derrotar en el tiempo estas 
organizaciones criminales, porque solo es cuestión de tiempo para que surja dentro 
de la propia organización criminal u otra nueva mafia que ocupe su lugar, esta res-
puesta va más allá que la respuesta momentánea del ergastolo, que muchas veces 
es utilizado como fin político para darle respuesta a la incapacidad del Estado ante 
la opinión pública, especialmente si se toma en consideración el artículo 27 de la 
Constitución, al rechazar el trato contrario al de la humanidad y establece que las 
sanciones deben estar dirigidas a la rehabilitación el delincuente. Un aspecto que 
Anastasia y Corleone, que consideramos que es clave es que la posibilidad que el 
condenado a cadena perpetua, tenga acceso a la libertad condicional luego de 26 
años de prisión (artículo 176, Párrafo III), ha creado un silencio en el Senado, como 
argumento favorito de los opositores de la iniciativa abolicionista de la sentencia 
de pena de cadena perpetua, bajo la premisa, que en teoría no exista más, porque la 
ley la toma en cuenta incluso los convictos pueden acceder a los beneficios peniten-
ciarios y, en particular, a la libertad condicional tras cumplir 26 años pero deja a un 
lado la pena de cadena perpetua con impedimento, tal como lo señalan: “el castigo 
infinito es una verdadera denegación principios constitucionales de la humanidad 
y el propósito castigo de rehabilitación, que no se puede dar si no proporciona un 
camino, una posibilidad (no sólo teórica) la redención y la nueva libertad. La cadena 
perpetua, por el contrario, niega esperanza, eliminar el futuro y se convierte en el 
tema en objeto, privándolo de la sustancia misma de su la humanidad, de que los 
residuos de la libertad y la responsabilidad en ellos mismos y su futuro que ninguna 
pena puede legítimamente eliminar.”1155
La pena de cadena perpetua italiana, es catalogada como la pena máxima, que 
en teoría no puede ser mayor a los 30 años de prisión, esto conlleva a 26 años por 
[1155] Cft. ANASTASIA, Stefano, CORLEONE Franco. Le buone e tenaci ragioni per l’abolizione 
dell’ergastolo. Páginas 11-21. Consultado el 10 de abril de 2015. En http://www.comune.fi.it/materiali/
garante_detenuti/Corleone/libri_saggi/introduzione_ergastolo.pdf
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lo menos para pedir o realizar una solicitud de libertad condicional. El artículo 38, 
del código penal italiano deja en claro que el régimen jurídico de los condenados a 
la pena de muerte, es el equivalente a la una sentencia de pena de cadena perpetua, 
con respecto a la situación jurídica. Galliani1156 sostiene que del porque se mantiene 
la pena de cadena perpetua en el ordenamiento italiano cuando en la realidad es una 
pena que en la práctica no puede ser más que perpetua, es que la misma responde 
al hombre político en su campaña electoral, lo que señala como “encarcelar y tirar 
la llave” sigue constituyendo como una formularia muy común como lo fue la to-
lerancia cero y Galliani le añade otra función que es la de darle al político de turno, 
de mostrar una falsa humanidad, en el sentido de convertir la pena de muerte en una 
pena de cadena perpetua, esto aunado a la contrariedad de los jueces italianos en su 
imposición, en el sentido que su discreción judicial, es contradictoria, como es el caso 
del ergastolo para menos de edad que desde 1994, es inconstitucional en Italia, pero 
también para los mayores de edad, se puede dar la suspensión condicional de la pena, 
para Galliani, la pena de cadena perpetua en Italia, solo demuestra la incapacidad del 
Estado en contra el crimen organizado, en donde el ergastolo tiene más semejanzas 
que diferencias con la pena de muerte.
El Código Penal Italiano, en su artículo 22, señala que esta pena es un castigo 
perpetuo, en la vida del privado de libertad, y el mismo se ejecuta o se concede en 
unos de los establecimientos destinados para tal fin, con la obligación de trabajo y de 
aislamiento nocturno, sin embargo este artículo fue modificado, según el artículo 6, 
apartado 2 de la Ley 26 de julio 1975 Número 354, que señala que las instalaciones 
destinadas al alojamientos de los privados de libertad, consisten en habitaciones con 
uno o más lugares sin distinción, que deben cumplir, por lo tanto se entiende que la 
noche de aislamiento ya de forma práctica no puede implementarse. Dentro del ré-
gimen penitenciario italiano, el trabajo de un condenado a pena de cadena perpetua, 
es realizado de forma diurna y se permite el trabajo en el aire libre. En el artículo 
72, se señala que en el caso de un homicidio múltiple se aplicarán la pena de cadena 
[1156] Cft. GALLIANI, Davide. Nessuno tocchi caino V Congresso “co alla pena di morte, non alla 
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perpetua con aislamiento de día por un período de tiempo de dos a dieciocho meses. 
En el caso de menores de edad, con relación a la implementación de la pena de cadena 
perpetua en el artículo 224, se señala que son imputables, y se tomará en cuenta lo 
que el artículo señala como condiciones morales de la familia en que vive el niño, y 
se le ordenará que sea puesto en un reformatorio si para el delito cometido se aplica 
la pena de cadena perpetua, por lo menos por tres años.
Un aspecto que tiene que ser tenido en cuenta cuando hablamos del aislamiento, 
este tiene la premisa de ser colocado en una vigilancia especial, esto incluye restric-
ciones de permanecer al aire libre, de participar en momentos sociales con los demás 
privados de libertad y si fuera posible disfrutar de la sala en común para el privado de 
libertad solamente, aunque este régimen puede considerarse ilegítimo en el sentido 
que viola el derecho de ser tratado de acuerdo con los principios de la humanidad 
y el respeto a la dignidad humana (Art. 1 Ley núm. 354 de 1975), lo cierto es que 
en palabras de Grippo, la discusión se basa si el régimen de aislamiento continuo 
puede ser implementado a través del régimen de vigilancia especial, en el sentido 
que en la práctica penitenciaria italiana el aislamiento total es a menudo aplicado. 
Lo interesante que reconoce Grippo, es que el régimen de vigilancia especial al cual 
es sometido los privados de libertad que se encuentran en aislamiento es un derecho 
que independientemente de las causas de su pena o detención, esa vigilancia solo 
puede mantenerse y más de forma continuada por razones de seguridad y orden, con 
el fin de garantizar el sentido de humanidad del tratamiento penitenciario que con-
lleva de igualmente que el privado de libertad, se le garanticen la higiene y la salud, 
la alimentación, el vestido y, permanecer al aire libre durante al menos dos horas al 
día, la posesión, compra y recepción de  objetos permitidos por las reglas (a menos 
que sean peligrosos para su seguridad), la lectura de libros y revistas, las prácticas 
de culto y, finalmente, el uso de la radio. Y sobre todo el de mantener conversaciones 
con su familia y su defensa, que en el caso del ergastolo, este tipo de contacto está 
estrictamente limitado, de igual manera en lo que respecta a la fijación de los números 
de teléfono y duración de las llamadas, que son excepciones a la privacidad, que solo 
son permitidas bajo autorización judicial solamente para algunos reclusos que tenga el 
estatus de acusado no así de penas y menos por pena de cadena perpetua. Un aspecto 
que también señalaba como clave es que la limitación de las comunicaciones solo 
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hace referencia exclusivamente a la correspondencia y al teléfono, de igual manera 
Grippo, sostiene el sistema penitenciario italiano admite el aislamiento sólo en tres 
casos: por razones de salud, en la ejecución de la sanción disciplinaria de la exclusión 
de las actividades en común y, por último, por los acusados durante la investigación 
preliminar y los sentencias al ergastolo con impedimento, que conlleva a que de igual 
manera los privados de libertad se sometan a controles de salud constante y que el 
aislamiento total no puede ser superior de dos semanas, debido a las altas probabili-
dades de afectar la salud y el bienestar del privado de libertad1157. Este mismo sentido 
es compartido por una orden de 22 de junio de 2012, de un Juzgado de vigilancia 
penitenciaria, en que define el régimen de aislamiento tras el encarcelamiento con-
cretamente para el ergastolo, como una sanción penal autónoma, con el resultado de 
que en su aplicación práctica, no permite ayudar al proceso de resocialización del 
delincuente, tal como lo estable el artículo 27, párrafo 3 de la Constitución italiana, 
lo que hace incompatible la aplicación continua del aislamiento de detenido, espe-
cialmente con la prohibición absoluta de mantener comunicación con otros detenidos, 
este orden se deriva, en que un privado de libertad que estaba cumpliendo la pena de 
ergastolo, solicitaba la suspensión del aislamiento durante el día, ya que el mismo 
según sus palabras se encontraba en una situación de segregación absoluta, a causa 
de las condiciones de su detención. En su nombre la defensa, señalaba: por un lado, 
la ilegalidad de la modalidad de la ejecución de la sentencia del aislamiento diurno 
(continuado por alrededor de un año y medio), en donde la segregación quedaba 
probada al ser colocado en una reservada, sin participación alguna en las ejecuciones 
de las actividades dirigidas a los demás privados de libertad, completamente aislado 
del mundo que lo rodea, lo que iba en contra de su rehabilitación e incluso no podía 
hablar con ninguna otro recluso situados en la misma zona restringida, bajo la ame-
naza de sanciones disciplinaria que en la práctica si le fueron impuestas, de la misma 
forma se alegaba la incompatibilidad de las condiciones de salud del prisionero con 
el régimen de aislamiento que con la falta de atención medica no ha sido atendidos. 
[1157] Cft. GRIPPO, Rosa. Illegittimità dell’isolamento totale e della cella liscia. Rapporti tra sorve-
glianza particolare, sanzioni disciplinari, “41 bis” e circuiti: strumenti alternativi o in sovrapposizione? 




LA PENA DE CADENA PERPETUA VISTA DESDE EL DERECHO INTERNACIONAL Y DERECHO NACIONAL
Para el juez de ejecución penitenciaria o de vigilancia italiano la discusión se basaba 
en tratar en su instancia la protección judicial contra los actos de la administración 
prisión que toman nocivo de los Derechos Fundamentales de persona sometida a 
la restricción de la libertad personal; materia, por lo tanto, reservada a la decisión 
del juez de vigilancia. Esta modalidad de aplicación del ergastolo obstativo, tiene 
una imagen simbólica, en el sentido que su aplicación para los delitos más graves o 
pesados como los relacionados con la mafia es comparada por Apollonio que estos 
privados de libertad “todavía no son muertos, pero tampoco más vivos” en el sentido 
que ya no se admite ni la reeducación y ni tampoco la resocialización, sino que de 
igual manera es una pena con varios problemas de constitucionalidad, que se reflejan 
en el derecho internacional, porque es esencialmente perpetua y a nivel interno ya se 
ha visto contrariada con la falta de apoyo de la mayoría de intelectuales  y científicos 
italianos1158.
Valentino, sigue esta línea, sosteniendo que si con la pena de muerte, se toma 
la vida de una persona, con la pena de cadena perpetua, se le da al privado de li-
bertad, un sufrimiento eterno, que es administrado tanto por las cárceles como por 
el propio tribunal de las causa, que impone la sentencia, en donde el ergastolo se 
gestiona por  toda la vida del recluso, Valentino, reconoce que la pena es en rea-
lidad un castigo creado en la esclavitud, que fue el sentido que trato de introducir 
Cesare Beccaria, en el momento que la expuso a los gobernantes de la época, como 
un castigo de la esclavitud. Valentino, reconoce que la pena de cadena perpetua 
como concepto moderno, no existe, ya que está la posibilidad de libertad condicio-
nal después de 26 años de prisión, pero reconoce que esa posibilidad de libertad 
condicional es totalmente discrecional, aunque si deja claro que la experiencia de 
la persona condenada a cadena perpetua, cuando su destino está en manos de la 
institución en el sentido que es la que decide, si una persona puede acceder a una 
libertad condicional o será en realidad una pena de cadena perpetua, en el sentido 
que el beneficio de la libertad condicional se aplica a un porcentaje muy pequeño 
de la población carcelaria, condenada a pena de cadena perpetua, en que pueden 
[1158] Cft. APOLLONIO, Andrea. Critica dell’antimafia. L’avanzare della paura, l’arretramento 
delle garanzie, l’imperfezione del diritto Luigi Pellegrini Editore, Italy, 2013, p.48.
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pasar muchísimos años para que se le de ese beneficio, lo que si tomaría la forma 
de un castigo de la esclavitud1159, estos argumentos tiene más peso, cuando el autor 
(Valentino), se encuentra actualmente condenado a pena de cadena perpetua desde 
1979, por parte de la justicia italiana.
Un aspecto interesante de la orden, es que se toma el concepto de lo que lleva 
a entenderse por comunicación entre los detenidos, que debido a la vaguedad del 
término el mismo se presta para confusión, y esto es señala que este concepto de 
aislamiento se refiera en general a la condición de separación obligatoria del privado 
de libertad con la población penitenciaria restante, que dicho asilamiento puede darse 
ya sea de noche o continuo (día y noche). Deja claro que el aislamiento nocturno se 
toma como satisfecho cuando el privado de libertad trabaja y en la noche se encuen-
tra separado de los demás condenados que permanecen cada uno en sus celdas que 
pueden ser compartidas por uno o más lugares siempre que la situación particular 
del centro penitenciario, sin embargo la ley penitenciaria (Ley No. 354/1975) que, 
en el artículo 33, establece que el aislamiento de una sola celda para un solo privado 
de libertad también puede darse bajo tres condiciones; cuando sea solicitado por el 
medico sobre todo en el caso de una enfermedad contagiosa, durante la ejecución de 
la pena de exclusión de actividades en común (por razones disciplinarias); y cuando 
el tribunal considera esencial al sujeto sometido a la medida cautelar de la custodia 
y en el caso obligatorio del ergastolo, el aislamiento no puede ser considerado como 
una forma de ejecución de la pena de prisión, sino una sanción independiente. 
La decisión del juez se basó, en la definición de la extensión alcance de las 
limitaciones inherentes a la ejecución del aislamiento durante el día, para evaluar, 
con mayor precisión, si entre tales limitaciones también se incluye la que resulta de 
la prohibición indiscriminada de comunicación con compañeros de prisión.
Dentro de la sentencia el juez tomó en consideración los límites del poder punitivo 
del Estado, intrínseca a la naturaleza y los objetivos de la ejecución de la sentencia como 
parte de un sistema democrático en donde existe la prohibición de malos tratos que son 
contrarios a la dignidad humana en la rehabilitación, tal como se señala en la sentencia 
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la dignidad humana es de carácter absoluto que deriva de su constitucionalizaci n, y 
esto se trasmite no solo a la pena de prisión sino a todas las instituciones del derecho 
penal, aunque si se reconoce en la sentencia que existe un carácter incompleto de las 
normas que rigen el aislamiento continuo, especialmente en la aplicación del ergastolo, 
en donde el reglamento penitenciario en su artículo 73, establece solamente que el 
mismo se aplica para salvaguardar al privado de libertad, es decir se le debe de brindar 
una protección de su salud tanto física y mental, ya sea, a través de la alimentación 
habitual, agua, controles adecuados en el lugar de aislamiento, tanto por un médico, 
es un componente del grupo observación y tratamiento, y la supervisión continua y 
adecuada por el personal del Cuerpo de la policía penitenciaria etc. Sin embargo se 
establece que en el régimen de aislamiento para las personas sentenciado a cadena 
perpetua, no puede descartarse la admisión de las actividades de trabajo, así como 
la educación y formación que no sea la educación general, y los servicios religiosos, 
de igual manera deja claro que si se produce un aislamiento por razón de la salud del 
privado de libertad, dicho aislamiento debe de dar en área especial de la enfermería 
o aérea clínica cuando la enfermedad resulte contagiosa y cuando el aislamiento es 
continuo durante la ejecución de la sanción disciplinaria de exclusión de actividades 
en común, a pesar de que se les permita seguir ocupando una habitación ordinaria está 
prohibido comunicarse con los otros reclusos y esto por lo tanto, podría ser castigado 
más, constituyendo la violación de esta prohibición como una falta disciplinaria en 
virtud del artículo 77 del reglamento penitenciario italiano.
Ahora bien, para el juez el debate estaba  la prohibición de comunicarse con los 
otros privados de libertad que se encontraban en las otras celdas de aislamiento, es 
una limitación que no se encuentra configurada jurídicamente, aunque si se reconoce 
que aunque la pena de prisión lleva como objetivo la rehabilitación tiene consigo un 
inevitable castigo, pero la sentencia sostiene que nadie puede dejar de ver cómo, asumir 
la extensión del prohibición de comunicación con otros detenidos para el condenado 
a cadena perpetua en aislamiento, puede poner en peligro el orden y la seguridad de 
la prisión, el juez señala que estos malos tratos contrario al sentido de humanidad de 
las penas pueden llevar a poner el riesgo la salud del privado de libertad condenado a 
la pena de cadena perpetua que se encuentra en aislamiento. Esto entendiendo que ya 
por si sola ya la pena presenta limitaciones en la comunicación que el mismo puede 
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mantener por correspondencia, entrevistas con su abogado defensor y su familia, ade-
más de no poder mantener contacto social con los demás privados de libertad, también 
tiene la obligación de abstenerse de comunicarse con los mismos, esta prohibición es 
señalada por el juez como una prohibición indiscriminada de comunicación con los 
compañeros detención, sobre todo en los casos de pena de cadena perpetua lo único 
que hace es poner al privado de libertad en una mayor situación de riesgo para la pre-
servación del equilibrio y la integridad mental, el condenado, además que se carece 
de una normativa que regule concretamente esta situación, y que esta comunicación 
no entra sin duda en la prohibición de la socialización del condenado al ergastolo1160.
Entre las modalidades de pena de cadena perpetua en Italia, tenemos la pena de 
cadena perpetua normal y la pena de cadena perpetua de impedimento. La primera, 
le da al delincuente la posibilidad de poder obtener permisos especial, de obtener la 
libertad condicional o de poder solicitarla, siempre y cuando cumpla con una serie 
de requisitos, mientras que la segunda modalidad, niega el privado de libertad estos 
beneficios, al menos que los mismos sean dictaminados específicamente por el juez 
de la causa, dentro del ordenamiento italiano, estos impedimentos pueden ser dictados 
por el juez competente y no necesariamente para los privados de libertad condenados 
a la pena de cadena perpetua, sin embargo cometieron crímenes atroces, entre estos 
entran las figuras delictivas de asociación mafiosa para delinquir, tráfico de drogas, 
secuestro y extorción, este tipo de condenas por estos delitos, dificultan la concesión 
de beneficios penitenciarios sean estos, permisos de salida, detención domiciliaria o 
casa por cárcel, asignación de trabajo fuera del penal, alternativas a la detención, y 
sobre todo a la obtención y solicitud de una libertad condicional, sin embargo existe 
dentro de la pena de cadena perpetua la modalidad del arrepentimiento o arrepentido, 
en el sentido que pueden obtener beneficios para obtener su libertad si colaboran con 
la justicia, la figura del impedimento en la pena de cadena perpetua, es en la práctica 
usado en su mayoría por condenados por homicidios vinculados con la mafia, un 
aspecto es que se permite el  aislamiento durante el día en la prisión para los conde-
nados por delitos violentos que también cumplen otra delitos.
[1160] Giurisprudenza Magistrato di Sorveglianza di l’Aquila, Ordinanza 22 giugno 2012. Consultado 
el 1 de marzo de 2015. En http://www.rassegnapenitenziaria.it/cop/757129.pdf 
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Para Corleone y Pugiotto nos señalan que: “el ergastolo ostativo deja la hipótesis 
de conceder unas mesuras fuera de las cárceles por el detenido a una condición incierta 
y que puede mudarse. Pero así la cárcel de por vida vuelve a ser de facto y de iure una 
pena perpetua, porque no es jamás limitada ni interrumpida por ciertos beneficios y 
garantías, que dan al condenado una posibilidad de poder volver a ser parte de la vida 
social. En esa manera se pone más fuerte la duda de conformidad a la Constitución 
que es intrínseca a lo natural de la pena fijada del ergastolo: la falta de dosimetría 
en la sanción, no permite en efecto al juez de respetar el principio constitucional de 
proporcionalidad de la pena respeto al hecho y a la responsabilidad de la persona. 
Lo que disminuye es la individualización de la pena que es esencial en la finalidad 
de reeducación. Tampoco se puede cambiar las cosas en la sed de la ejecución de la 
pena, puesto que no está permitido a la persona condenada al ergastolo ostativo de 
gozar de cualquiera otra mesura alternativa a la reclusión en cárcel”1161.
En Italia el principal problema a nivel constitucional se ha presentado en la pena 
de cadena perpetua, por impedimento (introducida en 1992) lo que puede de igual 
manera llamarse la pena de cadena perpetua indeterminada o la pena de cadena per-
petua sin libertad condicional, como hemos visto en el resto de los países, en el caso 
italiano estas penas ha sido utilizada generalmente a los cabecillas de la mafia Italia, 
a quienes se les ha podido demostrar su implicación con el delito de homicidio, que 
en particular con estos casos, no se les concede algún tipo de beneficio penitenciario.
El principal problema que se tiene en la aplicación de la pena de cadena perpetua 
en Italia, es el artículo 27, es que como bien nos señala no existe la pena de muerte 
y nos indica que: “Las penas no podrán consistir en tratos contrarios a la dignidad 
humana y debe aspirar la rehabilitación del delincuente” además del señalamiento 
por vía constitucional que Italia no tiene pena de muerte. 
Otra legislación importante es la Ley Gozzini1162 que entre los cambios que 
introdujo, se encuentra que el juez podrá autorizar, por un periodo de tiempo que no 
[1161] Cft. CORLEONE, Franco, PUGIOTTO, Andrea. Il delitto della pena Pena di morte ed ergas-
tolo, vittime del reato e del carcere. Ediese editorial, Roma, 2012,p. 129.
[1162] La ley 10 de octubre 1986, Núm. 663, también conocida como la ley Gozzini por su promotor 
Mario Gozzini, es una ley de la República Italiana , publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Italiana n. 241 de 16 de octubre de 1986.
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puede ser mayor a 45 días al año, al privado de libertad salir de la prisión, siempre 
y cuando, haya cumplido al menos 10 años de prisión si es condenado a la pena de 
cadena perpetua, siempre y cuando mantenga pautas de buenas conducta dentro de la 
prisión. Esta ley hace énfasis en la rehabilitación como meta del castigo, en el sentido 
que desarrolla el artículo 27, de la Constitución, haciendo énfasis en los modelos 
alternativos de la pena de prisión, como mecanismo de readaptación del delincuente. 
En el caso de la pena de cadena perpetua, esta ley permite la casa por cárcel o en otro 
lugar de residencia, si se reúne una serie de condiciones entre estas, si el imputado 
es mayor de 60 años de prisión o tiene condiciones de salud que requieren atención, 
o se trata de una mujer embarazada o amantando, etc.
En el artículo 17 del código penal italiano, establece que luego de la derogación 
de la pena de muerte, la pena de cadena perpetua, pasó hacer la pena principal de 
mayor gravedad en el ordenamiento jurídico penal italiana, seguido de la prisión y 
la multa, esto se dio a través de la sentencia de la Corte Constitucional de 28 de abril 
de 1994, n. 168, declaró la inconstitucionalidad de este artículo, sustituyendo la pena 
de muerte por la pena de cadena perpetua. De igual manera bajo la denominación de 
prisión o privación de libertad, la ley incluye a la pena de cadena perpetua, la pena 
de prisión y la pena de detención. De igual manera el artículo 22, la pena de cadena 
perpetua queda definida como una sentencia perpetua, y se cumple en los estableci-
mientos destinados a tal fin con la obligación de trabajo y con asilamiento nocturno. 
Sobre la pena de cadena perpetua con impedimento para Chinnici, establece 
que hablar del panorama de la pena de prisión en Italia, es hablar de una contradic-
ción entre la sentencia y la pena de cadena perpetua por impedimento, aunado a la 
situación de degradación existente por el hacinamiento de las prisiones, en el sentido 
que se mantiene la idea que la pena de prisión tiene un objetivo rehabilitador, en 
donde existe la idea que la rehabilitación solo se produce en la etapa final del castigo 
punitivo y siempre circunscrito dentro de los límites del tratamiento penitenciario, si 
habría que dar un contenido dentro del ordenamiento penitenciario. Para Chinnici, 
se debe de tener en cuenta la sentencia del Tribunal Constitucional, Número 313 de 
19901163, como la sentencia que le da contenido en el ordenamiento italiano de lo 
[1163] Sentenza Núm. 313 de 1990.
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que debe entenderse de la idea rehabilitadora de la pena de prisión, en el sentido de 
comparar la rehabilitación como un patrimonio de la cultura jurídica europea, en 
este sentido nos dice que: “Además, es un principio que, aunque perfilado diversas, 
se ha convertido desde hace tiempo la herencia de la cultura jurídica europea, sobre 
todo por su relación con el principio de proporción entre calidad y cantidad de la 
sanción, por un lado, y la ofensa otra”. De igual manera establece que el precepto 
mencionado en el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución se aplica tanto 
al legislador como a los jueces de la cognición, así como los de la ejecución y el 
seguimiento, y por las mismas autoridades de la prisión. Chinnici, reconoce que el 
principio de rehabilitación tiene una amplia aplicación dentro del sistema jurídico 
del italiano, que se ha hecho que se constituya como una piedra angular de la fun-
ción constitucional de la rehabilitación, en el sentido de señalar que la connotación 
de castigo, es entonces una refundación educación de la pena, sin distinción entre 
castigos o condenados, sin embargo se reconoce que el Estado está obligado más 
que el deber de ofrecer el tratamiento, aunque esto no significa que el privado de 
libertad debe de someterse a la misma, pero el problema dentro de la pena de cadena 
perpetua lo tenemos en el sentido que: “En cuanto a la voluntariedad, se avecina 
un problema para la pena de cadena perpetua, que en su lugar debe someterse a un 
tratamiento de rehabilitación, si desea acceder a la libertad condicional, lo que re-
vela la difícil (y no imposible) que enmarca costituzionar el castigo perpetuo. Pero 
la cuestión de la constitucionalidad de la condena a cadena perpetua ha demostrado 
hasta ahora ser un tabú social”. 
Ahora bien en concreto sobre la condena de cadena perpetua con impedimen-
to Chinnici, establece una incompatibilidad con la reeducación en el sentido de lo 
que denomina como a la luz de la conexión existente entre el dolo y la función de 
reeducar consagrada constitucionalmente, tiene su origen en lo que denomina la re 
socializar normativamente la eliminación de la pena de muerte, en el sentido de que 
nadie puede ser asesinado por la ley, enalteciendo el concepto de la rehabilitación el 
Tribunal Constitucional italiano, deja en claro este asunto en la sentencia Número 
26 de 19991164, que nos dice que 
[1164]  Sentenza Núm. 26 de 1999.
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“El Art. 27, párrafo tercero, de la Constitución establece que el castigo 
no puede consistir en un trato contrario a la dignidad humana y debe estar 
encaminada a la rehabilitación del delincuente. Estas decisiones de prin-
cipio, con el fin concreto, el resultado no sólo de las normas y directrices 
de organización disturbios obligatorio y de acción en las cárceles, sino 
también los derechos de los que están en ellos apretado. 
Así que la ejecución de la pena y reeducación que se es objetivo en 
cumplimiento de los requisitos esenciales de orden y disciplina nunca 
puede consistir en tratamiento penitenciario que implican condiciones in-
compatibles con el reconocimiento de la subjetividad de los que están en la 
restricción de su libertad. La dignidad de la persona, sobre todo en este caso 
por el contrario (art 3, párrafo primero, de la Constitución.): Especialmente 
en este caso, cuyo rasgo distintivo es la inseguridad de las personas, como 
resultado de la falta de libertad en cuanto a la clase de ambiente diseñado 
para separarse de la sociedad civil están protegido por la Constitución a 
través del equipaje de los derechos humanos inviolables que el preso lleva 
en sí durante el curso de la sentencia, de conformidad, por otra parte, la 
previsión general de dicho artículo. 1, Párrafo primero, de la Ley núm. 
3541975 pretende garantizar la disciplina de la penitenciaría.”
De igual manera otras sentencias más recientes por parte del Tribunal Consti-
tucional Italiano como la Número 341 de 20061165;
“La ejecución de las actividades comerciales de los internos ayuda a 
que el método de cumplimiento de la pena de conformidad con el princi-
pio expresado en el art. 27, párrafo tercero, Const., que asigna el mismo 
castigo a los efectos de la rehabilitación del delincuente. Esta Corte ha 
señalado que el trabajo de los reclusos, lejos de ser caracterizado como el 
factor agravado aflicción, se erige como uno de los medios de recuperación 
de la persona, el valor central de nuestro sistema penitenciario no sólo en 
[1165] Sentenza Núm. 341 de 2006.
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términos de dignidad individual, sino también de la mejora de las habilida-
des y las competencias laborales específicas del individuo (sentencia No. 
158 de 2001). El legislador ha establecido claramente el mismo principio, 
afirmando, por una parte que «el trabajo penitenciario es no punitivo y es 
remunerado y el otro que la organización y los métodos de trabajo peni-
tenciario deben reflejar las del trabajo en la sociedad libre para adquirir un 
asignaturas profesionales adecuados a las condiciones normales de trabajo 
para facilitar su reinserción en la sociedad (Art. 20, párrafos segundo y 
cuarto de la Ley núm. 354 de 1975)”.
De igual manera en la sentencia Número 279 de 20131166, del mismo Tribunal 
Constitucional Italiano nos dice que:
“porque el castigo no puede consistir en un trato contrario a la dignidad 
humana, mientras que, al mismo tiempo, debe apuntar a la rehabilitación de 
los condenados: así, mientras que el propósito de rehabilitación se mantendría 
dentro de la teniendo que ser, y luego un estricto intencional, no inhumanidad 
pertenece por su ser el mismo, por lo que la pena sería inhumano  no vale 
la pena y por lo tanto debe ser aplazado o suspendido en todos los casos de 
ejecución en condiciones degradantes a fin de no garantizar la el respeto a la 
dignidad del delincuente. La evaluación de estas condiciones debe llevarse 
a cabo con base en el art. 3 del CEDH, según la interpretación del Tribunal 
de Estrasburgo, que considera la naturaleza integrada tratos inhumanos y 
degradantes a los presos si el detenido ha reservado una habitación en la 
detención o menos metros cuadrados. 3, independientemente de las con-
diciones de vida seguirán estando garantizados instituciones (número de 
horas de aire y la apertura de puertas, actividades de la escuela o el trabajo, 
la capacidad de participar en actividades de ocio en las zonas comunes).
La disposición impugnada también sería contraria al artículo. 117, pá-
rrafo primero de la Constitución., Exigir la legislatura que las obligaciones 
[1166] Sentenza Núm. 279 de 2013.
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derivadas de la UE y las obligaciones internacionales, y de los artículos. 
02:03 Const., Siendo entendidas por la dignidad humana como un dere-
cho inviolable, la asunción del mismo artículo 27 de la Constitución. La 
disposición impugnada también es contraria al artículo. 27. En cuanto a 
la reeducativa objetivo de la pena, los cuales nunca pudo desarrollarse en 
condiciones de falta de humanidad, porque la restricción en estrecho, 
cerca de otros cuerpos, produce la nulidad de toda la persona y, por tanto, 
la irresponsabilidad y la eliminación culpa producir fenómenos no conde-
nó en el proceso significativo que se modifica, a través de un tratamiento 
individualizado, permite el establecimiento de una vida social normal”.
Es decir que la concepción que Chinnici, señala como desafortunada expresión 
de reeducación que no es lo mismo que resocialización, la relación entre ambas se 
basan en que son términos vinculados primero la reeducación para ser el camino 
fundamental a la resocialización, como la etapa final para que el privado de libertad 
obtenga su libertad, sin embargo la pena de cadena perpetua con impedimento (ergas-
tolo ostativo , Chinnici, nos da como ejemplo que es una medida o pena de prisión 
en la cual la persona literalmente, tendría una fecha final hasta el 31 de diciembre de 
1991, en donde igual que pasaba con la pena de muerte, la pena de cadena perpetua, 
niega la posibilidad de que la persona pueda recuperar al privado de libertad y de 
igual manera tiene un punto en común, que ambas penas, entran en el camino de la 
rehabilitación y resocialización. Es decir que al hablar de la pena de cadena perpetua 
con impedimento en Italia, estamos hablando de una pena sin fin, si tomamos en con-
sideración el artículo 4bis de la ley de ordenamiento penitenciario, modificado por la 
Ley 356/921167, niega cualquier alternativa a la pena de prisión y de igual manera quita 
todos los beneficios para todos los condenados por asociación ilícita para delinquir 
a través de la Mafia y participación en actos de terrorismo y diversas modalidades 
de homicidio. Tal como hemos señalado estos impedimentos, lleva consigo que se 
le niegue cualquier tipo de beneficio penitenciario a los que los demás privados de 
[1167] Legge 7 agosto 1992, n. 356 Conversione in legge, con modificazioni, del decreto legge 8 
giugno 1992, n. 306, recante modifiche urgenti al nuovo codice di procedura penale e provvedimenti 
di contrasto alla criminalita’ mafiosa.
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libertad tiene derecho, entre estos los permisos de salida, libertad condicional, asistir 
a los talleres etc., si el privado de libertad no coopera con la justicia en calidad de 
arrepentido que permita la detención de otras personas, esta figura de arrepentimiento 
es criticada en el ordenamiento italiano en el sentido que debería ser llamada colabo-
rador de justicia, ya que a través de la información que aporta el privado de libertad, 
se va deteniendo a mayor cantidad de personas vinculadas con los delitos de Mafia, 
homicidio y actos terroristas, etc. y sobre todo que esta colaboración con la justicia 
le trae como beneficio que el mismo en algún momento determinado pueda resultar 
beneficiado con la administración penitenciaria de su libertad, es decir que tienen la 
esperanza de algún día salir de la cárcel1168.
Esta ley introduce no solo al sistema de ejecución de las penas privativas de la 
libertad, sino también una nuevo cambio para determinados delitos considerados de 
seguridad pública, el legislador ha previsto un régimen especial, que resuelve excluir 
del tratamiento penitenciario inherente a la condena, a menos que los privados de 
libertad condenados a la pena de cadena perpetua cooperen con la ley y esto conlleva 
que estos privados de libertad que no cooperen pasan al final de sus días en prisión, 
es decir, que ese condenado con impedimento se le quita la esperanza de no morir en 
la cárcel lo que Chinnici, denomina como la pena de muerte viva ya que existe una 
prohibición de concesión de beneficios debido a la evaluación de la peligrosidad social 
de los condenados por determinados delitos. En este sentido tenemos que tomar en 
cuenta la ley Número 663 de 19861169 señala en su artículo 28: “1. El tercer párrafo 
del Art. 176 del Código Penal, se sustituye por el siguiente: La sentencia de cadena 
perpetua puede ser admitido a la libertad condicional cuando hayan cumplido por lo 
menos veinte y seis años de castigo.” De igual manera en la misma ley en su artículo 
14, nos dice que: “1. artículo. 50 de la Ley de 26 de julio 1975 n. 354, se sustituye 
por el texto siguiente: Art. 50. (La admisión a la libertad condicional). 5. La sentencia 
de cadena perpetua puede ser admitido en el sistema de libertad condicional después 
[1168] Cft. CHINNICI, Daniela. i “buchi neri” nella galassia della pena in carcere: ergastolo ostativo 
e condizioni detentive disumane. Confronto di idee, archivio penale, fascicolo n. 1, gennaio aprile, 
2015, p. 1-14.
[1169] Legge 10 ottobre 1986, n. 663. (pubblicata nella Gazzetta Ufficiale del 16 ottobre 1986 n. 241 
S.O.) modifiche alla legge sull’ordinamento penitenziario e sulla esecuzione delle misure privative 
e limitative della liberta.
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de haber cumplido por lo menos veinte años de esfuerzo”. De igual manera en el 
artículo No. 18: 1. Artículo. 54 de la Ley de 26 de julio 1975 n. 354, modificado por 
el art. 5 de la Ley de 12 de enero de 1977, no. 1, se sustituye por el texto siguiente: 
“Art. 54. Liberacion Anticipada. 4. A los efectos del cálculo de la medida de la pena 
que debe ser expiado ni ser admitidos a los beneficios de los permisos premio de la 
libertad condicional y la libertad condicional, se considerará que la parte de la pena de 
deducible en virtud del párrafo 1 como sentado. Esta disposición también se aplica a 
los condenados a cadena perpetua”. Sin embargo Chinnici, denomina, que la pena de 
cadena perpetua sin con impedimento en el régimen italiano, tiene una característica 
especial a la que denomina como el triple aplazamiento, en el sentido que si las per-
sonas condenadas a pena de cadena perpetua en primer lugar, en segundo no tienen 
una posibilidad o esperanza de liberación anticipada a menos que las mismas decidan 
en colaborar con la justicia, y por últimos son sometidos a una reclusión ajena a todos 
los demás privados de libertad, en donde no tiene ningún beneficio penitenciario. 
En este mismo sentido tenemos a Galliani, en que señala que la pena de 
cadena perpetua pone de relieve el tema que la Constitución italiana no admite, la 
imposición de penas de prisión, que se excluya a la persona de la rehabilitación que es 
precisamente lo que sucede con la pena de cadena perpetua con impedimento, a hora 
bien en el caso italiano, la categoría de la pena de cadena perpetua con impedimento, 
se le han ido aumentando con el tiempo los delitos particularmente graves con que se 
castiga esta pena, creando un tratamiento diferenciado entre los reclusos, en donde la 
principal diferencia que se puede considerar relevante es la capacidad de que el privado 
de libertad, pueda en algún momento de su condenada beneficiarse de alternativas a la 
detención, en la cual solo puede tener acceso si colaboran con la justicia en una calidad 
distinta a la que tiene los testigos en un determinado proceso. Galliani, sostiene que 
este tipo de cadena perpetua, con impedimento trae consigo una serie de problemas, 
entre estos, se aplica un tratamiento especial independientemente si el penado esta 
rehabilitado o no, de igual manera señala como regla general de interpretación, para 
que las normas que restringen o excluyen del acceso a los beneficios penitenciarios 
deben interpretarse estrictamente, así como delito contemplado, el otro problema, 
sin embargo el problema más importante para Galliani, es para el legislador ya que 
la falta de cooperación judicial para nuevos casos en que sirvan para involucrar a 
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demás personas en contraposición la falta de reeducación, con la única finalidad que 
bajo la amenaza de una pena de cadena perpetua sin libertad condicional y sin los 
beneficios penitenciarios, es decir que hablamos de una pena que por su naturaleza 
ya resulta dura a hora sin esa posibilidad sería además de dura mucho más fuerte, 
es decir de una mera estrategia procesal. Un aspecto clave en el procedimiento se 
basa en que una vez que el detenido empiece a colaborar con la justicia, no se prevé 
de forma automática la concesión de los beneficios penitenciarios sino que debe de 
tener la última palabra el juez cuya decisión puede no tener ninguna conexión con 
la reeducación y de igual manera no se hace referencia tampoco a la cancelación de 
la colaboración judicial, de igual manera para que esta colaboración judicial pueda 
ser digamos permitida, se tiene que tener el beneplácito tanto del Fiscal de la Nación 
contra la Mafia y el Fiscal de Distrito Antimafia, solo se necesita el veto de unos de 
los dos para que ningún beneficio penitenciario pueda concederse. Otro aspecto que 
coincidimos en los argumentos de Galliani, es si este intercambio de colaboración 
por la obtención de benéficos penitenciarios, pueden ser considerado como una 
tortura en el sentido si la misma puede entenderse como cualquier acto intencional, 
de ocasionarle algún dolor, sufrimiento grave, mental o física por el fin de obtener 
de ella o de por un tercero información o una confesión, lo cierto es que al imputado 
se le limita o se le interrumpen sus contactos con el mundo exterior, con el fin de 
forzar el arrepentimiento más el dolor psíquico que es sometido el imputado cuando 
la única vía que tiene de salir de prisión, ya no solo es el arrepentimiento sino que 
tiene que colaborar con la justicia. 1170
Otra característica que tiene la pena de cadena perpetua italiana es con relación 
al artículo 32, sobre la interdicción legal, deja claro que todo privado de libertad 
condenado a una pena de cadena perpetua, se encuentra en un estado de prohibición 
legal, en la cual se le puede prohibir la disposición y administración sus bienes, la 
representación en los actos relacionados con ellos, y de igual manera puede llevar 
consigo para el penado condenado al ergastolo, la perdida de la patria potestad. Una 
formalidad que se tiene en el ordenamiento italiano sobre la sentencia final condenatoria 
[1170] Cft. GALLIANI, Davide. L’ergastolo ostativo: problematiche costituzionali. Consultado el 
1 de marzo de 2015. En: http://www.davidegalliani.it/slides%20diritti%20fondamentali/ostativo.pdf 
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en los casos de la pena de cadena perpetua en un principio señalaban que la misma 
debe de ser publicada, en el pueblo en donde se cometió el crimen y en lugar donde 
el delincuente tiene su residencia y de igual manera tenía que se publicada, por lo 
menos una vez, en uno o más periódicos designados por el tribunal, sin embargo en la 
actualidad la publicación en los periódicos se hacen señalando o indicando los detalles 
del juicio y de la dirección de internet de la página web del Ministerio de Justicia, en 
donde la duración de la publicación es determinado por el juez, en no más de 30 días.
El aspecto principal que se tiene la libertad condicional, en la pena de cadena 
perpetua en Italia, es que permite luego de 26 años de encarcelamiento, si se puede 
demostrar el arrepentimiento del recluso y este límite de años puede ser reducido 
siempre y cuando vaya acompañado de una buena conducta, a través de los cuales 
puede ser posible eliminar 45 días de cada seis meses de prisión. Lo cierto es que 
la pena de cadena perpetua italiana, es aplicada para los delito más graves en contra 
de la seguridad del Estado y contra la vida humana, es decir que es aplicada para los 
delitos en que se aplicaría la pena de muerte y de igual manera la misma es aplicada 
o existe la posibilidad que se aplique siempre y cuando la condenada pueda ser mayor 
a 24 años (artículo 73). Sobre la terminación de la pena de cadena perpetua, en el 
caso de múltiples delitos, el artículo 184, señala que la misma puede extinguirse si 
el privado de libertad es beneficiado por una amnistía, indulto o la gracia, de igual 
manera señala la extinción de las medidas de seguridad que el privado de libertad 
pueda tener. De igual manera cuando tenga efecto el indulto o la gracia la pena de 
cadena perpetua deja de realizarse o ejecutarse, entrando el condenado a ergastolo a 
una prueba por un plazo no inferior a tres años.
La pena de cadena perpetua con posibilidad de libertad condicional: se aplica para 
los delitos de: homicidio con premeditación, o cuando el homicidio ha sido realizado 
de forma cruel o brutal y cuando la víctima sea un familiar, denigración o eliminación 
del cadáver o la víctima era una persona en términos de inferioridad física o mental, 
cuando la víctima del homicidio es un menor de 14 años o tiene como propósito ter-
rorismo o con miras a la promoción o en saltación de la insurrección armada contra el 
Estados, o en contra del orden democrático con graves hechos de violencia y demás 
actos conexos, cuando resultan víctimas fatales de un incendio provocado, actos de 
devastación y saqueo, o actos con miras a producir una guerra civil que al final se 
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produce, por alta traición, homicidio relacionado con narcotráfico, trata de personas, 
violencia sexual, tráfico de drogas, secuestro, extorción, que resulte con la muerte de 
la víctima, contra la Presidencia de la República, propagación de epidemia causada 
deliberadamente por matar al menos una persona, envenenar los pozos de agua y 
causar la muerte de al menos una persona y la revelación de secretos de Estado, sin 
poner en grave riesgo la seguridad nacional o provocar una guerra, usurpación del 
mando militar en tiempos de guerra, asesinar a jefes de estado extranjeros, supresión, 
la obtención, falsificación o robo de registros o documentos relativos a la seguridad 
del Estado (artículo 255, cualquier persona que en su totalidad o en parte, destruya 
o falsifique, o fragmentos, resta o distracción, incluso temporalmente, registros o 
documentos relativa a la seguridad del Estado u otro interés político, nacional o 
internacional, si el acto ha puesto en peligro la preparación o la eficacia en combate 
del Estado, o las operaciones militares se aplica la pena de cadena perpetua), durante 
las operaciones militares y la guerra, crímenes de guerra, especialmente grave , de-
strucción o sabotaje militar (artículo 253) en el tiempo de las operaciones de guerra 
o militares, espionaje en tiempo de guerra, si llega a la intención de dañar al Estado, 
genocidio y otros crímenes graves contra la humanidad o que en tiempo de guerra, se 
favorezca a un Estado enemigo en tiempo de guerra, en materia de inteligencia en el 
extranjero a efectos de hacer la guerra contra el Estado italiano (artículo 242), señala 
muy bien que se aplicará la pena de cadena perpetua si de dicha actividad ocurren 
hostilidades en contra del Estado italiano, etc.
El código penal italiano en su artículo 9, señala que en los casos en que si un 
ciudadano extranjero comete un delito que bajo la ley italiana se establecía la pena 
de muerte, la misma será sustituida por la pena de cadena perpetua, si el crimen fue 
cometido en territorio italiano, de igual manera en el artículo 10, señala que si un 
extranjero comete un delito cuya sentencia sería la pena de muerte en contra de un 
Estado extranjero en el territorio italiano, el infractor será sancionado bajo la ley 
italiana, por petición del Ministro de Justicia, a una pena de cadena perpetua, por la 
derogación de la pena de muerte.
Un aspecto clave es el (artículo 148), es las enfermedades mentales de los pri-
vados de libertad, tomando en consideración no solo si la persona la tenía antes de 
la pena privativa de libertad sino de igual manera durante la ejecución de la misma, 
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el tribunal puede, impedir que se siga ejecutando la sentencia, ya sea aplazándola o 
suspendiéndola, simplemente traspasado a un hogar de ancianos, viviendas especiales, 
o intuiciones para pacientes psiquiátricos, estos casos se aplican de igual manera a 
los privados de libertad que cumplen con la pena de cadena perpetua, de igual ma-
nera si el juez ya ordenado que el privado de libertad este en una institución mental, 
de igual manera puede suspender en cualquier momento dicha medida y debiera de 
regresar a cumplir su pena en prisión. El artículo 222, de igual manera señala que 
la longitud mínima de estancia, en un asilo es por lo menos de 10 años si el delito 
cometido establece una pena de cadena perpetua.
El artículo No. 176, sobre la libertad condicional, señala que el requisito esencial 
que el privado de libertad durante el tiempo en prisión, no solo muestra arrepentimiento 
sino también que se comporta para hacer sentir, tal como lo señala el artículo como 
que es un arrepentimiento seguro y en el caso de la pena de cadena perpetua una vez 
que cumpla por lo menos veinte y seis años de cumplimiento de la pena de prisión, 
pero en el caso italiano, la concesión de la libertad condicional, están sujeta al cum-
plimiento de las obligaciones civiles derivadas del delito, a menos que el convicto 
demuestra que es incapaz de realizarlas. Sobre la revocación de la libertad condicio-
nal o la terminación de la pena, el artículo 177, señala que en términos generales la 
libertad condicional es revocada, si la persona comete un crimen o hace caso omiso 
de las obligaciones inherentes a la libertad condicional, en este caso el delincuente 
no puede ser admitido nuevamente a un periodo de libertad condicional. En el caso 
de la pena de cadena perpetua, 5 años a partir de la fecha de la libertad condicional, 
la misma se extingue, y de igual manera se revocan las medidas de seguridad que 
el tribunal había dado. Sin embargo en el caso de la extinción de la libertad condi-
cional, para el privado de libertad que ya obtuvo con anterioridad el beneficio y es 
condenado a la pena de cadena perpetua, el Tribunal Constitucional italiano, en la 
sentencia Número 161 de 19971171, declaró la inconstitucionalidad, en el sentido que 
debe de preverse que el condenado a la pena de cadena perpetua que se le ha revocado 
la libertad condicional, pueda otra vez obtener este beneficio con la finalidad que se 
le permitan cumplir con el proceso de rehabilitación y reinserción. Entre los puntos 
[1171] Sentenza Núm. 161 de1997.
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interesantes de la sentencia es que se señala que si se mantuviera la revocación de la 
libertad condicional, haría la perpetuidad de la pena lo que la sentencia señala como 
inmutable la condena impuesta al condenado a la pena de cadena perpetua.
Sin embargo deja en claro, que la ejecución de una nueva concesión de libertad 
condicional, siempre y cuando se verificara las razones entre estas evaluación de los 
méritos de cada privado en particular, dicha libertad condicional puede ser posible, 
recordando que para que la misma pueda ser impuesta, el privado de libertad debe 
de haber cumplido por lo menos 26 años de su pena (antes el mínimo era 28 años). 
De igual manera recoge que por su naturaleza la pena de cadena perpetua, no puede 
excluir permanentemente y absolutamente del proceso de reinserción y rehabilitación 
social del delincuente, sobre todo tomando en consideración que la pena de cadena 
perpetua, tal como lo explica la sentencia, por su carácter de perpetuidad, la hace dife-
rente a otra penas privativas de libertad, por lo tanto esa caracterización de perpetuidad 
que tiene la pena, y por su vinculación como los principios constitucional a pesar 
de un periodo negativo en donde el privado de libertad pasó en libertad condicional, 
si existe la condición del arrepentimiento seguro por parte del privado de libertad, 
no se debería de tener obstáculos para un nuevo periodo de libertad condicional, sin 
embargo reconoce que “posibilidad de readmisión o no readmisión, con retraso en el 
tiempo no es equivalente a una exclusión” de la libertad condicional. De igual manera 
la sentencia reconoce que en ese momento se hace necesario una posible iniciativa 
legislativa en lo que respecta a la cuestión de los plazos en vista de una nueva ad-
misión a la libertad condicional de un condenado a la pena de cadena perpetua en el 
sentido que esta labor no puede ser decidida por el tribunal, pero se reconoce que a 
favor del privado de libertad no se puede olvidar el largo periodo previamente pasado 
en la cárcel, había hecho sentirlo digno del beneficio de la libertad condicional, por 
lo tanto dentro del contexto el tribunal debe de considerar ese periodo, y determinar 
las razones que dieron lugar a su revocación y de su mayor o menor gravedad de los 
hechos que motivaron que ya no se beneficie de la misma.
La ley penal italiana de igual manera coloca límites en la reducción de la pena 
en el caso de las circunstancias atenuantes (artículo 67), en el sentido que si la ley 
prevé o establece la pena de cadena perpetua se establece como límite a diez años 
de prisión. Sobre el concurso de delitos que imponen cadena perpetua (artículo 72). 
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Establece que en el caso de asesinato múltiple, con un o más delitos que imponen 
prisión provisional durante un tiempo total de más de cinco años y se le aplican ca-
dena perpetua, con el aislamiento durante el día por un período de tiempo de dos a 
dieciocho meses, en donde el privado de libertad condenado al aislamiento diurno 
puede trabajar. Mientras que lo que respecta en el concurso de delitos que tiene pena de 
prisión (artículo 73), establece si son  delitos individuales de diferente clase, para los 
cuales cada uno los que ha infligido la pena de prisión no menos de veinticuatro años, 
se aplica una pena de cadena perpetua. De igual manera se señala que en el caso de 
reducción de la pena por una sola circunstancia atenuante (artículo 65), se señala que 
en el caso se sustituye la pena de muerte por el encarcelamiento de veinticuatro años 
a treinta años, pero como la misma fue abolida y reemplazada por cadena perpetua. 
De igual manera (artículo 56) para aquellos que cometen actos susceptibles, dirigir 
de forma inequívoca a cometer un delito, responden a un intento de asesinato, si la 
acción no se cumple o el evento no se produce el culpable de intento de asesinato se 
castiga: con prisión de no menos de doce años si la pena prevista es de prisión per-
petua; y, en otros casos con la pena por el delito, se redujo en un tercio a dos tercios.
Mientras que (artículo 241), señala que los ataques a la integridad, independencia, 
o la unidad del Estado, o menoscabar su soberanía, se le aplicará la pena de cadena 
perpetua, de igual manera (artículo 242), señala bien si algún ciudadano trae armas 
en contra del Estado italiano o si sirve en las fuerzas armadas de un Estado en Guerra 
en contra del Estado italiano, será castigado con la pena de cadena perpetua, y más 
si el mismo forma parte de un comando o función directiva se le aplicaría la pena de 
muerte, pero como no está vigente, la misma sería sustituida por la pena de cadena 
perpetua, de igual manera (artículo 244), señala que si la persona realiza hechos hos-
tiles a un Estado extranjero, exponiendo al Estado italiano a peligro de guerra y si la 
misma ocurre será sancionado con la pena de cadena perpetua, y de igual manera con 
se ayude en tiempos de guerra (artículo 247) que cualquiera persona que de cualquiera 
manera perjudique las operaciones militares del Estado italiano o cometa algún acto 
en contra del Estado italiano, será castigado a la pena de cadena perpetua, mientras 
que la destrucción o sabotaje de las obras militares italianas (artículo 253), aunque 
sea temporalmente , se le aplicará la pena de cadena perpetua si el delito se comete en 
el interés de un Estado en la guerra contra el Estado italiano o si el acto ha puesto en 
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peligro la preparación o la eficacia en combate del estado, o las operaciones militares. 
En el caso de supresión, falsificación o robo de registros o documentos relativos a la 
seguridad del Estado (artículo 255), cualquiera persona, que en totalidad o en parte 
destruya o falsifique, o fragmentos, incluso temporalmente, registros o documentos 
relativa a la seguridad del Estado u otro interés político, nacional o internacional, el 
Estado, será sancionado con pena de cadena perpetua si el acto ha puesto en peligro 
la preparación o la eficacia en combate del Estado, o la las operaciones militares. 
Mientras que el delito de revelar información o documentos relativos a la seguridad 
del Estado italiano, que deberían mantenerse en secreto (artículo 256), se aplicó la 
pena de cadena perpetua si el acto ha puesto en peligro la preparación o la eficacia en 
combate del Estado, o las operaciones militares. De igual manera también se aplica a 
lo que respecta el espionaje político o militar (artículo 257), la pena de cadena perpetua 
si el delito se comete en el interés de un Estado en guerra con el Estado italiano o si 
el acto ha puesto en peligro la preparación o la eficacia en combate del estado, o las 
operaciones militares, mientras (artículo 262) que cualquiera que cualquier persona 
que revela las noticias, de los que la autoridad competente haya prohibido la divulga-
ción, actuando con el propósito de espionaje político o militar, se le puede aplicar una 
pena de por no menos de quince años y si se pone en peligro la seguridad del Estado 
italiano, se aplica la pena de cadena perpetua. De igual manera (artículo 263), sobre 
la utilización de los secretos del Estado, deja claro, si el funcionario público conoce 
una información que debe de mantenerse en secreto ya sean inventos, descubrimientos 
industriales o científicos, etc., por razón de su cargo o servicio, divulga dicha informa-
ción por el interés de un Estado en guerra con el Estado italiano, o ha puesto en peligro 
la preparación o la eficacia en combate del estado, o las operaciones militares, el autor 
será castigado por la pena de cadena perpetua. Otro aspecto en que se aplica la pena 
de cadena perpetua, lo tenemos en el caso (artículo 364), en la falta de denuncia del 
delito por el ciudadano que, habiendo oído hablar de un delito contra la personalidad 
del Estado, para el que la ley establece una pena de cadena perpetua y no se informará 
inmediatamente a la autoridad competente conforme al artículo 361, será castigado 
con pena de prisión hasta un año o una multa o una multa de 103 euros a 1.032 euros. 
En materia de la calumnia (artículo 368), de igual manera establece que cualquier 
persona que con la denuncia, demanda o solicitud, aunque de forma anónima o bajo 
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un nombre falso, directamente al tribunal u otra autoridad que tiene la obligación de 
informar o a la Corte Penal Internacional, culpa a alguien de un crimen que él sabe que 
es inocente, que simula borre él las huellas de un delito, será sancionado con pena de 
prisión y esta pena de prisión irá aumentando hasta llegar a seis a veinte años, si los 
resultados de actuar de una sentencia de cadena perpetua; y aplicar la cadena perpetua, 
si los resultados de actuar de una condena a muerte, cuando la misma estaba vigente. 
En esta línea tenemos otros casos como (artículo 378), como el caso que si cualquier 
persona, después de que se haya cometido un delito para el que la ley establece la 
pena de muerte) o la cadena perpetua o prisión, y fuera de los casos de la misma, que 
ayuda a alguien a eludir las investigaciones de la autoridad, incluidas las realizadas 
por órganos de la Corte Penal Internacional, o para evadir la investigación realizada 
por las mismas personas, será castigado con pena de prisión de hasta cuatro años, y en 
el caso de delitos que por ley no se establece pena de prisión, la pena es una multa de 
hasta 516 . De igual manera si se demuestra que el abogado o el asesor técnico del 
imputado, ha ocasionado un perjuicio para los intereses de la defensa de él, asistencia 
o representación ante los tribunales o la Corte Penal Internacional, será castigado con 
la pena de prisión de tres a diez años y una multa de no menos de  1.032, si el delito 
se comete contra la persona acusada de un delito para el que la ley impone la pena de 
muerte o la cadena perpetua o pena de prisión de hasta cinco años. En el caso de ayudar 
o facilitar la evasión de una persona castigada con pena de cadena perpetua, se aplica 
la pena de prisión de tres a diez años si el delito se comete en favor de un condenado 
a .la pena de cadena perpetua. La pena de cadena perpetua de igual manera puede 
ser impuesta en los casos que se tengo la intención de matar o de realizar actos como 
poner en peligro la seguridad pública, será castigado, si el acto tiene por resultado la 
muerte de varias personas, será castigado con la pena de cadena perpetua. Si ocasionó 
la muerte de una sola persona, se aplica una pena de cadena perpetua. En cualquier 
otro caso, la pena de prisión no podrá ser inferior a quince años.
En el artículo 438, señala que en el caso de una epidemia provocada a través de 
la propagación de patógenos, dentro de la legislación italiana se castiga con la pena 
de cadena perpetua y el artículo 439 de igual manera se aplica al envenenamiento del 
agua o de los alimentos si se ocasiona la muerte de una o varias personas, se aplicada 
la pena de cadena perpetua. Otro de los cambios en que se dio el cambio de la pena de 
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muerte con la pena de cadena perpetua, en lo que respecta el artículo 576 del mismo 
código penal, en el sentido que se tomará como agravante si existe si el delincuente 
huye, con la intensión de evadir su arresto, captura, o de la prisión, de igual manera 
cuando se utiliza un medio insidioso o venoso en la realización del crimen o cuando 
la víctima tiene relación ascendente o descendente con el delincuente. Mientras que 
el artículo 277, añade otras circunstancias agravantes a la pena de cadena perpetua, 
entras estas en que la víctima ha sido la madre adoptiva o hijo crianza, sin embargo la 
pena de prisión es de veinte a treinta años, si el delito se comete contra un cónyuge, 
hermano o hermana, padre. En lo que respecta el secuestro con fines de robo o extor-
sión (artículo 630), expone que si resulta muerta la víctima, los delincuentes serían 
castigados con una pena de 30 años de prisión, como consecuencia no intencionada de 
los hechos, sin embargo si resulta la muerte de la víctima de forma intencionada, se le 
aplicaría la pena de cadena perpetua, aunque se reconoce que si la victima fallece luego 
de su liberación por causas del mismo, la pena de prisión sería de seis a quince años.
Mientras que la pena de cadena perpetua con impedimento es utilizada para el 
homicidio agravado con vinculación del crimen organizado (Mafia), y es aplicada 
cuando el imputado no coopera con la justicia, está contenida en el artículo 41 bis, 
de la ley de administración penitenciaria italiana, este artículo fue introducido por 
la ley Rossini, con miras hacerle frente a las situaciones de emergencia o disturbios 
catalogados como graves o fuera de control en las cárceles italianas1172. Tiene la par-
ticularidad que permite al Ministerio de Justicia, suspender por motivos de seguridad 
y orden público, las normas relativas al tratamiento penitenciario de los personas 
detenidas que se han demostrado que forma parte de la mafia, este tipo de medida 
tenían como finalidad de aplicarse a los privados de libertad de forma individual, 
con la intensión de impedir la comunicación de los mismos con las organizaciones 
crímenes, tanto dentro como fuera de la prisión,  y limitaciones o restricciones en 
reunirse son sus personas queridas y podría darse la censura de la correspondencia. 
Este tipo de medidas pueden ser utilizadas también en los casos de terrorismo, cons-
piración mafiosa, delitos de prostitución, delitos en los que se utiliza a menos de 18 
[1172] Tras la masacre de Capaci, de 23 de mayo de 1992, que mató a Giovanni Falcone, su esposa 
y los hombres de su escolta, fue presentado el 08 de junio 1992, Núm. 306 (el llamado anti mafia 
Martelli Decreto Scotti), convertida en ley 07 de agosto 1992, Núm. 356.
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años, de trata de personas, compra y venta de esclavos, violación sexual en grupo, 
asociación ilicitica  destinada al contrabando, tráfico de o sustancias psicotrópicas.
Este tipo de medias se aplican de igual manera, a determinados detenidos que 
se encuentran pendiente de un juicio y generalmente las reuniones con sus familiares 
se hacen a través de un cristal y de igual manera se prevé como sustitución a dicha 
reunión con los familiares una llamada de máximo 10 minutos, y tiene derecho a dos 
horas de aire libre, mientras que el contacto con otras personas se limita a un máximo 
de tres personas previamente identificada por la dirección del centro penitenciario, el 
privado de libertad no puede tener en su celda más de tres libros y de igual manera se 
prohibía recibir periódicos, revistas y libros por su familia y por correo y por la que se 
autoriza sólo comprar a través de la empresa que gestiona este servicio. De igual manera 
dentro de la estructura carcelaria, estos privados de libertad, eran custodiados por una 
unidad especial, por lo tanto se permitiría, la suspensión de los derechos deseado por el 
Ministerio puede agregar prohibiciones y detalles específicos, tales como la capacidad 
de tener con él sólo un número muy limitado de prendas de vestir, calcetines, hojas 
de papel, bolígrafos, etc. Un aspecto válido es que se eliminó las jaulas dispuestas en 
los tribunales catalogados como tribunales bunkers, por salas dentro de las prisiones, 
unidas por videoconferencia con los tribunales donde sólo hay jueces y abogados.
El artículo 5 del código procesal italiano, deja en claro que es competencia del 
Tribunal de lo Penal, para todos los delitos, por los que la ley establece la pena de 
ergastolo o encarcelamiento no inferior a 24 años de prisión, mientras que el artícu-
lo 224 bis, establece que en materia de ergastolo, puede llevar previsto las pruebas 
periciales, que puede afectar a la libertad personal (pruebas médicas, muestras de 
vello, pelo, mucosa oral,), que permitan la determinación del perfil del ADN, del 
investigado, ya sea por el consentimiento del mismo u ordenado de oficio por el 
juez de la causa, razonado que dichas pruebas son esenciales para la determinación 
de los hechos. De igual manera en el artículo 265 del mismo cuerpo legal, recoge 
que es permitida la interceptación de conversaciones telefónicas o cualquier tipo de 
comunicaciones, en los procedimientos relativos a delitos en que se prevé la pena 
del ergastolo. Y de igual manera se establece (artículo 280), establece que el juez 
puede imponer las medidas coercitivas que encuentre convenientes cuando se tratas 
de penas de prisión superiores o de ergastolo. Mientras que el artículo 442, garantiza 
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que en el caso de encontrarse culpable, tomando en consideración las circunstancias, 
el ergastolo puede ser sustituido por 30 años de reclusión. De igual manera el código 
de procedimiento penal italiano, señala que en el delito de homicidio, la custodio del 
sospechoso de cometer el delito, es obligatoria, y más cuando se ha demostrado que 
existe evidencia de peligro de fuga, armas de guerra, tenencia de explosivos o un 
delito con fines del terrorismo, en donde la ley establezca la aplicación del ergastolo, 
la custodia del sospecho el Ministerio Público, puede custodiar al imputado (artículo 
384). Esta pena de cadena perpetua, se mantiene en contra de los jefes del crimen 
organizado y de las personas que componen su organización, en particular que han 
actuado en la comisión de homicidios atroces o múltiples homicidios.
Tribunal Constitucional, que actúa sobre el punto (enviado. Número 264/1974), 
desestimó la cuestión de la constitucionalidad argumentando que la rehabilitación del 
delincuente también puede estar evitando la inclusión del delincuente en la vida social y 
la relación. Con el juicio no. 168 de 28 de abril de 1994, el Tribunal Constitucional, sin 
embargo, encontró que existe una incompatibilidad entre la pena perpetua y la minoría 
del delincuente, la interpretación del significado de la rehabilitación, en vista de la espe-
cial protección que el artículo. 31 Costo. Subvenciones y jóvenes. LN 633/1983 admite, 
sin embargo, la concesión de los llamados permisos de premio condenados a cadena 
perpetua después de 10 años de cumplimiento de la pena, por períodos que no excedan 
de 15 días a la vez y por un máximo de 45 días por año, con el fin de cultivar intereses 
afectivos, cultural y el trabajo; También prevé la admisión del delincuente a la libertad 
condicional después de haber cumplido al menos 20 años de la sentencia, luego levantó 
este término a 26 años en los casos de secuestro por robo o extorsión o secuestro con el 
fin de terrorismo o subversión si el delincuente ha causado la muerte de los secuestrados.
A modo de ejemplo son castigados con cadena perpetua algunos delitos contra el 
Estado, contra la seguridad pública, contra la vida, así como todos los delitos por los 
que se esperaba que la pena de muerte. Esta sanción también es aplicable en los casos 
en que los delitos contribuyen más a cada uno de los cuales se espera que sea un valor 
de al menos 24 años de prisión (art. 73, párr. 2, del Código Penal). La decisión de im-
poner la pena de cadena perpetua debe ser hecha pública mediante la publicación en el 
pueblo donde se le dio, en aquel en el que se cometió el crimen, en aquella en la que el 
condenado tenía la última residencia, y, a expensas de los condenados, en uno o más 
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periódicos designados por el tribunal. La cadena perpetua importando más la exclusión 
permanente de los cargos públicos, la descalificación legal, pérdida de la patria potestad, 
y la imposibilidad de probar la nulidad de un testamento hecho antes de la sentencia.
En el ordenamiento italiano, la discusión se ha centrado si al imponer una sentencia 
de pena de cadena, esta pena sería constitucionalmente legítima, en el sentido de tal como 
lo refiere Pugiotto, el problema de pena de cadena perpetua en Italia es un problema de 
diseño constitucional, en el sentido que la pena de prisión perpetua se impone como 
una vida en prisión como punto final, pero no como un punto inicial para la vida del 
delincuente, en donde sea posible su resocialización, en el sentido que la Constitución 
italiana no se hace una diferencia entre un privado de libertad entre otros, por más gra-
ve y atroz, terrible que fue el delito y sobre todo si ella en un principio se tiene como 
particularidad que se sabe cuándo la persona empieza a cumplir su pena, pero a ciencia 
cierta no se sabe cuándo la misma va a poder salir, si se toma en consideración que se le 
puede negar o no su solicitud de libertad condicional, lo que Pugiotto denomina como 
reglas de predicción abstracto que pueden terminar específicamente. Para Pugiotto se 
hace necesario que el enfoque de la pena de cadena perpetua, se convierte en una cues-
tión de legalidad constitucional, y no en una cuestión humanitaria. En el sentido que 
por un lado califica a los abolicionistas de sentimentales, movidos por la compasión, y 
por el deseo de humanizar las penas de prisión, sin embargo es partidario que la pena 
de cadena perpetua si bien se pueden introducirle métodos de ejecución que mitiguen 
que la misma sea tan dolorosa o aflictiva, bajo la base de contar siempre con un posible 
tratamiento de rehabilitación y un libre acceso a los beneficios penitenciarios, aunque 
en nuestra opinión tenemos siguiendo este sentido, la pena de cadena perpetua, nace 
del desafío de prohibir la pena de muerte, en el sentido que el Estado no puede tomar 
la vida de ninguna persona, es por esto que la cuestión constitucional de la pena de 
cadena perpetua se base en este premisa, entonces como se puede afrontar cuando la 
misma es aplicada de forma tal, que impida a la persona salir con vida de la prisión1173.
En la sentencia No. 84 de 1996, el Tribunal Constitucional, determinó que la 
pena de cadena perpetua no era una sentencia abstracta en este sentido nos dice que: 




LA PENA DE CADENA PERPETUA VISTA DESDE EL DERECHO INTERNACIONAL Y DERECHO NACIONAL
la cadena perpetua, en la realidad concreta, a raíz de la l. 25 de noviembre 1962, n. 
1634 y la entrada en vigor de la penitenciaría (p. 26 de julio 1975, n. 354, con modi-
ficaciones posteriores), ha dejado de ser una pena perpetua y, por lo tanto, no puede 
decirse que es contrario a la dignidad humana o impedimento para la reeducación 
los condenados; y esto no sólo por la posibilidad de la gracia, sino también por la 
posibilidad de una reintegración incondicional del delincuente en la sociedad libre, en 
virtud de las instituciones penitenciarias ley existentes”. Pareciera que simplemente la 
posibilidad que un privado de libertad pueda algún día ser beneficiado con la libertad 
condicional, sistema establecido por la ley, como miras de garantizar la seguridad 
jurídica, puede ser capaz de transforma esa perpetuidad a un tiempo temporal.
Tal como veremos, la posición del Tribunal Constitucional, ha sido contradic-
toria, en el sentido que por un lado se reconoce en la sentencia No. 274 de 1983, 
“que un condenado a cadena perpetua, por definición nunca pueda ser considerada 
como una pena temporal” aunque existan beneficios penitenciarios y posibilidad de 
una solicitud de libertad condicional, mientras que en la sentencia No. 337 de 1995, 
que un prisionero condenado a la pena de cadena perpetua, puede disfrutar del fin 
de la pena de la reinserción social, que ese fin no se extingue con la aplicación de la 
pena de cadena perpetua, en el sentido que a pesar que el artículo No. 54 de la Ley 
de 26 de julio 1975 n. 354, de la ley penitenciaria italiana, no previa el beneficio de 
reducción de la pena, tal como lo señala la sentencia:
“Teniendo en cuenta que la reducción de la pena en virtud del artículo. 
54 de la Ley núm. 354 de 1975 requiere la participación de los condenados 
a trabajos encarcelamiento de reeducación, el objetivo de su reintegración 
más efectiva en la sociedad, excluidos del beneficio de una sentencia de 
cadena perpetua violaría, de acuerdo a las ordenanzas de la remisión , el 
propósito de la “ reeducación “prevista en el párrafo tercero del art. 27 de 
la Constitución para todos los condenados, y por lo tanto también para 
los condenados a cadena perpetua, que no se excluía la posibilidad de re-
inserción en consorcio civil, debido a la liberación condicional, como ha 
señalado este Tribunal en su sentencia n . 264 1974. La exclusión también 
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violó el principio de igualdad, lo que implica una irracional y un trato 
desigual injustificado de la cadena perpetua y la pena de prisión temporal, 
sobre todo si la medida impuesta particularmente alto”.
Por lo tanto, en esta sentencia, se declaró la inconstitucionalidad del art. 54 de 
la Ley de 26 de julio 1975 n. 354 (Reglamento sobre el sistema penitenciario y la 
aplicación de medidas de privar o limitar la libertad), en la medida en que no prevé la 
posibilidad de conceder también condenado a cadena perpetua en la reducción de la 
pena, con el único fin de calcular el importe de dicha sanción deducido en el importe 
concedido, la solicitud de admisión a la libertad condicional;
El Tribunal de Casación italiano, se pronunció el 16 de junio de 19561174, en 
el sentido que se reconoce que la sanción no puede consistir en un trato contrario a 
la dignidad humana, y la rehabilitación como resocialización del delincuente con la 
finalidad de la ejecución de los valores morales o como la sentencia lo señala “proceso 
de moralización a la redención moral del delincuente”, con miras a la integración del 
mismo a la vida social. En la sentencia, el Tribunal, toma un argumento contradictorio, 
en el sentido, que se señala, que si la pena de cadena perpetua, no fuera incompatible 
con la dignidad humana, es el legislado quien haría lo mismo que hizo con la pena de 
muerte, que sería prohibida y de igual manera también se señala que la pena de cadena 
perpetua, como una institución propia de Italia, que la sentencia señala “nuestra” en 
determinados casos en concretos aunque excepcionales, el privado de libertad puede 
eludir la perpetuidad de la sentencia a través del indulto o la agracia, permitiendo 
la permitiendo la reinserción del delincuente en la sociedad. Esta sentencia en su 
momento creó, nuevas interrogantes, sobre qué se entiende con la redención moral 
del privado de libertad, y sobre todo que la rehabilitación del delincuente solo podría 
en el caso de la pena de cadena perpetua, tomada en cuenta a través de un indulto o 
perdón, para que el condenado saliera en libertad.
[1174] Sezioni Unite della Cassazione del 16 giugno 1956, Sezioni unite penali; ordinanza 16 giugno 
1956; Pres. Eula P. P., Est. Foschini, P. M. Bernieri (concl. conf.); ric. Tondi (Avv. Ambrosini, Carnelu-
tti, Persico) Author(s): Enrico Jovane Source: Il Foro Italiano, Vol. 79, Parte seconda: giurisprudenza 
penale (1956), pp. 145/146 151/152 Published by: Societa Editrice Il Foro Italiano ARL Stable URL: 
http://www.jstor.org/stable/23146365 Accessed: 30 03 2015 16:09 UT
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Otro aspecto controvertido de la sentencia en sus argumentos, es que señala 
que la pena de cadena perpetua es una regulación estrictamente legislativa y sobre 
la posibilidad de la gracia o el indulto, aunque no es frecuente, para los condenados 
a la pena de cadena perpetua, en la sentencia se encuentra solventando el problema 
de la incompatibilidad con el artículo 27 de la Constitución, al tener el privado de 
libertad esa posibilidad aunque la misma sea escaza. Ese perdón o la concesión del 
estado de gracia, como lo señala en la sentencia, se debe de basar o de tomar en con-
sideración, el comportamiento del imputado, el apego al trabajo, para que el mismo 
sea considerado “digno” de esta consideración especial, en el sentido tal como lo 
dice la sentencia: “cuando existen elementos razonables a mantener su readaptación 
a la vida fuera”, este indulto, la sentencia lo equivale como legalmente justificado 
en cuando a la finalidad de la pena.
Unas de las primeras modificaciones que se dieron fue la ley de 25 de noviem-
bre 19621175 , que modificó el código penal de aquel entonces, en que el artículo No, 
22 del mismo, estableció que un penado a pena de cadena perpetua, se le permitía 
trabajar, y de igual manera modificó el artículo No. 72, que estable que la pena podía 
ser aplicada con aislamiento que podía ir de seis meses a tres años de prisión, cuando 
el delincuente, resultaba también culpable de más crímenes y este confinamiento 
también podía darse por un periodo de tiempo de dos a dieciocho meses, para delitos 
menores de 5 años, mientras que el artículo No. 176, en materia de libertad condi-
cional, estableció que si el mismo es delincuente arrepentido puede ser admitido a la 
libertad condicional, cuando por lo menos el condenado a pena de cadena perpetua, ha 
cumplido por lo menos veinte y ocho años de la pena, siempre y cuando cumpla con 
las obligaciones civiles deriva del delito tan como lo estableció en su día el artículo 
No. 177, sin embargo el Ministro de Justicia italiano, mantuvo la facultad discreción 
de decidir al final si un privado de libertad podía obtener su libertad condicional o no.
Sin embargo fue el Tribunal Constitucional italiano, en la sentencia Número 12 
de 19661176, señaló que el artículo 27 de la Constitución que “se desea que el prin-
[1175] Legge 25 novembre 1962, n. 1634 (GU n. 311 del 06/12/1962). Modificazioni alle norme del 
codice penale relative all’ergastolo e alle liberazione condizionale. (pubblicata nella gazzetta ufficiale 
n.311 del 6 dicembre 1962).
[1176] Sentenza Núm. 12, de 1966.
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cipio de la rehabilitación del delincuente, por su alto significado social y moral, fue 
elevado a la categoría de precepto constitucional, pero sin negar por ello la existencia 
y legitimidad de la sentencia en la que no contiene, o contiene mínimamente, las 
condiciones adecuadas para lograr este propósito, y esto claramente a la vista de las 
demás funciones del castigo que más allá de la perspectiva de la mejora del delin-
cuente, son esenciales para la protección de los ciudadanos contra la delincuencia y 
el orden”; y de igual manera reconoce que el artículo 27 de la Constitución italiana, 
reconoce que la pena de prisión no puede consistir en un trato que sea contrario a 
la dignidad humana del privado de libertad y por lo tanto, ese castigo debe de estar 
orientado a la rehabilitación del delincuente, y en la imposición de una pena de cadena 
perpetua, esta rehabilitación del privado de libertad no prescribe ante la realización 
de un crimen atroz penado con la pena de cadena perpetua. Este caso el solicitante 
planteaba la cuestión de si una sanción monetaria o una multa, a diferencia de la pena 
de prisión, no es capaz de llevar a cabo la función de rehabilitación, y por lo tanto 
debería considerarse incompatible con el principio constitucional que se refiere el 
párrafo tercero, la segunda parte del artículo 27 de la Constitución: “Las sanciones 
deben tener como objetivo la rehabilitación del delincuente.” Esta pregunta, en la 
sentencia, fue declarada sin fundamento.
A hora bien, sobre la rehabilitación el tribunal es claro al señalar en la sentencia 
que el: “el castigo debe apuntar a la rehabilitación del delincuente, pero hay lugar a 
sanciones no puede consistir en un trato contrario a la dignidad humana y debe estar 
encaminada a la rehabilitación del delincuente” es llama la atención en la sentencia, 
al señalar que es un criterio no separable y que están unido a un tratamiento penal, 
basado en la humanidad como condición necesaria en su imposición, en el sentido 
que su importancia contenida en el precepto constitucional hace tal como lo señala 
la sentencia que siempre, se incluya en el tratamiento penal. Además, el alcance y 
los límites de la función rehabilitadora deseada por la Constitución parecen mani-
festarse en términos del precepto. Que establece que las sanciones “deben apuntar 
a la rehabilitación del delincuente: una expresión que, en su sentido literal y lógico, 
sólo indica la obligación de que la legislatura dirigido constantemente, en el sistema 
penal, con el fin de vigilar su educación y tener todos los medios necesarios para 
lograrlo. Esto, por supuesto, donde la pena, por su naturaleza y alcance, se presta a 
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este fin. Por otro lado no es incluso excluir que la sanción económica puede, por sí 
mismo, por el otro, cumplir una función de rehabilitación”.
Un aspecto que se tiene que tomar en cuenta, es que dentro del ordenamiento 
italiano desde 1948, la pena de cadena perpetua, se aplica solamente a los delitos 
relaciones con homicidio, con la excepción del caso de Ali Agca, que se le aplica la 
pena de cadena perpetua, pero el mismo fue indultado después de cumplir más de 
20 años, por atacar al Papa Juan Pablo II1177, en calidad de jefe de Estado extranjero, 
en donde el mismo resulto con heridas de gravedad, que fue el único caso en que se 
aplicó la pena de cadena perpetua por un delito de asesinato. El mismo fue condenado 
el 22 de julio de 1981, en tres días de juicio sumario, en donde los Magistrados de 
la sala de lo penal, lo condenaron a la pena de cadena perpetua que el mismo tiene 
esquizofrenia paranoide y catalogado como terrorista.
En la sentencia Número 204 de 19741178, el Tribunal Constitucional, declaró 
la inconstitucionalidad de la norma que atribuye al Ministro de Justica conceder la 
libertad condicional, como fue mucho más tarde el caso inglés, esto conlleva que a 
partir de ese momento, en Italia, no se concedieran más decisiones discrecionales 
provenientes del poder ejecutivo, pasando hacer una decisión solamente jurídica, 
siempre y cuando el privado de libertad lo solicite, con las garantías propias de los 
procesos judicial pertinente, en donde se decidirá si el privado de libertad, ha reali-
zado comportamientos positivos y manifestado seguridad en su arrepentimiento por 
el delito cometido.
Este caso trataba de una solicitud de libertad condicional a consideración del 
Ministro de Justicia, que tiene como facultad el liberar o no, al privado de libertad 
que solicite una libertad condicional, esta facultad era considerada como amplia en 
el sentido, que no era obligatorio que tuviera en cuenta la opinión del tribunal corres-
pondiente y el solicitante sostenía, que la libertad condicional, como institución es 
una herramienta de individualización del tratamiento penitenciario del delincuente, 
y que dicha facultad otorgada por la ley al Ministro de Justicia que podía conceder o 
no este beneficio penitenciario, constituía una inconstitucionalidad en la medida que 
[1177] El 13 de mayo de 1981, Ali Agna, disparo tres disparos al Papa en la Plaza de San Pedro, en 
donde el mismo sobrevivo luego de una operación de 5 horas y 30 minutos. 
[1178] Sentenza Núm. 204 del 1974.
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dicha facultad es un anacronismo, lo que el solicitante califica como una herencia 
de una concepciones históricas residuales de carácter administrativo, en el sentido 
que al tratarse de una decisión administrativa, aunque esté relacionado con la liber-
tad condicional, no permitiría un recurso de apelación en contra de la decisión que 
niega la libertad condicional proveniente por parte del Ministro de Justicia italiano, 
lo que violaría las garantías del debido proceso, garantías contenidas en el artículo 
111, párrafo segundo, y de igual manera el artículo 24, párrafo segundo, de la Cons-
titución Italiana.
La sentencia deja claro que el procedimiento de la obtención de la libertad 
condicional, parte del hecho que el privado de libertad durante el tiempo de eje-
cución de su sentencia, ha mantenido comportamientos que la sentencia denomina 
comportamiento como para sentirse seguros de su arrepentimiento y que el mismo 
tiene capacidad económica, de cumplir con las obligaciones civiles derivadas del 
delito cometido, el privado de libertad puede ser puesto en libertad antes del fin de 
su sentencia de confinamiento en prisión, con el visto bueno por parte del oficial 
de libertad condicional, responsable de la ejecución de la medida, y los requisitos 
adecuados para evitar la comisión de nuevos delitos. El tribunal concluye la facultad 
del Ministro de Justicia es inconstitucional, y la sitúa en una falta de armonía con la 
ley, que el tribunal califica como una anormalidad en el proceso vigente de la época 
en el sentido que existe una ausencia de garantía valida y razonable, para el privado 
de libertad de un mecanismo válido de libertad condicional y que el mismo tenga 
todos los mecanismos y recursos judiciales pertinente para oponer a la medida. El 
Tribunal Constitucional italiano, que actúa sobre el punto en la sentencia Número 
264/19741179, desestimó en varias ocasiones la cuestión de la constitucionalidad so-
bre la pena de cadena perpetua argumentando que la rehabilitación del delincuente 
también se puede dar evitando la inclusión del delincuente en la vida social y la 
relación con la sociedad. En el presente caso, se trataba de dos imputados acusados 
delitos de homicidio y robo agravado, en este caso fue el propio tribunal de la causa 
en conjunto con el apoyo de la fiscalía, se elevó la consulta de constitucionalidad. En 
la sentencia queda señalado que la pena de cadena perpetua, como castigo se traduce 
[1179] Sentenza Núm. 264 de 1974.
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en una pena de castigo, con la finalidad de que la misma se convierta en perpetua, 
y el delincuente no recobre su libertad personal, es decir que se analizaba si la pena 
de cadena perpetua con imposibilidad de reinserción del delincuente, en la sociedad, 
era constitucional o no, según el artículo 22 del Código penal italiano y en referencia 
al artículo 27, párrafo tercer de la Constitución. Y de igual manera entraba en deter-
minar si existía ilegalidad de la obligación de imponer a los condenados a ejercer 
alguna actividad profesional, con la imposición de sanciones coercitivas, en casos 
de incumplimiento por parte del privado de libertad y si el mismo es considerado 
a la obtención de la libertad condicional, no podrá disfrutar de todo los bienes que 
declaró siendo, en el sentido que está sujeto a las obligaciones civiles derivadas del 
delito. En las consideraciones legales, el Tribunal Constitucional, parte de la base, 
que las penas son siempre humanas y esto pone en consideración la necesidad de 
establecer cuáles son las sanciones que funcionan y determinan la readaptación de 
la vida social, y expone que el único fin de la sentencia de prisión no es solamente 
la rehabilitación, y que este fin no siempre se consigue, situación que en la sentencia 
se señala como una “desgracia”, independientemente de la teorías que tratan de jus-
tificar o no la imposición de la pena de prisión, este argumento, aunado a tal como 
lo señala la sentencia: 
“parece que el ergástulo sea contrario a la exigencia moral de tutela 
y al sentido humanitario al cual se deben inspirar las penas, puesto que 
es obligatorio por los condenados al ergástulo un trabajo. En efecto, al 
condenado que no cumpla con la obligación de trabajar le son aplicadas 
una mesuras coercitivas, disciplinares, que no parecen ser inspiradas (no 
respetan) a los principios fundamentales de la humanización de la pena. 
Se debe afirmar que el trabajo, no es en contra con la exigencia moral de 
tutela y con el respeto de las personas, el trabajo es gloria humana, precepto 
religioso según algunos, deber y derecho social por todos (art.4 constitu-
ción italiana) y alivia los condenados porque pueden trabajar también al 
aire libre, como está permitido en el artículo 22 del código penal italiano 
después de la reforma del noviembre 1962. Ellos (condenados) tienen una 
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salud física y psíquica mejor que en el pasado, consiguen un pago y no se 
sienten tan alejados del contexto social. El hecho que, según las reglas de las 
cárceles, al condenado, aunque pueda trabajar pero por rebeldía y arrogan-
cia lo rechaza, se le aplique mesuras disciplinares no afecta la legitimidad 
constitucional, ósea no pones problema de legitimidad constitucional por 
el artículo 22 código penal”.
Y aunque la sentencia reconoce que la pena de cadena perpetua, pareciera que 
es contraria a la necesidad moral de protección y el sentido de humanidad, en las 
que deben de estar guiadas la pena de prisión e igual manera reconoce que para los 
condenados en ese momento era obligatorio el empleo y si el mismo no responde a 
esta obligación es permitido el usar medidas coercitiva de tipo disciplinario, funda-
mento inspirado por los principios fundamentales de la humanización de la pena. Sin 
embargo la sentencia establece que la aplicación de una pena de cadena perpetua, 
permite la reintegración efectiva del delincuente en la sociedad civilizada, siempre 
y cuando esa obtención de libertad condicional, este sujeta al cumplimiento de las 
obligaciones civiles que emanan del delito cometido. Un aspecto en el ordenamiento 
italiano es que la pena de cadena perpetua, fue llevada a referéndum en 19811180, en 
conjunto con otros temas polémicos para la época (custodia de armas de fuego, aborto, 
terrorismo, etc.), la pregunta era sobre la abolición de la pena de cadena perpetua: 
Quiere sean derogados los artículos 17, primer párrafo n 2 (cadena perpetua) y 22 
del Código Penal, aprobado por el Real Decreto de 10 de octubre de 1930, n 1398, 
según enmiendada..?”, la respuesta fue negativa a la derogacion de estos artìculos1181.
Sin embargo se dio, un cambio jurisprudencia por parte del Tribunal Consti-
tucional lo tenemos en la sentencia Número 274 de 19831182, en donde se discutia la 
constitucionalidad de los artìculos 54 de la Ley de 26 de julio 1975 n. 354 (Reglamento 
sobre el sistema penitenciario y la aplicación de las medidas de privar o limitar la 
libertad), en la medida en que no preveía la reducción de la pena (a veinte días por 
[1180] Mozione generale approvata dal XXIV Congresso del PR, Roma, 31 ottobre, 1,2, 3 e 4 no-
vembre 1980.
[1181] De un total de 34277194, votantes, la mayoria dio una respuesta negativa 24330954 mientras
como respuesta positiva fue para unos votos a favor 7114719.
[1182] Sentenza Núm. 274 de 1983.
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cada semestre de prisión con descuento) en el mismo artículo contempla , bajo el 
título de libertad anticipada (a favor del condenado a pena de cadena perpetua que 
ha demostrado ser una participación en la re educación”), podrán ser concedidas a 
una pena de cadena perpetua, aunque sólo sea con el fin de acortar el período parti-
cipación mínima necesaria debido a que puede aspirar a la libertad condicional (los 
efectos de que, según el mismo artículo 54, párrafo cuarto, de la Ley número 354 de 
1975, “se considera la parte de la pena deducido sentado”). En el presente caso en 
que se solicitaba una libertad condicional a una pena de cadena perpetua, en que se 
alega el grado de igualdad entre todos los prisioneros condenados a la pena de cadena 
perpetua de poder solicitar una reducción de su tiempo de prisión.
La sentencia toma en consideración, por un lado el artículo 18 del código penal 
de ese entonces, que regulaba la pena de cadena perpetua entraba en contradicción 
con el artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución, en donde no se hace distinción 
entre los privados de libertad, y se reconoce la rehabilitación para todos los privados 
de libertad, y de igual manera se reconocía el derecho que tiene todos los condenados 
o privados de libertad a la rehabilitación también, se reconoce en el artículo 54 de la 
ley de prisiones italianas, que reconocía que el condenado a la pena de cadena perpetua 
igual que otros penados, tiene la posibilidad de reintegración y la misma no puede 
considerarse excluida, en principio, en el ordenamiento jurídico vigente, a una pena 
de cadena perpetua. En este caso se declaró la inconstitucionalidad del artículo 54 
de la Ley de 26 de julio 1975 n. 354 (Reglamento sobre el sistema penitenciario y la 
aplicación de medidas de privar o limitar la libertad), en la medida en que no prevé 
la posibilidad de conceder también al condenado a la cadena perpetua la reducción 
de la pena, con el único fin de calcular el importe de dicha sanción en el importe 
concedido, la solicitud de admisión a la libertad condicional; en el sentido que la ley 
penitenciaria italiana, no otorgaba el beneficio de reducción de la pena al condenada 
a la pena de cadena perpetua, con la finalidad que el mismo tuviera acceso a una 
posible libertad condicional, esta sentencia es clave en el proceso de liberación de 
un privado de libertad en el sentido que la sentencia recoge el Tribunal de Casación, 
ya había señalado que la reducción de la pena (a veinte días por cada semestre de 
prisión obvio), no se podía conceder a un condenado a la pena de cadena perpetua. 
La sentencia recoge, que el acceso a libertad condicional, tiene bajo requisitos que 
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el privado de libertad, participe en lo que la sentencia denomina como trabajos de 
encarcelamiento de reeducación, con la finalidad de una rehabilitación y reintegración 
mucho más efectiva en la sociedad, por lo tanto si se excluía a los condenados de pena 
de cadena perpetua, existiría una violación por medio del artículo No. 54 de la Ley 
núm. 354 de 19751183, “con el propósito de la reeducación prevista en el párrafo tercero 
del art. 27 de la Constitución para todos los condenados, y por lo tanto también para 
los condenados a cadena perpetua, que no se excluía la posibilidad de reinserción en 
consorcio civil, debido a la liberación condicional, como ha señalado este Tribunal 
en su sentencia n . 264 1974. La exclusión también violó el principio de igualdad, lo 
que implica una irracional y un trato desigual injustificado de la cadena perpetua y 
la pena de prisión temporal, sobre todo si la medida impuesta particularmente alto”.
En otra sentencia Número 176 de 1991 en donde se trataba sobre la constitucio-
nalidad de los artículos. 442, párrafo segundo, 458 segundo párrafo y 441 del Código 
de Procedimiento Penal, en relación con los artículos 76 y 101 de la Constitución 
y en los hechos del caso que se dio por medio de juicio abreviado o sumario con el 
visto bueno del fiscal.
Las disposiciones que se impugnan, señala que se requiere que en los proce-
dimientos sumarios, si la persona es declarada culpable, la pena de cadena perpetua 
se puede sustituir por una pena de prisión de treinta años, según los alegatos fuera 
contrarios al artículo 2, el párrafo 53 de la ley habilitante de 16 de febrero 1987 n. 81, 
que limita la aplicación de la reducción a un tercio del pene para delitos sancionados 
con multa o prisión temporal, excluyendo así implícitamente delitos castigados con 
la pena prescrita por el ergastolo en la ley. La sentencia dejó claro, que en referencia 
al artículo 76 de la Constitución, la constitucionalidad del artículo 442, párrafo 2, del 
Código de Procedimiento Penal, la medida en que se establece que, en caso de con-
dena, a pena de cadena perpetua se sustituye prisión por treinta años, por lo tanto se 
extiende a los acusados de los delitos punibles con la pena del ergastolo la posibilidad 
que puedan tener una pena de 30 años de prisión y esta posibilidad no venía refrendada 
por la propia ley, en lo que respecta el uso del procedimiento sumario para los delitos 
castigos con pena pecuniaria o pena de reclusión. Esta sentencia tuvo como conse-
[1183] Sentenza Núm. 176 de 1991.
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cuencia, que sustituyó la frase de ergastolo o pena de cadena perpetua por la de treinta 
años de reclusión en el artículo 442, apartado 2, del código de procedimiento penal.
Sin embargo el Tribunal Constitucional Italiano mediante sentencia de 28 de 
abril 1994, Núm. 1681184, sobre la constitucionalidad de los artículos 17 y 22 del Có-
digo Penal, los declaró inconstitucional. Esta sentencia es sumamente importante, en 
donde un menor de edad fue acusado de homicidio agravado y el Tribunal de Meno-
res, planteo esta consulta de constitucionalidad, y esta consulta venía precedida por 
dos excepciones de inconstitucionalidad, una era en relación con la pena de cadena 
perpetua de impedimento. El tribunal remitente, señalaba que existía un conflicto 
constitucional, en el sentido que los artículos del código penal italiano 17 y 22, no 
excluir la aplicación de la pena de cadena perpetua a un menor de edad, en el sentido 
que el artículo 10 de la Constitución Italiana, señala la adecuación de las normas de 
derecho internacional vigente y los artículos 27 y 31, que señalan la protección a los 
niños y jóvenes. 
De igual manera se sostenía que la futura aplicación de ergastolo a menores de 
edad, era ilegal si se tomaba en consideración que la edad de imputabilidad es de 18 
años y de igual manera si se toma en cuenta en cualquier juicio la capacidad real que 
tiene el niño, en su consentimiento, sería una circunstancia atenuantes aplicable, por lo 
tanto no se podría mantener la pena de cadena perpetua para un niño o menor de edad, 
hacían que en este sentido no se podía mantener tal pena, llamando la atención en la 
sentencia que el tribunal considere que: “Ni la pena capital ni la pena de prisión perpetua 
sin posibilidad de libertad se impondrá por delitos cometidos por personas de menos 
de dieciocho años de edad y además que el encarcelamiento o la prisión de un niño 
se llevará de conformidad con la ley, como una medida de último recurso y durante el 
menor tiempo posible”. Es decir que se encontró que existe una incompatibilidad entre 
la pena de cadena perpetua y la minoría de edad del delincuente así como también en la 
interpretación del significado de la rehabilitación. Se declaró la inconstitucionalidad de 
este párrafo, “en la medida en que, en el caso de múltiples crímenes cometidos por el 
debido más menor, para cada uno de los que ha infligido a la pena privativa de libertad 
no menor de veinticuatro años, prevé la sanción de  cadena perpetua”.
[1184] Sentenza Núm. 168 del 1994. 
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En una sentencia más reciente ante el Tribunal Constitucional, la sentencia 210, 
de 20131185, que se refería a la constitucionalidad de los artículos 7, apartado 1, y 
8 del Decreto Ley de 24 de noviembre de 2000, no. 341 (Medidas urgentes para la 
administración eficaz y eficiente de la justicia), en el sentido si dicho artículos era 
Constitucionales en relación los artículos 3 y 117, párrafo primero, de la Constitu-
ción, en relación con el artículo 7 del CEDH convertidas con modificaciones por la 
Ley 19 de enero 2001, n. 4, en la medida en que tales disposiciones internas operan 
retroactivamente y, más específicamente, en relación con la posición de los que, a 
pesar de haber hecho la solicitud de juicio sumario en la validez de una ley de 16 de 
diciembre 1999 n. 4792. 
Esto se basa en la decisión de un tribunal de ejecución penal, que rechazó la de-
tención del privado de libertad, de conformidad con los artículos 666 y 670 Código de 
Procedimiento Penal, en la cual se solicitaba una sustitución de la prisión provisional, 
con treinta años de reclusión, afirmando que no ha habido violación del principio de 
legalidad en el arte. 7 del CEDH se estableció, en este caso, el Tribunal de Derechos 
Humanos, bajo la premisa que cuando no se produjo nuevos hechos. En este caso el 
imputado fue condenado en 1998, a la pena de cadena perpetua con el aislamiento 
durante el día debido que se encontró culpable de dos homicidios realizados de forma 
voluntaria, y de posesión de armas de fuego. El mismo apeló su sentencia en donde 
su pena de cadena perpetua fue reemplazada por la de treinta años de reclusión. Sin 
embargo, antes que se diera la sentencia sobre la apelación, entro a regir el Decreto 
Ley no. 341 de 2000, convertido con enmiendas por la Ley no. 4 de 2001, el artículo 
7, con la declarada intención de dar una interpretación auténtica de la segunda frase del 
artículo. 442, párrafo 2, modificada por la Ley número 479 de 1999, en que se señaló 
que “La cadena perpetua con aislamiento durante el día, en los casos de complicidad 
de la delincuencia y el crimen continuado, se sustituye por la cadena perpetua”. 
Este caso tiene como base la sentencia Scoppola c. Italia1186 ante el TEDH, en 
el sentido que se trataba si el artículo 7 del CEDH, que garantiza el principio de la 
prohibición de la aplicación retroactiva de la ley penal, sino que de igual manera 
[1185] Sentenza Núm. 210 de 2013.
[1186] Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Scoppola versus Italy. (Application No. 126/05).
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sostiene el derecho que tiene todo acusado, que se le aplique el tratamiento penal 
que más le favorezca, tal como lo señala el convenio:
“Artículo 7: No hay pena sin ley 1. Nadie podrá ser condenado por 
una acción o una omisión que, en el momento en que haya sido cometida, 
no constituya una infracción según el derecho nacional o internacional. 
Igualmente no podrá ser impuesta una pena más grave que la aplicable en el 
momento en que la infracción haya sido cometida. 2. El presente artículo no 
impedirá el juicio o la condena de una persona culpable de una acción o de 
una omisión que, en el momento de su comisión, constituía delito según los 
principios generales del derecho reconocido por las naciones civilizadas”.
En este caso, el tribunal tomó en consideración que el artículo 444 Código de 
Procedimiento que rige el procedimiento abreviado, es por lo general con sujeción 
al principio de irretroactividad en perjuicio del acusado. Por lo tanto, constituye 
violación de los principios de un juicio justo, de acuerdo con el art. 6 de la Con-
vención, la privación de un efecto de recompensas, fundada próxima intervención 
legislativa encaminada a eliminar esta ventaja, especialmente si no se acompaña 
de la restauración de las garantías procesales atenuadas en virtud de la elección 
del propio rito.
De igual manera se alegó su sentencia de pena de cadena perpetua, constituida 
una violación de los artículos 6 del CEDH1187, en donde fue admitido a revisión por 
[1187] 1. Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un 
plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, establecido por ley, que decidirá los litigios 
sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en 
materia penal dirigida contra ella. La sentencia debe ser pronunciada públicamente, pero el acceso a la 
sala de audiencia puede ser prohibido a la prensa y al público durante la totalidad o parte del proceso 
en interés de la moralidad, del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática, 
cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada de las partes en el proceso así 
lo exijan o en la medida en que sea considerado estrictamente necesario por el tribunal, cuando en 
circunstancias especiales la publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la justicia. 2. Toda 
persona acusada de una infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido legalmente 
declarada. 3. Todo acusado tiene, como mínimo, los siguientes derechos: a) a ser informado, en el más 
breve plazo, en una lengua que comprenda y de manera detallada, de la naturaleza y de la causa de la 
acusación formulada contra él; 10 11 b) a disponer del tiempo y de las facilidades necesarias para la 
/ 775 /
TOMÁS ALONSO SANDOVAL 
EL MARCO INTERNACIONAL, COMPARADO Y ESPAÑOL DE LA PENA DE CADENA PERPETUA
la Gran Sala. Los principales argumentos, es que se impuso una pena mucho más 
grave que la aplicable en el momento en que se cometió el delito, es decir que el 
imputado se consideraba que la ley se le había aplicado retroactivamente y no como 
lo establece la ley de aplicarla siempre y cuando sea más favorable al reo. 
En este caso, el solicitante, señala que la sentencia dictaminada de pena de 
cadena perpetua, no estaba prevista en el momento que los acusados aceptaron ser 
jugados bajo el procedimiento sumario en el sentido que si sería, sería castigado con 
prisión de treinta años, y no la de cadena perpetua. 
En este caso el TEDH, en el caso de la violación del artículo 7, en el sentido 
que bajo la premisa no ahí pena sin ley, el tribunal reconoció, que este principio 
es determinante en el estado de derecho, y además se agregó que no solo se limita 
a la prohibición de la aplicación retroactiva de la ley penal que sea en perjuicio 
del imputado, sino que al mismo tiempo garantiza el principio de legalidad en las 
penas, en el sentido de que no se puede aplicar una determinada ley que, de forma 
amplia perjudique o deje al imputado en clara desventaja tanto procesal como en la 
ejecución de la pena correspondiente. El TEDH parte de la idea, que si se prevé una 
ley penal más leve o mitior lex, al imputado, es decir que la aplicación retroactiva 
de ley que sea más indulgente. Con respecto al artículo 6, que hace referencia a un 
juicio justo, en este caso, guarda una relación directa con el hecho de no reducir la 
pena tomando en cuenta que al aceptar un procedimiento sumario, el mismo puede 
conllevar la renuncia a numerosas garantías procesales, ya que para el tribunal, al 
realizar un procedimiento sumario se privó al imputado de la ventaja, más importante 
que es la sustitución de la prisión con la de treinta años de reclusión. Para el Tribunal, 
sostuvo, que teniendo en cuenta la base de la ley vigente, en el momento en que se 
adoptó el procedimiento sumario, el solicitante tenía la legitimidad de esperar que 
gracias a la adopción de este procedimiento simplificado, que la pena máxima de 
confinamiento, no podía ser mayor de treinta años, además que el mismo renuncio 
preparación de su defensa; c) a defenderse por sí mismo o a ser asistido por un defensor de su elec-
ción y, si carece de medios para pagarlo, a poder ser asistido gratuitamente por un abogado de oficio, 
cuando los intereses de la justicia así lo exijan; d) a interrogar o hacer interrogar a los testigos que 
declaren en su contra y a obtener la citación e interrogatorio de los testigos que declaren en su favor 
en las mismas condiciones que los testigos que lo hagan en su contra; e) a ser asistido gratuitamente 
de un intérprete si no comprende o no habla la lengua empleada en la audiencia.
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a cambio de garantías procesales, en que dicha pena fue modificada sin su consenti-
miento, es decir en su propio perjuicio y no podía considerarse como un juicio justo. 
El TEDH, sostuvo, que existió una violación de los artículos 6 y 7 de la Convención 
Europea de Derechos Humanos, a causa de la aplicación retroactiva de la ley penal, 
en perjuicio del solicitante en que se condena al Estado demandado que tiene que 
asegurar que la pena de cadena perpetua impuesta a la demandante se sustituye por 
una sanción consistente con los principios establecidos, es una pena no superior a 
treinta años de prisión.
Sin embargo en el presente caso, cuando el solicitante apelo su sentencia, ante el 
tribunal correspondiente, la sentencia quedo confirmado en pena de cadena perpetua, 
sin embargo al llegar el caso a la Corte Suprema de Justicia, señaló en contra de la 
decisión ya mencionada de Scoppolla, de cambiar una sentencia de pena de cadena 
perpetua por otra mucho más favorable al reo en efecto retroactivo a 30 años de pri-
sión. Y se sostuvo que, debido al fallo Scoppolla contra Italia, en lo que concierne 
la sustitución de la pena de cadena perpetua, impuso el resultado de la suma, con la 
pena de treinta años de prisión, modificando así el juzgado con la aplicación, en la 
sucesión de leyes adoptadas en la materia, la más favorable y sobre todo que Italia, 
como parte contratante, se compromete a acatar las sentencias que emanen del TEDH 
y sobre todo que el Estado demandado tiene la obligación de adoptar y cumplir, bajo 
el control del Comité de Ministros, el poner fin a la violación constatada, prevenir 
más violaciones similares y eliminar sus consecuencias. La sentencia señala que unas 
de las finalidades que se tiene en las sentencias es lo que puede ser llamado proce-
dimiento de juicio piloto, que tiene como objeto el de ayudar a los Estados partes, a 
revolver los problemas que se detectaron en el ordenamiento nacional. 
El Tribunal de Casación Italiano, consideró que estaba en su derecho de re-
chazar el recurso presentado por el solicitante, de sustituir la pena de cadena per-
petua por la de 30 años de prisión, que situación que se aplicaba por estar en un 
procedimiento abreviado, en el sentido que en el presentó caso, el privado de li-
bertad tendría que encontrarse en una situación bastante similar al caso Scoppo-
la vs. Italia, por lo tanto el Tribunal de la causa (Spoleto), al que el condenado 
había solicitado la sustitución de la pena, había rechazado la solicitud señalan-
do que no se vulneró el artículo. 7 del CEDH. La Corte Suprema de Justicia de
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 Italia no compartió, esos argumentos y propuso elevar la constitucionalidad de los 
artículos 7 y 8 del Decreto Ley número 341 de 2000, en la creencia de que estas nor-
mas están obstaculizando la aceptación adecuada de la solicitud de sustitución de la 
pena y sobre todo toma en cuenta que la sentencia del Tribunal de Derechos Humanos 
falló en que el sistema italiano tiene un problema estructural y sus posibles efectos, 
en materia de pena de cadena perpetua, que deben de ser eliminados. 
En el presente caso el tribunal determinó que el artículo 7, párrafo 1, de la Con-
vención no sólo establece el principio de no retroactividad de las leyes penales más 
estrictas, sino también, de forma implícita, el principio de retroactividad de la ley penal 
menos grave, es decir que en el presente caso puede señalarse que si entra a regir una 
ley penal en el momento de la comisión del delito y la ley anterior antes de la decisión 
del juicio son diferentes, el tribunal debe de aplicar, las disposiciones legales que le 
sean más favorables al acusado y consecuencia el tribunal sostuvo, que existía una 
violación del artículo 7, apartado 1, de la Convención Europea de Derechos Humanos 
en conclusión, se declaró la ilegitimidad constitucional del artículo 7, apartado 1, 
del Decreto Ley de 24 de noviembre de 2000, número341 (Medidas urgentes para la 
administración eficaz y eficiente de la justicia), convertidas con modificaciones por 
la Ley 19 de enero 2001, n. 4.
2. LA PENA DE CADENA PERPETUA EN ESTADOS DE LA UNION EUROPEA
A. La aplicación de la cadena perpetua en el Reino nido de
Gran Breta a y Gales
En el caso del Reino Unido de Gran Bretaña, tradicionalmente la pena de cadena 
perpetua, tenía como duración igual que en otros países europeos, hasta la muerte del 
preso, sin embargo, el privado de libertad tenía la posibilidad de ser elegible para la 
libertad condicional o liberad anticipada, siempre y cuando cumpliera con un periodo 
fijo, establecido por el juez, como periodo mínimo de cumplimiento para solicitar 
una pronta liberación, sin embargo se puede decir que de forma excepcional una 
pena de cadena perpetua en Inglaterra, lleva explícito en un principio que la persona 
pase toda su vida dentro de la prisión, en lo que puede llamarse como una orden de 
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cumplimiento para toda la vida, del privado de libertad. En principio todos los delin-
cuentes que son encontrados culpables de homicidio, deben de cumplir un plazo de 
tiempo mínimo en que luego del mismo pueda ser elegible a la libertad condicional. 
Ese tiempo mínimo que debe de ser cumplido como parte de la sentencia original 
es establecido por los tribunales, al expirar o terminar el mismo, esto no significa 
que el mismo tiene derecho a salir inmediatamente en libertad condicional sino más 
bien representa la mayor brevedad posible para que el privado de libertad pueda ser 
considerado para una un solicitud de libertad condicional.
Es decir que el imputado condenado a la pena de cadena perpetua cuenta con la 
posibilidad que pueda ser condenado a una sentencia tanto determinada (que puede 
ser inmediatamente liberado una vez cumpla con su pena), como la sentencia de pena 
de cadena perpetua indeterminada de prisión con miras a la protección de la sociedad, 
ya que se sigue considerando que el imputado es una persona peligrosa, en lugar a 
su liberación deben de cumplir con un periodo mínimo de encarcelamiento más allá 
de la pena original con la finalidad de satisfacer los fines de la pena, especialmente 
la retribución y la disuasión. Este periodo que podíamos llamar periodo adicional de 
encarcelamiento, se establece en una audiencia pública, y también es llamado como 
“tariff”, lo que puede traducirse en español como la tarifa. Otra característica es que 
ningún prisionero condenado a esta modalidad de cadena perpetua en el ordenamiento 
inglés, debe de tener por los 21 años de edad, y el mismo puede obtener su libertad 
antes de cumplir la totalidad del tiempo establecido en su pena original, es decir que 
su liberación no es automática, y se tendría que tener el visto bueno de la Junta de 
Libertad Condicional y se entiende que el riesgo de tener al ya al ex delincuente en 
libertad, es un riesgo aceptable, es decir que dentro de la pena de cadena perpetua, 
la Junta de Libertad Condicional, tiene un papel vinculante.
La pena de cadena perpetua generalmente es aplicada a todo persona declara 
culpable del delito de homicidio realizado en circunstancias crueles y atroces, aun-
que esto no quiere decir que no es aplicada a otro número de delitos, por ejemplo: 
violación, incendio intencional, y otras variantes de homicidios, etc. Otra variante 
la tenemos en lo referente a cuando el delincuente es un menor edad, solamente en 
este caso como sentencia obligatoria por así decirlo queda a disposición o a criterio 
de su Majestad, para el menor de edad condenado por homicidio que tiene menos de 
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18 años. La última modalidad es cuando la persona es mayor de 18 años, pero menor 
de 21 años, en el momento de cometer el delito que se le castiga con sentencia de 
cadena perpetua, este tipo de modalidad puede ser llamada como custodia para la 
vida o Custody for Life.
Entre sus antecedentes tenemos que remontarnos hasta 1908, de la que se puede 
denominar como la Ley de la infancia de 1908 (The Children’s Act of 1908), en que 
se prohibió la aplicación de la pena de muerte, a los menores de edad de 16 años1188
y en 1922, se añadió el delito de infanticidio para las madres que mataban a sus hijos 
durante el primer año de su vida, posteriormente en 1930, un Comité del Parlamento, 
recomendó que la pena de muerte fuera suspendida por un periodo de cinco años, 
como periodo de prueba, pero tan situación nunca se dio, sin embargo en 1931, se 
estableció que las mujeres embarazadas ya no podían ser ahorcadas y en 1933, se 
elevó la edad de 16 a 18 años para que una persona pueda ser ejecutada por una sen-
tencia de pena de muerte. Una de las primeras iniciativas que se presentó para abolir 
la pena de muerte en el Reino Unido, fue en 1938, presentada ante el Parlamento, y 
alegaba la suspensión de la pena de muerte por un periodo no mayor a cinco años, sin 
embargo por la Segunda Guerra Mundial, al año siguiente en 1939, esta propuesta de 
ley no fue analizada por los parlamentarios británicos y al finalizar esta, la propuesta 
fue rechazada ante la Cámara de los Lores.
Sin embargo se creó una nueva Comisión Real sobre la pena de muerte, que 
funcionó entre 1949 y 1953, con la finalidad de analizar si la misma debiera de seguir 
siendo aplicada, o modificada, el informe de la Comisión, señaló, alternativas a su 
ejecución o a la Horca, (entre estos la electrocución y la futura inyección letal), pero 
estas alternativas fueron rechazadas. La discusión se basó en la que si la opinión po-
pular cree que la pena de muerte tiene un efecto disuasorio para los criminales, pero 
[1188] Esta ley de igual manera conocida como la ley sobre los niños y los jóvenes, que fue aprobada 
por parte del conjunto de reforma liberales del partido liberal británico, tiene la particularidad que 
estableció los tribunales de menores, registro de padres adoptivos, regulación sobre las nodrizas, el uso 
de casas de trabajo para los niños y se le prohibió que los mismos trabajaran en lo que se consideran 
oficios peligros, estableció la prohibición de entrar a cantinas y de comprar cigarrillos, división de pagar 
sus condenadas en reformatorios y no en prisiones con adultos, se establecieron los reformatorios y 
las escuelas industriales, etc. Para saber más sobre esta ley recomiendo el artículo de la Commission 
to Inquire into child abuse. Titulado Report commission to inquire into child abuse. Vol. 2. History of 
industrial schools and reformatories. http://www.childabusecommission.ie/rpt/pdfs/CICA VOL1 02.PDF
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de igual manera concluyó, que las estadísticas no eran concluyentes, sin embargo si 
recomendó su abolición desde un punto de vista ético.
De igual forma de como sucedió en los países abolicionistas de la pena de 
muerte, que fue en principio suspendida en 1965, la pena de cadena perpetua, fue una 
sentencia obligatoria para el delito de homicidio, teniendo en cuenta, que igual que 
en el caso de los Estados Unidos, existía una definición para el delito de homicidio en 
primer grado y segundo grado, entre los años de 1957 a 1965 (año en que fue abolida 
la pena de muerte), que hacia la diferencia entre la pena de muerte y la aplicación 
de la pena de cadena perpetua, en aquellos años si un delincuente era menor de edad 
cuando cometió el delito de homicidio, la decisión de cuando tiempo quedaba en 
prisión, era determinado por el Rey, a su criterio. 
Con la Ley de Homicidios de 1957 (Homicide Act 1957), se introdujo, la diferen-
cia entre el homicidio capital y no capital, en donde se establecía la pena de muerte, 
para seis casos de homicidio: que se realizara en el curso o desarrollo de un robo, 
que fuera ocasionado por un disparo o causando por una explosión, por resistencia 
al arresto o durante un escape, que la víctima sea un funcionario de la prisión y el 
homicida un privado de libertad, sea el segundo homicidio cometido por el delin-
cuente en diferentes ocasiones1189 esta ley se puede decir que se restringió el uso de 
la pena de muerte por asesinato, en la actualidad dicha diferencia de grados, no es 
aplicada, un aspecto interesante es que se entendía que la pena de muerte disuadía a 
los delincuentes de cometer delitos haciendo uso de armas de fuego.
No fue hasta, 1965 en que se abolió la pena de muerte por homicidio:
Ley que abolió la pena de muerte de 1965, señala que: 
“1. Abolición de la pena de muerte por asesinato.
(1) Ninguna persona podrá sufrir la pena de muerte por asesinato, y si 
una persona es sentenciada por homicidio intencional F1...deberá de ser 
condenada a la pena de cadena perpetua.
(2) Cuando se sentencia a la pena de cadena perpetua, por homici-
dio, el Tribunal podrá, al mismo tiempo declarar cual es el período que 
[1189] Cft. Visto el 1 de febrero de 2015. Puede ser consultado en:http://www.legislation.gov.uk/
ukpga/Eliz2/5 6/11/contents
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le recomienda a la Secretaria de Estado, como el período mínimo que en 
su opinión debe transcurrir antes de que el secretario de Estado ordene la 
liberación de esa persona tal como se establece en la sección (F2. 61 de la 
M 1 de la Ley de Justicia Penal de 1967)
(3) A los efectos de cualquier procedimiento o con posterioridad a un 
juicio por un cargo de homicidio castigado con la pena capital, que carga 
y cualquier alegato o la conclusión de culpable de homicidio punible con 
pena capital deberá ser tratada como o haber sido una carga, o una súplica 
o veredicto de culpabilidad, de homicidio; y si al comienzo de la presente 
Ley, una persona está bajo sentencia de muerte para el delito de asesinato, 
la sentencia tendrá efecto como una condena a prisión de por vida.
(4) En los incisos precedentes cualquier referencia al asesinato incluirá 
un delito o que corresponde a asesinar en virtud del artículo 70 de la M2 
Ejército Ley de 1955 o de la M3·de la Fuerza Aérea Ley de 1955 o en 
virtud del artículo 42 de la M4 Naval Disciplina Ley de 1957, y cualquier 
referencia al asesinato capital deberá interpretarse en consecuencia; y en 
cada una de dichas secciones 70 se inserta en la subsección (3) después del 
párrafo (a) como nuevo apartado (aa).“(Aa) si el delito civil correspondiente 
es asesinato, incurrirá en prisión de por vida”1190.
En 1965, se presentó un proyecto de ley para suspender la pena de muerte, que 
fue aprobada en votación libre en la Cámara de los Comunes por 200 votos a favor, 
98 votos en contra, lo que motivó que el proyecto de ley fue posteriormente aprobada 
por la Cámara de los Lores por 204 votos contra 104, esto motivó la suspensión en 
Inglaterra, Escocia y Gales, sin embargo se siguió aplicando en Irlanda del Norte, 
para el delito de homicidio se mantuvo la pena de muerte por un periodo de 5 años, y 
la misma fue sustituida por la pena de cadena perpetua obligatoria. En 1969 la ley de 
la abolición de la pena de muerte pasó ser provisional por 5 años hacer permanente, 
mientras que fue abolida en Irlanda del Norte, en 1973.
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Sin embargo han existido intentos para restaurarla, por ejemplo en 1997, la 
Cámara de los Comunes, realizó una votación para restablecer la pena de muerte, sin 
embargo la misma no fue instaurada, sin embargo se mantuvo para ciertos delitos de 
jurisdicción militar hasta 1998, como el de ayudar al enemigo, motín o su incitación, 
fracaso para reprimir un motín con la intención de ayudar al enemigo, creas alguna 
obstrucción en las operaciones militares, de igual manera para el delito de traición, 
mientras que el incendio o explosión de un astillero naval, barco, depósito, se eliminó 
la pena de muerte en 1971, y el espionaje en 1981.
La pena de muerte1191 que utilizaba como método la horca se mantuvo hasta 
1998 cuando la Cámara de los Lores, abolió la pena de muerte para los delitos de 
traición y piratería con violencia, cambiando la pena por la pena de cadena perpetua 
discrecional, sin embargo la decapitación como método de ejecución de la muerte 
por el delito de traición no fue abolida hasta 1973, en que fue sustituida por la horca.
La primera suspensión de la muerte fue en 1965, mientras que en Irlanda del 
Norte fue abolida en 1973, y fue abolida totalmente para todas las circunstancias en 
1998, sin embargo en 2004, el Protocolo Número 13 del CEDH1192, prohíbe la restau-
ración de la pena de muerte durante todo el tiempo que el Reino Unido, sea parte del 
protocolo. Este protocolo, en su artículo 1, señala la abolición de la pena de muerte, 
a diferencia que el artículo 2 de la Convención Europea de Derechos Humanos, que 
proclama y protege el derecho a la vida, deja claro, que existía la excepción en que 
se permite la aplicación de la pena de muerte, cuando la misma está prevista con 
anterioridad en la ley, esto motivó que el artículo 2 del Protocolo Número 13 deja 
claro que existe una prohibición de excepciones, en el sentido del protocolo Número 
6 de 1983 ya había establecido una prohibición de la pena de muerte, pero hacía la 
[1191] La pena de muerte en Reino Unido, gozo de bastante aceptación en su uso, desde los tiempos
memoriales de la edad media, y la aplicación de diversas leyes, como el llamado Código Sangriento 
(Bloody Code) que aplicaba la pena de muerte, para más de doscientos delitos, entre estos el de utilizar 
un disfraz o tener la cara tapada cuando se cometida un delito, estar en compañía de gitanos o de rea-
lizar actos maliciosos a menores de edad, etc., otras leyes parecidas la tenemos en “La Ley de Negro” 
de 1723, que de igual manera se reintrodujo la pena de muerte para los delitos de robo de ganado, 
caballos, y ovejas, así como también la caza fortuita y sin licencia, que estuvo vigente hasta 1832.
[1192] Cft. Protocol Núm. 13 to the Convention for the Protection of Human Rights and Fundamental
Freedoms, concerning the abolition of the death penalty in all circumstances. En http://conventions.
coe.int/Treaty/en/Treaties/Html/187.htm
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salvedad de permitir que la ley mantuviera dicho castigo en tiempo de guerra o de 
peligro inminente de guerra. Dicha excepción tuvo por objeto facilitar la ratificación 
del Protocolo por el mayor número de Estados. Sin embargo, el debate sobre la 
abolición de la pena capital había avanzado desde entonces, y el Protocolo Número 
13 es producto del movimiento abolicionista de ese movimiento. Mientras que al 
artículo 3, establece la prohibición de reservas, en el sentido que la prohibición de 
imponer la pena de muerte, tiene que ser absoluta y obligatoria para todos Estados 
signatarios del Protocolo.
Igual a como sucedió con la pena de cadena perpetua, la pena de muerte en 
Reino Unido, era obligatoria, pero podía ser conmutada, sin embargo el cambio se 
dio de forma significativa durante el Juicio de la Ley de la Muerte, de 1832, en que 
se otorgó la facultad discrecional de conmutar la pena de muerte con la excepción 
de los delitos de traición y homicidio, a los jueces, esto redujo considerablemente la 
aplicación de la pena de muerte y se despenalizó para ciertos delitos de falsificación 
especialmente documental y robo, hasta que el Parlamento en 1861, redujo su apli-
cación a cinco delitos: la traición, piratería haciendo uso de la violencia para cometer 
el hecho, el asesinato, incendio provocado en los astilleros reales, etc. No fue hasta 
que se creó una Comisión Real sobre la Pena de Muerte (The Royal Commission on 
Capital Punishment), entre los años de 1864 y 1866, que a pesar que no era partidaria 
de la abolición de la pena de muerte, si fue partidaria de poner fin a las ejecuciones 
públicas, lo que motivó que se diera una nueva ley que reformaba la pena de muerte, 
en 1868, que estableció que a partir de ese momento la aplicación y ejecución de la 
pena de muerte, se llevara a cabo dentro de las cárceles.
La particularidad que se dio en la aprobación de la pena de cadena perpetua 
como sustituto de la pena de muerte en un principio en Reino Unido, fue que los 
parlamentarios estaban en contra de la derogación o modificación de la pena de 
muerte, por lo tanto llegaron al acuerdo que establecía que los delitos en que cas-
tigaban con la pena de muerte en ese momento, serían castigados con la pena de 
cadena perpetua de forma obligatoria para dichos delitos, por lo tanto, las primeras 
condenas de penas de cadena perpetua, en el Reino Unido, fueron como sustituto 
de la pena de muerte, para aquellos privados de libertad cuyas sentencias fueron 
conmutadas y luego aquellos delitos que no fueron realizados de forma agravada, 
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en el sentido de la Ley de Homicidios de 1957, establece se tiene un promedio de 
entre 9 a 14 años para solicitar una libertad condicional en el caso del delito de ho-
micidio no agravado.
La pena de cadena perpetua, solo puede ser aplicado únicamente aquellas per-
sonas que tengan más de 21 años de edad, sin embargo se puede dar el caso en que 
un menor de 18 años pueda, ser condenado a la pena de cadena perpetua, siempre 
y cuando el Rey así lo disponga para los delitos de homicidio u otros delitos que se 
contemplen esta pena de prisión, pero se mantiene la base que las personas menores 
de 21 años, no pueden cumplir con la pena de cadena perpetua para toda la vida, y 
deberían de poder ser elegibles a una libertad condicional, solo por el hecho de tener 
como requisito que fueron condenados con menos de 21 años de edad.
Otro modalidad que se debe de tomar en cuenta, es que bajo la ausencia de 
circunstancias excepcionales en la realización del delito, que cualquiera persona que 
fuera mayor de 18 años desde el 1 de octubre de 1997, que fuese declara culpable de 
un segundo delito de violación sexual, la pena de cadena perpetua quedaría sustituida 
por una condena automática para toda la vida del delincuente, es decir que se pasara 
a una pena de cadena perpetua indeterminada. 
La legislación sobre la pena de cadena perpetua fue modificada por medio de 
la ley de justicia penal inglesa de 2003, en lo referente a la pena de cadena perpetua, 
impuesta por homicidio, en el sentido que era el Ministro Interior inglés, que se reser-
vaba, el derecho de establecer un periodo mínimo de cumplimiento o periodo mínimo 
de tiempo en prisión para los delincuentes condenados a la pena de cadena perpetua, 
en donde se toma en consideración la gravedad del delito y la edad del delincuente, 
y se toma en consideración la premeditación en la realización del homicidio, el nú-
mero de víctimas, si se dio el delito de secuestro antes del homicidio o se realizó el 
homicidio a través de una conducta de violación o abuso sexual, o conducta cruel 
o sádica, de igual manera si se dio un homicidio en donde las víctimas son niños o 
la víctima era un familiar o cónyuge, de igual manera si el homicidio tenía razones 
religiosas, raciales, políticas o ideológicas, si el homicida ya había cometido con 
anterioridad otro delito de asesinato, si la víctima era un policía o un funcionario de 
prisiones en cumplimiento de su deber, el homicidio se realiza usando explosivos o 
arma de fuera, o si el mismo se realiza durante un robo o con la intensión de tener 
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alguna recompensa económica, o el homicidio se realiza con la intensión de entorpecer 
el curso de un procedimiento judicial como puede ser por ejemplo el asesinato de un 
testigo, o cuando resulta como víctimas de homicidio dos o más personas, o cuando el 
homicidio se realiza por motivos de raza, religión, orientación sexual, discapacidad, 
o identidad transgènero, etc. 
Entre los factores que pueden considerarse como agravantes tenemos, que el 
crimen se haya realizado con un grado significativo de premeditación en el hecho 
punible, que las víctimas eran personas vulnerables a razón de su discapacidad, edad 
o prestaban algún servicio público u ocupaban algún cargo público, el delincuente 
abusó de su posición de confianza, se infringió sufrimiento ya sea mental o físico 
en contra de la víctima, antes de su muerte o si el hecho punible, si existió oculta-
miento, desmembramiento o destrucción del cuerpo de la víctima. De igual manera 
el tribunal de la causa, puede tomar como agravante si el delincuente tenía antece-
dentes penales de delitos considerados como graves y si el mismo tiene relevancia 
con el delito actual y el tiempo que ha trascurrido desde la anterior condena y de 
igual manera podría constituirse como una agravante si el nuevo delito cometido 
fue realizado cuando el imputado se encontraba bajo fianza, será criterio del propio 
tribunal en considerar esta circunstancia como un factor o no en la realización en el 
nuevo hecho punible. Sin embargo entre las atenuantes tenemos: la falta de preme-
ditación, que el delincuente tenía la intención de causar lesiones corporales graves, 
pero no tenía la intensión de asesinar a su víctima, o que el delincuente actuó en 
defensa propia o por miedo o que el delincuente sufría de algún tipo de trastorno 
mental o discapacidad, si el delincuente tenía algún tipo de estrés prologado, la edad 
del delincuente, o hasta la creencia que el homicidio fue un acto de misericordia 
(los casos de la eutanasia por ejemplo). Otro factor que es tomando en cuenta es si 
el imputado se declara culpable y colabora con la justicia en el esclarecimiento del 
hecho punible cometido.
Ahora bien la audiencia en donde se establece el plazo mínimo para que el 
privado de libertad condenado a la pena de cadena perpetua pueda solicitar su liber-
tad condicional, es una audiencia pública en donde el juez debe de dar las razones 
de la duración del plazo mínimo impuesto o puede señalar que la gravedad de la 
ofensa es tan excepcional por la gravedad del delito cometido que la solicitud de 
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libertad condicional no puede aplicarse en ningún momento es decir que la condena 
de cadena perpetua sería para toda la vida del privado de libertad. Si el juez otorga 
un plazo mínimo de cumplimiento para solicitar la libertad condicional para el con-
denado a la pena de cadena perpetua, el fiscal general puede impugnar dicho plazo, 
por varias razones entre estas la de considerar que el plazo establecido por el juez 
de la causa es muy indulgente en consideración de la forma y del hecho cometido.
Sin embargo, está facultad fue eliminada, en lo referente a los acusados menores 
de 18 años, debido a un recurso ante el TEDH, por el caso de James Bulger1193 en 
donde se dictaminó que la fijación de condenadas de prisión por parte del Ministro 
de Interior, es una violación a los derechos fundamentales de los delincuentes en 
este caso, dos niños de 11 años edad en donde la víctima fue otro niño de dos años 
de edad. Este caso motivó una opinión pública bastante en contra de los acusados, 
lo que motivó que los mismos fueran condenados, primero a cumplir una condena 
por 8 años de prisión, mientras que el Tribunal Supremo, aumentó el periodo de 
confinamiento a 10 años, sin embargo el Ministro del Interior aumentó hasta 15 
años, el periodo de prisión. Cuando el plazo mínimo se ha cumplido para solicitar 
la libertad condicional, la liberación o no del delincuente se hace bajo la premisa si 
el mismo resulta un peligro para la seguridad pública, si este peligro resulta claro, 
la Junta de Libertad Condicional, no daría su visto bueno para su libertad, por lo 
tanto ese privado de libertad, pasaría más tiempo en la prisión que el plazo mínimo 
establecido por el juez en el juicio original o de la causa, aunque la pena de cadena 
perpetua es obligatoria para los delitos de homicidio, desde la abolición de la de la 
pena de muerte, de igual manera otros delitos considerados graves como el delito 
violación sexual o secuestros, puede aplicarse la pena de cadena perpetua, pero en 
estos casos, la imposición de la pena de cadena perpetua adquiere un carácter de tipo 
discrecional por parte del juez de la causa en vez de tener un carácter obligatorio 
para las sentencias de homicidio. Si al privado de libertad obtiene su libertad con-
dicional, el mismo está durante toda su vida, en un periodo de libertad condicional, 
en el cual tendrá que cumplir con todo lo estipulado en su resolución de libertad 
[1193] ] Tribunal Europeo de Derechos Humanos, T. versus The United Kingdom. (Application No. 
24724/94).
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condicional, que entre otras condiciones puede las de mantenerse alejado de deter-
minados lugares o personas, no cometer nuevos delitos, etc., esto quiere decir que 
por el resto de la vida del ya no privado de libertad estará obligado a cumplir con 
lo establecido sino regresaría a la prisión a seguir cumpliendo su pena original de 
cadena perpetua.
El TEDH, sin embargo consideró que el tratamiento dado a los imputados, no 
podría ser considerado como un tratamiento inhumano o degradante sin embargo, 
si se consideró que al intervenir el Ministro del Interior, en determinar la fecha que 
los niños delincuentes tenían que pasar en prisión, se violó las garantías del debido 
proceso, en, el sentido que la sentencia siempre debe de ser determinada únicamente 
por el tribunal correspondiente para tal efecto, independientemente de lo que señale 
el poder ejecutivo, en el sentido que este tipo de injerencia según el TEDH, de igual 
maneta violan el derecho a tener un juicio justo, es decir que se violo el artículo 6.1 
del CEDH, tal como señala la sentencia en su punto No. 108, deja claro que este 
artículo se aplica a la totalidad del procedimiento, esto conlleva los procedimientos 
de apelación y la determinación de la pena y de igual manera señala en el punto si-
guiente que a diferencia de la pena de cadena perpetua que es impuesta a los adultos 
condenados por el delito de homicidio, en que constituye un castigo de por vida, la 
particularidad de la pena de prisión a criterio del Rey, el que representa el Ministro 
del Interior, es de imposición abierta, sin embargo en la sentencia deja claro (punto 
113): “El Ministro del Interior, quien estableció el tiempo del demandante, no fue 
claramente independiente del poder ejecutivo, y se deduce que ha habido una viola-
ción del artículo 6.1.”
Este caso que tuvo gran impacto en la sociedad inglesa, por el homicidio y 
secuestro de un niño de tan solo dos años de edad, por dos niños de 10 años, por 
los que fueron declarados culpables y sentenciados a la pena de prisión hasta que 
los mismos cumplieran su mayoría de edad (18 años), siendo liberados en 2001, 
por los cuales fueron considerados como los homicidas más jóvenes en Inglaterra, 
este caso volvió a la actualidad cuando uno de los culpables, violó su libertad con-
dicional en el año de 2010, por delitos relacionados por pornografía infantil por lo 
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Mientras que en el 2002, se dio una decisión parecida en referencia a delincuen-
tes adultos, en el caso por doble homicidio cometido por Anthony Anderson1194, que 
fue condenado a la pena de cadena perpetua en 1998, con una duración mínima de 
cumplimiento de 15 años, sin embargo por decisión del Ministro de Interior inglés, 
subió el periodo mínimo de cumplimiento a unos 20 años1195. En este caso deja claro 
que se refiere a la condena, el castigo, y al poder hasta ese momento ejercido por 
parte del Ministro del Interior, de decidir, cuando tiempo debe de pasar un delin-
cuente condenado a la pena de cadena perpetua, una vez cumpla con un periodo fijo 
de encarcelamiento, por el delito de homicidio en Inglaterra y Gales, en el sentido 
de cuánto tiempo un delincuente condenado a la pena de cadena perpetua, debe de 
pasar en prisión para poder decir y decidir que se ha satisfecho los fines de la pena. 
Sin embargo la sentencia argumenta es que si esta decisión se debe de quedar en el 
plano jurídico y no pasar al plano político a través del Ministro del Interior en repre-
sentación del Rey.
Un aspecto clave de la sentencia, es que otorga lo que puede definirse como 
salvaguardias o garantías de la imposición de la pena de cadena perpetua, en el 
sentido, que estas garantías tienen como fin las de proteger al público, la primera 
es aplicable en el sentido que tendrá su vigencia cuando el penado, este cerca de 
cumplir con la pena impuesta. En este caso la Junta de Libertad Condicional, tendría 
que considerar si es necesario que el mismo siga dentro de la prisión, en este caso, 
el Ministro del Interior, no tiene ningún tipo de poder para otorgarle la libertad, al 
penado. Sin embargo, si se tiene el visto bueno de la Junta Condicional y la consulta 
previa por parte del Presidente del Tribunal Supremo, en este caso el Ministro del 
Interior, puede ordenar su libertad pero tal como señala la sentencia, la ley tampoco 
lo obliga en estos casos en hacerlo. Mientras que la segunda salvaguardia o garantía 
de la pena de cadena perpetua, la tenemos en que después de a ver cumplido con el 
periodo fijado de confinamiento del delincuente, la Junta de Libertad Condicional con 
[1194] El señor Anthony Anderson tenía como antecedentes penales, un primer homicidio en donde 
la víctima era un hombre de 60 años, que murió siendo golpeado por el imputado en1986 y un año 
después, cometió otro homicidio en donde la víctima fue un hombre homosexual de 35 años, en ambos 
casos también cometió robo de las propiedades en donde se llevaron los hechos.
[1195] Regina versus Secretary of State for the Home Department (respondent) Ex Parte Anderson 
(FC) (Appellant) on 25 November 2002 (2002) UKHL 46.
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previa consulta del Presidente del Tribunal Supremo, otorga la libertad al privado de 
libertad, pero bajo la premisa que esa libertad condicional no tiene un periodo fijo o 
límite de tiempo, sino que dura para el resto de la vida del ex convicto o ex penado, 
en el sentido que se le puede revocar en cualquier momento lo que produciría que el 
mismo tenga que regresar a la prisión.
Este procedimiento fue invalidado por la Cámara de los Lores, que señaló 
que era incompatible con los derechos humanos del privado de libertad, y las con-
secuencias jurídicas de esta sentencia fue importante en el Reino Unido, debido 
que desde ese momento los únicos legitimados por ley, para establecer los plazos 
mínimos de cumplimiento de la pena de cadena perpetua y sobre todo que sola-
mente el Tribunal de Apelaciones o de la Corte Suprema del Reino Unido puede 
hacer cualquier modificación de la sentencia. Sin embargo aunque se quitó esa 
facultad política, el fiscal general, aún puede realizar una petición ante el Tribunal 
de Apelaciones, en un intento de aumentar las penas de prisión que se consideran 
excesivamente indulgente.
Lo cierto es que la ley de justicia penal inglesa de 2003, ofrece ciertas directrices 
o requisitos, para que un delincuente condenado a pena de cadena perpetua, pueda 
solicitar una libertad condicional, aunque los jueces estrictamente no están obligados 
a seguir estos principios, lo cierto constituyen una guía en que deben de fundamentar 
sus decisiones y no apartarse de lo señalado por la ley, entre estos aspectos se señala 
que en el caso de homicidas reincidentes o múltiples (que hayan asesinado a dos 
personas o más), que el crimen incluye violencia de abuso sexual, planificación o 
premeditación, terrorismo, secuestro, terrorismo, se señala que la persona condenada 
a la pena de cadena perpetua, no puede ser liberad, en estos casos la condena se apli-
ca para toda la vida del delincuente, mientras que en el caso de homicidio de dos o 
más víctimas, se toma en cuenta un periodo mínimo de 30 años como una sentencia 
de punto de partida antes de la consideración de los factores agravantes adiciona-
les y de cualquier factores atenuantes. El límite mínimo de 30 años para solicitar 
la libertad condicional de igual manera, se aplica para los asesinatos individuales, 
con características atroces, esto conlleva aquellos homicidios por motivos sexuales 
o raciales, arma de fuego, y homicidio de agentes de policía, etc. Mientras que en 
los otros homicidios que tienen otras características menos atroces o crueles por así 
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decirlo, hablamos de un mínimo de 15 años, como tiempo mínimo de cumplimiento 
para solicitar la libertad anticipada o condicional1196.
También han existido casos en que los jueces se han negado a utilizar las guías 
o directrices que exponer la ley, entre estos tenemos el caso de David Bieber1197 por 
el asesinato de un oficial de policía, el juez ordenó que el delincuente nunca debería 
de ser liberado de la prisión, mientras que la ley recomendaba un plazo mínimo de 
30 años para este tipo de delitos. Esto motivó que en el 2008, el Tribunal de Justicia, 
señala que el imputado no tendría que cumplir una sentencia de cadena perpetua de 
por vida, de forma completa, pero dejó claro que tendría que pasar 37 años para ser 
considerado su solicitud de libertad condicional, este caso fue la primera vez en que 
Ministro del Interior, perdía el poder de fijar plazos mínimos, y de igual manera si los 
Estados Unidos solicitara su extradición por los homicidios cometidos en su suelo, 
la mismo no podría darse ya que el imputado se le podría imponer la pena de muerte 
de igual manera en el caso de Marcos Goldstraw, homicidio de cuatro personas (ex 
novia, su hermano, su hermana y su padrastro) por un incendio provocado en su casa, 
el juez de primera instancia establece un plazo  mínimo de 35 años para poder solicitar 
su libertad condicional a pesar que debido a la forma en que se cometió el delito, la 
sentencia hubiera sido pena de cadena perpetua para toda la vida del delincuente, 
debido que el delito reunía la característica de ser planeado o premeditado, y debido 
al incendio provocado, se produjo la muerte de una persona, la particularidad es que 
se encontraba en libertad condicional, luego de cumplir otra pena por otro delito de 
homicidio en que mantenía una relación sentimental con la víctima, este caso puso 
en evidencia que tal efectivas son el procedimiento y el papel de la Junta de libertad 
condicional.
[1196] Cft. LIPSCOMBE. Sally. Mandatory life sentences for murder Standard Note: SN/HA/3626. 
Section: Home Affairs. En http://www.indabook.org/preview/ASwvGx6gTe3S UMgB6yJL4vVu3jH-
nIz4AJxqJ9YJBkE,/Mandatory life sentences for murder UK.html?query=Mandatory life sentences 
for murder UK Parliament
[1197] En este caso el imputado, había sido declarado culpable de homicidio en los Estados Unidos 
y de intento de homicidio de otras dos personas, lo que motivó que fuera considerado prófugo, lo que 
motivó una búsqueda a nivel nacional en los Estados Unidos, el imputado huyo a Inglaterra, en donde 
cometió otro homicidio, del cual fue declarado culpable, en donde el juez recomendó que el mismo 
no obtuviera nunca su libertad condicional, sin embargo la sentencia de pena de cadena perpetua, que 
en 37 años ante un tribunal de apelación, para solicitar la libertad condicional.
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Otro aspecto singular en el ordenamiento jurídico inglés, es que además de la 
aplicación de la pena de cadena perpetua, es que existe una pena de presión de protec-
ción pública, que es aplicada a mayores de 18 años y una pena de detención publica 
a menos de 18 años, siempre y cuando los crímenes aplicados no tienen la suficiente 
gravedad para ser sentenciados a una pena de cadena perpetua, sin embargo debido 
a que son un peligro para el público o la sociedad en general, no pueden ser puestos 
en libertad condicional, hasta que la Junta designada a tal efecto, determinen que los 
mismos no son un peligro ni para ellos mismos ni para la sociedad.
Uno de los casos más emblemáticos es el caso de Arthur Hutchinson, británico 
condenado por el triple homicidio a la pena de cadena perpetua en 19841198, con an-
tecedentes en robo a mano armada y violación sexual, con un plazo recomendable 
para la obtención de su libertad condicional de 18 años, siempre y cuando la Junta 
de Libertad Condicional, señala que el mismo ya no es un riesgo para la sociedad, 
sin embargo la particularidad que tiene este caso, es que el mismo tendría que a ver 
sido liberado en el 2002, con 61 años, ya que el juez de primera estancia que lo con-
deno, dio como recomendación un periodo de confinamientos no menor de 18 años, 
mientras que el presidente del Tribunal Supremo, recomendó que el mismo nunca 
fuera liberado, opinión que el Ministro de Interior, sostuvo, que el imputado tendría 
que pasar toda su vida en prisión, por considerarse, un privado de libertad que aún 
era considerado peligro para la sociedad, en el sentido que en la práctica conlleva 
a decir que el mismo nunca podría ser liberado. Bajo esta decisión, se interpuso un 
recurso de apelación ante el Tribunal Superior, que pasó a encargarse de la fijación de 
los términos de confinamiento, que era la facultad que tenía el Ministro de Interior, 
que al aprobarse la ley de 2003, pasó a formar parte exclusiva del poder judicial. Esta 
apelación fue rechazada y el Tribunal Superior de Justicia, determinó que el privado 
de libertad tendría que pasar toda su vida dentro de la prisión, una segunda apelación 
fue presentada e igualmente rechazada en el 2008. Tal como lo señala Regina V Arthur 
Hutchinson1199, nos dice que:
[1198] El imputado fue declarado culpable de triple homicidio, en conjunto de robo agravado y vio-
lación, entre las víctimas se encontraba su esposa y su hijo, en el día de bodas de unas de sus hijas.
[1199] Regina versus Arthur Hutchinson (2008) EWHC 860 (QB).
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10. El párrafo 4 del Anexo 21 establece que si el tribunal considera 
que la gravedad de los delitos es excepcionalmente alto el punto de partida 
apropiado es una orden de toda la vida. Dispone que los casos que nor-
malmente son emitidas dentro de esta categoría incluyen el asesinato de 
dos o más personas, donde cada asesinato conlleva un importante grado 
de premeditación. Eso es claramente el caso.
11. Existen además factores agravantes muy graves en el presente caso. 
Además de los asesinatos, no es la violación de la hija de 18 años de dos de 
las víctimas. Además del otro material ante el tribunal son las declaraciones 
de impacto víctima de los miembros de la familia, incluyendo a la víctima 
de esa violación. Ella describe las circunstancias que yo caracterizaría como 
la participación de la conducta sádica y sexual. No hay factores atenuantes.
12. Una nueva exposición hecha por el abogado de la demandante 
es que una sentencia de por vida entera viola los artículos 3 o 5 de la 
Convención. Se afirma que los elementos expuestos por el abogado son 
lo suficientemente importantes y complejas que una vista oral se celebre.
13. A mi juicio, no hay razón alguna para ver una vista oral para este o 
cualquier otro motivó. A mi juicio, no hay razón alguna para apartarse de 
la decisión del Ministro del Interior. Estos fueron los asesinatos de excep-
cional gravedad, y es justo que el solicitante debe permanecer en prisión 
por el resto de su vida como forma de castigo. Yo lo pedido. Ordeno que 
las disposiciones de salida temprana no se aplicaran a la parte demandante.
En el caso de R versus Davies1200 el tribunal determinó que si existen caracterís-
ticas agravante en la realización del hecho punible, aumentaría el término mínimo de 
cumplimiento de una pena de cadena perpetua, el juez debe de aplicar la misma norma 
de la prueba de forma similar a como lo aplican los jurados al llegar a un veredicto. 
Este caso es una decisión de la Cámara de los Lores, en el sentido de permitir a los 
testigos se constituyan valor probatorio de forma anónima, ante este caso en que dos 
personas fueron víctima de homicidio por el imputado, esta decisión motivó que el 
[1200] R versus Davies. (2008) EWCA Crim 1055.
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Parlamento aprobaba una nueva ley en materia de pruebas (en lo referente al testigo 
anónimo, que se le permitiría dar declaración bajo un seudónimos, la declaración podría 
darse a través de pantallas y sus voces cambiadas electrónicamente y cualquier detalle 
que permitirá su identificación no podría ser puesto en conocimiento del imputado, 
a la vez que sus abogados tampoco podía hacerles alguna pregunta que condujera a 
su identificación) luego de esta decisión. A pesar de los alegatos de los abogados en 
contra de estos procedimientos, sus alegatos fueron rechazados, y al pasar a la Corte 
de Apelaciones, los alegatos se centraron en que las órdenes del juez relativas al ano-
nimato de los testigos eran contrarias a la ley y al artículo 6 del CEDH, por lo que se 
violaban las garantías del debido proceso al imputado, argumentos que fueron recha-
zados, pero se produjo, una apelación ante la cámara de los lores En el 18 junio 2008 
se celebró por unanimidad que Davis no había tenido un juicio justo, ya que su consejo 
había sido incapaz de desafiar de manera adecuada las pruebas de cargo o probar la 
fiabilidad de los testigos anónimos. Para revertir los hechos esta decisión se aprobó 
una nueva ley el 21 de julio de 2008, 33 días después del fallo de la Cámara de Lores, 
que normalizaba el uso de los testigos de forma anónima como prueba en los justicia.
El TEDH señaló que la imposición de una pena de cadena perpetua sin libertad 
condicional no constituye un trato inhumano o degradante, es decir que determinó 
que el derecho inglés puede imponer a través de sus tribunales la pena de cadena 
perpetua para toda la vida., para los casos más atroces de homicidio, esto a pesar 
que los alegatos del imputado se basaban en que todo privado de libertad, tiene 
el derecho o la esperanza de ser liberado algún día. Este caso Hutchinson vs. The 
United Kingdom1201, la principal argumentación de los solicitantes siempre fue la 
de demostrar que existía una violación al artículo 3 de la CEDH, en el sentido que 
el establecer que la pena de cadena perpetua impuesta a los solicitantes, sin tener 
la esperanza de una futura o posible libertad condicional, constituía una violación 
en el sentido que la pena impuesta era una tortura o trato inhumano o degradante.
En la apreciación del Tribunal deja claro que dentro de los principios relativos 
a las sentencias de prisión para toda la vida, se hace necesario un mecanismo que 
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podemos agregar mecanismo efectivo en relación con las sentencias de cadena per-
petua, para el tribunal, en que la elección de un Estado de un determinado sistema de 
justicia penal, esto incluye tanto el establecimiento de las penas, como su correspon-
diente revisión y modificación es en un principio fuera del ámbito de supervisión del 
TEDH, bajo la premisa que el sistema no viola o contravine el CEDH, sin embargo 
reconoce (punto 18, de la sentencia) que son los Estados contratantes, son y deben 
de seguir libres de imponer todas las sentencias que consideren adecuadas entre estas 
la sentencia de pena de cadena perpetua, dirigida a los delincuentes adultos, que han 
cometidos hechos extremadamente violentos, tipificados como delitos especialmente 
al delito de homicidio, no está estrictamente prohibida por ser incompatible por el 
artículo 3 u otro artículo del CEDH, pero aclara que la misma debe de ser impuesta 
por un juez independiente, tomando en consideración todos los elementos agravantes 
y atenuantes de cuando se realizaron el hecho punible la sentencia también añade 
que la única manera en que la pena de cadena perpetua es compatible, con el respeto 
de los derechos humanos es que la misma, tenga una perspectiva de liberación y una 
posibilidad de revisión:
“19…La Corte señaló en particular que el equilibrio entre las justifi-
caciones para el encarcelamiento, como castigo, la disuasión, protección 
del público y la rehabilitación, podría cambiar en el curso de la sentencia 
y fue sólo por llevar a cabo una revisión de la justificación de la detención 
continuada en una adecuada punto de la sentencia que esos factores o 
cambios adecuadamente pudieron ser evaluados. Si el recluso fue encar-
celado sin ninguna perspectiva de liberación y sin la posibilidad de tener 
su sentencia de cadena perpetua revisado, existía el riesgo de que nunca 
podría expiar su delito y que todo lo que hizo en la cárcel, por excepcio-
nales que su progreso hacia la rehabilitación, su castigo permanecería fijo 
(ibíd.,  111 12). Por ello, la Corte sostuvo que sería incompatible con 
la dignidad humana que se encontraba en la esencia misma del sistema 
del Convenio fuerza para privar a una persona de su libertad sin esfuerzo 
hacia su rehabilitación y que le proporcione la oportunidad algún día a 
conseguir esa libertad.
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Bajo esta base el Tribunal determinó que, el artículo 3 de la CEDH, en materia 
de cadena perpetua, tiene que ser interpretado, como una exigencia reducibilidad de 
la sentencia, en el sentido de una revisión que permite a las autoridades nacionales a 
tener en cuenta si hay cambios en la vida del prisionero son tan significativos, y que 
ha hecho avances progresivos hacia la rehabilitación en el sentido de que la detención 
continuada ya no puede justificarse por motivos legítimos penológicos. Otro aspecto 
que toma en consideración es lo referente al margen de apreciación que deben de tener 
y darse en los Estados contratantes, en materia penal y de condenada, esta atribución 
no es materia del TEDH, sino más bien de cada Estado contratante en particular. Sin 
embargo la sentencia aclara, que la revisión cuando esta tenga lugar, pueda ser tanto 
ejecutiva o judicial, dependiente de lo que disponga cada Estado contratante en particu-
lar en cuando esta revisión de la sentencia de la pena de cadena perpetua tendrá lugar. 
Añadido a esto la sentencia expone (en su punto B, de la parte resolutiva) que 
se hace necesario un mecanismos específico por la naturaleza de la pena que pasan-
do los 25 años después de la imposición de una pena de cadena perpetua, se deben 
realizar en junto revisiones de forma periódica de la misma, y en la medida en que 
el derecho interno no tenga o prevé un mecanismo de revisión, la pena de cadena 
perpetua no cumpliría con el artículo 3 del CEDH. De igual manera (punto D), se 
agrega que a pesar que el procedimiento tenga una revisión con posterioridad a la 
aprobación de la pena, conlleva a que todo condenado a una pena de cadena perpetua, 
no debería de estar obligado a esperar y servir un número indeterminado de años 
de cumplimiento de su condena antes de que pueda solicitar o realizar una queja 
de las condiciones legales de su detención. La sentencia también deja claro que, el 
privado de libertad tiene el derecho a conocer, el inicio de su condena, los requisitos 
o elementos necesarios para su liberación y sobre todo bajo qué condiciones, entre 
estas la revisión de su sentencia, puede llevarse a cabo. Es decir que si la legislación 
interna que aplica la pena de cadena perpetua, para los más atroces delitos dentro 
de su legislación penal, tiene que contar con un mecanismo de revisión de la pena 
impuesta, y si esto no ocurre, ocurriera una violación con el artículo 3 del CEDH, y 
no en una fase posterior de encarcelamiento.
Un aspecto clave en la sentencia es que reconoce que: “21. Hay que destacar, sin 
embargo, que el hecho de que en la práctica una cadena perpetua puede ser servida 
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en su totalidad no significa que sea irreductible. No es un tema del artículo 3 si se 
pudiera surgir si un prisionero de por vida tenía el derecho de la jurisdicción interna 
para ser considerado para la liberación, pero esta fue rechazada, por ejemplo, en razón 
de que él o ella sigue constituyendo un peligro para la sociedad”.
Sin embargo, en la sentencia de R vs. Newell; R v. McLoughlin, de 18 de febrero 
de 2014, la Corte de Apelaciones había abordado explícitamente esas dudas y sostuvo 
que el Secretario de Estado de Justicia se vio obligado la legislación nacional para 
liberar a una persona detenida a causa de una orden de toda la vida donde “motivos 
excepcionales” para la liberación podría demostrar que existe, y que este poder de la 
liberación era revisable por el nacional tribunales. Teniendo en cuenta esta aclaración, 
en su sentencia de hoy, el Tribunal de Derechos Humanos llegó a la conclusión de 
que la vida entera órdenes estaban abiertos a revisar en el Derecho nacional y, por 
tanto, compatible con el artículo 3 de la Convención.
Esto motiva que la única probabilidad dentro del ordenamiento inglés que el 
privado de libertad pueda obtener su libertad, es que el  Secretario de Justicia, ordene 
su liberación haciendo uso de su poder discrecional por circunstancias excepcionales, 
entre estas que le quede pocas semanas de vida, aunque el ejercicio de este poder 
está  sujeto a revisión judicial, esta sentencia que tal como veremos más adelante 
contradice la sentencia de 2013, del caso Vintner, Bamber y Morre.
En R vs. James Cahill1202, en que el imputado fue condenado a la pena de ca-
dena perpetua por el delito de homicidio, y debido que el artículo 273, de la ley de 
justicia penal inglesa, es obligación que el Ministro del Interior, remita a tales casos 
al Tribunal Superior, con miras a que se fije el periodo mínimo que tiene que ser 
cumplido para que el mismo obtuviera su libertad condicional. Este caso puso de 
relieve los principios que rigen la pena de cadena perpetua luego de la reforma de 
2003, en el hecho que el Tribunal Supremo es el único responsable de determinar el 
plazo mínimo de cumplimiento basándose en toda la información pertinentes (esto 
incluye sobre la recomendación que hace el Estado que extradita, sobre la fecha 
probable de la liberación en ese país, los detalles del tiempo que lleva cumplien-
do en ese país y lo que estableció el juez de la causa) remitidos por los tribunales 
[1202] R vsersus James Cahill. (2013) EWHC 4025 (Admin).
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irlandeses1203 a los ingleses. Esto motivó que el sistema jurídico inglés, debido al 
convenio firmado por ambos países, adaptar, la sanción de la pena prevista en su 
propia ley, por un delito similar y evaluar el tiempo que el imputado lleva cumplido, 
en el sentido de garantizar el artículo 7.1 del CEDH como: “Se prohíbe a una pena 
más grave que se imponga lo que podría ser impuesto en el momento de la comisión 
del delito”. En este caso se estableció que: 
37… (A) La función del Tribunal Superior es adaptar la frase irlandesa 
a los efectos de su ejecución en Inglaterra y Gales en el contexto de que 
el plazo máximo en ambos países era “por toda la vida”. Sin embargo, en 
ninguno de estos países es probable que el elemento de custodia de la pena 
sería de por vida, aunque en ambos países, la parte de la pena privativa de 
libertad podría resultar en la custodia de por vida (párrafo 46);
(B) Una cadena perpetua obligatoria tiene la misma  naturaleza legal 
en Irlanda y en el Reino Unido en la medida en que cada uno es una pena 
de prisión de por vida. La diferencia entre los dos sistemas penales es que 
el Reino Unido reconoce que un sistema obligatorio cadena perpetua puede 
requerir ya sea bajo custodia para la vida o, dependiendo de la recomen-
dación de la Junta de Libertad Condicional en cuanto a la seguridad del 
público, la libertad anticipada en la licencia de la custodia una vez que el 
elemento punitivo de la sanción haya sido ejecutada. En el Reino Unido la 
evaluación de una mínimo perpetuidad punitiva o todo es una resolución 
judicial hecha por el juez de primera instancia o el Tribunal Superior. En 
la República de Irlanda, la sentencia debe ser servido en custodia por la 
vida, sujeto al poder de liberación temporal administrativa de licencia, 
habitualmente ejercido por el Ministro en criterios similares a los que se 
consideran en parte por el juez de primera instancia o tribunal superior y 
[1203] En este caso Irlanda sostuvo, que no se establecía por ley un mínimo de tiempo, para los
condenados a la pena de cadena perpetua, sin embargo la sentencia aclara que en la práctica, el 
tiempo promedio para obtener la libertad condicional, bajo la supervisión del Servicio de Libertad 
Condicional, es de una media de 17,5 años, pero aclara que la decisión definitiva es un asunto del 
Ministro de Justicia e Igualdad.
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en parte por la Junta de Libertad Condicional en Inglaterra y País de Gales 
(párrafo 47);
(C) Un juez de realizar un examen en virtud del artículo 273 de la pena 
de cadena perpetua impuesta en la República de Irlanda tiene, en teoría, tres 
enfoques posibles disponibles: O bien (1) el juez debe imponer una pena 
de toda la vida, con sujeción únicamente a lanzamiento legal compasiva 
por el Secretario de Estado, que no es el equivalente en el Reino Unido de 
la facultad del Ministro irlandés de liberación ejecutivo, o (2) el juez debe 
llegar a su evaluación de la duración mínima exclusivamente de acuerdo 
con los horarios de 21 y / o 22 de la Ley de 2003, y / o (3) el juez debe 
esforzarse para dar efecto al artículo 10 del Convenio, tratando de adaptar 
la condena de lograr correspondencia con el castigo, ya que habría sido 
forzada en la República de Irlanda (Párrafo 51);
(D) Parece que este tribunal que, en ausencia de información confiable 
del Ministerio de Justicia en Irlanda en cuanto a la forma en que el Ministro 
tuvo la probabilidad de ejercer su discreción legal, el juez no tiene otra 
alternativa sino simplemente de aplicar el artículo 269 y horarios 21 y 22 
de su evaluación de la duración mínima (párrafo 53); y
(E) Se rechazó la presentación que debido a los condenados a cadena 
perpetua en Irlanda tienen derecho a una revisión después de 7 años, como 
se explica en el párrafo 16, los mismos principios deben aplicarse por este 
Tribunal (apartado 54).
En el caso de R versus Sullivan1204, dejó claro que cuando el juez tiene la tarea 
de determinar el plazo mínimo de tiempo, para aplicarse en un caso de transición 
a la nueva ley de 2003, se determinó (punto 22), que el juez está obligado a cabo 
tres ejercicios, entre estos: debe evaluar o analizar eventualmente el plazo adecuado 
para cada caso, como ejercicio separado el juez tiene que considerar qué periodo, 
de acuerdo con la práctica seguida por el Secretario de Estado antes de diciembre 
de 2002 habría supuesto notificado, después de fijar el menor de los dos períodos 
alcanzados; y finalmente será la de no agravar, por su naturaleza o duración, la san-
[1204] R versus Sullivan. (2004) EWCA Crim 1762 (23).
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ción impuesta en el Estado de condena, ni superar el máximo establecido por la ley 
del Estado de cumplimiento.
En un caso más reciente tenemos Massey (Appellants) v The Secretary of State 
for... R (on the application of Robinson) (Appellant) versus The Governor of HMP 
Whatton and the Secretary1205. Este caso tenía como fundamentación los recursos de 
casación que sostenían que los privados de libertad condenados a penas de cadena 
perpetua indeterminadas, no estaban progresando de forma suficiente, en el sentido 
de la liberación de los mismos, más allá de su tiempo en prisión. La sentencia deja 
claro al señalar que desde la abolición de pena de muerte en 1965, dentro del derecho 
ingles la pena de cadena perpetua, constituye la pena más grave, sin embargo, esto 
no quiere decir, estrictamente que sea una sentencia de prisión por el resto de la vida 
natural de los delincuentes. La sentencia divide la pena, de lo que podíamos denominar, 
dos partes, la primera parte es un periodo mínimo de confinamiento en prisión o de 
detención obligatoria, fijado por el tribunal de la causa, tomando en consideración la 
gravedad de la infracción y las circunstancias del delincuente. Mientras que la segunda 
parte conlleva, un término de prisión indefinido más allá del mínimo en la sentencia, 
en cuyo periodo el mismo puede ser puesto en libertad, cumplimiento con una serie 
de condiciones y siempre que el mismo no sea un peligro para el público, puede ser 
llamada como fase post arancelaria, es indefinida y continua hasta un órgano ad hoc, 
la Junta de Libertad Condicional.
En este caso la pena de cadena perpetua, para ser aplicadas, se deben de dar 
circunstancias en especifica; primero se aplica a los condenados por el delito de 
homicidio, es una sanción discrecional para un grupo limitado o restringido de de-
lincuentes condenados, por ciertos delitos considerados lo más graves dentro de la 
ley, en la cual la pena máxima es la pena de cadena perpetua en el que la gravedad 
de la infracción implica, una pena larga de duración y en donde se toma en cuenta el 
riego posible en el futuro del delincuente si el mismo sale de la prisión no debe de ser 
tomado en cuenta a menos que sean delincuentes con antecedentes de delitos violen-
[1205] R (on the applications of Haney, Kaiyam, and Massey) (Appellants) v The Secretary of State 
for Justice (Respondent) R (on the application of Robinson) (Appellant) v The Governor of HMP 
Whatton and The Secretary of State for Justice (Respondents) before Lord Neuberger, President Lord 
Mance Lord Hughes Lord Toulson Lord Hodge (2014) UKSC 66 (10/12/2014).
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tos o graves, condenadas por segunda vez de un grupo definido de delitos violentos 
o sexuales muy graves, donde ambos delitos llamados de determinados términos de 
diez años o más, o su equivalente.
Los demandantes, habían sido condenados a pena de cadena perpetua por un 
periodo indefinido y se basaron en el caso de James c. Reino Unido, en el sentido 
que se sostenía que la posterior confinamiento luego de cumplir su sentencia era 
ilegal, ya que no se les podía dar una oportunidad razonable para avanzar hacia su 
libertad condicional y rehabilitación, el TEDH dictaminó que la falta de progreso 
hacia la liberación de los presos después de su tiempo de cumplimiento constituía 
una violación de los derechos a la libertad de este último de acuerdo consagrados en 
el artículo 5, párrafo 1, de la Convención, e hicieron su detención ilegal. 
En el caso que nos ocupa, lo imputados o señalaban que debido al traslado a una 
cárcel abierta demasiado tarde en comparación con la fecha en que se terminaba su 
periodo de confinamiento, el cambio a régimen abierto o cárcel abierta, se produjo 
demasiado tarde, lo que motivó que su liberación no pudiera realizarse. Los otros 
solicitantes, señalaban que no habían podido iniciar los programas de rehabilitación 
del tempo suficiente antes que se terminara su periodo de confinamiento motivó que 
no pudiera solicitar su libertad condicional y siguieran detenidos cuando ya habían 
cumplido su tiempo original de confinamiento.
La Corte Suprema de Reino Unido, determinó por unanimidad, en que los detenidos 
tenía derecho a una compensación económica, en violación del artículo 5 del CEDH, 
sin embargo se consideró que no existía una violación del artículo 14 del CEDH y la 
Corte Suprema del Reino Unido ha reiterado que no está vinculado por la sentencia de 
James c. Reino Unido; De hecho, el texto de la Convención establece la obligación de 
tener en cuenta, y no seguir ciegamente la jurisprudencia del TEDH. Sin embargo, el 
Tribunal de Justicia subrayó, la disposición general sobre el artículo. 5 impone el deber 
de ministro implícito accesorio para facilitar la rehabilitación y liberación de los presos. 
El incumplimiento de esta obligación no afecta a la legalidad de la detención, 
pero permite a los prisioneros para obtener una indemnización. Los jueces procedieron 
a un examen de las circunstancias individuales de cada solicitante. El retraso en el 
traslado a una prisión le abrió privado de una oportunidad razonable para demostrar 
que ya no era un peligro para la sociedad, una oportunidad que se le debía, según ha 
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confirmado el ministro. Por tanto, no había habido una violación del artículo 5. Sin 
embargo, la diferenciación entre los presos que estaban cumpliendo la parte arancelaria 
de la condena, y los que estaban en lugar sirviendo a la post tarifa. No había habido 
violación del artículo. 14 CEDH en lo que respecta a Kaiyam, la demora para que 
pueda iniciar los tratamientos de rehabilitación y recuperación no había dado lugar 
a una violación de sus derechos en virtud del artículo 5.
La razón dada por el Tribunal de Derechos Humanos, según el cual la falta de 
progreso hacia la liberación de los presos después de la tarifa es una violación de su 
derecho a la libertad consagrados en el artículo. 5, párrafo 1, no debería, por tanto, 
necesariamente reanudarse. Además, la terminología expresó arte. 5, apartados 1 y 
4, no dio lugar a ninguna obligación de proporcionar a los reclusos una oportunidad 
razonable de proseguir a la rehabilitación ya la libertad. Era necesario determinar, 
no la cuestión de la privación del solicitante de acceso a un curso en particular, pero 
si le dieron una oportunidad razonable para demostrar que ya no constituyen una 
amenaza para la sociedad.
De igual manera en el caso R v James Cahill1206, en este caso el imputado fue 
declarado culpable por el delito de homicidio y condenado a la pena de cadena per-
petua en Dublín y luego fue trasladado a Inglaterra para cumplir su sentencia. En el 
presente caso en virtud de la vigencia de la Ley de Justicia Penal de 2003, establece 
en su artículo 273 que es obligación del Ministro del Interior tiene la obligación de 
remitir tales casos a la Corte Suprema para la elaboración de una orden en virtud del 
artículo 269 de dicha Ley, que lo haría fijar el plazo mínimo que tiene que ser servido 
antes de que el asesino convicto puede ser considerado para la libertad condicional. 
Este caso tenía bajo la base, primero la aplicación de la ley de 2003 y segundo la de-
terminación mínima del tiempo fijado para los presos de cadena perpetua que fueron 
trasladados a Inglaterra, desde una jurisdicción en la que una sentencia de cadena 
perpetua que significa la custodia en prisión de toda la vida del privado libertad so-
metidos a una sometidos a una autorización administrativa. En ese caso, como en el 
presente caso, la transferencia fue de Irlanda1207.
[1206] R versus James Cahill. (2013) EWHC 4025 (Admin).
[1207] En este caso el Reino Unido es parte en el Convenio sobre traslado de personas condenadas, 
que data de 1983 por el cual los Estados miembros del Consejo de Europa y otros signatarios acordó: 
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De igual manera el Estado en que se traslada el privado de libertad, está obligado 
a continuar la ejecución de la condenada de inmediato, ya sea a través de una orden 
judicial o administrativa o la de convertir la sentencia mediante un procedimiento 
judicial o administrativo, en una decisión de ese Estado, que sustituya así la sanción 
impuesta en el Estado de condena una sanción prescrita por la legislación del Esta-
do de cumplimiento por el mismo delito. De igual manera el Estado administrador 
no podrá convertir una sanción privativa de la libertad a una sanción pecuniaria, 
ni podrá deducir íntegramente el período de privación de libertad cumplido por el 
condenado; y no podrá agravar la situación penal del condenado, y no podrá ser li-
mitado por ninguna mínimo que la ley del Estado de cumplimiento podrá establecer 
que el delito o los delitos cometidos y en el caso de ejecución continuada, el Estado 
administrador estará obligado por la naturaleza jurídica y la duración de la condena 
según lo determinado por el Estado de condena. También se si se da el caso en la 
sentencia es por su naturaleza o duración incompatible con la legislación del Estado 
de cumplimiento, o su legislación así lo exija, dicho Estado podrá, mediante una orden 
judicial o administrativa, adaptar la sanción a la pena o medida prescrita por su propia 
ley para un delito similar. En cuanto a su naturaleza, la pena o medida, en la medida 
de lo posible, se corresponden con la impuesta por la condena que deba ejecutarse. 
No podrá agravar, por su naturaleza o duración, la sanción impuesta en el Estado de 
condena, ni superar el máximo establecido por la ley del Estado de cumplimiento. 
De igual manera se establece en el Convenio de trasferencia, en su artículo 11, en lo 
referente de la conversión de las penas, establecía que el caso de la conversión de 
una pena, los procedimientos previstos por la legislación del Estado de cumplimiento 
se aplican al convertir la condena, la autoridad competente deberá estar sujeto a los 
hallazgos en cuanto a los hechos en la medida en que aparecen de manera explícita 
o implícitamente en la sentencia dictada en el Estado que condena. 
“A prestarse mutuamente la más amplia cooperación en materia de traslado de personas condenadas, 
de conformidad con lo dispuesto en [la] Convención”. De igual manera estable la obligación del Es-
tado de condena, que en el caso de James Cahill fue Irlanda, para proporcionar información al preso 
condenado y al Estado a cual se remite, en el presente caso es Inglaterra. De igual manera al Estado 
en que se traslada al privado de libertad, debe ir acompañado de toda la documentación de apoyo 
respectiva, incluyendo documentos relativos a la sentencia, la ley del Estado emisor, los informes 
respecto al privado de libertad entre otros aspectos.
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Otro problema que se tenía era el cómo determinar, la fecha de liberación proba-
ble en Irlanda, para los privados de libertad condenados a la pena de cadena perpetua 
en el sentido que según el Convenio de Trasferencia el Tribunal Superior de Justicia, 
tendría que tener la mayor información posible desde el Estado que condena sobre 
la fecha probable de la liberación de los presos en ese país. La precisión puede no 
ser posible y una gama puede ser todo lo que puede ser proporcionada teniendo en 
cuenta la gran variedad de factores que pueden afectar tanto a la gravedad del delito 
y el riesgo de reincidencia, en el sentido que entre mayor calidad y claridad, tenga 
el Estado que recibe el condenado a pena de cadena perpetua, puede aplicar mejor el 
convenio, en este caso el Juez en Inglaterra y Gales, para poder determinar la fecha 
probable de liberación en el país que ordena trasladar al privado de libertad a Inglate-
rra, para que siga cumpliendo su condena, esta información lleva explicito cualquier 
detalle en cuanto a la realización del delito, sobre todo que en el Estado remitente, la 
libertad condicional depende de los cambios que hace el poder ejecutivo.
Las respuesta del Estado remitente (Irlanda), solo se explicó señalando que no 
se fija para los condenados a una pena de cadena perpetua un plazo fijo de años para 
que pueda solicitar su libertad condicional, bajo la supervisión, del Servicio de Liber-
tad Condicional, sobre una base de liberación revisable, ya sea semanal, quincenal, 
mensual, semestral o anual. Es decir que en el presente caso la discusión se trababa 
de reconocer la sentencia anterior de pena de cadena perpetua y traspasarla al orde-
namiento inglés, bajo la premisa de un delito similar y en particular, la evaluación 
de tiempo suficiente para solicitar una libertad condicional en la ley inglesa que se 
enfrenta a hora disyuntiva que la ley apropiada para regular este aspecto es la Ley 
de 2003, que establece las condiciones mininas o guías para establecer este término, 
pero esta ley entra a regir el 18 de diciembre de 2003 y por lo tanto no estaba en 
vigor en la fecha de la comisión de este asesinato, el 29 de noviembre de 2002, es 
decir que se trata de un caso de transición, que tiene como propósito el de garantizar 
que ese plazo mínimo impuesto por la sentencia de cadena perpetua, reúne y cumple 
con todos los requisitos del artículo 7.1 del CEDH entre estos que se prohíbe a una 
pena más grave que se imponga lo que podría ser impuesto en el momento del delito 
se cometió. Bajo esta premisa se estableció que el juez no puede dictar una pena 
mayor a la establecida, y el juez haciendo un ejercicio separado, el juez tiene que 
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considerar qué período, de conformidad con la práctica seguida por el Secretario de 
Estado antes de diciembre 2002 habría sido impuesto de libertad, bajo la premisa 
que la pena la pena o medida deberá , en la medida de lo posible, corresponder con 
la impuesta por la condena que deba ejecutarse y que la misma no se podrá agravar, 
por su naturaleza o duración, la sanción impuesta en el Estado de condena, ni superar 
el máximo establecido por la ley del Estado de cumplimiento. 
De igual manera en la sentencia se reconoce, que tanto en Inglaterra y Gales y 
en Irlanda, ser declarado culpable de un delito con cadena perpetua, conlleva a que el 
plazo máximo será para toda la vida del privado de libertad, sin embargo se reconoce 
que en ambos casos, esto no quiere decir que probablemente, sea una prisión de por 
vida. Sin embargo la diferencia entre los dos sistemas penales es que el Reino Unido 
reconoce que un sistema obligatorio de pena de cadena perpetua puede requerir ya sea 
bajo custodia de por vida o, dependiendo de la recomendación de la Junta de Libertad 
Condicional, que toma en consideración la protección pública, la libertad anticipada 
o condicional una vez que el elemento punitivo de la sanción haya sido ejecutada a 
través de una resolución judicial hecha por el juez de primera instancia o el Tribunal 
Superior. Mientras que en Irlanda, la sentencia debe ser cumplida en prisión de por 
vida, sin tener en cuenta la facultad de liberación temporal por vía administrativa 
de una libertad, únicamente por intervención del Ministro, basándose en elementos 
similares que se toman en cuenta por el juez de primera instancia o tribunal superior 
y en parte por la Junta de Libertad Condicional en Inglaterra y País de Gales, sin 
embargo Irlanda, no aportó la información en cuanto a la forma en la que el Ministro 
tiene la probabilidad de ejercer si discrecionalidad legal, motivó, que el juez ingles 
aplica su evaluación sobre la duración mínima para optar la libertad condicional y 
bajo estos argumentos estableció que sería 11 años menos 150 días pasado en prisión 
preventiva, para poder solicitar la libertad condicional.
En el caso de R versus Peters, Palmer y Campbell1208 fue un caso importante 
en el ordenamiento británico en que el tribunal añadió directrices o indicaciones 
adicionales en lo que respecta, a la imposición del plazo mínimo que tiene que ser 
cumplido en la ejecución de la pena de cadena perpetua obligatoria para el delito de 
[1208] R versus Peters, Palmer y Campbell. (2005) 2 Cr.App.R. (S.)
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homicidio, en este caso hablamos de delincuentes jóvenes menores de 20 años, cuando 
cometieron el delito que tenía como finalidad la de causar lesiones corporales y no la 
muerte de la víctima, en ese caso el juez tomó en consideración que los delincuentes 
eran inmaduros, lo que motivó una reducción del término para solicitar la libertad 
condicional de lo que sería para una persona que se había convertido plenamente 
adulto en su comportamiento. La importancia de esta sentencia radica en que a pesar 
que ya existía los criterios establecidos que deben de tenerse en cuenta por parte del 
juez de la causa para determinar el plazo mínimo adecuado para la pena de cadena 
perpetua obligatoria (para los casos de homicidio), que reflejan la gravedad del hecho, 
en el presente caso, el tribunal no se limitó solamente a estos elementos agravantes 
ni atenuantes del caso sino más bien se buscó un equilibrio por parte del juez de to-
dos los hechos del caso. Este sentido también lo tenemos en el caso de R v Jones de 
20061209 en el cual se señaló que aunque una sentencia de pena de cadena perpetua 
debe tener en cuenta la orientación de los elementos establecidos en la ley de 2003, 
si oportunamente reconoce que cada caso depende de circunstancias particulares y 
sostiene que la protección del público es un elemento que no necesariamente tiene 
que ser relevante en el establecimiento del plazo mínimo para la obtención de la 
libertad condicional, que en este caso se estableció un plazo mínimo de 30 años por 
un homicidio cometido por un incendio deliberado. 
Lo cierto es que existe defensores que sostienen que el pasó lógico en el caso 
de la pena de cadena perpetua obligatoria en el Reino Unido, para homicidio, es su 
abolición, en el sentido de reemplazar el tiempo mínimo para solicitar la libertad 
condicional, en términos de tiempo fijos de tiempo, por lo tanto se basan que el 
próximo pasó es la abolición de la pena de cadena perpetua obligatoria igual que 
pasó con la abolición de la pena de muerte, entre sus principales argumentos po-
demos resumirlos en que la pena de cadena perpetua, no puede durar toda la vida 
natural de los privados de liberad para extinguirse, esto es considerado como un 
momento retrogrado sobre todo en los casos de homicidio, en donde esta pena por 
toda la vida, la convierte en una pena inhumana, mientras que los otros argumentos 
se resumen en que existen penas de cadena perpetua y penas indeterminadas, que 
[1209] R versus Jones (2006) 2 Cr. App. R. (S.) 19.
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por su naturaleza no puede ser reconciliada con el principio de proporcionalidad y 
que tampoco coincide con la gravedad del delito, en el sentido que es difícil tener 
una escala de gravedad en cuanto a la ejecución de una pena de cadena perpetua 
entre los diversos casos, que permitan aplicar un criterio similar, en este sentido que 
Wood, reconoce que no hay ninguna diferencia cualitativa entre el asesinato y otros 
delitos graves suficientes para apoyar la diferencia cualitativa entre las diferentes 
penas de cadena perpetua y en términos de años de cumplimiento, especialmente 
podemos agregar que no existe un criterio establecido de forma general para solicitar 
la libertad condicional, en el sentido que no todos los homicidios son iguales y ni 
tampoco en comparación con otros homicidios que son considerados como graves. 
Wood señala que la pena de cadena perpetua, pierde el simbolismo ya que no hay 
una diferencia cualitativa entre el homicidio y los otros delitos graves en donde la 
pena de cadena perpetua, deja de disuadir para convertirse en más retributiva que 
las demás penas conduce especialmente en el Reino Unido, según Woods, rechaza 
la proporcionalidad como principio universal de las penas y cumplan con una apa-
rente proporcionalidad1210.
B. Portugal y Grecia ante la pena de cadena perpetua
Portugal en su artículo 23, numeral 3, de la Constitución declara que; “3. No 
habrá extradición por delitos a los que corresponda la pena de muerte según el derecho 
del Estado reclamante”. Mientras que en su artículo 25, numeral 2, es clara la prohi-
bición de la pena de muerte: “En ningún caso existirá pena de muerte”. Y el artículo 
30 del texto constitucional es claro al definir en su numeral 1: “No podrá haber penas 
o medidas de seguridad privativas de libertad con carácter perpetuo, ni de duración 
ilimitada o indefinida”. El límite máximo que una persona puede estar condenada en 
prisión es de 25 años y en ningún caso el condenado puede sobrepasar más tiempo 
en prisión que dicha pena. Fue el primer país que abolió la pena de cadena perpetua 
[1210] Cft. WOOD, David. The abolition of mandatory life imprisonment for murder: some juris-
prudential issues. Senior Lecturer in Law Senior Research Fellow Centre for Philosophy and Public 
Issues University of Melbourne Victoria, p. 252 253. En: http://aic.gov.au/media_library/publications/
proceedings/17/wood.pdf
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en 18841211. En el caso griego la pena de cadena perpetua está constituida como un 
castigo lo más severo posible, principalmente para los delitos de asesinato, traición, 
secuestro y la toma de rehenes. Los condenados a esta pena privativa de libertad pue-
den ser elegibles después de cumplir un tiempo mínimo de 16 años de prisión y si la 
solicitud de libertad condicional es rechazada, el privado de libertad puede solicitarla 
cada dos años. Está permitido que el presidente le otorgue el indulto al privado de 
libertad, en cualquier momento del tiempo de cumplimiento de su condena y para los 
menores de edad la pena máxima de reclusión es de 20 años de prisión.
C. El caso de la pena de cadena pertua en Suecia y Noruega,
Finlandia
En Suecia existe la pena de cadena perpetua por tiempo indeterminado y es apli-
cada como el castigo más severo por el delito de asesinato1212, que se diferencia del 
homicidio, por ser menos grave en su condena, ya que se castiga con pena de prisión 
de 10 años a pena de cadena perpetua. El Código Penal sueco nos dice en su capítulo 
tercero, sección número 1: “una persona que toma la vida de otro, será sancionada por 
asesinato a diez años o de por vida”1213. El mismo Código Penal nos dice en el capítulo 
[1211] Durante el reinado de Don Luis I de Portugal (1838-1889) se llevaron a cabo una serie de 
importantes reformas legislativas: entre éestas se publicó el primer Código Civil del país, se abolió la 
esclavitud en todo el reino y de igual forma se eliminó la pena de muerte para los delitos civiles y en 
su reforma penal el país se convirtió en la primera nación del mundo que suprimió la pena de prisión 
perpetua. Esta avanzada decisión se debió a los cambios que promovió en aquel entonces Ministro de 
Justicia Lopo Vaz de Sampaio e Melo (1848-1892), con la reforma en el artículo 47 se aprobó mediante 
el Decreto de 14 de junio de 1884, derogando la pena de cadena perpetua establecida anteriormente 
en el artículo 3 de la ley del 1 de julio de 1867.
[1212] Suecia fue el primer país de Europa en introducir el etiquetado electrónico de los criminales 
convictos y su servicio de libertad condicional confía en una agencia o institución del gobierno, que se 
encarga, no sólo de supervisar a aquellos que se encuentran en libertad condicional, sino de garantizar 
programas de tratamiento para delincuentes con problemas de drogas o de violencia, como requisito 
para el mantenimiento de su libertad condicional. Recomiendo leer a Erwin James Why is Sweden 
closing its prisons? Sweden’s prison population has dropped so dramatically that the country plans to 
close four of its prisons. What lessons can the UK learn?  The Guardian, Sunday 1 December 2013.
Visto en http://www.theguardian.com/society/2013/dec/01/why sweden closing prisons
[1213] Traducción propia del texto: “Part two on crimes. Chapter 3. On Crimes against Life and 
Health. Section 1. A person who takes the life of another shall be sentenced for murder to imprison-
ment for ten years or for life.”
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cuarto, sección 1: “una persona que se apodere y arrebata o limita a un niño o alguna 
otra persona con la intención de lesionar en el cuerpo o la salud o para forzarlo en 
servicio, o para practicar la extorsión, será condenado por secuestro a prisión por un 
período fijo de al menos cuatro y un máximo de diez años o de por vida”1214. De igual 
manera, delitos como la extorsión, secuestro, incendio, daños en aeropuerto, sabotaje 
marítimo o aéreo que incluyan plataforma de extracción de minerales, ocasionar una 
inundación, explosión, deslizamiento de tierra, naufragio, accidente de aviación, en 
tren u otro con calamidad y con peligro de la vida o la salud o para la destrucción 
extensa de la propiedad de otro, delitos a los que constitucionalmente puede aplicarse 
una pena de cadena perpetua. El tiempo mínimo de cumplimiento para solicitar la 
libertad condicional es de 10 años, también se contempla la figura del indulto, que 
se puede otorgar por razones humanitarias y de igual manera si una persona se le 
impone la sentencia de pena de cadena perpetua, la misma puede recurrirse y que la 
pena indeterminada sea conmutada por una con plazo fijo.
Uno de los casos más emblemáticos lo tenemos en el ordenamiento sueco. 
Leif Axmyr es conocido como el condenado que más tiempo lleva en prisión, con 
una sentencia de pena de cadena perpetua, por el delito de doble asesinato cometido 
cuando solo tenía 20 años de edad, durante un permiso otorgado el 29 de mayo de 
1982 y por los que se extendería su condena a cadena perpetua. El privado de libertad 
se encuentra en prisión desde 1982. Desde el año 2006, cuando otro condenado a 
la pena de cadena perpetua, Leif Peters falleció en un hospital psiquiátrico después 
de 39 años de prisión, en los cuales presentó varias apelaciones, por lo que su pena 
de cadena perpetua indeterminada pasara a pena de cadena perpetua determinada de 
46 años de prisión, sin embargo esta decisión fue anulada y apelada ante la Corte 
Suprema de Suecia en la que se le negó a ser oído.
En 2006 se aprobó una ley que estableció el derecho a solicitar una sentencia 
determinada ante el Juzgado de Primera Instancia, bajo el requisito obligatorio de un 
[1214] Traducción propia del texto: “Chapter 4. On Crimes against Liberty and Peace. Section 1. A 
person who seizes and carries off or confines a child or some other person with intent to injure him 
or her in body or health or to force him or her into service, or to practise extortion, shall be sentenced 
for kidnapping to imprisonment for a fixed period of at least four and at most ten years, or for life. If 
the crime is of a less serious nature, imprisonment for at most six years shall be imposed.” 
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tiempo mínimo en prisión de 10 años y que la duración de la sentencia no sea menor 
de 18 años1215. Mientras que en el año 2007, el Tribunal Supremo de Suecia decidió 
que se podía hacer omisión de los 10 años de prisión para los casos de asesinato pre-
meditado, lo que conllevo a que en el año 2009 se aprobara una nueva ley que subió 
hasta 18 años para poder solicitar la libertad condicional.
En el caso de Noruega la pena de muerte fue abolida en 1979, lo que conllevó a 
que se eliminara la pena de cadena perpetua de por vida en 1981 para los delitos graves 
en el ámbito civil, sin embargo la misma subsistió para los delitos considerados graves 
en el código penal militar, entre éstos el de traición y ayudar al enemigo en tiempo de 
guerra. Se restableció para la sociedad civil en 2002, para los delitos de asesinato, los 
delitos sexuales, un incendio provocado, etc., lo que permite, un principio, que una 
pena indeterminada de cadena perpetua, en la cual se fija como máximo 21 años de 
prisión, sin posibilidad de libertad condicional, por un periodo de tiempo no superior 
a los 10 años (noruego: forvaring, en español sería como contención). Si el preso sigue 
siendo considerado peligroso después de cumplir la sentencia original, la detención 
puede prolongarse por cinco años y con la renovación de la detención cada cinco años 
puede, en teoría, dar lugar a la cadena perpetua real. La prisión preventiva se utiliza 
cuando el preso se considera un peligro para la sociedad y existe una gran posibilidad 
de que cometa crímenes violentos en el futuro. Sin embargo, una vez transcurrido 
el período de tiempo mínimo, el delincuente puede solicitar la libertad condicional 
una vez al año y se puede conceder si se determina que ya no es un peligro para la 
sociedad. Pero, si al cumplir ese tiempo el privado de libertad sigue siendo conside-
rado un peligro, después de cumplir la sentencia original de condena, de su periodo 
de encarcelamiento, puede prolongarse por cinco años más y una vez cumplidos 
se le pueden imponer otros cinco años y así sucesivamente. Este tipo de castigo se 
tiene impuesto como medida en contra de la peligrosidad demostrada del imputado 
y la posibilidad real de que pueda seguir cometiendo en un futuro nuevos delitos si 
es liberado, sin embargo, el delincuente puede solicitar su libertad condicional, cada 
año de cumplimiento de esos cinco años adicionales a su sentencia original. Mientras 
[1215] Cft. SCHARTMUELLER, Doris. Doing “Life” in Sweden a Policy Analysis of the 2006 
Law Reform on Life Time Incarceration. Prepared for presentation at the Western Political Science 
Association Annual Meeting, Portland, OR, March 22 25, 2012, p. 26.
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que la pena máxima de tiempo en prisión para el resto de los delitos es de 21 años y 
permite solicitar la libertad condicional o anticipada, cuando se ha cumplido como 
mínimo la tercera parte de la condena (7 años de prisión). Uno de los aspecto que se 
tienen al imponerse el forvaring, es que la persona tiene que ser declarada culpable de 
haber cometido un delito considerado grave, que afecta o pone en riesgo la vida, salud 
o libertad de los demás o que haya cometido un delito considerado menos grave en el 
intento de cometer un delito grave. Si se considera que la persona puede cometer un 
nuevo u otro delito grave, entonces la aplicación de esta modalidad de pena de cadena 
perpetua puede ser aplicable. Lappi Sepp l  señala que la particularidad que tienen los 
sistemas nórdicos, es que son uniformes en el sentido de que la pena de muerte está 
prohibida en dichos países, incluso durante tiempos de guerra, siendo sustituida por 
la pena de cadena perpetua, como la sentencia más severa, tanto en Finlandia, Suecia 
y Dinamarca. Lo que en la práctica conlleva a una pena de prisión de por lo menos de 
15 años de prisión, tomando en consideración que Noruega abolió la pena de cadena 
perpetua y la reemplazó con una pena máxima de prisión de 21 años, mientras que en 
Dinamarca es de 16 años, en Finlandia de 12 años y en Suecia de diez años. En caso 
de múltiples delitos o de reincidencia en Dinamarca y Suecia, se pueden exceder los 
límites de tiempo máximo de prisión, pero solamente para los delitos más graves1216.
D. La aplicación de la pena de cadena perpetua en Holanda y
Dinamarca
En el caso de Holanda la pena de muerte fue abolida en 1878 y la pena de cadena 
perpetua se aplica de forma vitalicia. Es uno de los pocos países que no concede una 
solicitud de libertad condicional a los privados de libertad, después de un determinado 
número de años de cumplimiento de la sanción. Aunque si contempla el derecho de 
apelar a la libertad condicional, que solo puede ser otorgada por un Decreto Real, pero 
generalmente dichas peticiones no han sido nada exitosas, debido a que desde 1940, 
solo dos personas que han presentado una solicitud de libertad condicional, se les 
[1216] Cft. LAPPI SEPP L , Tapio. Crime prevention and community sanctions in Scandinavia.
Resource Material Series (UNAFEI), No. 74 consultado el 9 de enero de 2015.  En http://www.unafei.
or.jp/english/pdf/PDF_rms_all/no74.pdf
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ha otorgado por motivos de misericordia o clemencia, porque los imputados sufrían 
enfermedades terminales. La pena de cadena perpetua generalmente es aplicada para 
los delitos de homicidio, violación sexual, para los privados de libertad que tienen 
problemas mentales o trastornos de la personalidad severos o aquellos criminales 
que tiene antecedentes muy graves, que son violentos, aunque estos últimos tiene 
la posibilidad de ser internados en hospitales o instituciones psiquiátricas forenses, 
siempre y cuando hayan cumplido su pena de prisión. 
El régimen Holandés también permite una combinación de sentencias, en el 
sentido de que se puede imponer un veredicto por el que se condene a delincuentes 
con trastornos mentales graves a la pena en prisión y de igual manera una orden de 
hospitalización, con la finalidad de proteger a la sociedad y darle el imputado un 
tratamiento adecuado, para que pueda ser rehabilitado. Aunque esto no quiere decir 
que a los delincuentes que se les aplique esta medida, conocida como “TBS”1217 en el 
ordenamiento jurídico holandés, algún día salgan de la institución médica. El régimen 
de Dinamarca es parecido, ya que la pena de cadena perpetua se aplica sin opción a 
la solicitud de libertad condicional, pero se tiene la opción de pedir una audiencia de 
indulto después de 12 años de cumplimiento de la pena de prisión. El indulto puede 
ser otorgado por el Rey o por el Ministro de justicia y una vez que se concede el per-
dón entra en un periodo de prueba, con una duración de cinco años. A los privados 
de libertad que se les considera de alta peligrosidad, pueden estar en cadena perpetua 
indefinida por el resto de sus vidas. Johnson y Wingerden señalan que las sentencias 
“TBS”, constituyen un aspecto único en el orden jurídico de los Países Bajos, en el 
sentido de que es una opción de tratamiento disponible en la ley y sujeta a la discrecio-
nalidad de los jueces holandeses, discreción que solo es utilizada para los delincuentes 
considerados no responsables de sus acciones delictivas, debido a su estado mental 
en el momento de cometer el delito. Con esta opción de sentencia el delincuente tie-
ne que recibir un tratamiento médico obligatorio, en un instituto penal especial para 
delincuentes con problemas mentales. En el año 2007, por ejemplo, en Holanda exis-
tían unos 1,700 delincuentes detenidos para el régimen TBS que son periódicamente 
[1217] TBS es una abreviatura de la palabra holandesa “terbeschikkingstelling” que puede traducirse 
como a disposición del gobierno.
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tratados y evaluados para determinar si siguen siendo considerados peligrosos para sí 
mismos y para la sociedad en su conjunto, por lo que las estancias, bajo el régimen de 
tratamiento TBS, se caracterizan por ser aplicadas un tiempo indeterminado, así que 
algunos delincuentes pasarán el resto de sus vidas en dichas instalaciones médicas1218.
E. Las modalidades de la pena de cadena perpetua en Bélgica y
Polonia
Bélgica abolió la pena de muerte para todos los delitos en 1996, esta abolición 
tiene sus antecedentes hasta 1989, cuando se presentó un proyecto de ley pidiendo la 
abolición de la pena de muerte, tanto en la esfera civil como la militar. La abolición 
civil se dio en 1990 en tiempo de paz y existió otro proyecto de ley del Consejo de 
Ministros que se aprobó en 1991, que señala tres razones: que la pena de muerte fue 
un castigo ineficaz, que su inclusión en el ordenamiento jurídico de Bélgica es de 
carácter engañoso y, sobre todo, que crea consecuencias perjudiciales en las rela-
ciones internacionales de Bélgica con los demás países. Sin embargo, el Parlamento 
fue disuelto antes que el proyecto pudiera ser presentado y un nuevo proyecto fue 
presentado al Parlamento que fue resuelto. No fue hasta noviembre de 1995 que el 
Consejo de Ministros nuevamente presentó un proyecto de ley, para la abolición de 
la pena de muerte para todos delitos, incluyendo la jurisdicción militar, tanto para 
tiempo de paz como de guerra. Este proyecto sustituyó a la pena de muerte por la 
pena de cadena perpetua con una duración máxima de 30 años. En junio de 1996 
la Cámara de Representantes de Bélgica, unas de las dos cámaras que componen el 
parlamento federal, aprobó el proyecto de ley con una votación de 129 a 13 y, con 
la aprobación implícita del Senado, Bélgica se convirtió en el número 58 de los paí-
ses que se convierten en abolicionistas de la pena de muerte. Lo reconoció por vía 
constitucional en el artículo 18, que señala que la pena de muerte esta abolida y no 
puede ser nuevamente reintroducida. Bélgica tiene el mismo tipo de ordenamiento 
que los países anteriores, en el sentido de que, en teoría, una pena de cadena perpetua 
[1218] JOHNSON, Brian D. VAN WINGERDEN, Sigrid. NIEUWBEERTA, Paul. Sentencing homicide 
offenders in the Netherlands: offender, victim and situational influences in criminal punishment. Crim-
inology Volume 48, Issue 4, American Society of Criminology pages 981–1018, November 2010, p.9.
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es aplicada de por vida para el prisionero, sin embargo se toma en consideración que 
tiene una duración máxima de 30 años de prisión, sin embargo en Bélgica, la cadena 
perpetua significa cárcel hasta que el prisionero muere. Sin embargo, una sentencia 
de por vida se asimila a 30 años de prisión, y para determinar si un prisionero es 
elegible para la libertad condicional, tiene que cumplir con un tercio de la sentencia 
impuesta o si presenta antecedentes penales se aumentaría a dos terceras partes. Si 
se le otorga la libertad condicional al privado de libertad, dicha sentencia pueda ser 
apelada y se le puede añadir al final de la sentencia un tiempo adicional, ordenado por 
el tribunal de primera instancia, conocido como periodo de seguridad. En el caso de 
Polonia el privado de libertad debe de cumplir un mínimo de 25 años de prisión, con 
el fin de ser elegible, para la libertad condicional, pero el tribunal puede aumentar 
ese plazo mínimo de la libertad condicional hasta un máximo de 50 años de prisión.
F. Francia y la pena de cadena perpetua
En el caso francés la pena de muerte fue abolida en la legislación francesa en 
1981 y de igual manera siendo prohibida por la Constitución Francesa el 19 de febrero 
de 2007, que estipula: “nadie puede ser condenado a la pena de muerte”. El único 
método legal que se tenía para su ejecución era la guillotina –decapitación, desde los 
tiempos de la Revolución Francesa, siendo la última ejecución realizada en el año de 
19771219. De igual manera se utilizaron los pelotones de fusilamiento para los delitos 
contra la seguridad del Estado, mientras que el derecho exclusivo de conmutar la 
pena de muerte le perteneció al Presidente de la República.
La pena de cadena perpetua es utilizada en muy raras ocasiones, generalmente 
para los delitos de homicidio, terrorismo, espionaje, que son delitos que en Francia no 
son castigados por la vía penal ordinaria , seguridad del Estado, delitos relacionados 
con el tráfico de drogas, robo que produzca la perdida de la vida de la víctima y ase-
sinato según las circunstancias del hecho delictivo y tienen como característica que 
se prevé una revisión, cuando el privado de libertad ha cumplido 30 años de tiempo 
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de prisión. La cadena perpetua en Francia se consagra en el Código Penal de 1994, 
aunque puede ser aplicada con una modalidad, que los privados de libertad pueden 
solicitar la libertad condicional a partir de los 15 años de tiempo cumplido de prisión 
y después de haber cumplido los 10 primeros años de su pena pueden ser beneficiados 
con un indulto, a través de un derecho que queda a discreción del Presidente francés. 
También se puede imponer la pena de cadena perpetua por un número determinado 
de años, los cuales no pueden ser superiores a 30 y el privado de libertad no puede 
acceder a los beneficios penitenciarios durante ese tiempo, llámese permiso de salida, 
pasar a un régimen carcelario abierto o de libertad condicional, dependiendo de las 
características cuando cometió el hecho punible. Si se diera el caso de que la perso-
na que fue condenada con privación de libertad, por cometer el delito de homicidio 
o asesinato de un menor de edad 15 años, en conjunto con el delito de violación, 
torturas u otros actos considerados violentos, después de 30 años de prisión, el juez 
de ejecución penitenciaria tendrá la obligación de solicitar, a tres expertos médicos 
que determinen si el penado sigue siendo un peligro para la sociedad; si se tiene 
un criterio positivo para su liberación se pasará a una comisión integrada por cinco 
Magistrados del Tribunal de Casación.
El Código Penal francés regula en la Subsección número1, De las penas cri-
minales y en su artículo 131.1 consagra: “las penas criminales susceptibles de im-
ponerse a las personas físicas son: 1. La reclusión criminal o la detención criminal a 
perpetuidad; 2 La reclusión criminal o la detención criminal hasta treinta años; 3 La 
reclusión criminal o la detención criminal hasta veinte años; 4 La reclusión criminal 
o la detención criminal hasta quince años. La duración de la reclusión criminal o de 
la detención criminal temporal será de diez años como mínimo”. Mientras que en el 
artículo 131.2 añade que a estas penas catalogadas con reclusión criminal, no exclu-
yen la imposición de una multa o de varias penas accesorias. Mientras que el artículo 
131.3 añade que la pena de prisión es catalogada como una pena correccional, que 
se impone exclusivamente a las personas físicas.
El Código de Procedimiento Penal francés, en lo concerniente a la libertad con-
dicional, en su artículo 729 nos señala la importancia y el papel que tiene el concepto 
de la libertad condicional para la reinserción y prevención de la reincidencia en las 
penas privativas de libertad, ya que se reconoce que los condenados a varias penas 
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de prisión pueden tener los beneficios de la libertad condicional, siempre y cuando 
demuestren, con pruebas fehacientes de su cambios, en este sentido: “si acreditaran 
esfuerzos serios de readaptación social, particularmente cuando lo justificaran, bien 
por el ejercicio de una actividad profesional, bien por la asiduidad a una educación 
o a una formación profesional o también por prácticas o por un empleo temporal con 
vistas a su reinserción social, bien por su participación esencial en la vida familiar, 
bien por la necesidad de seguir un tratamiento, bien por sus esfuerzos para indem-
nizar a las víctimas”. Así mismo se establece, que para los condenados a la pena de 
cadena perpetua el tiempo de prueba será de dieciocho años y de veintidós años si 
fuera reincidente.
Sin embargo, en el artículo 729.1 establece las condiciones para reducir el 
tiempo de prueba de una persona que se encuentra en libertad condicional y para 
los condenados a reclusión a perpetuidad en la forma y con las condiciones pre-
vistas en la misma ley penal. Ahora bien, el artículo 731 es claro al señalar que el 
beneficio de la ley de libertad condicional, va unida a una serie de condiciones o 
requisitos, con miras a la reclasificación de la persona que puede obtener su liber-
tad, esto conlleva a que sea sometida a ciertas medidas de control, que solo pueden 
ser impuestas por el juez asistido por el sistema penitenciario y, si se diera el caso, 
puede ser asesorado por otras instituciones para tal efecto. La resolución contendrá 
específicamente la forma de ejecución y condiciones en que se mantendrá o eliminará 
la libertad condicional, así como también las medidas de asistencia y de control 
estará sometida a un seguimiento jurídico social, asistencia médica y a vigilancia 
electrónica móvil y el artículo 732 agrega: “No obstante, cuando la pena en curso 
de ejecución fuera una pena a perpetuidad, la duración de las medidas de asistencia 
y de control serán fijadas por un periodo que no podrá ser inferior a cinco años, ni 
superior a diez años”.
Un aspecto clave es que el artículo 733, establece que la resolución de libertad 
condicional puede ser revocada antes o después de que sea ejecutada y cuando el 
privado de libertad no cumpliera las condiciones legales para beneficiarse de la mis-
ma, pero si la misma es revocada, el recluso tiene que cumplir con las disposiciones 
de la revocación y, “toda o parte de la duración de la pena pendiente de cumplir en 
el momento de su puesta en libertad condicional, con acumulación, si hubiera lugar, 
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de cualquier nueva pena en la que hubiera incurrido; el tiempo que hubiera estado 
en situación de prisión provisional, contará sin embargo para el cumplimiento de 
su pena. Si la revocación no se hubiera producido antes de la expiración del plazo 
previsto en el artículo precedente, la puesta en libertad será definitiva. En este caso, 
la pena se entenderá cumplida desde el día de la libertad condicional”.
Otra modalidad en el ordenamiento jurídico francés, es que en el artículo 729 
del Código de Procedimiento Penal, establece un periodo de prueba, que es distinto 
al periodo de seguridad. En el sentido de que el primero es automático y va unido a 
la imposición de la libertad condicional, mientras que el segundo es establecido por 
un tribunal penal e incluye, de igual, manera la libertad condicional. La Duración del 
periodo de seguridad conlleva a una aplicación del artículo 132 del Código Penal, en 
el sentido de que establece que la pena mínima de prisión para que pueda aplicarse es 
de 18 años, a menos de que el tribunal decida levantar esa limitación, pero en ningún 
caso puede exceder los 22 años. 
Aunque dentro del ordenamiento francés existe una excepción en la aplicación 
del periodo de seguridad  aplicado a partir del año 1994 , dependiendo del delito 
cometido –que incluyen el asesinato u homicidio, violación sexual, actos de torta o 
violación de niños y el asesinato de funcionarios públicos que ejercen autoridad o 
que se realicen por una pandilla organizada  y, en estos casos, a través de un tribu-
nal penal, el periodo de seguridad puede llegar hasta los 30 años y los condenados 
por este tipo de delitos no pueden recibir ningún ajuste en sus sentencias. Esto está 
regulado en el artículo 720 4 del Código de Procedimiento Penal, que establece ex-
cepcionalmente una reducción o eliminación del periodo de seguridad por la Corte, 
para la aplicación de sanciones en caso de descubrir: “compromisos sustanciales de 
rehabilitación social”. Si el plazo de seguridad es de 30 años, el delincuente debe 
haber cumplido 20 años de prisión antes de aplicar un descuento. Si el ofensor sirve a 
la vida real, no puede pedir la reconsideración de esta resolución especial cuando ha 
estado en prisión 30 años y debe ser examinado por tres médicos expertos de la Corte 
Suprema que se pronunciaron sobre su peligrosidad. La pena de por vida francesa real 
no es, por tanto en verdad, tan real como ésta, pero se aproxima. También es posible 
obtener una reducción del tiempo de prueba por una doceava parte de la condena 18 
meses a 18 años, o XVIII si el infractor es reincidente 15 meses hasta los 22 años. 
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Uno de los casos más emblemáticos en Francia lo tenemos en Patrick Gateau, 
que fue sentenciado a la pena de cadena perpetua en 1990, por el delito de asesina-
to y obtuvo la libertad condicional en 2003; esto aunado a que tenía antecedentes 
penales de más de 10 condenas por otros delitos y durante su tiempo en libertad 
condicional realizó otro asesinato, lo que motivó que fuera declarado culpable de 
homicidio y secuestro, condenado a pena de cadena perpetua con 22 años de periodo 
de seguridad, después de ser su segunda condena a cadena perpetua en 1984 por su 
primer asesinato.
De igual manera en el caso de Lucien Léger, que estuvo más de 41 años en 
prisión desde1964, hasta que fue puesto en libertad condicional en 2005 y tiene la 
particularidad de que el imputado pudo haber salido en libertad condicional en 1979, 
debido a que fue catalogado como prisionero modelo  realizó estudios de derecho y 
filosofía , sin embargo, estuvo en quince prisiones a lo largo de su encierro y por el 
riesgo de reincidencia no se le concedió, además realizó trece solicitudes de libertad 
condicional y tres solicitudes pidiendo el indulto o clemencia presidencial que fueron 
rechazadas. Esto sumado a la oposición del padre de la víctima1220, que estuvo en 
contra de su liberación y formó un grupo de apoyo para la restauración de la pena de 
muerte, amenazando de que si el imputado algún día obtenía su liberación, lo mataría. 
El padre falleció antes de que saliera en libertad y en exámenes psiquiátricos poste-
riores, ha sido catalogado de personalidad narcisista, manipulador y de un mentiroso 
patológico, en el cual se refería a sí mismo como en tercera persona, lo que motivó 
una ley sobre delincuentes reincidentes.
De igual manera, en el caso de John Straffen que permaneció por un periodo de 
55 años en prisión, desde 1951 hasta su muerte en 2007, fue declarado culpable de 
homicidio de un menor de edad y condenado a la pena de cadena perpetua, con 15 
años de tiempo de prueba mínimo para obtener la libertad condicional.
Otro caso lo tenemos en Patrick Henry, que fue declarado culpable de homicidio 
y secuestro de un menor de edad, que escapó de la pena de muerte basándose en 
el caso de Robert Badinter, quien tenía 8 votos de 12 a favor de la pena de muerte, 
[1220] Yves Taron, el padre de la víctima y fundador de la Liga Nacional contra el crimen y para la 
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sólo 7 miembros votaron la muerte. Durante su tiempo de prisión fue catalogado 
como un prisionero modelo y obtuvo diversos grados penitenciarios hasta que le 
concedieron la libertad condicional, en la cual, posteriormente, fue detenido por 
delitos relacionados con el narcotráfico, por lo que se le impuso una nueva pena de 
cadena perpetua.
Otro caso es el de Simonnet Sebastian, declarado culpable de asesinato de su 
compañero de celda en 2004, cuando cumplía una sentencia de cadena perpetua, por 
un delito en contra de otro compañero de prisión. En este caso se impuso una pena 
mínima de 22 años, sin libertad condicional y se plantea el problema de la reincidencia 
dentro de prisión, así como el uso de la celda de aislamiento. 
G. Alemania ante la inconstitucionalidad de la pena de cadena
perpetua
En el caso de Alemania, Albrecht, señala que dentro del ordenamiento alemán, 
se han realizados cambios significativos en lo referente a la aplicación de las penas 
de prisión y de reclusión y que estos cambios tienden, por un lado, a reflejar un 
aumento en la punibilidad y, por el otro, una respuesta rápida de propagación de 
protección pública, a través del aumento de los periodos de confinamiento. Estas 
transformaciones en el ordenamiento jurídico alemán, según Albrecht, tuvieron sus 
inicios a finales de la década de 1960, cuando se dio prioridad a las multas y sobre 
todo se limitó de forma significativa el uso de las penas de prisión. Albrecht, deja 
claro que el sistema penal alemán contiene una doble vía de sanciones penales. Por 
un lado la sanción penal que requiere una declaración de culpabilidad y, por el otro, 
la determinación de una multa o la imposición de una pena de prisión, sin embargo 
también aplica otra vía llamada “medidas de rehabilitación y protección de la segu-
ridad.” Lo particular es que estas medidas no dependen de la culpabilidad declarada 
del sujeto, sino, más bien, son consecuencia de la peligrosidad del mismo  basado en 
los informes médicos y psicológicos  que trae consigo una necesidad de tratamiento. 
Estas dos medidas son para Albrecht: “este enfoque de dos vías se basa en la creencia 
del castigo proporcional limitado por el principio de culpabilidad personal, puede 
no ser suficiente para responder de manera efectiva (en términos de protección pú-
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blica) a delincuentes que sufren de enfermedades mentales o adicciones al alcohol 
o las drogas o que son propensos a reincidir. El derecho penal Alemán –así como 
la ley criminal de otros países de Europa continental, como Dinamarca, Austria y 
Suiza),  proporciona una línea de sanciones penales que persigue la prevención de 
la reincidencia grave”1221.
En el ordenamiento penal alemán, la pena de cadena perpetua es aplicada de 
forma casi exclusiva para los delitos de asesinato de forma obligatoria, artículo 211 
del Código Penal alemán y el periodo de espera por el cual el privado de libertad 
puede hacer una solicitud, es mínimo de quince años, mientras que las penas cortas 
de prisión con un máximo de dos años, pueden ser suspendidas y sustituidas por 
servicios a la comunidad. Sin embargo Albrecht reconoce que tanto la Corte Federal 
Constitucional y el Tribunal Federal de Justicia, a pesar de tener un texto expreso del 
sentido de la ley, en el caso del delito de homicidio, como hemos podido ver, la sen-
tencia obligatoria es la pena de cadena perpetua, que en un principio era sin libertad 
condicional, sin embargo, el argumento imperante de estos tribunales en Alemania 
ha sido, que la sanción penal con carácter obligatoria no se ajusta a la necesidad de 
individualización de la pena de prisión y la consideración de lo que Albrecht llama 
o puede ser traducido como la culpa personal del delincuente. Nos brinda datos 
reveladores del ordenamiento alemán, en materia de la pena de cadena perpetua en 
el sentido de que en la pena de homicidio, durante los últimos cincuenta años, para 
Albrecht, nunca ha correspondido, lo que denomina generosamente, el tiempo con 
el mismo número de penas de cadena perpetua, es decir que estábamos hablando de 
una aplicación muy limitada en el caso del ordenamiento penal alemán. Albrecht 
señala que los tribunales encontraron la manera de limitar su aplicación, como pena 
obligatoria en los casos de homicidio, en el sentido de que el Tribunal Constitucional 
[1221] Cft. ALBRECHT, Hans J rg. “Sentencing in Germany: explaining long term stability in the 
structure of criminal sanctions and sentencing”. Law and Contemporary Problems, Volumen No.76, 
2013, p. 213, Traducción propia del original: “This two track approach is based on the belief that 
proportional punishment limited by the principle of personal guilt may not be sufficient to respond 
effectively (in terms of public protection) to habitual offenders or offenders suffering from mental 
diseases or addictions to alcohol or drugs who are likely to recidivate. German criminal law (as well 
the criminal law of other continental European countries, such as Denmark, Austria, and Switzerland) 
therefore provides for a line of criminal sanctions that pursues prevention of serious recidivism alone”.
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Federal (Federal Constitutional Court), tal como veremos en la sentencia, no tiene 
por qué corresponder a una pena de cadena perpetua sin libertad condicional. 
Sin embargo, sí reconoce que las sentencias de pena de cadena perpetua impues-
tas se duplicaron en Alemania, durante la década de 1980 y 2010, lo que Albrech da 
como respuesta: “a partir de los datos de la condena y de la sentencia, así como los 
datos sobre los delincuentes que cumplen cadena perpetua, se puede concluir que a 
pesar de las líneas planas, a largo plazo en el asesinato con condenas y sentencias de 
cadena perpetua, el número de presos condenados a cadena perpetua se duplicó… La 
única explicación que aquí puede ser es que se encuentra en los presos de vida que 
cumplen penas más largas y por decisiones posteriores a la sentencia que retrasar la 
liberación de una sentencia de cadena perpetua”1222. Esto hace que Albrecht hable de 
una estabilidad en los patrones de sentencia, sobre todo en la pena de cadena perpe-
tua, en lo que respecta a los últimos cuarenta años, en el sentido de que tenemos la 
siguiente sentencia BVerfGE 45, 187 sobre la pena de cadena perpetua, que señala 
lo siguiente:1223
1. La condena a prisión perpetua para el caso de asesinato (  211, 
párrafo 1 StGB) es compatible con la Ley Fundamental, de conformidad 
con los criterios que se enuncian a continuación.
2. De acuerdo con el estado actual del conocimiento, no puede deter-
minarse que el cumplimiento de una pena de cadena perpetua –de con-
formidad con las disposiciones de la ley de ejecución penal, y tomando 
en consideración la actual práctica del indulto– conduzca forzosamente a 
daños irreparables de tipo físico o psíquico que lesionen la dignidad humana 
(Artículo 1, párrafo 1 de la Ley Fundamental).
3. A los presupuestos del cumplimiento de una pena dentro del marco 
de la dignidad humana, pertenece el que los condenados a prisión perpetua 
tengan al menos una oportunidad de gozar nuevamente de la libertad. La 
posibilidad de un indulto no es por sí sólo suficiente; antes bien, el principio 
[1222] ALBRECHT, Hans J rg. Ibid. p. 229.
[1223] ALBRECHT, Hans J rg. Ibid. p 229.
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del Estado de Derecho ofrece los presupuestos bajo los cuales la ejecución 
de una pena de prisión perpetua puede suspenderse, así como para regla-
mentar el proceso aplicable para tal efecto.
Sentencia de la Primera Sala, del 21 de junio, 1977. 1BvL 14/76–
En el campo de la lucha contra la delincuencia, en donde se establecen 
los más altos requisitos de justicia, el Artículo 1, párrafo 1 de la Ley Fun-
damental determina la concepción de la esencia de la pena y de la relación 
entre culpa y expiación. El principio nulla poena sine culpa tiene el rango 
de un principio constitucional (BVerfGE 20, 323 [331]). Toda pena debe 
estar en adecuada proporción con la gravedad del hecho punible y la culpa 
del delincuente (BVerfGE 6, 389 [489]; 9, 167 [169]; 20, 323 [331]; 25, 
269 [285 y ss.]). El mandato de respetar la dignidad humana significa es-
pecialmente, que se prohíben las penas crueles, inhumanas y denigrantes 
(BVerfGE 1, 332 [348]; 6, 389 [439]). El delincuente no puede convertirse 
en simple objeto de la lucha contra el crimen con violación de sus derechos, 
al respeto y a la protección constitucional de sus valores sociales (BVerfGE 
28, 389 [391]). Los presupuestos básicos de la existencia individual y so-
cial del ser humano deben conservarse. Del Artículo 1, párrafo 1 de la Ley 
Fundamental, en relación con el principio del Estado social, se deduce la 
obligación del Estado –y esto es válido en especial para la ejecución de las 
penas– de garantizar un mínimo de existencia, que asegure ante todo una 
vida acorde con la dignidad humana. Por ello, sería incompatible con este 
concepto de dignidad humana, que el Estado se apropiara de la facultad de 
privar de la libertad a las personas, sin darles por lo menos la posibilidad 
de poder obtenerla nuevamente.
[...] pues el núcleo de la dignidad humana se ve conculcado si se obliga 
al condenado, independientemente del desarrollo de su personalidad, a aban-
donar toda esperanza de volver a obtener su libertad. A efectos de asegurar 
de cierta manera, esta perspectiva que hace soportable el cumplimiento de 
la pena a perpetuidad, en el marco de una concepción de la dignidad de la 
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persona, el instituto del indulto por sí solo no es suficiente para satisfacer 
las exigencias constitucionales.1224
Lo cierto es que el Tribunal Constitucional Alemán, ha dejado claro que la pena 
de cadena perpetua, sin libertad condicional deja claro que es contraria a la dignidad 
humana. Este fallo no quiere decir que cada delincuente condenado a la pena de cadena 
perpetua, obligatoriamente, tiene que salir en libertad según el ordenamiento alemán, 
sino que reconoce el derecho a la esperanza de que algún día pueda ser puesto en 
libertad condicional, pero esta oportunidad debe constituirse en un mecanismo real y 
práctico que permita que, en algún momento, pueda obtener su libertad, bajo la base 
de que ya no es peligroso para la sociedad. Un aspecto que se debe tener en cuenta, 
desde el punto de vista de cumplir con la formalidad, es que el privado de libertad 
que cumple una condena de pena de cadena perpetua y es beneficiado con la libertad 
condicional, debe manifestar que está de acuerdo en que se le otorgue su libertad, 
según el artículo 57 del Código Penal Alemán, que reconoce en su numeral 3, que se 
necesita el consentimiento del condenado. Mientras que los demás numerales hacen 
referencia a que dicha liberación se basa en que el condenado haya cumplido 15 
años de la pena de cadena perpetua (Sección 57 del Código Penal Alemán) y que su 
liberación sea considerada apropiada, teniendo en cuenta los intereses de seguridad 
pública. Esta liberación se hace tomando en cuenta la personalidad del privado de 
libertad, sus antecedentes o historia previa, las circunstancias del delito, la conducta 
del privado de libertad en la prisión, la existencia de un peligro real, que vuelva a 
delinquir y, sobre todo, las circunstancias que motivan su liberación, así como lo que 
se espera del condenado una vez que obtenga su liberad1225.
[1224] SCHWABE, Jürgen. Jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal Alemán Extractos 
de las sentencias más relevantes. Traducción ANZOLA, Marcela. GIL. Emilio, RATZ. Maus. Fun-
dación Konrad Adenauer, Programa Estado de Derecho para Latinoamérica, México, 2009, 11. p.54.
[1225] Tomando del original, traduccion propia:
Section 57. Conditional early release—fixed term imprisonment
(1) The court shall grant conditional early release from a fixed term sentence of imprisonment under 
an operational period of probation, if
1. two thirds of the imposed sentence, but not less than two months, have been served; and
2. the release is appropriate considering public security interests; and
3. the convicted person consents. 
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Entre los casos de pena de cadena perpetua en Alemania más destacados, te-
nemos a Heinrich Pommerenke, condenado a la pena de cadena perpetua por la Re-
pública Federal Alemana. Fue declarado culpable de varios homicidios por los que 
se le consideró un asesino en serie1226, que en el tiempo de su condena cumplió 49 
años, desde 1959 hasta su muerte acaecida en un hospital de la prisión en 2008 con 
71 años de edad. En total fue condenado 6 veces a la pena de cadena perpetua, entre 
varios delitos, que en total hacían 165 años de pena de prisión y que es considerada 
la condena más grave dictada por un tribunal alemán, posterior a la segunda guerra 
mundial. En el trascurso de sus años de encarcelamiento, le fue negada en varias 
ocasiones su solicitud de libertad condicional, bajo el argumento de que el condenado 
era no solo un peligro para sí mismo, sino también para la sociedad. De igual manera 
tenemos el caso de Hans Georg Neumann, quien fue sentenciado a la pena de cadena 
perpetua en 1963, por homicidio y cumplió 52 años de tiempo en prisión en lo que 
va de 2014. Su solicitud de libertad de condicional ha sido negada en varias ocasio-
nes, debido, en parte, a que ha sido declarado culpable de otros delitos, entre éstos 
de robo a mano armada, especialmente a bancos en Alemania y delitos de secuestro. 
Este caso, en la actualidad, debido a una nueva solicitud de libertad condicional por 
parte del condenado, ha puesto de relieve el tema de la pena de cadena perpetua en los 
medios alemanes, en el sentido de que, se discute si en realidad se le está denegando 
la libertad a una persona que lleva más de 50 años en prisión, cuando solo tenía que 
tener 15 años de cumplimento de la pena de cadena perpetua, para empezar a soli-
citar su libertad condicional y poner en duda el derecho del recluso de no perder la 
esperanza de que en algún día pueda salir en libertad.
En el caso de la pena de cadena perpetua en el ordenamiento alemán, para el 
delito de terrorismo, para los miembros del Ejército Rojo (RAF) condenados a pena 
de cadena perpetua, el tribunal de la causa ordenó el aplazamiento de la solicitud 
de libertad condicional, que aumentará a un periodo mínimo de 26 años. Para los 
The decision shall particularly consider the personality of the convicted person, his previous history, 
the circumstances of his offence, the importance of the legal interest endangered should he re offend, 
the conduct of the convicted person while serving his sentence, his circumstances and the effects an 
early release are to be expected to have on him.
[1226] Admitió 65 delitos, entre ellos cuatro asesinatos, siete intentos de asesinato, dos intentos de
violación y 25 completado con seis robos.
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miembros de lo que se denominó como la segunda fracción del Ejército Rojo, como 
la generación del terror, por sus ataques en 1977. El caso de Christian Klar, que fue 
condenado en 1985 a la pena de cadena perpetua por nueve cargos de homicidio y su 
solicitud de indulto fue rechazada en varias ocasiones, pero se le otorgó la libertad 
condicional con un periodo de prueba de 5 años, bajo la base de no existir riesgo de 
reincidencia o de amenaza. El aumento de 15 a 26 años se justificó en el sentido de 
que, existía por parte de los condenados una falta de arrepentimiento por los hechos 
cometidos, por su orgullo al formar parte del grupo terrorista y su implicación en 
varios delitos de homicidio.
Un caso más reciente lo tenemos en una condena de pena de cadena perpe-
tua, por la cual cumplió una pena de 38 años por el homicidio de 5 personas y tres 
delitos de robo agravado en 1967. La razón por la cual el privado de libertad pasó 
más tiempo de los 15 años para solicitar su libertad condicional, se basó en que el 
recluso seguía siendo un peligro para la sociedad, sin embargo dicha prolongación 
del encarcelamiento fue apelada ante la Corte Constitucional Alemana (BVerfG 2 
BvR 1758/10 (3. Kammer des Zweiten Senats) Beschluss vom 29. November 2011 
(OLG Nürnberg )), que dejó en claro que tener recluido por más tiempo, de los 38 
años, era inconstitucional, en el sentido de que el recurso de inconstitucionalidad se 
dirige contra una decisión de apelación del Tribunal Regional Superior que negó la 
suspensión de la ejecución del resto de la cadena perpetua en libertad condicional. Lo 
interesante de esta sentencia es que la Corte Constitucional Federal, fija los límites 
constitucionales en el ordenamiento jurídico alemán, lo que se denomina como una 
potencial pena de cadena perpetua y según el tribunal esto requeriría que la tensión 
entre el derecho a la libertad, las necesidades de los condenados y la seguridad del 
público en general tenga una indemnización que sea razonable y justa, ante el interés 
legal del derecho lesionado, en este caso se condenó al Estado Alemán , por la prolon-
gación de la prisión del solicitante. En este caso el Tribunal Constitucional Alemán, 
estableció que la decisión de suspender el periodo de espera de libertad condicional 
más allá de lo establecido, era para comprobar constitucionalmente, si se violaban los 
derechos básicos de los condenados y, sobre todo, ver si las necesidades de seguridad 
del público en general, serian satisfechas si el recluso era liberado. El tribunal con-
cluyó que el procedimiento y las oportunidades que había tenido el recluso no fueron 
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resueltos adecuadamente, sobre todo en la forma en que se tomaron en consideración 
y se realizaron los informes médicos sobre su estado mental.
Miller sostiene que el artículo 102 de la Ley Fundamental alemana, que la pena 
de muerte en Alemania esta abolida. Esto motivó que la sentencia sobre cadena per-
petua de 1977. El Tribunal Constitucional Federal Alemán, se enfrentará a la constitu-
cionalidad de la pena de prisión perpetua, sin posibilidad de libertad condicional, ante 
los alegatos del solicitante, en el sentido de que la exclusión completa de la sociedad 
violaba el derecho a la dignidad humana, garantizada y protegida por el artículo 1 
de la Ley Básica o Constitucional alemana. Sin embargo, estos alegatos no fueron 
reconocidos por los tribunales ordinarios, que le denegaron sus solicitudes, pero lo 
interesante es que estos tribunales ordinarios justificaron esta decisión en el sentido 
de que los Parlamentarios en 1948, en la Convención Constitucional de Alemania 
Occidental, que apoyaban la abolición de la pena de muerte, no excluían la pena de 
cadena perpetua como sustituto. 
El Tribunal Constitucional Alemán señala: “Ni la historia original, ni las ideas 
y las intenciones de los redactores son de importancia decisiva... Desde la aproba-
ción de la Ley Fundamental (Constitución), nuestra comprensión del contenido, 
función y efecto de los derechos básicos ha profundizado actitudes actuales que son 
importantes para evaluar la constitucionalidad de la cadena perpetua”1227. Es decir, 
se trataba de dejar en claro, que el tribunal alemán no se basaría en las intenciones 
de los parlamentarios cuando elaboraron el artículo de la ley fundamental alemana 
y reconocieron que: “es contrario a la dignidad humana hacer de las personas meras 
herramientas del Estado”1228. “No se puede convertir al delincuente en un objeto de 
la prevención del delito, en perjuicio de su derecho constitucionalmente protegido de 
valor social y el respeto”1229. La sentencia deja claro, que la pena de cadena perpetua 
[1227] Traduccion propia del original:“ “Neither original history nor the ideas and intentions of the 
framers are of decisive importance … Since the adoption of the Basic Law [constitution], our un-
derstanding of the content, function, and effect of basic rights has deepened … Current attitudes are 
important in assessing the constitutionality of life imprisonment”.2 BVerfGE 45, 187 (227).
[1228] Traduccion propia del original:“It is contrary to human dignity to make persons the mere tools 
of the state” in the context of criminal justice policy,2 25 BVerfGE 45, 187 (227).
[1229] Traduccion propia del original:“26 that the state“cannot turn the offender into an object of 
crime prevention to the detriment of his
constitutionally protected right to social worth and respect
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sin posibilidad de libertad condicional violó la Constitución, un valor que sostiene 
que cada preso debe poseer alguna esperanza de recuperar su libertad: “Una pena de 
cadena perpetua no se puede hacer cumplir con humanidad, si al recluso se le niega 
a priori a cualquiera y a todas las posibilidades de volver a la libertad... El criminal 
condenado debe tener la oportunidad, después de expiar su crimen, a reingresar a la 
sociedad”1230. La consecuencia de esta sentencia fue autorizar a los tribunales ordi-
narios a suspender la pena de cadena perpetua cuando la situación así lo requiera y 
la liberación del delincuente de la prisión. Uno de los aspectos que determinan si se 
libera o no a una persona condenada a cadena perpetua, en el ordenamiento alemán, 
se compone de elementos como la personalidad del delincuente, el comportamiento 
que ha tenido dentro de la prisión, las circunstancias o condiciones que rodearon la 
realización del hecho punible o crimen y, sobre todo, la capacidad de llevar, lo que 
Miller define, como una vida normal al salir de la prisión1231.
Se reconoce que una pena de cadena perpetua, en el ordenamiento jurídico 
alemán (lebenslange Freiheitsstrafe) tiene que tener, por obligación, la posibilidad 
real de la liberación del condenado, con el argumento de que dicha persona ya no 
es un peligro para nadie, sin embargo la sentencia puede contener una disposición 
de detención preventiva (Sicherungsverwahrung), una vez cumplida la sentencia 
original, en la cual este periodo no se considera como parte del castigo, sino como 
un medio de protección al público, en el que los elementos de disciplina son dismi-
nuidos. Dicha sentencia preventiva se revisa cada dos años, hasta que se comprueba 
que el condenado tiene pocas probabilidades de realizar nuevos delitos y la misma 
puede durar por un máximo de 10 años adicionales, a la pena original de pena de 
cadena perpetua, se utiliza solo en casos considerados como excepcionales, la misma 
también puede ser impuesta por un tribunal con posterioridad a la sentencia original 
y durante la excarcelación del condenado, siempre y cuando se demuestre que es un 
verdadero peligro, de forma evidente, durante su encarcelamiento.
[1230] Traduccion propia del original:“A sentence of life imprisonment cannot be enforced humanely 
if the prisoner is denied a priori any and every possibility of returning to freedom …The condemned 
criminal must be given the chance, after atoning for his crime, to reenter society”. 930
[1231] Cft. MILLER, Russell. The Shared Transatlantic Jurisprudence of Dignity. German Law 
Journal, Vol. 4, N . 9, 2003, pp. 929-930.
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De igual manera si se otorga o no la libertad condicional la decisión la toma un 
tribunal y si la misma es rechazada, el condenado puede volver a realizar su solici-
tud en un plazo no mayor a dos años, (Sección 57a del Código Penal alemán). Sin 
embargo, si un tribunal determina que el privado de libertad ha realizado un crimen 
considerado como severo y su culpabilidad fue de suma importancia en la realización 
del delito considerado como grave, violento y fuera de lo común, (besondere Schwere 
der Schuld), la libertad condicional puede retrasarse, para una fecha no determinada 
y más allá de 15 años (57a del Código Penal).
Los delincuentes que son condenados a la pena de cadena perpetua y se les otorga 
el beneficio de la libertad condicional, están obligados a mantenerse en contacto con 
el funcionario civil (Bew hrungshelfer), que para los condenados a la pena de cade-
na perpetua dicho periodo puede alcanzar los cinco años (57 III del Código Penal).
3. EL VATICANO Y LA PENA DE CADENA PERPETUA
En el caso de la aplicación de la pena de muerte en el Vaticano, la misma estuvo 
legalmente vigente desde 1929 hasta 1969 y solo podía ser aplicada cuando la persona 
era declarada culpable de un intento de homicidio en contra del Papa, aunque durante 
todo el tiempo que estuvo vigente nunca fue aplicada. El ordenamiento jurídico de la 
Santa Sede se basó en el ordenamiento penal italiano, debido que era el castigo esta-
blecido para los atentados en contra del Rey de Italia, a través del Tratado de Letrán 
de 19291232, que en su artículo 8 estableció que todo intento de homicidio dentro de 
la Ciudad del Vaticano en contra del Papa sería la pena de muerte, el texto del artí-
culo nos dice: “Italia considera como sagrada e inviolable la persona del Soberano 
Pontífice, declara punible el atentado contra ella y la provocación al atentado, bajo 
amenaza de las mismas penas establecidas para el atentado o provocación al atentado 
contra el Rey. Las ofensas e injurias cometidas en territorio italiano contra la persona 
[1232] Los Pactos de Letrán o Pactos lateranenses fueron una serie de acuerdos firmados el 11 de 
febrero de1929 por el cardenal Pietro Gasparri, Secretario de Estado de la Santa Sede, en nombre del 
papa Pío XI, y por el primer ministro de Italia Benito Mussolini. Proporcionaron el reconocimiento 
mutuo entre el entonces Reino de Italia y la Santa Sede, reconociendo a ésta como un Estado soberano 
y sujeto de Derecho Internacional.
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del Soberano Pontífice, en discursos, actos o en escritos serán castigados como las 
ofensas e injurias contra la persona del Rey (...).” 
Durante el tiempo que estuvo en vigencia este artículo nunca fue aplicado y 
durante el Papado de Pablo VI, en agosto de 1969 se derogaron las leyes que hacían 
referencia a la pena de muerte, en la Gaceta Oficial del Vaticano. Pero fue durante 
el pontificado de Juan Pablo II, por su escrito Evangelium Vitae (Evangelio de la 
vida), carta publicada el 25 de marzo de 1995, que tiene como objetivo proteger 
el carácter inviolable de la vida humana, bajo cualquier circunstancia, nos señala: 
Pero Dios, siempre misericordioso incluso cuando castiga, puso una señal a Caín 
para que nadie que le encontrase le atacara (Gn 4, 15). Le da, por tanto, una señal 
de reconocimiento, que tiene como objetivo no condenarlo a la execración de los 
demás hombres, sino protegerlo y defenderlo frente a quienes quieran matarlo para 
vengar así la muerte de Abel. Ni siquiera el homicida pierde su dignidad personal 
y Dios mismo se hace su garante. Es justamente aquí donde se manifiesta el miste-
rio paradójico de la justicia misericordiosa de Dios, como escribió San Ambrosio: 
Porque se había cometido un fratricidio, esto es, el más grande de los crímenes, en 
el momento mismo en que se introdujo el pecado, se debió desplegar la ley de la 
misericordia divina; ya que, si el castigo hubiera golpeado inmediatamente al culpa-
ble, no sucedería que los hombres, al castigar, usen cierta tolerancia o suavidad, sino 
que entregaran inmediatamente al castigo a los culpables. (...) Dios expulsó a Caín 
de su presencia y, renegado por sus padres, lo desterró al exilio de una habitación 
separada, por el hecho de que había pasado de la humana benignidad a la ferocidad 
bestial. Sin embargo, Dios no quiso castigar al homicida con el homicidio, ya que 
quiere el arrepentimiento del pecador y no su muerte”1233. Mientras que el Catecismo 
de la Iglesia Católica, deja claro: “si los medios no sangrientos son suficientes para 
defender las vidas humanas contra un agresor y para proteger el orden público y la 
seguridad de las personas, la autoridad pública debe limitarse a dichos medios, ya 
[1233] Papa Juan Pablo II. Carta encíclica Evangelium vitae del sumo pontífice Juan Pablo II. a 
los obispos, a los sacerdotes y diáconos, a los religiosos y religiosas, a los fieles laicos y a todas las 
personas de buena voluntad sobre el valor y el carácter inviolable de la vida humana. Consultado el 
1 de diciembre de2014:En:http://www.vatican.va/holy_father/john_paul_ii/encyclicals/documents/
hf_jpii_enc_25031995_evangelium vitae_sp.html
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que corresponden mejor a las condiciones concretas del bien común y están más en 
conformidad con la dignidad del ser humano”.
Mientras que la Constitución Apostólica, del Papa Juan Pablo II, en el 2266, 
nos dice: “La preservación del bien común de la sociedad exige colocar al agresor 
en estado de no poder causar perjuicio. Por este motivo la enseñanza tradicional 
de la Iglesia ha reconocido el justo fundamento del derecho y deber de la legítima 
autoridad pública para aplicar penas proporcionadas a la gravedad del delito, sin 
excluir, en casos de extrema gravedad, el recurso a la pena de muerte. Por motivos 
análogos quienes poseen la autoridad tienen el derecho de rechazar por medio de las 
armas a los agresores de la sociedad que tienen a su cargo. Las penas tienen como 
primer efecto el de compensar el desorden introducido por la falta. Cuando la pena 
es aceptada voluntariamente por el culpable, tiene un valor de expiación. La pena 
tiene como efecto, además, preservar el orden público y la seguridad de las personas. 
Finalmente, tiene también un valor medicinal, puesto que debe, en la medida de lo 
posible, contribuir a la enmienda del culpable1234.
Mientras que en los Pactos de Letrán, el señalado artículo 8, fue sustituido por 
una nueva redacción que señala lo siguiente: “Italia, considerando sagrada e inviolable 
la persona del Sumo Pontífice, declara punitivo cualquier atentado que se cometa 
contra ella y la provocación a cometerlo, con las mismas penas establecidas para el 
atentado y la provocación a cometerlo contra la persona del Rey. Las ofensas e in-
jurias públicas cometidas en territorio italiano contra la persona del Sumo Pontífice 
mediante discursos, hechos o escritos, serán punidas como ofensas e injurias contra 
la persona del Rey”. 
La posición actual del Vaticano, por medio del actual Papa Francisco ha sido 
la de criticar fuertemente la pena de muerte a nivel internacional y, de igual manera, 
la de solicitar la suspensión de la aplicación de la pena de la cadena perpetua, a lo 
que el Papa Francisco consideró como una sentencia de muerte escondida y de igual 
manera las cárceles de máxima seguridad como otra forma de tortura, en que la ex-
[1234] Constitución Apostólica. Fidei Depositum. Para la publicación del Catecismo de la Iglesia 
Católica escrito en orden a la aplicación del Concilio Ecuménico Vaticano Juan Pablo II, Obispo Siervo 
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cusa de ofrecer una mayor seguridad a la sociedad y el tratamiento al delincuente no 
es otra más que la de mantener el aislamiento del delincuente, estas declaraciones 
fueron realizadas por el Papa en un encuentro con miembros de la Asociación Inter-
nacional de Derecho Penal1235. Dentro del ordenamiento jurídico interno de la Ciudad 
del Vaticano el Papa Francisco, mediante el uso del Motu Proprio (motivo propio, 
documento de su propia iniciativa y autoridad; contiene la promulgación de una ley 
particular que modifica y perfecciona la Constitución Apostólica), eliminó la pena 
de cadena perpetua en el Vaticano, en el sentido de que la misma fue sustituida por 
una pena máxima de 35 años de prisión, estas modificaciones en el ordenamiento 
penal del Estado Pontificio, entraron a regir desde el 1 de septiembre de 2013. Este 
cambio aparece en la ley Número VIII, titulada “Reglas complementarias en materia 
penal”; la ley Número IX, titulada “Enmiendas al Código Penal y al Código de Pro-
cedimiento Penal”; la ley Número X, sobre “Normas generales en tema de sanciones 
administrativas”.
[1235] Papa Francisco pidió la abolición de la pena de muerte. En un encuentro con miembros de la 
Asociación Internacional de Derecho Penal, el Papa afirmó que “es imposible pensar que los Estados 
no dispongan de otro medio”. También criticó la pena de cadena perpetua. Visto en: http://www.
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CONCLUSIONES
1 La pena de prisión permanente revisable, es una pena de cadena perpetua, con la que la persona solo puede pedir su revisión cuando han pasado de 25 a 35 años de 
detención efectiva y continuada, por lo tanto la categoría de ser una sanción revisable, 
podríamos decir, que es una revisión fraudulenta que excede el castigo de la pena de 
prisión y que en muchos casos excederá la vida del condenado. Por lo tanto, estamos 
hablando de una pena de prisión que carece de certeza jurídica, ya que los años de 
cumplimiento del tiempo de prisión no son determinados y tendrá la posibilidad de, 
en algún momento, convertirse en una pena determinada. Por lo tanto, se transforma 
en una pena violatoria de los derechos fundamentales del privado de libertad, las 
garantías necesarias del debido proceso y los fines de la pena, los derechos de rein-
serción y reeducación del penado, el principio de legalidad, la proporcionalidad de 
las penas, el derecho a la certeza jurídica del tipo penal y el tiempo de cumplimiento 
en prisión por la condena impuesta, por lo que, concluimos que, la pena de prisión 
revisable es una pena inconstitucional.
De igual manera una pena innecesaria en el ordenamiento jurídico español, 
ya que se regulan penas largas de prisión en lo que respecta el concurso de delitos, 
que  pueden llegar hasta 40 años de prisión, por lo tanto es una pena absolutamen-
te innecesaria y cruel. De igual manera, llama la atención que la pena de prisión 
permanente revisable si se aplica para los delitos más graves de la sociedad y la 
misma no se aplica para los delitos de fraudes financieros o bancarios. Un aspecto 
importante que se debería de tratar es que el derecho de reinserción, rehabilitación y 
reeducación de todo privado de libertad, dentro del ordenamiento jurídico español, 
debe de ser susceptible del recurso de amparo, con miras a una mayor protección 
del recluso y más aún cuando éste sea condenado con una pena de cadena perpe-
tua. Por lo tanto, hablar de una pena de prisión revisable es hablar de una pena de 
cadena perpetua, que es una sanción que conlleva no solo la privación del futuro 
del condenado, sino la probabilidad de que nunca salga de prisión y la privación 
de la esperanza de salir de la misma, por lo que se excluye a la persona en forma 
permanente de la sociedad. 
/ 834 /
CONCLUSIONES
2 En el caso español, el derecho a la rehabilitación se convierte en una obliga-ción del condenado para poder solicitar su libertad condicional, es decir que un 
recluso que no está rehabilitado terminaría su vida siempre dentro de la prisión, a 
pesar de las alternativas, ya sean médicas, tecnologías o sociales, etc., que puedan 
aplicarse fuera de la misma para su ayuda y reeducación. El cumplimiento de la 
pena no depende de la culpabilidad del delincuente, sino de su tiempo en prisión y 
está determinando por su reinserción. El condenado a una pena de cadena perpetua 
tiene en conjunto el derecho a la rehabilitación y la reeducación, el derecho a la 
esperanza de tener una posibilidad real y efectiva de revisión de su condena, con 
miras a obtener la libertad condicional. Este derecho a la esperanza va más allá de 
un futuro indulto, perdón o gracia y está determinado por una fecha de inicio de la 
pena y una fecha de salida exacta. La ley que establece la pena de prisión perma-
nente revisable no señala los mecanismos o procedimientos de impugnación, que 
el privado de libertad puede oponer ante la negativa de su liberación condicional 
y, de igual manera, una vez que su petición es rechazada no puede interponer otra 
solicitud en un tiempo máximo de un año, en la cual la pena de prisión es manteni-
da de forma automática cada dos años. Es decir que el privado de libertad no tiene 
un mecanismo claramente establecido que permita la revisión de su sentencia en 
cualquier momento de su cumplimiento.
3 En lo que respecta al proceso de libertad condicional, el privado de libertad con-denado a una pena de cadena perpetua, debe ser asistido en todo momento por 
un abogado, que tenga el tiempo suficiente para prepararse en dicho proceso, que él 
mismo puede presentar pruebas y testigos que acrediten los cambios que motivan la 
solicitud de libertad condicional. La decisión que se toma, si es negativa, lleva explícito 
que el privado de libertad pueda impugnarla y de igual manera la decisión final debe 
de tener el visto bueno del juez y, en algunos casos, se escucha a los familiares y 
amigos de la víctima antes de que se tome una deliberación.
 La alternativa de la pena de cadena perpetua gira en torno a dos argumen-
tos, en los casos en que el penado puede hacer uso de una solicitud de libertad 
condicional y en los casos en que la condena no permite que el recluso pueda, en 
lo que le resta de vida, solicitar su libertad. Para que el recluso pueda solicitar la 
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libertad condicional deben de haber pasado un mínimo de años de prisión efectiva, 
lo que no quiere decir que obtenga una decisión favorable de excarcelación. Y, 
en muchos casos, se ha reconocido que aunque exista la posibilidad de la libertad 
condicional, que los requisitos para obtenerla son sumamente difíciles de cumplir, 
lo que motiva a que en la práctica el privado de libertad, el condenado a una pena 
de cadena perpetua, con posibilidad de libertad condicional nunca la pueda obtener. 
La elegibilidad de la libertad condicional está relacionada con las circunstancias 
del crimen cometido. 
4 La Junta de libertad condicional determinará a partir del examen de la totalidad del expediente y de la entrevista personal, si es o no un buen momento para 
darle la liberación, entonces se dan recomendaciones destinadas a ayudar a corregir 
las deficiencias observadas y se fijan los horarios para una nueva audiencia. En la 
audiencia final de libertad condicional el privado de libertad presenta testigos, prue-
bas, información que tienen como base aclarar ante los miembros del jurado, sobre 
todo, si el imputado es un peligro para la sociedad. 
En algunos ordenamientos se hace necesario primero el arrepentimiento del 
condenado y en segundo lugar una declaración en la que se pida perdón a las vícti-
mas. De igual manera, en lo que respecta a la obtención de la libertad condicional 
en materia de pena de cadena perpetua, en muchos países se hace necesario que el 
privado de libertad dé su consentimiento para su liberación de forma condicional. 
Garantizar la imposición de limitaciones a la discrecionalidad del jurado, el debido 
proceso y que la pena no se aplique en forma inusual y arbitraria, es decir en contra 
de la Octava Enmienda, así como para evitar la aplicación de normas que imponen 
sentencias demasiado abiertas o vagas y que conduzcan a una determinada conducta 
jurídica que produzcan sentencias arbitrarias o caprichosas.
 Un aspecto sumamente importante es la figura del oficial de libertad condi-
cional. En toda pena de cadena perpetua que implique la liberación de un detenido 
lleva consigo esta figura, especialmente establecida en el régimen inglés, con el fin 
de no solo ayudar o guiar al privado de libertad, sino de constituirse en un apoyo 
que permita que él mismo no regrese a prisión, esto conlleva a la utilización de una 
mayor cantidad de recursos y de profesionales en su fiscalización. 
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5 No existe ningún procedimiento, sistema o mecanismo que permita la determi-nación a futuro de la peligrosidad de un privado de libertad y menos para los 
delincuentes condenados a los delitos graves. Todos los estudios y análisis que se 
han realizado sobre la materia solo aportaron datos incluyentes, es decir que se han 
mostrado estudios falsos como medidas que carecen de ciencia exacta, para deter-
minar la salida de un privado de libertad condenado a la pena de cadena perpetua. 
Es importante reconocer que hay delincuentes que no son capaces de reinsertarse 
en la sociedad, por lo que es necesario considerar medidas alternativas y específicas 
para corregirlos, es decir penas opcionales que vayan más allá del derecho penal, 
así como tomar en cuenta la línea médica. Es importante considerar la peligrosidad 
futura del delincuente, que de por sí es un elemento inconstitucionalmente vago, solo 
porque se trata de una predicción de la conducta humana, ya que no es fácil predecir 
el comportamiento futuro, lo cual no significa que no se puede hacer.
6 La pena de muerte, igual que la pena de cadena perpetua, consideradas ambas como un castigo irreversible y que niegan la segunda oportunidad a la que todas 
las personas tienen derecho, considerando que no se trata de hacer a un lado el hecho 
delictivo cometido, sino de valorar la dignidad del ser humano, aunque ese ser humano 
sea un delincuente capaz de los mayores actos despreciables. Se trata de poner un 
límite al castigo y el reconocimiento de que las penas deben tener un efecto pedagó-
gico, no solo para el delincuente sino para la sociedad y que el castigo impuesto al 
condenado en ningún caso puede basarse en la rabia, sino con un sentido humanista 
de sancionar. La alternabilidad del uso y aplicación entre la pena de cadena perpetua 
y la pena de muerte se desarrolla, necesariamente, en un ámbito histórico específico 
y con elementos sociológicos.
7Un aspecto negativo en la ejecución penal moderna, podemos señalarlo en la crea-ción de cárceles con administraciones enteramente privadas o servicios privados, 
en donde el Estado les paga por el tiempo de permanencia del recluso y no por la re-
habilitación del mismo. Entre más tiempo un condenado a la pena de cadena perpetua 
esté en la cárcel, mas gana la empresa penitenciara que administra la prisión y, sobre 
todo, una mayor estabilidad de índole económica obtiene al contar con un número de 
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ingresos fijos por parte de los reclusos. La estructura carcelaria debe estar dirigida a 
que los centros carcelarios sean diseñados conforme a los programas, instituciones, 
talleres, instalaciones, usos y facilidades, restricciones etc., para que los privados de 
libertad abandonen sus paredes una vez que cumplan con su pena, es decir las instala-
ciones no están proyectadas para la estancia permanente de ningún privado de libertad, 
ya que se encontraría en un estado de vulnerabilidad constante por el resto de su vida.
8 Otro aspecto que vamos a considerar, es que con la pena de cadena perpetua se conlleva a que se le garanticen las condiciones mínimas de reclusión al privado 
de libertad y, de cierta manera, pasen de mínimos a por lo menos un término medio, 
en el sentido de que no se trata de hacer ver a la sociedad que estamos ante un prisio-
nero importante o que se encuentra pasándola en instalaciones, de lo que podríamos 
llamar un hotel, sino que se trata de reafirmar, que en el caso de las sentencias de 
cadena perpetua, en que se puede tener o no la libertad condicional, ya le estamos 
quitando el resto de su vida al delincuente, que tiene derecho a que se le brinden las 
condiciones necesarias para que retrasen, porque no se pueden eliminar las conse-
cuencias del encierro, que van más allá de su imposición. Es decir, que si se toma el 
argumento de la imposición de la pena, es porque es una pena humana, argumento 
que carece de toda veracidad, ya que lo mínimo es darle todas las atenciones tanto 
físicas como psicológicas que permitan el menor deterioro del mismo. Es decir, que 
el costo económico por detenido aumenta el costo, crear diferencia entre los pri-
sioneros aumenta y el costo social al tratar a un detenido con preferencia sobre los 
demás, aumenta la presión social de gastar mayores recursos en personas delictivas 
en tiempo de crisis y ni aunque se dieran estas circunstancias motivarían esta pena, 
aunque viva prácticamente en mejores condiciones que las personas trabajadoras 
del exterior. La pena está dirigida a la perdida de la libertad, si tenemos una pena de 
prisión que castiga más allá de la privación de libertad, no es una pena legitima y 
solo formaría parte de un Estado represor.
9 El Convenio Europeo de Derechos Humanos permita que algunos escasos países se siga aplicando la pena de cadena perpetua de forma limitada y estricta, sujeto 
a críticas (es bueno recordar que en lo mayoría de los casos ante el tribunal esta pena 
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es considerada como inhumana) y cuya práctica está por desaparecer. No quiero 
decir que la Constitución Española lo permita, entiendo que el Convenio Europeo 
de Derechos Humanos nos brinda un mínimo y es el texto constitucional claro al no 
permitir penas,  que en su ejecución se infrinja un trato grave e inhumano al privado 
de libertad, cuando se dirige la pena hacia la reinserción y reeducación del penado. 
En el sentido de que, el Estado está obligado a dar todas las herramientas necesarias 
que permitan al individuo salir de la prisión, después de haber cumplido su pena. La 
mayoría de los autores consultados mantienen la idea, de que el simple hecho de que 
toda pena de prisión exceda la vida del condenado, es una pena arbitraria y algunos 
la catalogan como una pena de muerte disfrazada. Toda pena de prisión que exceda 
los 15 años de reclusión crea consecuencias permanentes y perjudiciales a la salud, 
tanto psicológica como mental en el recluso, por lo tanto una pena que excede ese 
tiempo de prisión es una pena degradante e inhumana, por las consecuencias que tiene 
sobre el individuo. La opinión del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, acerca de 
la falta de un mecanismo procesal en la jurisdicción interna, para la reducción de la 
pena al recluso, hace que la misma sea violatoria del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos, en el sentido de que el recluso tiene derecho, desde un inicio, a conocer su 
sentencia en prisión, saber qué debe hacer para ser considerado dentro de algún tipo 
de liberación, cuál será el proceso de revisión de su sentencia, qué avances tiene en 
su readaptación y que no pierda la esperanza de recobrar su libertad, evitando que 
su castigo sea inamovible.
10 La mayoría de los países que han regulado esta pena, han pasado por momen-tos graduales de evolución histórico-jurídica, en el sentido de que primero 
han abolido la pena de muerte y posteriormente han consagrado como alternativa la 
pena de cadena perpetua obligatoria para ciertos delitos en específico. Esta situación 
se ha ido modificando hasta hacerla obligatoria y discrecional, en el sentido de que 
la obligatoria no permite la liberación, mientras que la discrecional si, hasta motivar 
su desaparición, para considerar las sentencias largas y disminuir la longitud de las 
mismas. Así mismo, imponer una pena de cadena perpetua que sea revisable o no, 
constituye en retroceso en el caso español, que en la mayoría de los países están 
eliminando.
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11 La jurisprudencia internacional señala que si se llega a imponer una pena de cadena perpetua, solo puede ser aplicada de forma muy limitada, para los 
delitos más graves de la sociedad y solamente si el condenado tiene posibilidades 
reales y efectivas de que en un determinado momento pueda salir en libertad. Es decir, 
el derecho a saber, con certeza jurídica, los años de cumplimiento de su pena, que 
no solo es un derecho, sino un cumplimiento que legitima ese monopolio que tiene 
el Estado en una sociedad democrática, como requisito mínimo de la imposición en 
toda pena de prisión. Una característica intrínseca de la pena de cadena perpetua es 
que es una sanción que tiene el objetivo, en un principio, de suprimir la libertad del 
condenado, pero al imponerla sin libertad condicional o con requisitos casi imposibles 
de conseguir,  por diferentes motivos, hablamos de una pena de privación de libertad 
que termina convirtiéndose en un castigo que con seguridad lleva a la muerte del re-
cluso. Es decir, no se pude desligar el argumento de la muerte en la imposición de la 
pena de cadena perpetua, por lo que si insistimos falsamente en su adopción, tenemos 
que hacerle frente a los mismos argumentos que motivaron la abolición de la pena de 
muerte en la mayoría de los países y, de igual manera, retomar los argumentos que 
se cuestionan si dicha sanción sirve para rehabilitar o no. Imponer este tipo de pena 
no solo conlleva a un apoyo de la opinión amarillista de la prensa, sino a retomar los 
argumentos de que la pena de prisión puede o no rehabilitar y tener un fin más allá 
del aislamiento del condenado. 
12 En toda imposición de una pena de cadena perpetua, el juez se encuentra sumamente restringido en lo que respecta a su margen de apreciación de los 
hechos y esa limitación se encuentra en regulaciones o guías de sentencias, que lo 
ayudan a decidir dentro determinados términos, la aplicación o no de una pena de 
cadena perpetua y la justificación de su decisión debe tener como base esas guías. 
La imposición de la pena de cadena perpetua lleva consigo cambios procesales, 
que tienen como finalidad garantizar el debido proceso en su imposición, en este 
sentido la facultad de condenar a un delincuente a la pena de cadena perpetua no la 
tiene el juez, sino que traspasa esa facultad a un jurado dentro de un juicio. De igual 
manera, en los casos que ameritan pena de muerte o cadena perpetua, el juez puede 
indicarle al jurado si el delincuente es declarado culpable, si se le puede imponer una 
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pena de cadena perpetua o una pena de muerte y, en los casos en que la sanción sea 
solamente pena de cadena perpetua, el juez puede indicar, si es declarado culpable, 
si es condenado con o sin libertad condicional; estas indicaciones son informadas al 
jurado por el propio juez. Un aspecto interesante, es que en la mayoría de los países 
de habla inglesa, incluyendo el ámbito latinoamericano, se separan los juicios de 
pena de cadena perpetua en dos partes, por un lado, el juicio en el que es declarado el 
imputado culpable y, por otro, el juicio en el que se determina si se le aplica la pena 
de cadena perpetua con posibilidad de libertad condicional o no. Si se puede rescatar 
algo positivo de este sistema inhumano, es que el delincuente sabe desde un principio 
si puede soñar con la libertad o no y, decimos soñar, porque los requisitos de libertad 
condicional deben ser requisitos reales que permitan el acceso a la liberación del reo. 
13 El principio de proporcionalidad es una invitación a los jueces para impo-ner sus propios valores subjetivos. El examen de proporcionalidad por los 
tribunales federales, se debe realizar e informar manteniendo una serie de criterios 
objetivos en la mayor medida posible y, es esta falta de criterios en la aplicación de 
la duración de la sentencia, que ha dado lugar al uso de la proporcionalidad con éxito 
fuera del contexto de la pena de muerte.
14 La mayoría de las penas de larga duración, dentro de la jurisprudencia, requieren de una demostración de sí la pena impuesta no satisface ninguna justificación 
penológica legítima y si es considerada desproporcionada con el delito cometido. Si la 
misma, en realidad, tiene una retribución aceptable para la sociedad y si al aplicarla se 
logra restablecer el desequilibrio causado, es decir que en delitos de cadena perpetua, 
la retribución está ligada enteramente a la culpabilidad del imputado y, como segundo 
aspecto, si su imposición logra la finalidad de satisfacer la prevención general negativa. 
El Tribunal Supremo señala que el encarcelamiento, por sí solo, podría constituir un 
castigo cruel e inusual si se tratara de una medida desproporcionada en relación con el 
delito cometido y estableció tres elementos que conllevan a la determinación de si la 
sentencia es excesiva: la gravedad de la infracción y la severidad de la pena, las penas 
impuestas a los otros delincuentes en la misma jurisdicción y las penas impuestas por 
la comisión del mismo delito en otras jurisdicciones.
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15 El análisis de los casos del Tribunal Supremo de los Estados Unidos, nos permite comprender la evolución de la aplicación de la pena de cadena per-
petua y la aplicación de la pena de muerte en los delitos calificados de atroces. Estas 
resoluciones toman en cuenta la Octava Enmienda que prohíbe los tratos crueles e 
inhumanos, degradantes y contrarios a la dignidad humana y que impiden la aplicación 
de la pena de muerte, así como limitar las penas desproporcionadas según el delito 
cometido, para centrar la discusión en la pena de cadena perpetua y si la persona 
tiene o no derecho a la libertad condicional. El Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos ha considerado en sus sentencias, sobre las penas de cadena perpetua que 
sean proporcionales al delito cometido y si las mismas pueden o no ser una violación 
a la Octava Enmienda. Su finalidad es analizar cada caso en particular, es decir, de 
forma separada por el tribunal, ateniendo a las circunstancias del hecho cometido, 
es decir que se realice un examen exhaustivo caso por caso, considerando el derecho 
comparado, para que la calificación de la gravedad del hecho cometido, sea acorde 
con la severidad de la pena de cadena perpetua. Así mismo, se consideran otros casos 
semejantes en la misma jurisdicción y en otras jurisdicciones similares, entonces el 
juicio de proporcionalidad lleva explícito que la pena de cadena perpetua, así como 
la posibilidad de libertad condicional para un determinado hecho punible considerado 
grave, es una pena cruel e inusual y se valoraron las circunstancias que llevaron a la 
realización del hecho punible en particular. 
16 También es cierto que la opinión pública es susceptible de manipulación por parte del cuerpo político, como un medio de obtención de votos y para man-
tener  el poder público, en el sentido de que factores como el reconocimiento de que 
la pena de cadena perpetua es un castigo que intrínsecamente supone un tratamiento 
cruel, inhumano y degradante para el delincuente, por lo que no se puede justificar 
su aplicación con la excusa de que existe una presión social y de que dicha opinión 
pública no representa necesariamente a la justicia, que las personas pidan una pena 
de cadena perpetua, no quiere decir que sea una pena digna ni que está legitimada su 
imposición, al contrario es una pena inhumana y violatoria de los derechos fundamen-
tales a las personas que se les impone. La imposición de los años de cumplimiento 
de prisión de todo recluso, condenado a una pena larga de prisión o condenado a una 
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pena de cadena perpetua, solo puede ser aplicada por el poder judicial y, en ningún 
caso, los años de cumplimiento en prisión pueden ser determinados o establecidos 
por el poder ejecutivo, a través de un Ministro de Interior, Secretario de Estado, 
Gobernador o cualquiera otra figura política; la decisión es enteramente judicial. Así 
mismo, el juez está obligado, en el ejercicio de sus funciones, a no calificar como 
delitos determinados comportamientos que él considere inmorales o que según su 
criterio merezcan una sanción, sino que solo puede imponer una pena cuando la ley 
determine que tal conducta en particular si debe ser castigada.
17 El daño psicológico a que se somete a un privado de libertad, condenado a una pena de cadena perpetua indeterminada o que en algún momento puede 
ser posible su determinación, es comparado con el daño que han sufrido los conde-
nados a la pena de muerte,  que se encuentran en el corredor de la muerte esperando 
el cumplimiento de su sentencia. La ejecución de las sentencias que tengan como 
privación la libertad de los imputados, conlleva a una mayor participación de los ade-
lantos médicos y tecnológicos que motiven alternativas de castigo al encerramiento 
en una prisión. En los casos en que se prueba que la prisión no es una solución de 
forma positiva para el privado de libertad, se deben de tomar medidas diferentes al 
encerramiento o aislamiento que motiven cambios sociales en los mismos. En el caso 
de la pena de cadena perpetua, es llamativo el hecho de que ciertos tratamientos mé-
dicos han tenido grandes adelantos en lo que respecta a la conducta de los reos, sobre 
todo en delitos relacionados con la violencia física y sexual, en donde la conducta ha 
sido eliminada en algunos casos con mucho tiempo de antelación, al cumplimiento de 
años para solicitar una posible libertad condicional. Es decir, adoptar un sistema en 
donde se produzca una intervención mínima por parte del Estado al aplicar el sistema 
punitivo, con la finalidad de reducir la violencia actual del sistema penal, aunque, 
por otro lado, es verdad que puede resultar riesgoso no tener un control prudente de 
los delitos que afectan a la sociedad.
18 Un aspecto necesario que se debe considerar es que toda Constitución que consagra la reeducación y reinserción del penado, que no tiene la pena de 
cadena perpetua y que debería de aplicarse como en el caso de la pena de muerte. 
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Que los países que no la han tenido o la tuvieron con anterioridad no puedan impo-
nerlas en el ordenamiento actual. Ya que los pocos países que la han introducido, lo 
han hecho en normas de inferior jerárquica modificando sus códigos penales, por lo 
tanto, si se va a introducir una pena tan grave y alta, debería de ser por la vía consti-
tucional. Por lo tanto a nivel formal, una pena de estas características, introducidas 
a través de la ley carece de legitimidad por su forma y si llegara aprobarse por vía 
constitucional carecería de valor, tanto en la forma como en el fondo, por ser viola-
toria delos derechos humanos.
19 La pena de cadena perpetua, en ocasiones, es utilizada con fines políticos y no con fines penales, lo que conlleva a aplicar un castigo ligado a la falta de 
información del electorado en el momento de su imposición, lo que motiva a que la 
misma se imponga y se siga aplicando bajo falsos límites de duración indeterminada, 
lo que se traduce en que el privado de libertad, después de un elevado número de 
años en prisión, nunca pueda obtener su libertad condicional. En primer lugar por 
una cuestión de esperanza de vida y en segundo lugar  por una cuestión práctica, ya 
que en los años de encierro y demás requisitos que necesitaría para ir accediendo 
a los diferentes grados, dentro del derecho penitenciario, motiva que cuando pueda 
lograrlo, los requisitos exigidos para solicitar una libertad condicional, no existe la 
certeza de que la misma se le otorgue.
20 Es necesario encontrar verdaderas vías alternativas a la prisión, para aque-llos privados de libertad, que en no pueden ser rehabilitados, ya sea por 
razones físicas, mentales o económicas. Y más, cuando después de muchos años 
de cumplimiento de tiempo de prisión, no muestran avances dentro de la misma, 
ya que el ambiente carcelario, lejos de ayudar, los perjudica. La pena de prisión en 
sí misma, no está dirigida a convertirse, en ningún momento, en un castigo perma-
nente. Ahora bien, esa posibilidad debe de ser real, lo que conlleva a señalar que el 
privado de libertad tiene derecho a saber cuando entra y cuando sale de la prisión, y 
si cumplida gran parte de su condena, el uso de grandes extensiones a la pena original 
por motivos de peligrosidad, conlleva a que la pena sea sustituida por otras medias que 
garanticen un tratamiento efectivo, fuera de los muros de la prisión y que se tenga la 
/ 844 /
CONCLUSIONES
seguridad de que el recluso no pueda dañar a otras personas ni a él mismo. Es decir, 
que aplicar o seguir aplicando extensiones de tiempo en prisión, luego de cumplida 
la pena original, en nuestro concepto, es una pena inhumana, aunque el delincuente 
sea peligroso, y si esa condicional de peligro no ha sido solucionada en prisión, 
luego de tantos años de encerramiento y aislamiento, conlleva a aplicaciones, ya sean 
médicas, tecnológicas, etc., o de otras medidas de control y de ayuda al privado de 
libertad, que no necesariamente debe de ser la prisión, ya que se ha demostrado en 
su ejecución, que no se ha rehabilitado al recluso, mientras que si ha provocado su 
deterioro psicológico y físico y que continúa aumentando en proporción a los años 
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INSTRUMENTOS NORMATIVOS 
INTERNACIONALES
1. En el ámbito de la Organización de las Naciones Unidas:
? ?? Declaración Universal de Derechos Humanos del día 10 de diciembre de 1948.
? ?? Convención sobre los Derechos del Niño Aprobada y abierta a la firma y ratifi-
cación por la Asamblea General en su resolución 44/25 de 20 de noviembre de 
1989.
? ?? Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación Racial. Aprobada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea 
General en su resolución 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965, y modifi-
cada por la resolución 47/111 de la Asamblea General, de 16 de diciembre de 
1992.
? ?? Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o De-
gradantes. Aprobada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asam-
blea General en su resolución 39/46, de 10 de diciembre de 1984.
? ?? Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a 
cualquier forma de detención o prisión. Adoptado por la Asamblea General en 
su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988.
? ?? Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Aprobado y abierto a la 
firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 
A (XXI), de 16 de diciembre de 1966.
? ?? Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Aproba-
do y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966.
? ?? Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General 
en su resolución 2200 A (XXI), de 16 diciembre de 1966.
? ?? Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Pe-
nas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Aprobado por la Asamblea General en 
su resolución 57/199, de 18 de diciembre de 2002.
? ?? Principios básicos para el tratamiento de los reclusos. Adoptados y proclama-
dos por la Asamblea General en su resolución 45/111, de 14 de diciembre de 
1990.
? ?? Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, destinado a abolir la pena de muerte. Aprobado y proclamado por la 
Asamblea General en su resolución 44/128, de 15 de diciembre de 1989.
? ?? Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Adoptadas por el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo 
Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 
y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977.
? ?? Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de 
libertad. Adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de 
diciembre de 1990.
? ?? Resolución aprobada por la Asamblea General el 10 de diciembre de 2008 
[sobre la base del informe de la Tercera Comisión (A/63/435)] 63/117. Proto-
colo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.
? ?? Salvaguardias para garantizar la protección de los derechos de los condenados 
a la pena de muerte. (Aprobadas por el Consejo Económico y Social en su Re-
solución 1984/50, de 25 de mayo de 1984).
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2. En el ámbito americano:
? ? Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Conjunto de Principios para
la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención 
o prisión. Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de 
diciembre de 1988.
? Convención Americana sobre Derechos Humanos. Serie sobre Tratados, OEA, 
Núm. 36, 1144, Serie sobre Tratados de la ONU, 123 entrada en vigor el 18 de 
julio de 1978.
? Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura. (Adoptada en 
Cartagena de Indias, Colombia, el 9 de diciembre de 1985 en el decimoquinto 
período ordinario de sesiones de la Asamblea General).
? Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, OAS Res. 
XXX, aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana (1948).
? Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Aprobado median-
te la Resolución Núm. 447 adoptada por la Asamblea General de la OEA en su 
noveno período ordinario de sesiones, celebrado en La Paz, Bolivia, octubre de 
1979.
? Estatuto de la Corte IDH. Aprobado mediante Resolución Núm. 448 adoptada 
por la Asamblea General de la OEA en su noveno período de sesiones, celebra-
do en La Paz, Bolivia, octubre de 1979.
? Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de derechos económicos, sociales y culturales. “Protocolo de San Sal-
vador”.
? Protocolo a la Convención Americana sobre derechos humanos relativo a la 
abolición de la pena de muerte. 
? Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Aprobado 
por la Comisión en su 137 período ordinario de sesiones, celebrado del 28 de 
octubre al 13 de noviembre de 2009; y modificado el 2 de septiembre de 2011 
y en su 147  período ordinario de sesiones, celebrado del 8 al 22 de marzo de 
2013, para su entrada en vigor el 1 de agosto de 2013.
Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Aprobado por 




Resolución 1/08. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Per-
sonas Privadas de Libertad en las Américas. 
3. En el ámbito europeo
Consejo de Europa. Comité de ministros. Recomendación Rec (2006) del Co-
mité de Ministros de los Estados Miembros sobre las Reglas Penitenciarias 
Europeas. (Adoptada por la Comisión de Ministros de 11 de enero de 2006, 
durante la 952 Reunión de los Delegados de los Ministros)
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Liber-
tades Fundamentales, más conocido como la Convención Europea de Derechos 
Humanos. Fue adoptado por el Consejo de Europa el 4 de noviembre de 19501 
y entró en vigor en 1953.
Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes. Serie de Tratados Europeos Núm. 126. Modificado 
a tenor de lo dispuesto en los Protocolos Núm. 1 (ETS Núm. 151) y Núm. 2 
(ETS Núm. 152) que entraron en vigor el 1 de marzo de  2002.
Protocolo Núm. 6 a la Convención Europea de Derechos Humanos. Es un texto
internacional anexo a la citada Convención o Convenio, elaborado en el ámbito 
del Consejo de Europa y abierto a todos los estados miembros del Consejo que 
hayan ratificado la Convención. Su finalidad es restringir la aplicación de la 
pena de muerte. Fue aprobado el 28 de abril de 1983 y entró en vigor el 1 de 
marzo de 1985, tras su ratificación por los primeros cinco estados. Fue parcial-
mente modificado por la entrada en vigor del Protocolo Núm. 11 a la Conven-
ción Europea de Derechos Humanos
Protocolo Núm. 11 (noviembre 1998) revisó en profundidad el texto de la Con-
vención con el fin de modificar el procedimiento de protección de los derechos. 
Suprimió la Comisión Europea de los Derechos Humanos y reformó el Tribunal, 
permitiendo que los individuos presentaran demandas directamente ante él.
Protocolo Núm. 13 a la Convención Europea de Derechos Humanos es un texto 
internacional anexo a la citada Convención o Convenio, elaborado en el ámbito 
del Consejo de Europa y abierto a todos los estados miembros del Consejo que 
hayan ratificado la Convención. Fue aprobado el 3 de mayo de 2002 y entró en 
vigor el 1 de julio de 2003.
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Protocolo Núm. 13 al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales relativo a la abolición de la pena de muerte 
en cualquier circunstancia. Vilnius, 03.V.2002 Núm. 63 de 28 de noviembre de 
2008, que adopta el Código Procesal Penal.
Protocolo Núm. 14 (mayo 2004) completa los mecanismos de control del Con-
venio. Asimismo, hace más eficiente el sistema europeo de derechos humanos. 
Ha sido ampliado por el Acuerdo de Madrid en mayo de 2009.
Recomendación CM/Rec (2012) del Comité de Ministros a los Estados Miem-
bros sobre el Código Deontológico Europeo para el Personal Penitenciario. 
(Adoptado por el Comité de Ministros el 12 de abril de 2012). Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos Adoptadas por el Primer Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social 
en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 





Anteproyecto de Constitución Cortes. Congreso de los Diputados. Comisión de 
asuntos constitucionales y libertades públicas.
Boletín Oficial de las Cortes. Núm. 4. Día 5 de enero de 1978.
Boletín Oficial de las Cortes. Núm. 82. Día 17 de abril de 1978.
Carta africana sobre los derechos humanos y de los pueblos. Carta de Banjul.
(Aprobada el 27 de julio de 1981, durante la XVIII Asamblea de Jefes de Esta-
do y Gobierno de la Organización de la Unidad Africana, reunida en Nairobi, 
Kenya).
Carta Encíclica Evangelium Vitae del sumo pontífice Juan Pablo II a los obispos, 
a los sacerdotes y diáconos, a los religiosos y religiosas, a los fieles laicos y a 
todas las personas de buena voluntad sobre el valor y el carácter inviolable de la 
vida humana.
Colección legislativa de cárceles. Comprensiva de todas las leyes que se hallan
en la novísima recopilación referentes al ramo y de todas las disposiciones lega-
les y reglamentarias y expedidas posteriormente hasta 31 de diciembre de 1860. 
Orden de la Dirección General de Establecimientos Penales, Imprenta Nacional, 
Madrid, 1860.
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el 31 de marzo de 
2008  aprobó por unanimidad el documento, “Principios y Buenas Prácticas so-
bre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas”, a través 
de la Resolución 01/08, adoptada durante el 13 período ordinario de sesiones.
Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhu-
manos o Degradantes realizó un informe sobre la pena de cadena perpetua, con 
fecha 27 de junio de 2007.
Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a
cualquier forma de detención o prisión. Adoptado por la Asamblea General en 
su resolución 43/173, suscrito el 9 de diciembre de 1988.
Convención sobre los Derechos del Niño suscrita el 20 de noviembre de 1989.
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Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de discri-
minación racial. Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea 
General en su resolución 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965. Entrada en 
vigor el 4 de enero de 1969, de conformidad con el artículo Número 19.
Convención Americana de los derechos y deberes del hombre, suscrita en la 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. San José, 
Costa Rica del 7 al 22 de noviembre de 1969.
Convenio Europeo de Derechos Humanos. Modificado por los Protocolos Núm. 
11 y 14 completado por el Protocolo adicional y los Protocolos Núm. 4, 6, 7, 12 
y 13.
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades
Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950, ratificado por España mediante Ins-
trumento de fecha 26 de septiembre de 1979, y publicado en el Boletín Oficial 
del Estado de 10 de octubre de 1979. Derechos reconocidos.
Decisión Marco del Consejo, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de de-
tención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros.
Declaración Universal de Derechos Humanos. Adoptada y proclamada por la 
Asamblea General en su Resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948.
Documentos de Trabajo. Consejo de Europa. Comentario a las Normas Peniten-
ciarias Europeas. Centro de Estudios Jurídicos y Formación Especializada del 
Departamento de Justicia de la Generalitat de Catalunya, abril de 2010.
Doc.: A/RES/62/149, Moratoria sobre el uso de la pena de muerte. Resolución 
adoptada por la Asamblea General el 26 de febrero de 2008.
Doc.: GA/SHC/3939. Resolución sobre la moratoria de la pena de muerte de 20 
de noviembre de 2008.
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. El texto del Estatuto de Roma
que se distribuyó como documento A/CONF.183/9, de 17 de julio de 1998, en-
mendado por los procès-verbaux de 10 de noviembre de 1998, 12 de julio de 
1999, 30 de noviembre de 1999, 8 de mayo de 2000, 17 de enero de 2001 y 16 
de enero de 2002. El Estatuto entró en vigor el 1o de julio de 2002.
Gaceta Oficial Número 044 Extraordinaria de 19 de diciembre de 2013, De-
creto-Ley Núm. 316, modificativo del código penal y De la ley contra actos de 
Terrorismo.
Instrumento de fecha 26 de septiembre de 1979 y publicado en el Boletín Oficial 
del Estado de 10 de octubre de 1979.
Ley de 1547, con el título de Estatuto de los Mendigos, aprobada bajo el reinado 
de rey Edward VI.
Ley Núm. 63 de 28 de noviembre de 2008, que adopta el Código Procesal Penal.
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
Observación General Núm. 21. Comentarios generales adoptados por el Comité 
de los Derechos Humanos, Artículo 10 - Trato Humano de las Personas Priva-
das de Libertad. 44  período de sesiones, U.N. Doc. HRI/GEN/1/Rev.7 at 176 
(1992).
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Adoptado y abierto a la 
firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su Resolución 2200 
A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976, 
de conformidad con el artículo 49, que lista de los Estados que han ratificado el 
Pacto. Declaraciones y Reservas.
Reglas Penitenciarias Europeas. Consejo de Europa. Comité de ministros. Re-
comendación (2006) del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre las 
Reglas Penitenciarias Europeas (adoptada por el Comité de Ministros el 11 de 
enero de 2006, a raíz de la 952 reunión de delegados de ministros). Documentos 
de trabajo Consejo de Europa, Traducción realizada por el Centro de Estudios 
Jurídicos y Formación Especializada del Departamento de Justicia de la Genera-
litat de Catalunya, Abril de 2010.
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CONSTITUCIONES
Constitución de Barbados 1966 y reformas hasta 2007. 
Constitución de la república Federativa de Brasil de 1988.
Constitución Política de la República de Nicaragua actualizada de 2014.
Constitución Política de la República de Panamá de 1983 y los actos legislativos 
de 1983 y de 1994.
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reformada en 2015.
Constitución de Alemania. Ley Fundamental de la República Federal de Alema-
nia de 1949 enmendada en 2001.
Constitución de Trinidad y Tobago de 1980 y actualizaciones.
Constitución de la República de Cuba de 2003.
Constitución de Barbados de 1966 y reformas de 2007.
Constitución de Bélgica de 1831.
Constitución de Commonwealth de las Bahamas de 1973.
Constitución Española de 1978.
Constitución Francesa de 1958.
Constitución de Jamaica de 1962 y reformas de 1999.
Constitución de la Nación Argentina de 1994.
Constitución Política de Costa Rica de 1949 actualizada en 2015.
Constitución Política de la República de Chile actualizada en 2003. 
Constitución de la República del Ecuador de 2008.
Constitución Política de Colombia de 1991 y reformas de 2001.
Constitución Política de El Salvador de 1983.
Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia de 2007.
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